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Viejisima es la acusación que se hace a los hombres de leyes ecle- 
siásticas de perderse en el boscaje de las normas materiales perdien- 
do de vista los grandes valores dogmáticos y espirituales del cristia- 
nismo. Tratadistas del Dogma y de la mistica cristiana miran a 
veces con desdén la tarea del jurista ocupado en interpretar y siste- 
matizar el Derecho de la Iglesia. Santo Tomás cita no sólo las Decre- 
tales, sino también los textos del Corpus Iuris Civilis, y los cita mu- 
chas veces y con respeto; sin embargo, escribió que es «inconsonum 
ac derisibile quod sacrae doctrinae professores iuristarum glossulas 
in auctoritatem inducant aut de iis disceptent». 

Pero no es lo importante la cuestión de la primacia entre las dis- 
tintas disciplinas de la ciencia sagrada. No es lo frívolo y anecdótico 
lo que aquí interesa, sino el posible sentido de la acusación que atri- 
buye a los juristas y, lo que es peor, al Derecho, la pretensión de en- 
carcelar en la estrechez obligatoria de las normas la amplia y gene- 
rosa vida de la Igiesia, y de cortar el vuelo de todas las alas cuya 
envergadura desborde las dimensiones del gálibo construído y mane- 
jado por el jurista. Según ese modo de argüir, a la ley correspondería 
el papel de la letra que mata, y al dogma y a la mística, el del espi- 
ritu que vivifica. 

Hay en esas expresiones algo que tiene que hacer pensar a los 
teólogos: nos referimos a que a las voces heréticas gustan hoy de dis- 
tinguir entre Iglesia carismática e Iglesia de derecho, y dicen que la 
Iglesia, ajurídica en un principio, cobró sentido institucional por la 
influencia del Derecho romano. 


E 


Para nosotros importa observar que en los últimos lustros la 
ciencia canónica se está beneficiando de los métodos y de la proble- 
mática de la ciencia laica, que en numerosos aspectos ha alcanzado 
una depuración y una finura desconocida de los antiguos. La legiti- 
midad de ese aprovechamiento no puede ponerse en duda. Leyes y 
cánones tienen que ir tan relacionados entre sí como los cuerpos y 
las almas y las dos ciudadanías de los bautizados, y por la misma 
razón, la ciencia canónica no puede divorciarse de la lucubración ju- 
rídica laica. Por otra parie, la jurisprudencia eclesiástica no puede 
descuidar el genuino progreso de las ciencias morales y jurídicas, mi 
puede reputarse lícito ni conveniente el rechazarlo solamente por su 
novedad, puesto que la novedad no es enemiga de la ciencia (Pío XII). 

Pero puede haber aquí un peligro escondido. Leyendo algunos tra- 
bajos canónicos, piensa uno que ese peligro no es irreal. Como toda 
la vida eclesiástica, también la ciencia canónica corre el riesgo de 
aseglararse. La fórmula «unión sin confusión», válida para las rela- 
ciones entre la Iglesia y el Estado, parece también aplicable a nues- 
tro caso. 

La Iglesia es, primero, misterio, y después, comunidad realizada 
en los hombres. Sólo en esta segunda fase presenta su cara externa 
y social, segregando de sí un fenómeno jurídico análogo al del Es- 
tado, si bien con raíces hundidas en un terreno totalmente distinto 
de la naturaleza humana, en la cual se apoya lo jurídico-temporal. 
No sólo la estructura interna de la Iglesia, sino también sus manifes- 
taciones jurídicas, son sobrenaturales en su origen, en sus medios y 
en su fin. Esta sobrenaturaleza de la Iglesia es un manantial cauda- 
loso de discriminaciones entre el fenómeno jurídico-laical y la Igle- 
sia, y nunca prestará atención excesiva a esta diferencia el canonista 
que quiera interpretar adecuadamente la legislación de los sagrados 
cánones. 
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UNA SENTENCIA ESPAÑOLA EN EL 
SIGLO XVI 


La validez del matrimonio de los eunucos y espadones 


Fueron unas palabras del profesor PIETRO D'AvACK en su magistral obra 
Causae di nullita e di divorcio nel Diritto matrimoniali canonico las que me 
movieron a estudiar una cuestión hace varios siglos ya definitivamente resuel- 
ta y que sólo puede ofrecer algún interés para la historia del Derecho canó- 
nico. Según este egregio canonista, la validez del matrimonio contraído por 
los eunucos y espadones, «utroque teste carentes», fué defendida, en el si- 
glo XVI, «dai più autorevoli rappresentanti della dottrina teologica e giuri- 
dica spagnola» (1). 

¿No encerrarían alguna exageración las palabras citadas del profesor ita- 
liano? Y de ser éstas ciertas, ¿cuáles eran las razones en que se apoyaban estos 
más autorizables representantes de nuestra teología y nuestro derecho, en di- 
cho siglo, para resucitar una opinión, ya entonces en oposición con la doctrina 
común y que ahora nos parece totalmente absurda y contraria a la naturaleza 
y al objeto de la institución matrimonial? 


Terminología.—Los autores antiguos manejaban un conjunto de voces 
antiguas para designar a los individuos impotentes para la generación por 
defecto o debilidad de sus partes genitales. Así, usan los términos de exnu- 
chus, spado, castratus, tblibiae, thlasiae, ectomiae..., pero sin ponerse de acuer- 
do para asignar una significación específica a cada una de estas voces. 

Según el jurisconsulto ALCIATO, en la ley spadonum del Digesto (2), 
toma Ulpiano esta palabra en un sentido genérico para designar al individuo 
que carece, anatómica o funcionalmente, de ambas glándulas seminales. Abra- 
za varias especies: a) castrati, que nacieron sin dichas glándulas o quedaron 
privadas de ellas antes de la pubertad; b) los llamados thlasiae, que son aque- 
llos «quibus testes fracti sunt»; c) los titulados ///bjae, «qui esos habent 
attritos»; d) finalmente, los eunuchi, que son propiamente los privados de 


(1) PIETRO AGOSTINO D'AVACK: Cause di nullità e di divorcio nel Diritto matri- 
ymoniale canonico (Firenze, 1952), vol. 1, p. 478. 
(2) 50, 16, 128. E 
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dichas glándulas después de la pubertad, y que, por lo tanto, conservan ciertos 
signos de virilidad (3). | 

Sin embargo, otras leyes, también del Digesto, establecen, claramente, una. 
diferencia entre el spado y el eunuchus, aunque discutan después los autores 
cuando tratan de designar en qué consiste específicamente aquélla (4). Así, 
el spado podía contraer matrimonio, cosa que no podía hacer el eunuchus (5). 
Como una consecuencia de la facultad de contraer, el primero podía adoptar, 
cosa que tampoco podía hacer el segundo (6). Era, pues, más viril, ante el 
Derecho romano, la condición del eunuchus, de tal modo que éste nunca era 
catalogado entre los varones (7). 

Por el contrario, para ANTONIO AGUSTÍN, es precisamente la palabra exnu- 
chus la que tiene una significación genérica, que abrazaba las siguientes espe- 
cies: a) el spado, o sea el individuo que por vicio de las partes genitales es. 
incapaz de engendrar, cosa que podría hacer una vez curado de aquel defecto; 
b) los llamados +hlibiae, «qui a nutrice vel a matre elisionem testiculorum 
passi sunt». Se refiere a una forma de castración de que hablaremos más ade- 
lante; c) los castrati, «in quibus facta est sectio partium genitalium» (8). 

El jurisconsulto GUTIÉRREZ recuerda un pareado, muy vulgarizado en su 
tiempo, que decía: 


«Castratos natura facit, violenta spadones 
improbitas, amor eunuchos et faeda libido.» 


Según esto, se llamarían castrados a los que nacían ya sin glándulas semi- 
nales; espadones, a los que sufren una privación posterior de las mismas, y 
eunucos, los que, por diversas causas, han llegado a una impotencia ad erec- 
tionem (9). 

ZAQUIA, dando, como ANTONIO AGUSTÍN, a la palabra ezzzco una signi- 
ficación genérica, agrupaba a estos tres en tres clases: 


(3) ANDREAS ALCIATUS: Commentaria in Digestum, in tit. “de verborum significa- 
tione", lex CXXVIII. 

(4) PEDRO BARBOSA: De matrimonio, 1. 1, pars 1, n. 89 sqs. 

(IS SS 

(6)* 1,152; 

(1) En este sentido, comenta ZAQUIA, aparese oscuro el texto del Génesis (39, 1) 
al llamar a Putifar eunuco de Faraón, ya que consta que tenía mujer. CORNELIO A La- 
PIPE escribe que el sentido del texto es que Putifar factus fuit (no lo era antes) eunu- 
co, cuando compró a José. El TosTADO y CAYETANO dicen que la voz eunuco se toma. 
en este pasaje por aquel que tiene el cargo de eunuco, aunque en realidad no lo- 
fuera, es decir, que Putifar era tan grato y acepto al Rey que ejercía cargos que 


solamente se daban a los eunucos. PAULO ZACHIA: Quaestiones medico-legales, 1. 2, 
tit. 3, q. 9, n. 28. 


(8) Opera omnia (Lucae, 1769), vol. 2, p. 471. 
(9) Canonicarum quaestionum libri duo, 1. 1, c. 16, n. 3. 
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| 
a) A natura. Son aquellos que nacían sin glándulas seminales, o con 
una sola o con aquellas tan diminutas que no sirven para la generación, o, en 
fin, escondidas de tal modo que no aparecían al exterior. Estos últimos serían 
los crzptórquidas modernos. 


b) Per accidentem. Estos, «ex arte tales evadunt». La operación podía 
llevarse a cabo por diversos métodos: per excissionem; ésta podía ser total, de 
modo que abarcara también al escroto y el pene. Procedimiento tan bárbaro, 
era familiar entre los turcos. ZAQUIA se admira cómo no morían con una heri- 
da tan enorme. Estimadísimos en la antigüedad; era frecuente encontrarlos en 
los palacios para la guarda de las concubinas. Para una operación tan brutal, 
dormían al individuo a base de fuertes dosis de opio. Los asirios empleaban 
diverso método anestésico, que él describe así: «In balnea eos dimitunt, ac 
supinis venas, quas circa guttur sunt, et apopleticae vocantur, aprehendunt 
alligantque, et sic illos sensu omni privant et motu» (10). 

El procedimiento per excissionem lo describe así el célebre médico PABLO: 
EGINETA: 

«Desupinato infante, scrotum cum testiculis premitur digitis manus sinis- 
trae, inciditurque scalpello, et cute detracto, exciduntur testiculi, ita ut solum 
naturale vasorum commercium relinquatur, et nihil supersit testiculorum» (11). 

Había otro procedimiento llamado per contusionem vel atrictionem. El 
mismo EGINETA lo narra así: 

«Quando infante collocato in solio aquae calidae, ex calore relaxantur 
testiculi, tumque digitis premuntur quosque solvantur et evanescant» (12). 

Por este método, a veces la privación no era total, encontrándose entre 
ellos individuos que hasta podían engendrar, sobre todo cuando perseveraban 
restos de la parte superior de la glándula, «penes quam—cree ZAQUIA—major 
vis conficiendi semen prolificum existit» (13). 

Finalmente, existían ciertos medicamentos, como la cicuta, la raíz de la 
ninfa, etc., que aplicados a las glándulas seminales de los niños e impúberes, 
privaban a aquéllos de su virtud generativa. 


c) Ex morbo. Sobre todo entre los escitas, era frecuente cierta enferme- 
dad, que consistía en una permanente y acentuada refrigeración de los ge- 
nitales, de tal modo que hacía al individuo impotente no sólo para la genera- 
ción, sino también para el ejercicio del coito, ya que extinguía el vigor de: 
aquellas partes. 


(10005 051.2 tit. 3.109, 1:10: 
(11) ZAQUIA, O. C., l. C. 

(12) ZAQUIA, O. C., l. c. 

(GED = Oy IEC: 
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Una cosa aparece clara en los textos alegados, y es el concepto amplio que 
daban estos autores a la voz eunuco, de tal modo que la hacían coincidir con 
el concepto de esterilidad. Hay autores, como el español PALACIOS, que ha- 
blan de un eunuquismo natural que identifican con la frigiditas naturalis, 
«quam vir aliquis a natura patitur, reddens hominem adeo frigidae comple- 
xionis ut, membro virile dejecto, sempjer feminae sit inhabilis». Este mismo 
autor equipara el eunuquismo con la impotencia, tratando todo este impedi- 
mento bajo la rúbrica: «utrum eunuchus contrahere possit» (14). 


MEDINA recuerda otra clase de eunucos, llamados por los persas bagoi, 
equivalente a nuestros vasectomíacos. Estos eran enormemente lascivos y muy 
estimados por las mujeres nobles que querían gozar sin concebir (15). 


Estado de la cuestión.— Ante esta confusión de voces, y, sobre todo, ante el 
concepto amplio de la voz eunuco, que hemos indicado, vamos a fijar los tér- 
minos en que se desarrolló la controversia, único objeto de nuestra investi- 
gación. 

La doctrina admitió, sin discusión alguna, que la carencia de una sola glán- 
dula testicular no hacía al individuo inhábil para la generación. Encuadrados 
también en el concepto de eunuco, estos tales podían contraer. SÁNCHEZ razo- 
na de este modo esta doctrina recepta por toda la antigiiedad: 


«Testiculum enim ille potest ministerium generationi necessarium exer- 
cere, spiritus ad illam requisitos retinens et tanquam follis membra commo- 
vens. Sicut alter solus oculus videndi actum perfecte exercet. Immo cum virtus 
unita sit fortior se ipsa dispersa, et in illum unum testiculum omnes spiritus 
generationi necessarii coeant qui in utrumque confluere deberent, solent ii al 
generandum potentiores esse» (16). 


La cuestión, pues, hay que limitaria al varón que, ya a natura ya ex acci- 
denti, está privado de ambas glándulas seminales. 


Dentro de este círculo más reducido, podríamos suponer la hipótesis, que 
recuerda ZAQUIA, de espadones «quibus ambo quidem testes deficiunt, quia 
excissi sunt, sed illis in excissione relicta est superior pars alterius vel ambo- 
rum testium». La hipótesis, aunque difícil, la considera posible el autor cita- 
do; es más, cree él que a este caso preciso se refieren aquellos autores que 
hablan de la facultad generativa de algunos eunucos (17). 


(14) Im 4. Sent., dist. 34, disp. 2, 


(15) De sacrorum hominum continentia, 1. 5, c. 74. Este es el verdadero título de 


la obra de MEDINA, y no el de Tractatus de caelibato ecclesiastico, título con que la cita 
JD'AVACK en varios lugares de su obra. 


(16) De s. matrimonii sacramento, 1. 7, disp. 92, n. 14. 
CIAO c. S1: 9:500 717 q. 9 La 129 0099 0 2 EET 
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La solución del problema dependería del hecho de que esa sustancia tes- 
ticular relicta tuviese o no virtud generativa de un verum semen. En caso afir- 
mativo, el así deficientemente castrado podría engendrar y contraer; pero este 
hecho debería ser demostrado en cada caso. Es más, un individuo en estas 
condiciones estaría fuera del concepto propio de eunuco. 

Aun podríamos imaginar otro caso: Cuando la castración se ha efectuado 
en la edad de la pubertad, bien podría suceder que, en el momento de la ope- 
ración, la vesícula seminal se encuentre repleta de semen testicular; y como, 
en este caso, el miembro viril del así castrado conserva íntegra la comunica- 
ción con dicha vesícula, en la primera, y hasta en la segunda polución subsi- 
guiente a la operación, este individuo se encontraría en grado de emitir un 
semen no solamente ¿n testiculis elaboratum, sino también prolífico. 

De aquí el problema que puede presentarse de si el castrado que contrae 
matrimonio poco después de haber sufrido tal operación deba jurídicamente 
considerarse capaz o incapaz, por razón de impotencia, para el matrimonio. 

No he visto tratada esta hipótesis en ninguno de los autores antiguos que 
he hojeado. Los modernos que la examinan dan la siguiente solución: En li- . 
nea de derecho, mientras permanezca en el sujeto una tal posibilidad de effu- 
sio vert seminis, ciertamente el individuo no puede considerarse impotente; 
y como la cópula habida en estas condiciones sería para el derecho una cópula 
perfecta, así el matrimonio, eventualmente celebrado en aquel tiempo, debería 
considerarse válido, estando, en este caso, ante una mera impotencia subsi- 
guiente, y, como tal, jurídicamente irrelevante. 

Sin embargo, en la práctica, como la capacidad transitoria del individuo 
en Cuestión está subordinada a la eventual y problemática subsistencia de una 
secreción testicular residual en la vesícula seminal, evento totalmente excep- 
cional, es evidente que existe en el caso una verdadera presumptio juris a fa- 
vor de la impotencia inmediata del castrado, y que, por lo tanto, un matrimo- 
nio así contraído deberá considerarse inválido, hasta que aquella eventualidad 
sea demostrada en cada caso. Por regla general, la castración lleva consigo una 
abolición inmediata de la capacidad del sujeto a la generación del verdadero 
semen; por lo tanto, tal individuo ha de presumirse impotente desde el mo- 
mento de la operación. Y aquí radicaría toda la dificultad del problema: en- 
contrar un medio legítimo para llegar a probar que tal individuo, aun después 
de la operación, retiene líquido residual en la vesícula seminal a testiculis 
elaboratum, en el momento de la consumación del matrimonio; fuera de una 
evidente fecundación de la mujer, ignoro cuál pudiera ser ese medio (18). 


'(18) D'Avack: O. c., p. 633. CAPPELLO: De matrimonio, I, n. 38. Dz SMET: De spon- 
salibus et matrimonto, n. 550, nota 1. 
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Finalmente, excluídos otros conceptos genéricos e impropios que del exn- 
co hemos visto en algunos autores antiguos, el objeto de nuestra investigación 
quedará reducido a la doctrina sobre la capacidad, en orden al matrimonio, de 
los eunucos y espadones que sufren una privación total, natural o artificial, 
de ambas glándulas seminales, dirigida esta investigación principalmente a 
los teólogos y canonistas españoles del siglo XVI. 

Tomamos, pues, estas palabras en el sentido estricto en que suelen tomar- 
las los autores modernos, para quienes el ezzzco supone una carencia congé- 
nita de ambas glándulas, y espadón, cuando tal carencia es producida por 
accidente o castración. 


Diversas sentencias.—La cuestión de la capacidad o incapacidad matrimo- 
nial de los eunucos y espadones constituyó una verdadera y propia cuestión 
clásica de escuela. 

Una primera opinión enseñada (creo que por vez primera) por JUAN 
TEUTONICO en una Glosa al Decreto de GRACIANO defendía la validez del 
matrimonio del eunuco (tomada esta palabra en el sentido indicado), con tal 
que éste fuera capaz de erigir el miembro viril y penetrar la vagina de la 
mujer, aunque fuera a la vez incapaz de emitir «quodcumque semen». 

He aquí las palabras de la Glosa: 

«Quod si habet virgam arrectam, sive resolvat sperma, sive non, quod sit 
ibi matrimonium; nam talis satisfacit mulieri, sicut mulier satisfacit viro, sive 
resolvat sive non; nec requiritur quod semper in matrimonio sit filiorum pro- 
creatio; quia sufficit quod non evitet prolem» (19). 

La sentencia, en esta forma rígida, fué defendida por civilistas de la talla 
de ANDRÉS ALCIATO y canonistas de la de PEDRO DE ANCHARANO. El prime- 
ro, comentando un texto de Ulpiano, distingue entre espadones y castrados; 
los primeros, o sea, «qui puberes execti sunt et hepate sunt ferventiora, hi 
possunt coire, licet non generent; et ita contrahere matrimonium»; los cas- 
trados, «id est, casti nati, tales neque possunt coire neque contrahere» (20). 
ANCARANO copia y aprueba el pasaje citado de la Glosa, en cuyo apoyo cita 
un texto del Eclesiástico que dice: «concupiscentia spadonum devirgavit ju- 
venculam» (20, 3) (21). 

Otros autores, más oscuros, defendieron también esta doctrina. Así lo hi- 
cieron, entre otros, BARTOLOMÉ CEPOLa y HUGOLINO. Ambos dependen de 
la Glosa, a la que citan literalmente (22). 


(19) JOANNIS TEUTONICUS: Glossa, Exsecti; ad c. 25, C. XXXII, q. 7. 

(20) Commentaria in Digestum, De verborum significatione, 1. CX XXIII. 

(21) Im V Decret., lib. commentaria, IV, tit. 15, c. 2. 

(22) B. CEPOLA: Opera omnia. (Lugduni, 1581), p. 40, n. 11; HucoLino: De matri- 
monio, c. 19. 
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En el mismo sentido se expresaron algunos sumistas. 

La llamada Summa Angelica, del franciscano ANGEL DE CLAVASIO, después 
de exponer la opinión contraria, expresa así la suya: 

«Ego teneo quod ex quo habet actum generandi, quod tenet matrimo- 
nium, licet non habeat effectum, ut supra dictum est; aliter steriles non pos- 
sent contrahere, quod falsum est» (23). 

La llamada Summa Tabiena, del dominico JUAN DE TABIA, también cono- 
cida por la Summa Summarum, después de exponer ambas opiniones, añade: 

«Prima tamen opinio (la afirmativa) videtur verius, quia sterilis... quia 
si non est in eis ad prolem, salten est ad solatium» (24). 

La Summa Aurea Armilla, del dominico BARTOLOMÉ Fumo, trata el caso 
del castrado «qui erigit virgam, sed non potest seminare»; y aun cuando reco- 
noce que «communiter tenetur quod non potest contrahere», afiade: «Alii 
autem tenent quod sic, et verius, quia si non potest seminare, potest tamen 
mulierem provocare» (25). 

Esta sentencia rígida, que, como acabamos de ver, había tenido defensores 
de nota en la doctrina antigua, fué renovada con nuevo ardor por algunos 
autores españoles. Así lo hicieron el canonista doctor NAVARRO y los teólogos 
MEDINA y PALACIOS. 

El doctor NAVARRO excluye del instituto matrimonial a los eunucos a na- 
tura, y a los que fueron privados de las glándulas seminales ante pubertatem; 
pero incluye a los demás. 

«Concedo non solum spadonem qui unum testiculum habet, posse con- 
trahere matrimonium, sed etiam qui nullum habet, etiamsi sint thlasiae, qui- 
bus testes fracti sunt, sive thlibiae, qui eos habent attritos, modo arrigere 
collem et virgam et coire possint» (26). 

Sin embargo, en su concepción ética del matrimonio, NAVARRO exige para 
la validez que tales individuos sean capaces de una cópula saciativa, ya que 
solamente una cópula de esta naturaleza puede justificar la capacidad de tales 
individuos. 


(23) Summa Angelica, v. Matrimonium, Imped. 16, n. 11. Sin embargo, en las 
anotaciones marginales hechas posteriormente por otros Hermanos de la Orden, ya 
se defiende la verdadera doctrina, “quia non datur bonum prolis". 

(24) Summa Tabiena, v. Imped., 12, n. 7. 

(25) Aurea Armilla, v. Matrimonium, n. 51. Sin embargo, es oscuro el pensamiento 
de Fumo, ya que en el n. 53 de esta misma cuestión añade: *Quod dictum est de cas- 
tratis, intellige quando taliter est truncatus, quod seminare non potest. Si vero semi- 
nare potest, sed invalide, potest contrahere, et hoc sequitur Petrus de Palude, 1l c., 
n. 53”. Por eso creemos más bien debe ser numerado entre los defensores de la opi- 
nión siguiente. 

(26) Consilia, 1. 4, cons. 2, n. 16. 
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«Matrimonium etiam fuit institutum quatenus est remedium ad vitandamr 
fornicationem, et etiam concedimus valere matrimonium contractum ab spa- 
done, qui licet non possit generare nec emitere semen in vulvam mulieris,. 
potest tamen cognoscere eam intra vas et ordinario modo facere ut tollatur vel 
sedetur appetitus utriusque ad habendam copulam carnalem conceptus, qui 
ad fornicandum posset incitare» (27). 

El teólogo franciscano MIGUEL DE MEDINA distingue entre los eunucos 
que son potentes para el coito y los que no lo son. Los primeros, dice, es ve- 
rísimo que pueden contraer matrimonio, «contrariamque opinionem pericu- 
losam credimus»; «neque requiritur—añade—seminatio, neque actualis, neque 
potentialis». La validez del matrimonio de los segundos la hace depender 
MEDINA de una condición: del previo conocimiento que la mujer tenga del 
estado de eunuquismo del varón en el momento de Ja celebración del matri- 
monio (28). 

Finalmente, PALACIOS sienta la siguiente proposición, que considera casi 
como un dogma: «Eunuchi, qui non possunt coire, sunt inepti ad matrimo- 
nium; qui vero possunt coire, apti sunt» (29). 

Una segunda sentencia, seguida de un mayor número de escritores, enseñó 
que la validez del matrimonio de los eunucos y espadones, «utroque teste ca- 
rentes», estaba condicionada a su capacidad ad seminandum, cualquiera que 
fuera después la naturaleza de tal semen, siendo suficiente la capacidad de 


(2 NET «rc: 

(28) De sacrorum hominum continentia, l. 5, c. 74. Estuvo muy extendida la tesis 
` de la validez del matrimonio, cuando el otro cónyuge era consciente del impedimen- 
to. Por otra parte, la consideración de la impotencia, más que como un impedimento 
autónomo, como un caso es pecial del error qualitatis im persona, semejante 8l de la 
condición servil, fué concepción de PEDRO LOMBARDO y sus discipulos, juntamente con 
la famosa Decretal Consuliationi, de Alejandro III, incluída en la colección Gx egoriana 
(c. 4, X, IV, 15). La doctrina fué defendida por autores de la talla de S. Tomás DE 
AQUINO (Summa theologica, III, q. 29, a. 2); del Car. TORQUEMADA (Commentaria in 
Decretum Gratiani, C. XXIX, q. 2, n. 4); de PEDRO DE PanupnE (Lucubrationum opus 
in IV Sent., IV, dist. 3, q. unica, a, 2, n. 6), y por los Sumistas en general, en el sen 
tico rigorista de que, en este caso, el vínculo matrimonial conservaba su validez, sin 
que pudiese el otro cónyuge, conocedor de la impotencia de su consorte, separarse de 
éste, ya que, se explicaba, “si scit ille, cum quo contrahit, hane impotentiam, et nihilo- 
minus contrahit, ostenditur, quod alium finem de E quaerit, et ideo rona 
tus stat". (S. Tomás: In 4. Sent., dist. 34, q. unica, art. 1, ad 4.9) 

La doctrina perduraba en los momentos del Breve Cum frequenter, di SIXTO V, 
qvedando sustancialmente eliminada, al declarar éste la nulidad del matrimonio de 
los eunucos y espadones, “utroque teste carentes, cum quibusdam mulieribus defectum 
proedictum sive ignorantibus sive etiam scientibus". 

Aun después del Breve, el español PONCE DE LEON hizo un desesperado intento para 
defender la validez de tales matrimonios, aunque en términos más modestos y limi- 
tados: "Validum esse conjugium impotentium, cognita impotentia, dummodo ad caste 
vivendum celebretur et sine ordine ad copulam" (De sacramento matrimonii, 1. 7, c. 55). 
(29) In 4.» Sent., dist. 34, disp. 2. 
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emisión del líquido prostático, elaborado por las glándulas cowperianas y por 
la próstata, y, por lo tanto, inepto por su naturaleza para la generación. 

Como antesignano de esta doctrina, en el campo teológico, hemos de citar- 
a PEDRO DE PALUDE, que ha de ejercer una gran influencia en los autores. 
posteriores. 


«Si in eis virga erigitur et semen emititur, sed invalidum ad generandum, 
possunt contrahere; sed si semen non emitunt, contrahere non possunt» (30). 

Debido a la autoridad del PALUDANO, parece seguir esta sentencia SAN AN-- 
TONINO de Florencia: 


«De castrato et spadone, dicit P. de Palude, quod si non impediuntur ab. 
actu generationis, licet ab effectu, quum scilicet in eis virga erigitur, et semen- 
emititur, sed invalidum ad generandum, contrahere poterunt; sed si non emi-- 
tunt semen, non possunt contrahere» (31). 

La influencia del PALUDANO se dejó sentir también en otro Sumista, Sir.-- 
VESTRE PRIERAS, autor de la llamada Summa Sylvestrina. Al texto que he- 
mos citado de aquel autor, pone PRIERAS el siguiente comentario: 

«Et hoc saltem intendunt omnes tenentes quod spado, utroque testiculo- 
privato, contrahere non potest» (32). 

Finalmente, la misma doctrina defiende el franciscano ANGLES, en su obra 
Flores theologicarum quaestionum: 

«Si Eunuchus seminaverit, matrimonium est validum, etiamsi semen ad 
generationem sit insufficiens, quia per semen conjuges una caro efficiuntur 
et sunt ad reddendum debitum potentes» (33). 

Como testigo más autorizable de esta sentencia en el campo jurídico, co- 
loca D’Avack (34) al Cardenal TORQUEMADA. Sin embargo, una lectura re- 
posada del texto permite, al menos, dudar de si tal fué la mente del egregio 
canonista español. TORQUEMADA no trata ex profeso la cuestión, limitándose | 
a exponer las diversas sentencias; es más, más bien parece inclinarse por la 
negativa por la autoridad de SAN RAIMUNDO: 

«Videtur juxta Raimundum quod hoc firmiter tenendum est, quod tales 
in quibus uterque testiculus abscissus est, quia inepti sunt ad reddendum 
debitum, contrahere non possunt, sicut nec pueri.. Quod si contraxerint, di- 
videndi sunt, quia nullum est matrimonium» (35). 


(30) Lucubrationum opus in 4° Sent., dist. 34, q. 2, a. 1. 
(31 Summa, pars 3, tit. 1, c. 12, 2. 

(32) Summa Sylvesirina, v. Matrimonium, c. 8, n. 17. 
(33) Quaestio de impedimentis, a. 1. 


(34) Oc. c., p. 476. 
(35) Commentaria in Decretum Gratiani, C. XXXIII, q. 1, a. 2, n. 10. 
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Pero si no el Cardenal TORQUEMADA, si hemos de confesar que esta doc- 
trina de la validez de los matrimonios de aquellos eunucos y espadones, gui 
possunt seminare, fué resucitada por algunos autores españoles de nota. Así 
lo hicieron el teólogo dominico BARTOLOMÉ DE LEDESMA, el jurista GUTIÉ- 
RREZ y el agustino ALFONSO DE VERACRUZ. 

Después de advertir LEDESMA que sólo la impotencia coewndi dirime el 
‘matrimonio jure naturae, añade: 


«Ex quo manifeste colligitur quod si spadones, castrati, eunuchi et senes 
seminare aliquo pacto dum maritantur, in vase legitimo possunt, licet ad ge- 
nerandum sint inhabiles, matrimonium vere contrahunt, quia tunc non frigidi, 
sed steriles reputantur. Si autem nullatenus illic seminare queunt, nullum 
contrahunt matrimonium... Et ratio est evidens, quia per solam seminatio- 
nem intra vas debitum, fiunt una cato» (36). 


La cuestión que se propone GUTIÉRREZ es: «an spadones, quibus ambo 
testiculi extracti sunt (hoc est, vulgo dicti los capones), contrahere matrimo- 
nium necne possunt?» El autor excluye a los eunucos a natura o los que fue- 
ron privados de ellos statim ab ortu, ya que estos nihil virile unquam experiri 
potuerunt. Estos, ciertamente, no pueden contraer matrimonio; los demás eunu- 
cos, si, si possunt coire et seminare. Cita en apoyo de esta sentencia a JUAN 
MATIENZO, que ciertamente defiende esta doctrina en sus Comentarios a las 
Leyes de Espafía (37). y 

Finalmente, ALFONSO DE VERACRUZ dice textualmente: 


«Vir sive sit spado, sive senex, qui potest actum exercere carnalem et se- 
minare, licet invalide ad generationem, contrahere potest; non tamen si semen 
nullo modo emitere potest» (38). 


(36) De magno sacramento matrimonii, dif. 48, concl. 3. 


(37) Tit. 1, 1. 5, glossa 1, n. 191. GUTIERREZ: Canonicarum quaestionum libri duo, 
1. 1, c. 16, nn. 4-10. El Breve de Srixro V fué publicado apenas impresa la obra de Gu- 
TIÉRREZ. En la 2.2 edición de la misma, ya ha modificado su opinión. Es más, afirma 
SÁNCHEZ que ya lo había hecho antes del Cum frequenter. De matrimonio, 1. 7, disp. 92, 
DST] 


(38) Speculum conjugiorum, pars 1, art. 38, concl. 6. SANCHEZ (0. C., l. 7, disp. 92, 
nn. 5-6) cita también en este sentido al maestro dominicano Luis LóPEZ y al francis- 
cano OVANDO. Ciertamente, el primero defiende esta sentencia en su Instructorium 
conscientiae (pars 1, c. 52), pero no el franciscano. OVvANDO admite la validez del 
matrimonio del castrado, sólo en el caso de que éste pueda emitir un semen per- 
fecto; esto es, explica, “ejusdem rationis cum semine aliorum; nam quidam dicunt, 
eorum semen esse alterius rationis (quod definire medicorum est)". Y añade 
enérgicamente, señalando el verdadero quid de la cuestión: “Ego dico necessarium 
esse semen ejusdem rationis, videlicet, semen perfectum in specie seminis" (Brevilo- 
quium in 4. Sent., dist. 34, disp. unica, corol. 2), 
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Frente a este grupo, no muy numeroso, por cierto, de autores españoles, 
que de una manera más o menos rígida, y algunos con cierta oscuridad (3935 
defendieron la validez del matrimonio de algunos eunucos, podríamos aducir 
otra lista más numerosa, y de no menor autoridad, que, perteneciendo a la mis- 
ma época, defendieron la verdadera doctrina. 

Así, en el campo canónico, COVARRUBIAS (quizá el mayor canonista espa- 
ñol del siglo XVI), después de exponer las diversas sentencias, se aparta en 
este punto de su maestro NAVARRO DE AZPILCUETA, considerando a la nega- 
tiva «frequentiori auctorum consensu receptam atque ideo non esse ab ea in 
judicando et consulendo recedendum» (40). 

En el campo teológico, Soro llama a la opinión de MEDINA intolerable, 
a la vez que señala la verdadera solución del problema: «Igitur, eunuchi 
utroque vacui, quamvis virili polleant, illudque erigant, revera nullum con- 
trahunt matrimonium, quia vel non seminant, vel eorum semen non est ejus- 
dem rationis cum prolifico» (41). 

El Cardenal TOLEDO escribe de una manera tajante: 

«Une castrati utroque testiculo non possunt contrahere, quidquid alii 
velint» (42). 

Entre otros autores, podríamos citar también textos de VITORIA (43) y 
GREGORIO LOPEZ en su celebérrimo comentario a las Partidas (44). 

Por eso me parece exagerada la afirmación de D'Avack de que aquella 
errónea doctrina fué resucitada en el siglo XVI dai più autorevoli rappresen- 
tanti della dottrina teologica e giuridica spagnola (45). 


Fundamentos teológico-jurídicos de la doctrina.—Más que de la autoridad 
de sus defensores, el valor de una doctrina depende de los argumentos intrín- 
secos en que ésta se apoya. No olvidemos que estamos en la época anterior 
al Breve Cum Frequenter, de Sixro V, cuando la Iglesia aun dejaba esta ma- 
teria de la validez o invalidez del matrimonio de los eunucos a la libre disputa 
de los teólogos y canonistas. Por eso me parece interesante hacer un estudio 
de los argumentos en que aquellos autores españoles apoyaban una teoría, 
hoy ya totalmente superada. 


(39) El P. ENRÍQUEZ intenta explicar benignamente a algunos de ellos; “más bien, 
dice, se refieren a ciertos estériles que de algún modo pueden seminar intra vas fe- 
minae" (Summa theologiae moralis, 1. 12, c. 8). 

(40) Opera omnia (Lugduni, 1659), vol. 2, p. 693. 

(41) In IV Sent., dist. 34, q. unica, art. 2. 

(42) Summa casuum conscientiae, 1. 7, c. 16, n. 2. 

(43) Summa sacramentorum Ecclesiae, n. 283, 

(44) Part. 4, tit. 2, 1. 6; part. 4, tit. 8, 1. 4. 

(45) O. C. p. 478. 
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Tales argumentos pueden reducirse a los siguientes: a) la sedatio concu- 
piscentiae; b) la función de las glándulas testiculares y el concepto del ve- 
rum semen; c) la validez del matrimonio de los ancianos y estériles; d) ef 
concepto fisiológico y vulgar de la impotencia coewndi; e) a paritate Cot 
la mujer privada de útero y ovarios; f) el doble concepto del matrimonio, 
frecuente en aquella época; g) algunos textos del Derecho romano; h) la to- 
lerancia por parte de la Iglesia de tales matrimonios. Después de esta expo- 
sición, podríamos aún preguntarnos si algunos de estos argumentos han en- 
contrado en la actualidad una solución totalmente satisfactoria. 


A) La sedatio concupiscentiae.—Es el argumento más fuerte de la teo- 
ría y el que, por consiguiente, presentaba mayor dificultad. El eunuco, en el 
acto sexual, podía satisfacer a sí mismo y a la mujer, consiguiendo de este 
modo el fin matrimonial del remedium concupiscentiae. 

De este argumento se valían no sólo los que requerían la necesidad de 
una seminación para la validez del matrimonio del eunuco (segunda senten- 
cia, sino también los que se contentaban con una mera potencia penctrativa 
intra vas (cópula fisiológica), sin necesidad de seminación. 

«Quia potentia ad penetrandum intra vas—escribía HUGOLINO—(quamvis 
deficiat ad seminandum intra vas), sufficit ad sedandam concupiscentiam. 
propriam et alterius, et matrimonium etiam sua natura ordinatur in remedium 
concupiscentiae» (46). 

MEDINA insiste en este carácter medicinal del matrimonio cristiano, ale- 
gando un famoso texto paulino, de que hablaremos más adelante, y señalan- 
do como su fin propio el vitare fornicationem et mutuum obsequium; «mu- 
chos de estos espadones—añade—sienten los estímulos de la carne y pueden 
satisfacer a la mujer; el remedio para ellos—concluye—es el matrimonio» (47). 

«Quod me movet maxime—escribe NAVARRO—, quod ex medicorum res- 
ponsis didici, per hujusmodi spadonum coitum sedari sive tolli vel vitari ten- 
tationem et periculum fornicandi, tam in viro quam in femina, etsi non tan- 
tum quantum si uterque de more aliorum seminare; ajunt enim sic arrigere et 
coire potentem, etiamsi ni nihil seminis immitat in vulvam mulieris, exsicare 
tamen illum humorem utrinque seminarium, ita ut ex eo exonerentur, et con- 
sequenter hujusmodi matrimonium consequitur illum finem in quem est insti- 
tutum, quatenus est remedium» (48). 


Nótese cómo NAVARRO insiste en que el coito ha de ser saciativo para 
ambos cónyuges. 


(46) De matrimonio, c. 19. 
(IDEO beca. 
(48) Consiliorum..., 1 4, cons. 2, n. 11. 
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«En el coito del eunuco—añade PaLactos—hay un placer máximo, como 
en los demás: «alioquin horrerent eunuchi coitum, si nulla patirehtur ex illo 
voluptate.» De ahí que siente como un dogma: 

«Eunuchi qui non possunt coire, sunt inepti ad matrimonium; qui vero 
possunt coire, apti sunt; qupia matrimonium est in officium naturae et in re- 
medium concupiscentiae, et cessante primo fine, secundus est causa sufficiens 
matrimonii.» 

Cuenta cómo, en cierta ocasión, una mujer casada con un eunuco le había 
manifestado «se magnam voluptatem sentire in coito cum viro suo spadone». 

Termina insistiendo en el carácter moral del matrimonio después del pe- 
cado original, desde cuyo momento ya no es sólo in officium naturae, sino 
también zz remedium peccati, pudiendo, por lo tanto, contraerle el eunuco sé 
vitet fornicationem (49). 

En efecto, este carácter medicinal del matrimonio in remedium concupis- 
centiae aparecía claro en más de un texto de SAN PABLO, que aconsejaba las 
nupcias a los fieles como simple remedio de la concupiscencia y evitar los 
peligros de la incontinencia. 

«Propter fornicationem, unusquisque suam uxorem habeat, et unaquequae 
suum virum habeat» (50). 

«Bonum est illis si sic permaneant sicut et ego; quod si non se continent, 
nubant; melius es enim nubere quam uri» (51). 

Arrancando de estos textos paulinos, fué precisamente en este fin cura- 
tivo del matrimonio donde los Santos Padres (hasta SAN AGUSTIN) encontra- 
ron su justificación ética. Cito por todos al CRISÓSTOMO: 

«Est verum institutum liberos procreandi causa connubium, sed multo 
magis ut in natura insitum restringat ardorem; quod sane Paulus ita testatur: 
propter fornicationem; et iterum eosdem jubet convenire, non ut multos li- 
beros suscipiant; sed cur, ne tentet, inquit, vos Satanas, atque in eo ipse pro- 
grediens, non cupiditate prolis; sed quamobrem? Si se, inquit, non se conti- 
nent, nubant. Duae autem haec fuerunt, quemadmodum initio dixi, conjugii 
instituendi causae; sed deinde et terrae, et mari et universo terrarum orbe ani- 
mantium referto, una relicta est conjungendi causa nuptiarum, ut libido et in- 
continentia sedaretur» (52). 

Esta finalidad medicinal del matrimonio fué doctrina también de la esco- 
lástica y de las escuelas decretistas y decretalistas, para quienes podía aquel 


— 


(49) In IV Sent., dist. 34, disp. 2. 

(50) 1.2 ad Corint., VI, 2. 

(51) Ibidem, VII, 8. 

(52) De virginitate; in MIGNE, P. G., vol. 48, col. 547. 
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celebrarse válida y lícitamente por causa y por el fin de la sedatio concu- 
_piscentiae. gt 

«Quod vero conjugium sit—dice PEDRO LOMBARDO—inter eos qui conju- 
.gali affectu, non tamen gratia prolis, sed explendae libidini conveniunt» (53). 

«Causae propter quas—cito por todos a Hucucio—contrahitur matrimo- 
nium; principales sunt duae, videlicet: vitatio fornicationis et susceptio so- 
bolis» (54). 

Es más, los mismos autores que negaban la validez del matrimonio de los 
eunucos empleaban este mismo argumento para negar, a su vez, la fuerza im- 
peditiva de la impotencia generandi, y afirmar, por lo tanto, la capacidad ma- 
trimonial de los ancianos, ciertamente estériles. 

«Nam licet non maneat in illo casu finis matrimonii, qui est prolis, ma- 
net tamen alius finis matrimonii, nam est in remedium concupiscentiae» (55). 

Este mismo autor, que escribió después del Breve de Sixro V, distinguía 
entre una impotencia que es total y perfecta y otra que solamente es parcial 
e imperfecta; esta última se daría «quando datur potentia penetrandi, non 
vero seminandi»; y aun cuando él particularmente defiende en ambos casos la 
nulidad del matrimonio, «tamen non est omnino improbabile—añade—quod 
non dirimat matrimonium jure naturae, sino solamente jure positivo, O sea, 
por el Breve de Sixro V. La razón que alega es: «nam cum tali impotentia 
salvatur finis secundarius matrimonii, videlicet, vitatio fornicationis, licet non 
salvetur finis primarius; ergo jure naturali non est omnino improbabile quod 
valeat matrimonium» (56). 

Ni desconocían aquellos autores la dificultad de que en tal matrimonio no 
se daría la spes prolis, faltando así uno de los bienes del matrimonio. 

«Sólo la potencia coewndi—responde GUTIERREZ—es necesaria, y sólo en 
ella consiste la sustancia del consentimiento matrimonial; y aunque en el ma- 
trimonio de los eunucos no se dé la spes prolis, basta que el matrimonio sea 
in remedium concupiscentiae... Sólo la potencia al acto es necesaria, como apa- 
rece claro en el matrimonio de los ancianos y estériles» (57). 

En resumen, para estos autores era claro que el fin de la procreación no 
podía ser la causa principal y el fin único del matrimonio, ya que se permitía 
el matrimonio a los ancianos y estériles que podían válida y lícitamente con- 
traerlo, y en los que la spes prolis quedaba totalmente excluída. Por otra par- 


(53) Sententiarum libri quatuor, IV, dist. 31, a. 2. 


m En ABELLÁN: El fin y la significación sacramental del matrimonio, p. 18, 
nota 91, A 


(55) PEDRO Dz LEDESMA: De magno sacramento matrimonii, q. 58, art. 1, dub. 3. 
(56) L.c. 


(57) Canonicarum quaestionum libri duo, 1. 1, concl. 2, n. 10. 
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te, aparecía evidente en las fuentes paulinas que el instituto natural del ma- 
trimonio, creado para la conservación y propagación del género humano, es- 
taba también dirigido al fin sacramental del remedium concupiscentiae. Junto 
a la procreatio, había, pues, otro fin concurrente: el remedium; fallando el 
primero, no parecía lógico que aquel perdiese toda su razón de ser si con- 
servaba la posibilidad de conseguir el segundo, suficiente, por lo tanto, para 
su válida y lícita subsistencia. Debía, pues, retenerse como vínculo válido todo 
aquel que pudiese valer 72 remedium concupiscentiae (58). 

En cuanto a que el fin del remedium concupiscentiae debía estar subordi- 
nado y condicionado a la posibilidad de existencia del fin principal, es doc- 
trina que, al menos en aquellos tiempos, debía chocar con muchas dificulta- 
des. ¿Cómo se explicaba tal subordinación en el matrimonio de los ancianos, 
del moribundo, del estéril, en los que no se da tal posibilidad de prole? El 
mismo SANTO Tomás había escrito que, para estos últimos, el matrimonio no 
es in officium naturae, sino sólo in remedium concupiscentiae, es. decit, como 
dos. fines separados e independientes, sin sombra de subordinación del uno 
al otro. 

Pero cabe preguntar, ¿es que efectivamente la cópula del eunuco es sufi- 
ciente y apta ad sedandam concupiscentiam? 

Una cosa aparece clara en este punto, a saber: toda la doctrina de la época 
estaba convencida de que «per hujusmodi spadonuum coitum sedari, tolli vel 
vitari tentationem ct periculum fornicandi tam in viro quam in femina» (59). 

Los mismos autores posteriores al Decreto de Sixro V, que combatieron 
enérgicamente dicha sentencia, como SÁNCHEZ, VEGA, PEDRO DE LEDESMA, 
etcétera, admiten en la cópula del eunuco tal sedatio, y asi, ante la dificultad 
que el eunuco pueda satisfacer a la mujer; es necesario que tal satisfacción 
parte la solución del problema. i 


«No basta—dice SÁNCHEZ—para la validez del matrimonio el hecho de 
que el eunuco pueda satisfacer a la mujer; es necesario que tal satisfacción 
se consiga per veram copulam staple natura aptam ad generationem.» 

«Ciertamente, el fin del matrimonio es también el remedio de la concu- 
piscencia, sed non per quamcumque copulam, sed per copulam aptam ad ge- 
nerationem (60). 


(58) Véase D'AVACK, O. C., p. 400. 


(59) HrNnÍouzz: Summa theologiae moralis, 1, 12, c. 8, n. 1. 
(60) De s. sacramento matrimonii, 1. 7, disp. 92, nn. 17-18. 
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Tal era la persuasión corriente de toda la doctrina canonística clásica, apo- 
yada en la misma ciencia médica de la época. Si el eunuco no podía engen- 
drar, podía, al menos, saciar la líbido propia y de su consorte (61). 


La teoría de la cópula saciativa.—El argumento del remedium concupis- 
centiae, que acabamos de exponer, es en la actualidad fundamento y base de 
la llamada teoría de la cópula saciativa. Esto indica que, en un tiempo en que 
con el coito del eunuco podía obtenerse este fin era creencia general, la teo- 
ría que defendía la validez de tales matrimonios no carecía de lógica. 

En efecto, un resumen de dicha teoría podría ser el siguiente: el factor de 
la generación, ni como hecho, ni como posibilidad intrínseca a la misma, cons- 
tituye el fin único y necesario del matrimonio. En realidad, la generatio se 
presenta siempre en concurrencia con otro fin: el remedium concupiscentiae, 
suficiente por sí solo para justificar la existencia y el uso del matrimonio. En 
consecuencia, todo amplexo sexual que sea relaxativo del orgasmo venéreo y 
sedativo de la líbido, basta como tal para poner en acto una cópula perfecta 
en sentido canónico, cualquiera que sea la naturaleza de la eyaculación mascu- 
lina. 

De aquí que para que el hombre pueda decirse hábil en orden al matri- 
monio, no es necesario que resulte en grado de eyacular en la vagina de la 
mujer un semen a festiculis elaboratum, aunque éste fuese infecundo. Sólo es 
necesario y suficiente que tal individuo se encuentre dotado de los órganos 
genitales destinados a la elaboración y efusión de dicho semen y que dichos 
órganos se encuentren en condiciones anatómicas normales y sanas, indepen- 
dientemente de su funcionabilidad, tanto efectiva como potencial; es decir, in- 
dependientemente del hecho de que aquéllos, por cualquier defecto merá- 
mente funcional, no se encuentren en grado o de elaborar o de eyacular efec- 
tivamente ta] secreción en el acto del coito. De aquí la opinión, enérgicamente 
defendida por los defensores de la teoría, de que el doble vasectomíaco cons- 
tituye un simple caso de esterilidad, y no de una verdadera y propia impo- 
tencia en el sentido jurídico-canónico (62). 


(61) Véase P. Dz Lepzsma: De magno sacramento matrimonii, q. 58, a. 1, dub. 3; 
EGA: Summa, IJ, c. 34, cas, 113. Aun hoy día podemos añadir con D'Avacx: “E si po- 
trebbe insieme d'altro canto rilevare come in realtá ancora oggi non e'effatto scienti- 
ficamente accertato che nell'amplesso sessuale l'eunuco si trovi effettivamente nell'in- 
capacità assoluta di soddisfare gli appetitus concupiscibiles sía proppi sía della donna 
con cui si congiunge e nell'imposibilità quindi di porre in essere una vera copula sazia- 
uua O Ic. Dp: SiT. 

(62) Véase: VERMEERSCH: Theologia moralis, IV, n. 34 seq.; AREND: De genuina 
raiione impedimenti impotentiae, p. 28 seq.; NOLDIN-SCHMITT: Summa theologiae mo- 
ralis, III, n. 567. La teoría ha plasmado en algunas sentencias rotales. Véase: S. R. R. 
Decissiones, vol, 14, d. 30, p. 230; vol. 17, d. 53, p. 429, y más enérgicamente en una sen- 
tencia del Tribunal del Vicariato de Roma, coram Lanza, de fecha 10 de agosto de 1943, 
publicada en la revista “Diritto Eclesiastico” (1947), p. 244 seq. i 
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A primera vista aparecen los numerosos puntos de contacto de esta teoría 
con la de los defensores de la validez del matrimonio de los eunucos y espa- 
dones, y el idéntico valor que en ambas juega el fin matrimonial del remedium 
concupiscentiae en orden a justificar por sí solo el vínculo matrimonial. 

Sin embargo, como no podía suceder de otra manera después del Cum 
frequenter, la teoría de la cópula saciativa rechaza la validez de aquellos ma- 
trimonios, por dos razones: 1.5, porque, como hemos indicado anteriormente, 
sus defensores exigen, para que el hombre pueda decirse hábil en orden al 
matrimonio, se encuentre dotado de los órganos genitales destinados a la ela- 
boración del verum semen, órganos que han de gozar de condiciones anató- 
micas normales, y de los que carecen los eunucos, aunque, al mismo tiempo, 
prescindan, como innecesaria, de la funcionabilidad o no, tanto efectiva como 
potencial, de dichos órganos; 2.2, porque la cópula del eunuco, privada de 
efusión del verdadero semen, es inepta no sólo para la procreación, sino tam- 
bién para la sedatio concupiscentiae. 

«Nam copula eunuchi—argumenta AREND—non est generativa de posse, 
nec ipsa sedet, sed magis irritat, nec mulierem compartem per se valet sedare. 
Tta copula eunuchi, nec causa quidem incontinentiae, potest inservire, id quod 
ut minimum de copula vera requiritur» (63). 

Esta es, para estos señores, la única razón por la que Sixro V prohibió el 
matrimonio de los eunucos; por su incapacidad para una posible sedatío con- 
cupiscentiae. 

En cuanto a la primera razón, nos parece falta de toda lógica. Es un con- 
trasentido exigir la existencia anatómica de un órgano y, a la vez, excluir 
como innecesaria su funcionabilidad; es igual una glándula testicular inútil 
que inexistente. El órgano es una realidad más bien morfológica que anató- 
mica; en tanto exigimos un órgano determinado, en cuanto que es necesario 
para una función determinada. «Idem est—argumenta D’Avack—testiculos 
non habere, vel habere tali vitio affectos ut semen nequeant elaborare vel 
etiam internos canales semen deferentes absolute obstructos» (64). 

La cuestión, pues, con los defensores de la teoría de la cópula saciativa 
quedaría reducida al hecho de si realmente el eunuco es o no capaz de una 
cópula secundum naturam. relaxativa orgasmi et saciativa libidinis carnalis. 
Pero aparte de que, como ya indicamos, este problema no está hoy científica- 
mente resuelto (65), ya indicamos también que la persuasión corriente de la 
doctrina canonista clásica era afirmativa. 


- (63) -O. e; p. 67. 


(CAROS C Da alls ; ë 
(65) Véase D’AVACK, O. C., p. 377; GEMELLI; De conceptus impotentiae coeundi de- 


finitione, Estre, p. 45. 
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No carecía, pues, de lógica la opinión de los autores españoles en favor de 


la capacidad de algunos eunucos en orden a contraer matrimonio; es mas, no - 


se ha llegado en la actualidad a una evidente solución de este su principal ar- 
gumento de la «sedatio concupiscentiae». 


B) La función de las glándulas testiculares y el concepto del verum se- 
men. —Desde los tiempos de ARISTÓTELES venía discutiéndose una cuestión, 
aun no resuelta en el siglo XVI, y que había de ejercer una gran influencia 
en la doctrina que venimos comentando; me refiero a la verdadera función 
de las glándulas testiculares y su absoluta necesidad para la generación. 

PALACIOS le da tanta importancia en orden a la solución del problema del 
matrimonio de los eunucos, que hace depender esta cuestión de aquélla, 

«Num testiculi necessarii sint generationi?... Quoniam si non sunt neces- 
sarii, castratis, excissis testiculis vel contusis, nihil impedit quominus generare 
possint, ex naturali potentia; unde matrimonio apti» (66). 

ARISTÓTELES, considerado como el máximo intérprete de la naturale- 
za (67), había negado tal necesidad, aunque reconocía su conveniencia pata 
tal fin, «tanquam pondera, quae textrinis appenduntur, ut liciatorio liceat 
decurrere inter stamina» (68). En apoyo de su teoría recuerda el caso de al- 
gunos animales que se reproducen por generación y, a la vez, carecen de 
glándulas testiculares. 

Frente a esta doctrina aristotélica, GALENO y sus comentadores hablaban 
de la necesidad de dichas glándulas no en el sentido de que éstas fueran los 
órganos generadores del esperma, sino más bien a manera de laboratorios, 
donde éste, aunque procedente de otros órganos, recibía una cierta cocción: 
y deaibacién que le hacía apto para la generación (69). 

Esta doctrina de GALENO era común en el siglo XVI. Para la gran mayo- 
ría de la ciencia médica de entonces, el semen era una materia sanguínea, 
procedente del cerebro y llevada por vasos superiores a las glándulas testicu- 
lares, donde recibía una transformación que la hacía prolífica. A veces esa. 
transformación no eta perfecta, en cuyo caso dicho semen no era apto para 
la generación, sin dejar por eso de ser verum semen; tal sucedía en los ancia- 
nos y estériles (70). 


- 


(66) In 4. Sent., dist. 34, disp. 2. 

(67) PALACIOS, l. C. 

(68) De generatione animalium, 1. 1, c. 4. 

(69) De usu partium, 1. 1, c. 1. Según TIRAQUELLO, la opinión corriente entre los 
médicos antiguos era que el semen procedía del cerebro. Así, para GALENO, semen esse 
pariem cerebri. Según HIPÓCRATES, semen esse stillam cerebri. PLATÓN decía semen er 
cerebro excerni. De aquí dducía GALENO que poseían un cerebro más desarrollado los 


que no practicaban el coito, siendo más pequeño en los que intemperanter caían en le 
líbido. De legibus connubialibus et jure maritali, 1. 14, n. 21. 
MORE ZACHTA OMC lo 9 Mt 10 a no. 
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Pero al lado de esta doctrina, no faltaban médicos que negaban rotunda- 
mente que dicha virtud transformadora del semen perteneciese a las glándulas 
testiculares o, al menos, fuese función exclusiva de éstas. En este sentido 
cito, g. e, a BARTOLOMÉ CABROLIO, de la Academia de Montpellier: 

«Janvero in testium substantia semen non perfici argumentum est, quia 
nemo in eis cavitatem, huic tamen rei pernecessariam, observavit; omnes eos 
fibris, pilorum instar, multoque sero plenos videmus; omniaque vasa sperma- 
tica, integris testibus, a corpore revellimus» TEM 

Narra casos de individuos carentes de glándulas testiculares tam interius 
quam exterius y que, sin embargo, son aptos pata la generación. 

Siguiendo a ARISTÓTELES, describe así la función de aquéllos: 

«Testes non nisi pro ponderibus sunt, ut epididymides in equilibrio te- 
neant, facilioremque viscoso alias nec facile flexuro semini vim faciant, ut 
textorum in officinis appensos videmus semini lapides, quo subtemini facilio- 
res sint alterni recursus» (72). 

Semejante doctrina sienta el médico SPIGELLI: He aquí cómo describe este 
autor el mecanismo de la elaboración del semen: Del tronco—dice—de la cava 
descienden dos venas, y otras tantas arterias del tronco de la aorta. Estas ve- 
nas y arterias van a unirse en una de las paredes de las glándulas testiculares, 
formando unos cuerpos blancos, llamados parastatae y que son el verdadero 
laboratorio donde se forma el semen, mediante la unión de la sangre sumi- 
nistrada por las venas (materia seminis est sanguinis), y ciertos espíritus trai- 
dos por las arterias, y que son los que prestan al semen su verdadera virtud 
generativa. . 

«Parastatae ergo semen generant, et quidem in se atque a se, propria et 
insita facultate, ob temperamentum quo preditae sunt, coadjuvante tamen 
quamplurimum et excitante hoc ipsum calore a corde influente» (73). 

¿Cuál era entonces la función de las glándulas testiculares? Ayudan a la 
elaboración del semen, aunque de una manera secundaria, a saber, suminis- 
trando cierta materia serosa que sirve para facilitar su eyaculación. Pero, in- 
siste este autor, testes semen in se non generant, y la prueba está, añade, en 
que materia seminis testes non ingrediatur. 

La teoría encontraba una gran dificultad, que no se ocultaba a sus auto- 
res: «Si testibus generatio seminis proprie non competat, quae causa est, ut 
iis ablatis, animal semen aut non conficiat aut certe generet infecundum?» 

La solución la encuentran dichos autores en el hecho de que cuando al 
hombre se le priva de las glándulas testiculares, «etiam afficiuntur ct laedun- 


(71) Anatomes elenchus, p. 94. 


(12 T6: | i i 
(13) ADRIÁN SBIGELLI: De kumani corporis fabrica, 1. 8, c. 18. 
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tur parastatae in quibus seminis officinam ponimus». Pero puede darse el 
caso de que dichas parastatae no sufran en la operación lesión alguna, en cuyo 
caso nada impediría que el eunuco fuese apto para la generación (74). 

Esta doctrina de la no esencialidad de las glándulas testiculares para la 
generación ejerció un gran influjo sobre los autores españoles que defendie- 
ron la aptitud de algunos eunucos para el matrimonio, principalmente por la 
autoridad de ARISTÓTELES. 

El doctor NAVARRO cree que dichas glándulas son necesarias para la ge- 
neración de regula generali, pero añade dantur exceptiones (75). 

PaLacios argumenta de este modo: «Ahora bien, si el semen no tiene su 
origen en las glándulas testiculares, nada impide el que, etiam abscissis tes- 
ticulis, se dé espermatización, aunque ésta no sea suficiente para la genera- 
ción. Tal esperma, infecundo e imperfecto, será enviado directamente por el 
corazón y demás órganos al pene y emitido en el acto del coito» (76). 

Esta doctrina persistió aun después del Breve de Sixro V. El P. ENRÍQUEZ, 
«después de afirmar que el documento pontificio es de alcance general, irri- 
tando todos los matrimonios de eunucos y espadones, añade: 

«At si rarus aliquis reperiatur qui emitat verum semen, quamvis sterile, 
et potest satiare feminam in remedium concupiscentiae, hic non esset jure na- 
turae, sed Decreto Sixti V inhabilis» (77). 

No había, pues, una distinción clara y sustancial entre el semen testicular 
y el semen prostático de que es capaz el eunuco; ambos eran idénticos sustan- 
cialmente; ambos tenían el mismo origen; la diferencia estaba en que uno 
había sufrido una transformación en las glándulas testiculares, una cierta 
cocción y dealbación, que no había sufrido el segundo. El mismo ZAQUIA 
aduce testimonios médicos según los cuales esta virtud transformante no era 
función exclusiva de las glándulas testiculahes, sino que también gozaba de 
ella otras partes del cuerpo (78). 

«De aquí que—dice GUTIÉRREZ-—los espadones, cuando pueden erigir 
el miembro, emiten un semen que los médicos árabes llaman en su lengua 


HTL C 

(75) Consilia, 1. 4, cons. 2, n. 22. Se admira ZAquIa de que un canonista de la talla 
del Doctor NAVARRO admitiera la habilidad de cierto varón, carente de glándulas tes- 
tisulares, no sólo para contraer matrimonio, sino también para la generación, hacién- 
dose así merito ipsis medicis ridiculus; “passus est enim—añade—ille bonus canonista 
se decipi a muliere, quam vir ille in uxorem duxerat, cum omnino credendum esset, 
mulierem illam filios ex alio viro, per fornicationem suscepisse", Sin embargo, no creo 
motivo de ridículo el que un canonista defendiese tal opinión, cuando una parte de la 
ciencia médica de entonces sostenía tal doctrina. ZAQUIA, OC lotsa GeO LO! 

(iG) ToC: 

(17) Summa theologiae moralis, 1. 12, e. 8. 

(GR). TO es SEO CRLOXQSI S 51:0: ^" 
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«aguadin, que es el mismo semen originario del cerebro, pero que no ha sufri- 
do tal dealbación y cocción al faltar las glándulas testiculares, pero que es su- 
ficiente para que tal espadón pueda practicar el coito y satisfacer a la mujer 
y, por consiguiente, contraer matrimonio» (79). 

Podía objetarse que el semen de los eunucos, precisamente por no haber 
sufrido tal transformación en las glándulas testiculares, carecía de virtud ge- 
nerativa, sin contacto, por lo tanto, con el bonum prolis; pero surgía en segui- 
da amenazante el caso del matrimonio de los ancianos y estériles, cuya validez 
fué siempre reconocida por la Iglesia, y cuyo semen también era siempre e 
intrínsecamente inepto para la generación. No era cosa fácil comprender por 
qué este último debía considerarse un factor necesario y suficiente para la 
«cópula perfecta, negando, a la vez, tal capacidad al primero. 


C) El matrimonio de los ancianos y estériles —La ordinatio ad prolem 
«lel instituto matrimonial canónico presentó siempre en la práctica graves di- 
ficultades. Había casos frecuentisimos en que el matrimonio podía válida y 
licitamente subsistir, no solamente sin el efecto de la generación, pero aun 
sin la intrínseca posibilidad de conseguirlo. Tales eran los de los matrimonios 
de los ancianos y decrépitos y de otras personas ciertamente estériles, 

¿Por qué hemos de exigir un semen elaborado por las glándulas testicu- 
lares, para sentar a continuación no ser necesario que éste sea prolífico? ¿Por 
qué, en este caso, no consideramos también suficiente cualquier semen, sin 
distinción, incluso el humor que, a modo de semen, pueden emitir los eunucos 
y espadones? 

Esto daba pie para no exigir no ya un verum semen, pero aun para excluir 
la necesidad de cualquier seminación. He aquí cómo argumentaba PALACIOS: 

«At vero nihil interest inter inutilem spermatizationem et nullam; quia 
nihil et inutile equipollent. Si ergo seminare quispiam potest, at infecunda 
est seminatio, perinde est atque si non fiat seminatio.» 

«Por lo tanto—concluye—, si decimos inhabil al matrimonio al que no 
puede seminar, también hemos de decirle inhábil al que tiene semen, pero 
éste es infecundo, y si no decimos inhábil al segundo, tampoco al prime- 
ro» (80). 

Por otra parte, la doctrina antigua anterior al Breve de Sixro V no dis- 
tinguía bien entre el instituto mismo matrimonial y la cópula conyugal o el 
usus conjugii específicamente considerada, en el sentido de exigir una aptitud 
y una ordinatio ad prolem en esta última, pero no en el mismo matrimonio. 
La institución matrimonial debía en realidad considerarse ordenada a la doble 


2:9). 1. 6. n. 14. 
(80 In IV Sent, dist. 34, disp. 2. 
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finalidad concurrente de la procreatio prolis y de la sedatio concupiscentiae, 
de modo que aun faltando la primera, bastaba que conservara capacidad para. 
la segunda, fin que también quedaba en pie en el matrimonio de los espadones, 
según la doctrima común de aquel tiempo. ; 

Son, pues, sustancialmente, los mismos argumentos los que manejaban 
aquellos autores en favor de la suficiencia de la eyaculación de los espadones, 
y los que ahora, después de cuatro siglos del Cum frequenter, manejan los 
autores que defienden la llamada teoría de la cópula saciativa, o los que, a sen- 
su contrario, esgrimen los de la cópula generativa. De no exigir un semen 
fecundo, dotado de memaspermas vivos y vitales, y considerando suficiente 
un semen infecundo, no carecía de lógica el intento de no eliminar del ma- 
trimonio a los eunucos con su semen prostático. 

En una palabra, si ante las dificultades actuales de la doctrina que llama- 
mos comün, y, sobre todo, ante el hecho del matrimonio de los ciertamente 
infecundos, autores de primera fila, sentencias rotales y, más recientemente, 
una sentencia del Tribunal del Vicariato de Roma han sostenido la teoría de 
la cópula sactaliva, como única explicación posible de aquellas dificultades, 
o se han ido a buscar la solución de éstas al extremo opuesto con la teoría de 
la cópula fecundativa, nada tiene de extrano y mucho menos de absurdo el 
que aquellos autores juzgasen suficiente el humor prostático del eunuco en 
una época en que una parte de la ciencia médica no le diferenciaba sustan- 
cialmente del semen testicular y cuando la doctrina común le consideraba su- 
ficiente para sedar la concupiscencia (81). 


D) El concepto fisiológico y vulgar de la impotencia «coeundi».—la 
doctrina teológica y canónica había establecido como un principio. inconcuso 
en la materia la distinción entre la impotencia coewndi y la impotencia gene- 
randi, dando solamente a la primera fuerza invalidadora del vínculo matri- 
monial. 


Pero, al mismo tiempo, la misma doctrina clásica había elaborado un con- 
cepto de impotencia coeznd? totalmente artificioso, que subvertía el signifi- 
cado propio del vocablo, y que resultaba completamente distinto del concepto 
suministrado en la ciencia fisiológica, en las legislaciones civiles y en el mismo 


(81) Aun hoy día, los canonistas no se han puesto de acuerdo Sobre lo que se en- 
tiende, en materia de impotencia, por verum semen, y sobre cuál sea el concepto es- 
tricto de glándulas testiculares. Si suponemos que el didimo no funciona, o que, awn 
funcionando éste, está cortada toda comunicación entre el didimo y el epididimo, y 
en la hipótesis probable, defendida por muchos biólogos, de que el dídimo sólo produce 


espermatozoides, cabría preguntar si el líquido eyaculado en estas condiciones sería. 


un verum semen, o si podría llamarse, en sentido propio, semen a testiculis elabora- 


twm. Ni la doctrina canónica, ni la jurisprudencia, se han puesto de acuerdo para con- 
testar satisfactoriamente a esta pregunta, i : 
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usus loquendi. Según el concepto vulgar y para la ciencia fisiológica, la impo- 
tencia coeund; consiste en la ineptitud para la cópula carnal; para la ciencia 
«canónica es la incapacidad para una cópula perfecta, o sea, de se apta para 
la generación. i 

Pues bien, muchos de estos autores rechazaban este concepto de la impo- 
¡tencia coeundi, aceptando el concepto vulgar y fisiológico, más amplio, de 
la misma, 

«Et vox haec copula carnalis—dice PALAacios—non denotat ex germana 
significatione, nisi conmixtio .sexuum, sive spermatizata sive non» (82). 

Tal commixtio sexuum se daba también en el matrimonio de los eunucos. 

HUGOLINO defiende la suficiencia de la potencia penetrandi, «ya que 
.dice—el Derecho eclesiástico no exige más que potencia coeundi, quae idem 
videtur a potentia ad penetrationem vasis» (83). 

Autores posteriores al Breve, como PEDRO DE LEDESMA, hacían una dis- 
tinción singular: distinguían entre una cópula suficiente para consumar el 

matrimonio, y otra distinta para contraer afinidad; para la primera, bastaba 
una cópula meramente fisiológica, sin necesidad de seminación, cosa que exi- 
gían para la segunda. 

«Nam ad consumationem matrimonii sufficit copula per quam aperitur 
claustrum pudoris, etiam sine seminatione, propter detrimentum jam factum; 
ad afinitatem vero requiritur copula per quam efficiuntur una cato, quae qui- 
dem non fit sine seminatione» (84). 

Ante esta distinción no era difícil argumentar que para contraer matri- 
monio no se ha de requerir una potencia coeundi mayor que la exigida para 
consumarlo. 


E) «A paritate» con la mujer privada de utero y ovarios —ARISTOTELES 
había defendido la no necesidad del semen femíneo para la generación, doc- 
trina que, más tarde, había resucitado SANTO Tomás, enseñando, según la 
doctrina del Filósofo, «quod semen feminae non ést generationi aptum, sed 
est quidam imperfectum in genere seminis, quod non potuit perduci ad per- 
fectum seminis complementum propter imperfectionem virtutis feminae, et 
ideo tale semen non est materia quae de necesitate requiratur ad concep- 
tum» (85). : 

Esta doctrina, que había de ser común en los siglos posteriores, daba pie 
para excluir también la necesidad de la seminación masculina para la validez 
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(82) In IV Sent. dist. 34, disp. 2. 

(83) De matrimonio, c. 19. 

(84) De magno sacramento matrimonii, q. 58, art. 1. 
(SA dg oT Alito, 8029; 
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del matrimonio, por el sencillo argumento de que vir et uxor pari jure sun? 
in bac materia coeund?. 

El Doctor NAVARRO se apresura a sacar esta consecuencia: Como vale el 
matrimonio con una mujer, aunque ésta no semine, «eadem ratione contrac- 
tum inter feminam seminantem et spadonem potentem intra vas debitum illam 
ad id provocare (nempe, ad seminationem), ita quod etiam ipse per illam: 
provocationem exsicet suum humorem, quo calefit et sedat suam tentationem: 
et passionem» (86). 

Precisamente es éste el argumento del que hacen caballo de batalla los: 
partidarios de la teoría llamada de la cópula fecundativa, para excluir del ma- 
trimonio a la mujer eunuquisa, es decir, carente de útero y ovarios. 

«Si eunuchus utroque teste carens, non potest valide contrahere matrimo- 
nium, quia nequit elaborare et emitere semen necessarium ad generationem, 
a pari affirmandum certo est etiam mulierem, quum non valeat certo elementa: 
ad prolem gignendam subministrare, non potest valide matrimonium contrahe- 
re. Alias, quo jure dici posset vir inhabilis ad conficiendum et emitendum 
semen, et ideo ad generandum, invalide contrahere, et mulier quae careat or- 
ganis necessariis ad generationem valide matrimonium inire, cum certissimum: 
sit utrumque necesse est concurrere, subministrando unumquemque proprium. 
elementum ad prolem, necessitate absoluta? Vir orbatus testiculis, quoad ge- 
nerationem, eodem modo se habet quo mulier organis necessariis orbata. 
Qua ratione itaque duo casus identici non deberent ambo eamdem resolutio- 
nem habere?» (87). 

ANTONELLI parte del supuesto de la no capacidad del eunuco que carece 
de los órganos necesarios para suministrar el semen masculino ad generatio- 
nem, para deducir, por un argumento a pari, la incapacidad de la mujer que, 
por carecer de ütero y ovario, no puede suministrar el semen femenino, tam- 
bién necesario. NAVARRO parte del supuesto de la capacidad de la mujer eunu- 
quisa, para deducir, también por un argumento a pari, la capacidad matrimo- 
nial del eunuco. 


(86) Consilia, 1. 4, cons. 2, n. 12. No creo acertado lo que dice D'Avack (0. c. 5p21154 
que fué precisamente esta doctrina aristotélica, resucitada por SANTO Tomás, de la no 
necesidad de la seminación feminea para la generación, la que dió lugar a esta doc- 
trina española que venimos comentando, por el sencillo argumento de que vir et uxor 
pari jure sunt in hac materia cocundi. De los autores españoles que defienden esta. 
doctrina, solamente en el Doctor NAVARRO hemos encontrado este argumento. Además, 
casi todos los autores españoles defienden la necesidad de la seminación. El argu- 
mento a pari sería para no exigir seminación alguna en ninguno de los dos cónyuges. 


El argumento más fuerte para ellos era el del remedium concupiscentiae, que hemos 
expuesto en primer lugar. 


(87) ANTONELLI: De conceptu impotentiae, n. 78. Con idénticas alabras se expresa: 
CORONATA: Inst. Juris Can., III, n. 320. Es A e 
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F) El doble concepto del matrimonio.—Las Decretales Lawdabile, de 
Celestino III, y Consolationi, de Lucio III, ambas del título de frigidis et ma- 
lefaciatis..., concedían, y a veces imponían, a los impotentes coeundi que ha- 
bían ya contraído matrimonio, la continuación de la vida comün con la con- 
dición de vivir /amquam fratres. Esta cohabitación fraterna creaba una grave 
dificultad, de tipo principalmente moral, en el supuesto de que no interce- 
diese entre los cónyuges un verdadero matrimonio, máxime cuando la doc- 
trina clásica había interpretado dichos textos como una verdadera imposición: 
jurídica. 

De aquí nació la distinción, que encontramos en muchos autores, entre el 
matrimonio contraído in ordine ad generationem y el que se puede contraer 
solamente 7» ordine ad naturalem societatem vitae et officiorum. Suponian que 
el matrimonio era una institución que podía celebrarse no solamente para en- 
gendrar hijos, sino también como mera sociedad de vida comün, en que po- 
dían conseguirse otros fines, y, en este sentido, ;qué dificultad había para 
que no pudieran celebrarlo también los eunucos y espadones? (88). 

En una palabra, según los autores españoles que hemos estudiado, el ma- 
trimonio para el que era hábil el eunuco no era el matrimonio perfecto, sino 
otro más imperfecto, equiparable al rato y no consumado, dispensable, por lo. 
tanto, por la autoridad pontificia, y disoluble por la profesión religiosa. 

«Tales matrimonios—dice MEDINA—no van ordenados a la cópula car- 
nal, sino sólo a la mutua cohabitación, al mutuo adyutorio, al remedio de la: 
concupiscencia, y así son perfectos in suo genere et relate ad bunc fi- 
nem» (89). 

Sin embargo, insisten en que se trataba de verdaderos matrimonios, sufi- 
cientes, por lo tanto, para justificar aquellos actos sexuales que, de se, ten- 
drían razón de pecado fuera de la vida conyugal. 

A la dificultad de que las acciones conyugales sólo son lícitas cuando se 
ordenan á la prole, responde así el autor antes citado: 

«Difícilmente se salvaría en este caso la licitud en el coito de los ancia- 
nos, y en tantos otros casos en los que lesiones de la mujer la hacen inepta 
para la generación. ¡Cuán pocos son, añade, los que se acercan a su mujer 
pensando en la prole! «Unde nulli forent in majori discrimine vitae spiritua- 
lis quam conjuges, quorum paucissimi, et hi, rarissime, ad uxorem hoc animo. 
accedunt» (90). 


(88) PEDRO DE PALUDE: In IV Sent. dist. 34. SAN ANTONINO: Summa... pars 3, 


titel Cos: 
(89) =O; Cc 154. 0. 14. 
(90) O.c., 1. 5, c. 74. 
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Aun después del Breve de Sixro V aparecen reminiscencias de estas dos 
clases de matrimonios, aunque con un sentido distinto del que hemos visto en 
los autores anteriores. 

A la luz del derecho natural, distingue PONCE DE LEON entre los matri- 
4nonios de eunucos celebrados cum consensu copulae, y que son nulos por este 
mismo derecho, y los celebrados ad caste vivendum. Dentro de este marco del 
derecho natural, cree PONCE que estos últimos siguen siendo válidos, aunque 
ya no lo serían por derecho positivo. «Eunuchismus ergo—concluye—deinceps 
(o sea, a partir del Cum frequenter) est impedimentum jure positivo intro- 
ductum, impediens et dirimens matrimonium etiam ad caste vivendum con- 
trahendum» (91). 


G) Algunos textos del Derecho romano.—Algunas leyes del Digesto es- 
tablecían una diferencia entre el espadón y el castrado, concediendo en el pri- 
mero capacidad para contraer matrimonio, mientras la negaban en el segundo. 

La ley sed est quaesitum, hablando de la capacidad para nombrar herede- 
ro, equipara al espadón con el anciano y el estéril, concediéndole aquella fa- 
cultad precisamente porque puede contraer: 

«Sed est quaesitum an is qui generari facile non possit, posthumum haere- 
dem facere possit? Et scribit Cassius ct Javolenus, posse; nam et uxorem du- 
cere et adoptare potest. Spadonem quique posse posthumum haeredem scribe- 
te, et Labeo et Cassius scribunt; quoniam nec aetas nec sterilitas ei rei impedi- 
mento sto. Sed si castratus sit, Julianus, Proculi opinionem secutus, non putat 
posthumum haeredem posse statuere; quo jure utimur» (92). 

En conformidad con esta capacidad para contraer, atribuída al espadón, se 
se le concedía también la de adoptar; facultad que, a la vez, se negaba al cas 
trado: ) 

«Illud utriusque adoptionis commune est, quod et hi qui generare non 
possunt, quale sunt spadones, adoptare possunt» (93). 

La misma distinción establece la ley si serva, también del Digesto, en la 
que dice Ulpiano: 

«Si mulier nupserit spadoni, distinguendum arbitror, castratus fuerit nec- 
ne: ut in castrato, dicas dotem non esse; in eo qui castratus non est, quia est 
matrimonium, et dos et dotis actio est» (94). 

Como la ley no define el concepto de uno y otro, dejaba abierto un ancho 
campo a las disputas entre los intérpretes para establecer la diferencia entre 


(91) De impedimentis, caus. 33, q. 1. 
(92) 28-2-6. 

(93) 1-7-2. 

(94) 23-3-37. 
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ambos. BARBOSA se hace eco de esas múltiples interpretaciones, siendo una de 
ellas la de considerar como espadón aquel que puede emitir cierto semen, aun- 
que imperfecto para la generación, emisión que no puede efectuar el cas- 
trado (95). 


H) La tolerancia por parte de la Iglesia de tales matrimonios.—El ma- 
trimonio de eunucos no debió ser infrecuente en la Iglesia. PALACIOS nos ha- 
bla de la gran cantidad de eunucos casados (96); y el mismo Breve de Sixro V 
afirma expresamente la frecuencia de tales matrimonios. Ciertamente que la 
Iglesia conocía y toleraba este estado de cosas, sin que por ello se la pueda 
acusar de error, como permite otras cosas secundum opiniones probabiles, 

En algunas iglesias particulares se concedía licencia expresa para tales ma- 
trimonios. Así lo afirma GUTIÉRREZ (97). 

Por lo que toca a nuestra Patria, el P. ENRÍQUEZ dice que algunos Obispos, 
«ut Gallus Segoviensis et multi Episcoporum Vicarii utebantur hac sententia 
in praxi, permitendo matrimonium eunuchis cum consensu feminae» (98). 

PONCE DE LEÓN añade que, fundados en la opinión de MEDINA, «quae 
vulgo probabilis habebatur, in nostra Hispania complura celebrata sunt eunu- 
chorum matrimonia utroque teste carentium» (99). t 

Esta tolerancia y aun permisión de la Tglesia, juntamente con la de vivir 
tamquam fratres, en el caso de que se hubiese celebrado ya el matrimonio, 
creaba un grave problema de conciencia, en el supuesto de que la Iglesia no 
considerase tales uniones como verdaderos matrimonios. En este caso, dice 
MEDINA, tal convivencia constituiría un crimen: Si cualquier República civil 
castiga a los concubinarios, «cur ergo et Ecclesiae Romanae et Romanis Pon- 
tificibus, tamquam scelus imputemus ut lascivos plerumque spadones et eu- 
nuchos, senes, frigidos, etc., sola carne impotentes, feminis, cum tanto pericu- 
lo fornicationis, cohabitare permiterent?» (100). 

Llamar a tales uniones cierta especie de convivencia civil, pero no verda- 
deros matrimonios, le parece a MEDINA peligrosísimo e irreverente para la 
Iglesia Romana. A la misma conclusión llega GUTIÉRREZ: 

«Muchos matrimonios de espadones se dan de hecho, lo cual no permi- 
tiría la Iglesia si no fueran verdaderos matrimonios. Sed hoc saepe ac saepius 
permitit Ecclesia ac licentiam concedit expresam; ergo valet matrimonium in- 


ter eos» (101). 
(95) De matrimonio, lex 7, pars 1, n. 89 seq. 
(96) LZ. c. 
(901) ALI, 64. 779; 
(98) Summa, l. 12, c. 8. 
(99) De impedimentis, caus. 39, q. 1. 
(O0 MEO SCC EID. 
LOTES ACA AO: 
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Otras cuestiones discutidas. El eunuquismo consiguiente.—Una ¡vez con- 
siderada la impotencia como verdadera causa de mulidad del vínculo matrimo- 
nial, la doctrina clásica estuvo concorde en establecer como regla fundamental 
que, para que ella gozase de tal fuerza invalidadora, debía resultar, al igual 
que los demás impedimentos matrimoniales, antecedente al matrimonio. 

Sin embargo, el caso concreto del eunuquismo consiguiente al matrimonio 
dió lugar a algunas cuestiones, que vamos a reseñar brevemente para comple- 
tar nuestro estudio. 

Un primer problema presentaba el caso en que la castración se hubiese 
efectuado con posterioridad a la celebración del matrimonio, pero antes de la 
consumación de éste. 

Como una aplicación de su cópula-teoría, GRACIANO sostenía en este caso: 
la solución del vínculo matrimonial (102). 

A GRACIANO siguieron algunos autores, que recuerda PEDRO DE PALUDE, 
fundados en que tal individuo magis mori carnalibus actibus quam monachus. 
La doctrina, tanto teológica como jurídica, reaccionó enérgicamente contra tal 
opinión, que el mismo PALUDANO rechaza. Según ella, sólo el ingreso en re- 
ligión disuelve el matrimonio rato y no consumado (103). 

El eunuquismo consiguiente presentó también el problema de la licitud o 
no del uso del matrimonio en este caso. SÁNCHEZ se resuelve por la solución: 
afirmativa, fundado en que el eunuco ejercita un derecho al usar del matri- 
monio en estas circunstancias. El hecho de no emitir un semen verum es algo 
accidental, en completa paridad con el anciano y el estéril. Además, añade, en 
este caso se obtiene el fin secundario de la sedatio concupiscentiae (104). 

Lo mismo enseña TOLEDO, y ésta fué la sentencia común en la doctrina: 
clásica (105). 


Conclusiones.—El Breve Cum frecuenter, del Papa Sixto V, puso punto 
final a esta cuestión, que, por espacio de varios siglos, la Iglesia había dejado 
a las disputas de los hombres. Para los mismos contemporáneos del Breve, la. 
incapacidad abraza a todos los espadones, ya sean a natura, ya ex accidenti. 
El Breve declara nulos todos los matrimonios, los ya celebrados, etiam cum 
consensu feminae, y los que se realicen en el futuro. Respecto a los ya celebra- 


(102) Dictum ad c. 29, C. XXII, q. 2. 
(103) In IV Sent. dist. 34, q. 2, a. 1. PRIERASs: Summa Sylvestrina, v. Matrimo- 
nium, c. 8, n. 16. 

(104) De s. sacramento matrimonii, 1. 7, disp. 8, n. 18. Nótese cómo pesaba en los 
antores la fuerza de este argumento, y nótese, a la vez, la contradicción en que incurre 
SANCHEZ, ya que en otro lugar nos ha dicho que la sedatio concupiscentiae es cierta- 
mente fin del matrimonio, sed nom per quamcumque copulam, sed per copulam de se 
aptam ad generationem. O. c., 1. 7, disp. 92, n. 17. 

(105) Summa casuum. conscientiae, 1. 7, c. 16. 
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dos, a tenor de las Decretales Laudabile y Consolationi, de las que hemos ha- 
blado más arriba, permite el Papa que puedan convivir como hermanos, ad 
officia domestica; pero si aparece que no han contraído matrimonio para vivir 
castamente, sino con intención de vacar en la cópula, el Papa ordena la sepa- 
ración. 

Como conclusiones de todo este ya largo estudio, podemos sentar las si- 
guientes: a) la sentencia que concedía capacidad a los eunucos y espadones 
para contraer matrimonio no fué originaria de los teólogos y canonistas espa- 
ñoles del siglo XVI, ya que fué defendida por civilistas y decretalistas de pri- 
mera fila en los siglos anteriores; b) nos parece exagerada la afirmación de 
D'AvacK de que tal opinión fuera resucitada por los más autorizados teólo- 
gos y canonistas españoles de este siglo; c) la mayoría de estos autores no con- 
cedieron tal capacidad a todos los eunucos, sino sólo a ciertas categorías con- 
cretamente determinadas; d) algunos de los argumentos aducidos por ellos en 
defensa de su opinión, todavía no han recibido en la actualidad una solución 
plenamente satisfactoria; es más, aun se siguen empleando por autores moder- 
nos en defensa de sus teorías. 4 

En una palabra, los autores espanoles que hemos examinado sintieron de 
cerca las mismas dificultades que aun siguen pesando sobre este impedimento 
de impotencia, que bien podemos calificar de cruz y campo de Agramante de 
jueces y canonistas. 


EUDOXIO CASTAÑEDA DELGADO, 
Comandante Capellán. 
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PECULIARIDADES DEL PROCESO 
DE INJURIAS 


En la introducción a su libro Acción penal en Derecho canónico, 
habla LAMBERTO DE ECHEVERRÍA de la subvaloración práctica del De- 
recho procesal canónico; de la crisis doctrinal; de los escasísimos 
estudios canónicos de procesal penal, concebidos no con indepen- 
dencia y propia entidad, sino como apéndices de obras procesales 
de interés general; de la oscuridad e imperfección que se encuentran 
en el mismo Código y en los comentaristas (1). Quizás donde con 
más claridad, con mayor extensión y con consecuencias más profun- 
das aparecen todos estos defectos es en el proceso de injurias. Los 
canonistas, en general, dedican de refilón a este proceso algunas 
líneas. No podemos decir que hay discusión entre ellos, sino diver- 
sidad de opiniones, porque no tratan de probar sus asertos, de some- 
ter a un examen las teorías opuestas, ni siquiera las mencionan, 
sino que exponen en pocas palabras su opinión y pasan adelante, 
como si sus afirmaciones no tuvieran ninguna trascendencia o como 
si su opinión fuera doctrina común o artículo de fe. Cada autor 
da por supuestos y probados los presupuestos históricos o doctrina- 
les de los que él parte y los va aplicando a cada caso sin más expli- 
caciones. 

Sin duda late en esas afirmaciones una influencia de la evolu- 
ción histórica del proceso de injurias y de la doctrina civilística 
sobre el mismo. Historia y doctrina que a cada uno le hace concebir 
de una manera peculiar, quizás inconscientementne, la naturaleza 
jurídica del proceso de injurias. 

Por eso, empezamos nuestro trabajo haciendo una breve sintesis 
histórica (2) y unas someras observaciones sobre los sistemas civi- 
lísticos acerca del punto básico de este proceso: el carácter privado 
o público del mismo. De aquí arrancan todas las peculiaridades del 
proceso de injurias y, por eso, metiéndonos de lleno “in medias res”, 


(1) ECHEVERRÍA, L.: La acción penal en Derecho Canónico, pp. 11-12. 

(2) Las pinceladas históricas serán breves y sin pretensiones de hacer un estudio 
exnaustivo. Sólo recogeremos lo que pueda arrojar luz sobre nuestra cuestión funda- 
mental: carácter privado o público del proceso de injurias, porque no somos partida- 
rics del excesivo “historicismo”. abandonando el campo de los problemas actuales 
para correr tras unas investigaciones de tipo histórico. Cfr. GuaspP: Comentarios. 
XVII-XVIII. 
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empezamos por el estudio de este problema. En el delito de injurias 
y difamación, en el proceso de injurias, ¿qué papel juegan el interés 
privado y el interés público? En este proceso, ¿se defiende un interés 
privado o un interés público? ¿Ha de considerarse y tratarse este 
proceso, al menos, en la práctica como de carácter privado? ¿Debe 
considerarse como una excepción al principio general del carácter 
público del delito y del proceso criminal? Hemos de advertir, para 
evitar la fundada extrañeza que ha podido producir el planteamiento 
del problema, en primer lugar, que nos hacemos estas preguntas 
no teniendo en cuenta el jus conditum del Código de Derecho canó- 
nico, sino, en términos generales, para establecer algunos principios 
que puedan, quizás, servir para el jus condendum; en segundo lugar, 
que, de intento, hemos empleado las expresiones “na de considerar- 
se”, “ha de tratarse, al menos, en la práctica”, porque no se puede 
negar, en el orden de la justicia ideal, de los principios abstractos, 
el carácter público de todo delito y de todo proceso penal. Apare- 
cerá esto más claro a lo largo de la exposición. Vamos a empezar 
ésta, como arriba hemos insinuado, recogiendo lo que encontramos 
en los pasados sistemas procesales y en algunos actuales. 


DERECHO ROMANO 


La ley de las Doce Tablas, no sólo para la sátira y el libellus fa- 
mosus, sino también para el convicium, establece la pena de muerte. 
Castiga la mutilación con la ley del Talión. En cambio, otras heri- 
das corporales e injurias son castigadas con ciertas penas pecunia- 
rias (3). La imposición de la pena de muerte y el talión correspondía 
a los decemviri capitales, llamados también quaestores capitales (4). 
Las penas en cantidades de dinero correspondían al pretor. 

Aquí descubrimos algunos indicios de que ya en la ley de las 
Doce Tablas se inclinan por el carácter público de las injurias más 
graves, imponiendo castigos que tienen un marcado carácter público 
y penal, y por el carácter privado de otras injurias, que no inciden 
tanto en el bien público, imponiendo castigos de carácter más bien 
privado. Hemos dicho que descubrimos algunos indicios de esa dis- 
tinción teniendo en cuenta los castigos que se imponen y las autori- 
dades que intervienen en cada caso; pero no nos atrevemos a dar 
por firmes y definitivas estas observaciones, porque en estas leyes 


(3) “Qui malum carmen incantassit... Si membrum rupsit... Talio esto. Si inju- 
riam (alteri) faxsit, viginti quingue poenae sunto” (Tab. 8. Riccosono, S.: Fontes Ju- 
ris Romani antejustiniani, Leges (ed. Florentiae, 1941). n 

(4) Vamn.: De lingua latin, 1, 4, $ 14; D. 1, QUOS 
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romanas primitivas es muy confusa la configuración delictual y 
muchas veces es difícil distinguir entre la venganza primitiva y la 
reparación de dafios y perjuicios (5). 

Al referirse a la ley Cornelia, que es como un complemento de 
ley de las Doce Tablas, expresamente se dice que la actio injuriarum 
es una acción privada. “Ad actionem injuriarum ex lege Cornelia 
procurator dari potest; nam, etsi pro publica utilitate exercetur, 
privata tamen est (6). Y esta ley se refiere a todas las injurias (7). 
Una prueba más de que en el Derecho romano se consideraba el 
delito de injurias como privado es el que bajo el emperador se juz- 
gaba de él extra ordinem y particularmente los delitos privados eran 
castigados extraordinariamente. “De injuria nunc extra ordinem ex 
causa et persona statui solet" (8). 

También se deduce el carácter privado de la actio injuriarum de 
los siguientes hechos: a) La tasación del castigo en dinero era hecha 
por el agraviado, aunque el juez podía reducirla segün su arbitrio. 
“Sed postea praetores permiitebant ipsis qui injuriam passi sunt, 
eam aestimare, ut judex tanti reum condemnet, quantum injuriam 
pasus aestimaverit, vel minoris, prout ei visum fuerit" (9). 

b) EI demandante podía proponer al demandado el juramento 
de que no le hacía ninguna injuria. *Hac lege permittitur actori jus- 
jurandum deferre, ut reus juret, injuriam se non fecisse" (10). 

c) En las injurias verbales (11), el agraviado podía considerarse 
satisfecho por la “revocatio”, “recantatio” o “palinodia”. “Maledic- 
tum—escribe Paulo—itemque convicium publice factum ad injuriae 
vindictam revocatur” (12). Y en Horacio leemos: 


“Mutare quaero tristia, dum mihi 
Fias recantatís amica 
Opprobiis animumque reddas” (13). 


De unas frases de Cicerón en una de sus cartas se deduce esta mis- 
ma consecuencia. “Mihi autem — leemos — nulla de eo palinodia 


(5) ALVAREZ, U.: Horizonte actual del Derecho romano (Madrid, 1944), p. 62. 

OED 3, 42 

(7) Gasus, III, 224 (GrrarD: Textes de Droit romain, ed. París, 1937); D. 47, 
107 6. 

(EIA ae Oh Cis 

(9) Instit 4.4 T 

CO) ie) SATO Oo Ses DAL 2 Cl Lo LO: ; 

1) *Coeterum in omnis generis injuria locum habet palinodia sed tantum in 
verbalı... Plane in reali injuria recantationi locus non est” (PAULUS, V, 4, 19). 

(12) PAULUS, V. 4, 19 (GIRARD: Textes de Droit romain...). 

(13) Horar.:Carm. I, 16, v. 96, 
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datur propter superioris epistolae testimonium” (14). Todas estas 
facultades de poder disponer el agraviado de la actio injuriarum 
nos demuestran bien a las claras su carácter privado. 

Pero, por si no bastaran estos argumentos para probar el carác- 
ter privado de la actio injuriarum, encontramos textos en que se 
afirma expresa y explícitamente ese carácter privado. “Injuriarum 
causa, non publici judicii, sed privati continet querelam” (15). “Si 
quando injuriarum actio, quam inter privata delicta coeteri juris 
auctores connumerant” (16). 

Consecuencia de ello, además de lo arriba expuesto, es que la 
injuria puede ser perdonada y condonada por el agraviado y con 
ello se pierde la posibilidad de hacer valer la actio injuriarum. “Nam 
et si nuda voluntate injuriam remisit, indubitate dicendum est, ex- 
tingui injuriarum actionem non minus, quam si tempore abolita 
fuerit injuria” (17). “Injuriarum actio ex bono et aequo est. Et dis- 
simulatione aboletur, si quis enim injuriam reliquerit, hoc est, sta- 
tim passus ad animum suum non revocaverit, postea ex poenitentia 
remissam injuriam non poterit recolere,., Proinde et si pactum de 
injuria intercessit, et si transactum erit, actio injuriarum non te- 
nebit” (18). 

Ni se crea que el carácter completamente privado, que, como 
hemos visto, tiene en Derecho romano la actio injuriarum, se debe 
a que esa actio injuriarum hace referencia a la indemnización de 
daños y perjuicios y, por tanto, se trata de la acción para conseguir 
la reparación de perjuicios. Podríamos multiplicar los textos que 
probaran este aserto, pero basten los siguientes: “Emancipatus 
filius, si injuriarum habet actionem,,, magis vindictae quam pecu- 
niae habet persecutionem" (19). “Quid ergo de lege Aquilia dici- 
mus?... ibi principaliter de damno agitur, quod domino datum est; 
at in actione injuriarum de ipsa caede, vel veneno ut vindicetur, non 
ut damnum sarciatur" (20). Nótese cómo expresamente se hace dis- 
tinción entre ambas acciones, que proceden, del delito de injurias, 
nombrado, incluso, explícitamente la *lex Aquilia", en la que se 
apoyaba la acción de dafios y perjuicios. 


ELA ENG tC AC Attie, VOET l. 
(QUs9)- (Ok RE be rs 
OE E On 
MAD AT LO ITTO, 
CE D aro: 1L 1. E 
MODAS o 2 145 Instit 4. 417107 PAULUS, 5, 4, 3,-7. 
IA e TOS Tels 


(26) 


— 292 — 


PECULIARIDADES DEL PROCESO DE INJURIAS 


DERECHO ALEMÁN 


El Derecho procesal penal alemán establece en el artículo 152 el 
principio de la legalidad, según el cual el Ministerio Fiscal está obli- 
gado a acusar todos los actos dignos de castigo o persecución. Y en 
ese mismo artículo establece que el monopolio de la presentación 
de la demanda en cuestiones penales corresponde al Fiscal. 

Pero esos dos principios admiten algunas excepciones. La prin- 
cipal de éstas la constituyen los llamados delitos privados, enume- 
rados en el artículo 374 del Código Procesal Penal, entre los que 
ocupan un puesto importante los delitos de injurias y difamación, 
que se persiguen a raíz de la presentación de una demanda privada. 
Dedica el Código Procesal Penal su libro V a estos delitos privados, 
y en el artículo 376 se dice textualmente: “Será presentada deman- 
da pública por el Ministerio Fiscal contra los actos punibles seña- 
lados en el artículo 374 sólo cuando esto interese al bien públi- 
co” (21), dando a entender con ello que los delitos de injurias gene- 
ralmente presentan sólo un interés privado. Y como consecuencia, 
el artículo 374 dispone: “En vía de demanda privada (Privatklage) 
puecen ser perseguidos por el agraviado (Verletzten) sin llamar pre- 
viamente al Ministerio Fiscal (Staatsanwalt)” (22). 

Todas las características que atribuye el Código de Proceso Cri- 
minal a estas demandas insinúan su carácter privado. El deman- 
dante privado en estos delitos puede retirar su demanda en cual- 
quier estadio del juicio (23); a él no le liga el principio de la legali- 
dad (24); puede, en el caso de muchos reos y cómplices en la injuria, 
restringir su demanda a los que él quiera (25); tiene que tener capa- 
cidad procesal (Prozessfáhigkeit) (26); la muerte del demandante 
privado sobresee el procedimiento y sólo puede ser llevado adelante, 
después de su muerte, por sus padres, hijos, hermanos y esposo (27), 
no por el Ministerio Fiscal; las costas judiciales corren por su cuen- 
ta (28). Al ver esta equiparación del proceso de injurias al procesc 


(21) “Die óffentliche Klage wird wergen des im $ 374 bezeichneten strafbaren 
Handlungen von der Staatsanwaltschaft nur dann erhoben, wenn MULLER-REITBER- 
GER: Kommentar zur Strafprozessordnung (ed. 1954), p. 1306. 

(22) “In Wege der PrivatKlage kónnen von Verletzten verfolgt werden, ohne dass 
es einer vorgangigen Anrufung des Staatsanwaltschaft bedarf". 

(23) “Die PrivatKlage kann in jeder Lage Verfahrens zurúckgenommen”, $ 391. 
Cfr. quoque K. M. R. Kómmentar zur Strafprozessordnung. p. 1306; SCHWARZ, Oj: 
Strafprozessordnung, $ 156 (ed. Berlin und Miinchen, 1954), p. 212. 

(24) K. M. R.: Kommentar eur Strafprozessordnung, p. 1306; SCHWARZ, O.: 
Strafprozessordnung, § 151, p. 200. 

(25) K. M. R.: Kommentar zur Strafprozessordnung, p. 1306. 

(26) K. M. R.: Kommentar zur Strafprozessordnung, p. 1306. 

(27) $ 393. 

(28) $ 379 a. 
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contencioso podría pensarse que no se trata del ejercicio de la acción 
criminal, sino más bien del ejercicio de la acción civil para la in- 
demnización de daños y perjuicios. Pero esta hipótesis queda excluí- 
da por el hecho de que tales normas están incluídas en el Código de 
Proceso Criminal y en ellas se habla expresamente de persecución 
penal del acto delictuoso. 


DERECHO ITALIANO 


En el estudio del proceso de injurias en el Derecho procesal pe- 
nal italiano nos detendremos un poco més, porque el punto que a 
nosotros nos interesa destacar no aparece tan claro y hemos de re- 
«currir a los comentaristas. 

En el artículo 1 del Código de Procedura Penal leemos: “Dal rea- 
to sorge l'azione penale. L'azione penale é pubblica ed é esercitata 
dal pubblico ministero." A este monopolio de la acción penal por 
parte del Ministerio Fiscal en el proceso penal italiano no se admi- 
ten excepciones, como ocurre en el proceso criminal alemán. Es cier- 
to que también el Código italiano distingue entre delitos que deben 
perseguirse de oficio y los que exigen para su persecución la quere- 
lla (arts. 149 al 153). Pero la querella, aun en estos últimos delitos, 
no tiene carácter de acción penal, reservada siempre al Ministerio 
Fiscal; no es más que un presupuesto judicial para que el Ministerio 
Fiscal pueda proponer la acción penal. Por eso dicen de ella los auto- 
res y la Jurisprudencia que es *efficace a rendere promovibile l'azio- 
ne penale" (29). Y ésta se extiende, como establece el artículo 153, a 
todos los que incurrieron en el delito. El querellante no puede limi- 
tar la acción a algunos de los reos o cómplices, como veíamos que 
podía hacerlo en el Derecho alemén. En cambio, se admite la remi- 
sión (art. 155) y ésta puede hacerse en cualquier estadio del proceso 
hasta que la condena haya llegado a ser irrevocable (art. 159). Esta 
es una prescripción que contiene una concesión al carácter privado 
del delito de injurias, ya que el privado puede impedir la acción pe- 
nal y el castigo Gel reo, aun después que se ha puesto en marcha el 
proceso. Por tanto, no sólo depende de la voluntad del privado el que 
se proponga la acción, sino que puede paralizarla en cualquier mo- 
mento. Hay, por consiguiente, una excepción clarísima y fundamen- 
tal al principio de legalidad, aunque no al principio del monopolio 
de la acción penal por parte del Ministerio Fiscal. 

Los comentaristas anteriores a la última reforma del Código Pe- 
nal clasifican estos delitos de injurias entre los delitos privados, de- 
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litos de acción privada, y les atribuyen caracteres de tales. Así, FRO- 
La escribe: “E, anzitutto, per essere tali reati di semplice azione 
privata, è chiaro, che, a quel modo che il querelante è libero di azio- 
nare i suoi offensori, cosi può, a quegli, cui creda, estendere o limi- 
tare la querela, e può anche arrestarne l'effetto, fino a che la sen- 
tenza non sia cosa giudicata,,, A parte cid, noi riteniamo, che, 
quando piü sono i colpevoli di un dato reato d'azione privata, libera 
e la parte di querelare quello che, a preferenza d'altri, creda doverne 
rispondere" (30). Y en CARRARA leemos: “Dissi peró che il carattere 
«di privata dell'azione per ingiurie era universalmente riconosciuto 
nella maggior parte dei reati contro l'onore" (31). Es verdad que este 
mismo autor nos advierte que esto no es más que una manera de ex- 
presarse, porque, hablando en sentido estricto y propio, se ha de 
afirmar que la acción penal contra las injurias es pública. “A tutto 
rigore —escribe— di termini viene giustamente osservato che anche 
l'azione penale contro la ingiuria e essenzialmente pubblica, perché 
-oggimai la pena si chiede sempre nello interesse sociale, e non per 
soddisfare la vendetta privata. Ma il movimento dell'azione nelle 
mani del pubblico ininistero é subordinato alla volontà dell'offeso. 
Cossiché oggidi quando dicesi che un reato si persegue ad azione pri- 
veía, si usa per amore di brevità un linguaggio improprio; piú esat- 
tamente dovrebbe dirsi ad istanza e volontà del privato" (32). Sin 
embargo, a pesar de haber afirmado el carácter público de la acción 
penal contra las injurias en el orden teórico, a continuación expone 
las razones por las que en estos delitos no se puede proceder sino a 
instancia del privado, y todas se apoyan en que lo que se viola con 
esos delitos casi exclusivamente es el interés privado. *La prima ra- 
gione —escribe— fu tratta dal mero ordine giuridico, perché si rico- 
noope che in simili reati la offesa alia società era quasi nulla e lo 
allarme dei cittadini cosi leggiero, che a quietarlo bastava si con- 
segnasse alla persona oltreggiata la potesta di ottenere la pena 
delloffensore, senza bisogno che l'autorità con solenne apparato 
spontaneo movesse alla repressione. La seconda ragione fu tratta da 
riguardi di convenienza: fu giustamente avvertito che ogni cittadino 
doveva essere giudice supremo di ció che meglio tornava opportuno 
alla tutela dei propri pericoli; e, se egli stesso per sue buone ragioni 
desiderava di evitare il clamore di un pubblico giudizio intorno all’ol- 
traggio a lui inferito non doveva la giustizia a dispetto suo allargare 


(30) Frota, P. E.: Delle ingiurie e diffamazioni (ed. Torino, 1903), pp. 418-419, 
(31) CARRARA, F.: Programa del corso di Diritto criminale, vol. III, $ 1834 
(ed. Firenze, 1903), p. 250. 

(82) Ibid. 81831, P. 241 
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con lo scandalo di un processo la ferita dell’onore suo” (33). Si en 
la primera de las razones aducidas se reconoce expresamente que la 
ofensa a la sociedad es casi nula, de la segunda se deduce lo mismo, 
porque lo que se tiene en cuenta es la tutela de los peligros propios y 
del interés del agraviado. En cambio, cuando hay un delito que in- 
cide en el bien público, se persigue ese delito, aunque se perjudique 
con esa persecución procesal al sujeto pasivo del delito. El axioma 
que se suele enunciar es: “Fiat justitia, pereat mundus.” Es más. 
Al hablar de las excepciones que hay que establecer a la regla de 
que para perseguir el delito de injurias es necesaria la querella del 
agraviado, el mismo autor afirma que podrían declararse “di azione 
pubblica quelle ingiurie che oltre il diritto all’onore del privato aves- 
sero leso un diritto universale: cosi le ingiurie atroci perche com- 
messe nella chiesa o nel foro...; come pure le ingiurie commesse in 
teatro per il disturbo recato alla quiete pubblica” (34). De donde se 
deduce que en el resto de las injurias lo que se lesiona es el bien pri- 
vado casi exclusivamente. Y cuando trata de la compensación de las 
injurias afirma: “Non procede la compensazione delle ingiurie da un 
improvviso turbamento dell’animo: non procede da esercizio legit- 
timo di un diritto. Procede soltanto dalla natura privata (el subra- 
yado es del autor) dellazione penale contro Vingiuria. E una estin- 
zione reciproca di un mutuo debito la quale si proclama dalla legge 
e che si opera ipso jure estinguendo entrambo i debiti a favore di 
ambedue coloro che mutuamente si cambiarono ingiurie anche dopo 
qualsiasi intervallo di tempo... Cosi la regola dello incontinenti che 
è verissima nel tema di provocazione e una sempiaggine in faccia 
alla compensazione; e como il debito di cento da me contratto verso 
Cajo nel 1874 la legge lo compensa col credito di cento che acquistai 
su Cajo il 1875; cosi la querela di Cajo per ingiuria a lui fatta da 
me nel gennaio, si elide con la querela che io muovo contro Cajo per 
ingiurie che egli mi fece nel marzo” (35). Además de afirmar expre- 
samente que el fundamento de la compensación es únicamente la 
naturaleza privada de la acción de injurias, un poco más abajo se 


equipara la deuda de injurias a una deuda de carácter tan privado: 
como es una deuda de dinero. 


E En los comentaristas más modernos se afirma con más insisten- 
cla y claridad en el carácter público de la acción penal de inju- 


(33) Ibid., § 1831, pp. 241-242. 
(34) Ibid., § 1834, p. 251. 
(35) Ibid., $ 1838, in nota, pp. 262-263. 
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rias (36). Es más. Siguiendo el Código Penal, que distingue entre 
delitos perseguibles de oficio y delitos perseguibles a querella de 
parte, los comentaristas han desterrado la nomenclatura de delitos 
privados y públicos, de delitos de acción privada y pública. Sin em- 
bargo, al explicar por qué se requiere la querella previa, reconocen 
los autores que en estos delitos, ordinariamente, el perjuicio al or- 
den social es insignificante, como acaece en todos aquellos actos en 
que hay una infracción de una ley y que dan origen a un proceso 
civil. He aqui lo que escribe CARNELUTTI: “Fino a che la lite é tolle- 
rabile dalle parti, le quali perció non si rivolgono al giudice, si tratta 
bensi sempre di un disordine sociale, ma cosi lieve che non val la 
pena di muovere per esso il mecanismo processuale, inevitabilmente 
costoso. Un ragionamente analogo si suole, fra altro, applicare ai 
casi, nei quali il giudice non puo procedere all'accertamento d'un 
reato senza querela di parte: .., Se vi e tra i miei lettori qualcuno, 
il quale sià già colto in questa materia, risovvenendogli le discussio- 
ni che intorno alla querela si sono accese e ancora non sono sopite 
del tutto, gli rimarrà nella mente un senso di disagio: in veritá, 
quando il reato è cosi lieve da potersi ammettere la sua impunita o, 
peggio, quando la sua natura è tale che il processo fa più male che 
bene, come mai si spiega che basti un'iniziativa della parte lesa a 
farlo promuovere?" (37). Y unas líneas más abajo dice: “Come mai, 
se il reato, come si suol dire, lede non solo l'interesse di quella per- 
sona, che si chiama l'offeso, ma della società intera, vi sono dei rea- 
ti, i quali senza il permesso di quella persona non possono essere pu- 
niti? Questo é il problema della querela, intorno al quale, malgrado 
tante ricerche, puó darsi che noi non abbiamo ancora delle idee 
chiare" (38). Permítasenos todavía una cita más de este célebre 
procesalista, en la que nos apunta un aspecto diverso. “Se il discen- 
te vorrà rileggere a questo punto ció che s'é detto, pocche pagine 
addietro, a proposito della facoltà di denuncia, vedrà come, mentre 
sul tema di questa è diametralmente diverso il regime del processo 
penale da quello del processo civile, sul tema invece della querela i 
due processi tornano ad avvicinarsi...” (39). 


(36) Así FLORIAN escribe: “A nostro avviso, sono da tempo tramontate le condi- 
zioni psicologiche, sociali e politiche, che poterono in altri tempi rendere opportuno 
deferire al cittadino l'esercizio dell'azione penale... Onde é errata la contrapposizione 
ira reati di azione privata e reati di azione pubblica: si dovrebbe piü correttamente 
parlare di reati perseguibili d'ufficio e reati perseguibili a querela di parte". Fro- 
RIAN, E.: Principi di Diritto processuale penale, $8 34 y 35 (ed. Torino, 1932), pp. 198 
y 205). Cfr. quoque CARNELUTTI, F.: Leeiomi sul Processo penale, vol. II (ed. Roma, 
1947), pp. 26-42. 

(37) CARNELUTTI: Lezioni sul Processo penale, vol. II, p. 25. 

(38) Ibid., pp. 27-28. 

(39) Ibid., p. 31. 
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Por tanto, aunque en teoría afirmen el carácter público, después: 
en la práctica se ven vencidos por el carácter privado del delito de: 
injurias y difamación, y se percibe en sus escritos un forcejeo en- 
tre los principios que ellos sientan en el orden teórico y sus afir- 
maciones al descender al estudio concreto del proceso de injurias. 
viéndose obligados a recurrir y hacer concesiones al carácter privado: 
del mismo y originándose de ello no pocas incongruencias, oscuri- 
dad y problemas sin solución. 


DERECHO ESPAÑOL 


En la Ley de Enjuiciamiento Criminal de nuestra nación se ad- 
mite en todos los delitos el concurso del Ministerio Fiscal y de todos- 
los ciudadanos, de la acción pública oficial y de la popular. El ar- 
tículo 101 establece: “La acción penal es pública; todos los ciuda- 
danos españoles podrán ejercitarla con arreglo a las prescripciones 
de la ley”, y en el artículo 105 leemos: “Los funcionarios del Minis- 
terio Fiscal tendrán la obligación de ejercitar todas las acciones pe- 
nales que consideren procedentes, haya o no acusador particular 
en las causas, menos aquellas que el Código Penal reserve exclusi- 
vamente a la querella privada.” Por tanto, en el sistema español no 
rige el monopolio de la acción penal por parte del Ministerio Fiscal; 
se establece el principio de legalidad; pero constituyen una excep- 
ción a este último los delitos perseguibles únicamente a instancia 
de parte agraviada, llamados por los autores delitos privados, entre: 
los que ocupan un lugar importante la injuria y la difamación. En 
éstos no sólo no debe acusar el Fiscal, sino que ni siquiera puede in- 
tervenir. Y no sólo el Fiscal, sino el acusador particular, la acción 
popular están excluídos. Sólo el agraviado puede proponer la que- 
rella, que en este caso tiene todos los caracteres de la acción. No se 
trata de un presupuesto para proponer la acción, sino una verdadera 
acción. 

Por tanto, en el Derecho español, como en el alemán, a diferen- 
cia del italiano, poniendo la acción en mano del ofendido, se hace 
una concesión muy importante y, a nuestro modo de ver, muy en 
consonancia con la indole de estos delitos, al carácter privado del 
proceso de injurias, evitando así muchas dificultades y problemas. 

Pero expresamente afirman los comentaristas que: “Este (el acu- 
sador privado) hace valer un derecho público y, por tanto, no suyo, 
porque delitos privados en sentido propio no existen en el ordena- 
miento jurídico moderno" (40). Con todo, el mismo autor, GÓMEZ OR- 


(40) GÓMEZ ORBANEJA, E.: Derecho procesal, vol. II, $ 67 (ed. Madrid, 1956), p. 67. 
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BANEJA, a renglón seguido, no tiene más remedio que admitir que 
“disponiendo del proceso, tanto de su iniciación como de su prose- 
cucion, (el privado) dispone indirectamente de la pena —en cuan- 
to no haya otro legitimado para la acción—, ya que el proceso es el 
único medio que existe para imponerla” (41). Y un poco antes ha- 
bía escrito: “Aun cuando excepcionalmente, siendo el ofendido por 
la acción criminal, pueda disponer materialmente del derecho esta- 
tal de penar —e indirectamente, de la prosecución del juicio—, tal 
facultad es independiente de su facultad de parte, así como sus 
derechos y cargas procesales no cabe referirlos en modo alguno a 
aquélla. Lo mismo vale, sin reserva alguna, para el acusador priva- 
do” (42). Por tanto, ya se insinúa un forcejeo entre afirmar teórica- 
mente el carácter público del delito de injurias y en la práctica tra- 
tarlo como de carácter privado. Y esto aparece más claro si se tienen 
en cuenta otras afirmaciones del mismo autor y otros comentaristas. 
“El derecho del Estado —escribe GOMEZ ORBANEJA— a imponer una: | 
pena —derecho que implica al mismo tiempo un deber— es un efec- 
to del delito” (43). Por consiguiente, donde hay un delito habrá un 
derecho del Estado de penar; pero en el delito de injurias ese dere- 
cho y deber queda en manos del privado. ¿Por qué? Se responderá 
que esto se debe al carácter especial de estos delitos; pero éste siem- 
pre se reducirá, en última instancia, a lo que nos decía CARRARA (44): 
que el perjuicio al bien público es casi nulo y que se podía seguir 
más daño al privado de la celebración del proceso que de dejar im- 
pune el delito. El mismo autor admite que: “Si el delito reservado 
(a la querella privada) concurre idealmente con otro público (por 
ejemplo, estupro y lesiones), el tribunal podrá condenar o absolver 
por este último, pero no por el primero” (45). La razón inmediata de 
esto es que para condenar por este último se requiere la querella; 
pero la razón fundamental, básica, por la que la ley exige esta que- 
rella, ¿no será que no es tan público el delito de injuria, que en él 
prevalece el carácter privado? ¿Y no será también esta razón la que 
ha movido al legislador a que en el Código Penal de 1944, artícu- 
lo 443, haya sacado del grupo de delitos reservados a la querella el 
estupro? También la persecución penal en un proceso de este delito 
puede perjudicar al privado; pero, cuando hay un interés público 
claro y prevalente, se persigue el delito, aunque al privado le inte- 
rese más la no persecución. Porque, como afirma el autor que nos 


(ANITIDIO So Ole e 
(42) Ibid., p. 61. 

(43) Ibid. 8 1, p. 3. 

(44) Cfr. supra, p. 295. 

45) Tb1d S On Da 85 
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ocupa: “Respecto de la acción penal rige el principio de legalidad, 
según el cual el Ministerio Fiscal está obligado a ejercitarla por todo 
hecho con caracteres de delito que llegue a su conocimiento, sin que 
pueda atender a consideraciones de oportunidad o conveniencia. O 
sea que sobre la procedencia de la acción ha de inspirarse en el mis- 
mo criterio (la voluntad estricta de la ley: fiat justitia, pereat mun- 
dus) que sirve al juez para decidir la procedencia de la condena” (46). 
De ahí se sigue que: “La acción penal es irrenunciable. Con ello 
quiere indicarse, usando el concepto de renuncia en un sentido algo 
distinto del que lo emplea el artículo 106, que, una vez ejercitada la 
acción, el actor no puede evitar por un acto de disposición suyo que, 
en cuanto se den todos los presupuestos procesales, recaiga un pro- 
nunciamiento de fondo. Una vez investido el juez, el actor ya no dis- 
pone de la continuación del proceso. Iniciado el sumario, ha de lle- 
gar a su término” (47). Lo mismo afirma Garcia VALDES: “El desis- 
imiento de la parte acusadora no evita que el proceso criminal siga 
su marcha hasta ser decidido por sentencia, El derecho de penar 
que al Estado incumbe no puede estar supeditado al desistimiento 
del actor, porque sería tanto como convertir al acusador en árbitro 
del proceso penal” (48). > 
Mas todos los autores admiten que son una excepción a estos ca- 
racteres esenciales y fundamentales del proceso penal los procesos 
de injuria, y sostienen que en éstos rigen más bien el principio de 
oportunidad y el dispositivo, porque el párrafo segundo del artícu- 
lo 106 establece: “Pero se extinguen por esa causa (la renuncia) las 
(acciones penales), que nacen del delito o faltas que no pueden ser 
perseguidos sino a instancia de parte.” Así escribe García VALDÉS: 
“En la Ley de Enjuiciamiento Criminal prevalece, según puede ver- 
se en el artículo 105, el principio oficial, aunque con las concesiones 
que en el propio precepto se consignan a favor del principio dispo- 
sitivo respecto de los delitos perseguibles a instancias de parte” (49). 
Y un poco más arriba: “El Derecho español... se manifiesta de un 
modo resuelto por el principio de legalidad... Lo que acabamos de 
exponer rige, naturalmente, sólo para las acciones que corresponda 
ejercitar al Ministerio püblico, ya que el acudir o no a las otras for- 
mas de acusación por nuestro Derecho admitidas (privada, particu- 
lar, popular) no constituye una obligación, sino un derecho de uso 
discrecional” (50). Y respecto a la irrevocabilidad de la acción pe- 


(46) Ibid. $ 5, p. 65. 
(47) Gómez ORBANEJA, ibid. $ 6, p. 86. 


(48) García VarpÉs, R.: Derecho procesal criminal (ed i 
Op Tae p (ed. Madrid, 1944), p. 81. 


(50) Ibid., p. 82. 
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nal, a renglón seguido de las palabras más arriba citadas, afirma: 
“Sin embargo, a esta característica de la acción penal se le pueden 
anotar algunas excepciones: a) El desistimiento del ofendido en los 
delitos perseguibles a instancia de parte, bien en la forma expresa 
de renuncia a la acción (art. 106), bien en la de presunción de.aban- 
dono de la querella entablada (arts. 275, 276)” (51). 

FENECH expone, como postulados fundamentales que informan 
el sistema procesal penal español, los principios de oficialidad, lega- 
lidad, inmutabilidad y verdad material. He aquí cómo los explica: 
“Principio de la oficialidad.—El carácter público de las normas pena- 
les materiales establecidas por el Estado para asegurar la conviven- 
cia de los ciudadanos lleva consigo el que desde el momento en que 
un hecho revista los caracteres de un delito de los tipificados en el 
Derecho penal material sea necesario por parte del Estado el ejerci- 
cio del “jus puniendi” contra aquellos a quienes, no bastándoles la 
amenaza Ce la pena, cometen hechos que exigen las sea infligida ésta, 
sin que pueda depender el ejercicio de la jurisdicción de la actividad 
de la persona ofendida por el delito. El jus puniendi deviene asi una 
función estatal que ha de ser llevada a cabo por postulados que in- 
forman los fines de éste y del bienestar público, sin que pueda dejar 
de proveer a ello por consideraciones de cualquier indole, ajenas a 
los fines del Estado. La función política que en este aspecto debe rea- 
lizar, le incumbe como un deber primordial, del cual deriva la nece- 
sidad de la apertura de un proceso penal, tan pronto como un hecho 
revista los caracteres de delito, sin abandonar la persecución del mis- 
mo a la persona por él ofendida. 


Principio de la legalidad.—En correlación a los deberes estatales 
que tienen su origen en el principio de la oficialidad, y para que éste 
" tenga la virtualidad necesaria, es preciso impedir que los funciona- 
rios encargados de la persecución penal posean potestad discrecional 
para apreciar la oportunidad de iniciar un proceso penal, siempre 
que se den las circunstancias objetivas previstas en las normas apli- 
cables. Los casos concretos que la realidad presenta son tan dispares 
y tienen unas características tan propias que a veces puede parecer 
preferible la no apertura de un proceso penal, bien porque sea tan 
escasa la relevancia del hecho que debiera fundar el comienzo del 
mismo, que no merezca la pena de poner en movimiento todo el com- 
plicado aparato de la justicia penal, bien por la razón contraria, por- 
que sean tan graves las consecuencia, que puedan temerse de aquél 
que se estime preferible no intentar siquiera la persecución. En todo 


(51) Ibid. p. 81. 
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caso, el Estado debe precaverse contra unas razones y otras de opor- 
tunidad, prohibiendo a sus funcionarios y a sus órganos jurisdiccio- 
nales el uso de ninguna facultad discrecional en este sentido. 


Principio de la inmutabilidad.—La función punitiva del Estado 
requiere no sólo que el conocimiento por el titular del órgano del he- 
cho punible dé lugar a un proceso incondicionalmente, sino que exi- 
ge, además, que después de incorporarse éste, perdure sustraído a la 
disposición de los interesados. Esto se dirige a todos aquellos que 
estuviesen por sí en situación de disponer del objeto del proceso por 
corresponderles la función acusatoria o defensora en el proceso, por 
los que se denominan sujetos procesales. Incumbe esta misión al 
imputado y su defensor, a la víctima y su representante, en los casos 
en que comparezca en el proceso, y, por último, al Estado mismo, por 
sus órganos: el Ministerio Fiscal y el Tribunal. Para todos ellos rige 
la prohibición de disponer de la pretensión punitiva, que constituye 
el límite del objeto del proceso penal concreto. 

Esta prohibición se refiere a todas aquellas posibles disposiciones 
sobre la pretensión punitiva que tiendan a renunciarla, cambiarla, 
aumentarla o disminuirla, lo mismo si son procesales que extrapro- 
cesales, directas o indirectas. Disposiciones directas son, por ejem- 
plo, la transacción, el allanamiento y la renuncia o desistimiento, 
siempre que se refieran a la pretensión punitiva misma, prohibidas 
todas ellas, ya que no se puede interferir la función punitiva del 
Estado. 


Principio de la verdad material.—La función punitiva del Estado 
sólo puede hacerse valer frente al que realmente haya cometido un 
delito; por tanto, el proceso penal debe tender a la averiguación y: 
descubrimiento de la verdad material como fundamento de la sen- 
tencia... Si el juzgador ha de aspirar en el proceso penal a la búsque- 
da de la verdad material o real como base de su sentencia, ha de 
disponer de todos los medios necesarios para lograr este conocimien- 
top (52). 

La cita ha sido larga; pero así podemos darnos idea más clara: 
de los principios básicos que informan el proceso penal y que se de- 
rivan del carácter público del mismo. Ahora bien: en el proceso de 
injurias y difamación no tienen aplicación los tres primeros princi- 
pios, que son los más importantes y característicos, como arriba he- 
mos visto, y, por lo menos en parte, tampoco el cuarto, ya que, como 
escribe GOMEZ ORBANEJA: “La especialidad de estos delitos, persegui- 
bles sólo a instancia de parte, ha movido al legislador a establecer un: 


(52) FENECH, M.: Derecho procesal penal, vol I (ed. Madrid, 1952), pp. 110-114.. 


— 302 — 


PECULIARIDADES DEL PROCESO DE INJURIAS 


procedimiento especial, que ofrece como particularidades más des- 
tacadas... el establecerse ciertas limitaciones a las pruebas...” (53). 
Es mas. Al estudiar las analogias y diferencias entre el proceso civil 
y penal (54), entre la acción penal y civil (55), nos encontramos que 
el proceso y la acción de injurias y difamación presentan caracteres 
similares al proceso y acción civiles en mucho mayor grado que cual- 
quier otra acción penal. Todo esto, ¿no nos da derecho a pensar que, 
a pesar de afirmar, en el orden teórico, el carácter público del pro- 
ceso de injurias y difamación, en el orden práctico, en el sistema es- 
pañol procesal penal, se le trata como de carácter privado? 


DERECHO CANÓNICO 


En el Derecho y comentaristas anteriores a la codificación, si- 
guiendo las huellas del Derecho romano, se da al proceso de injurias 
un carácter privado. El agraviado es el que propone la acción y dis- 
pone de ella como le plazca. Está en sus manos el proponerla “civi- 
liter” o “criminaliter” (56), el renunciar a ella en cualquier estado 
del juicio, el pactar con el ofensor antes de la sentencia del juez. Y 
al tratar de si puede en conciencia proponer el agraviado la acción 
de injurias y si alguna vez está obligado a ello, defienden que puede 
proponerla; pero las razones que alegan hacen referencia al bien pri- 
vado del agraviado y giran en torno a aquella frase del Ecclesias- 
tés, 41: ^Curam habe de bono nomine, hoc enim magis permanebit 
tibi, quam mille thesauri pretiosi et magni." En todo ello aparece 
claramente que se atiende al interés privado en esta clase de delitos 
y de procesos (57). 


X Sra eer 


Después de la publicación del Código de Derecho Canónico no fal- 
tan autores que atribuyen un carácter privado al delito de injurias 
Así, leemos en CocHr: “In coeteris causis injuriarum aut diffama- 
tionis—es decir, en los no exceptuados, a tener del párrafo 2 del ca- 
non 1.938—, ut actio criminalis instituatur, requiritur denuntiatio 


(53) GÓMEZ ORBANEJA, E.: Derecho procesal, vol. II, $ 28, p. 320. 

(54) GÓMEZ ORBANEJA, ibid., $ 1, pp. 4-7. 

(55) García VALDÉS, R.: Derecho procesal criminal, pp. 76-83. 

(56) Téngase en cuenta que, siguiendo el Derecho romano, en estos autores el 
“civiliter” también es acción penal, como veremos más tarde. 

(57) Cfr. REIFFENSTUEL: Jus canonicum universum, in l. V Decr., tit. 36 (ed. Ant- 
verpiae, 1743); PIRHING: Jus canonicum, in 1. V Decr., tit. 46 (ed. Venetiis, 1759); 
ENGEL: Collegium universi juris canonici, in 1. V Decr., tit. 36 (Mantuae, PURON 
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aut querella partis laesae. Agitur enim de delicto boni privati laesi- 
vo” (58). 

Y Wxawz-VipAL llega a afirmar: “Extra casum exceptum (1.938, 
8 2) est actio contentiosa, cui quis renuntiare potest" (2.210, $8 1, 2, 
3) (59), y a1 tratar de la compensación en el Derecho penal, escribe: 
“Quae injuriae cum fiant contra personas privatas plerumque non 
iniersent boni publici... sed ejus, qui, injuria affectus est" (60). 

Lo mismo da a entender VERMEERSCH-CREUSEN al afirmar: “Ju- 
dex ex officio non tenetur persequi delictum quod societati ecclesias- 
iicae non nocet ei a persona laesa condonari potest... Denuntiatio 
vel querela est necessaria u$ actio criminalis injuriarum aut diffa- 
mationis instituatur, nisi ob adjuncia personarum prosecutio poe- 
boni publici intersit. Id obtinet si injuria vel diffamatio gravis sit 
et ejus reus vel victima clericus vel religiosus sit” (can. 1.938) (61). 

Otros autores no afirman con esta claridad el carácter privado 
del proceso de injurias; es más, defiende su carácter püblico; pero en 
sus escritos hay afirmaciones que dan un carácter privado ai mismo. 
Hay un forcejeo, una vacilación entre el carácter püblico y privado, 
un afirmar en teoría su carácter público y un considerarlo en la prác- 
tica como de carácter privado, un pasarse del interés püblico afirma- 
do en principio al interés privado al venir a la práctica. Y como con- 
secuencia de todo ello, una confusión muy grande y afirmaciones 
contradictorias. Y no poco de esto ocurre en el mismo Código de De- 
recho Canónico, como lo iremos viendo al estudiar puntos concretos. 

Sin embargo, en el ordenamiento canónico actual “de jure com- 
dito” se ha de rechazar la teoría, arriba mencionada, que sostiene el 
carácter privado dei delito y del proceso de injurias. En el Código de 
Derecho Canónico tiene un carácter marcadamente püblico, y en él 
se reserva el ejercicio de la acción penal a un órgano público. 

Con todo, no se puede negar que en estos delitos juega un papel 
muy relevante el interés privado. Es más. Permitasenos afirmar que 
lo que principal y directamente está en juego, en la mayoría de los 
casos, es el interés privado, un bien privado. Y esto es lo que impone 
la necesidad de la querella, que se hable de delitos privados y, duran- 
te siglos, se les haya considerado como tales. Nos atreveríamos a de- 
cir que en el orden de los principios, mientras siga considerándose 
como ilícito penal la injuria y la difamación y no como un ilícito ci- 


(58) Cocur, G.: Commentarium in C. I. C., 1. IV, pars I, sect. II, tit. 19 (ed. Tauri- 
norum Augustae, 1940), p. 440. 


(59) WERNZ-VIDAL: Jus canonicum, VI (Romae, 1928), n. 717, p. 673. 
(607 WERNZ-VIDAL: Jus canonicum, VII, n. 187 (ed. Romae, 1957), p. 206 


(61) VERMEERSCH-CREUSEN: Epitome Juris canonici, t. III, n. 260 (ed. Mechliniae, 
1936), p. 136. 
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vil, no se puede negar su carácter público, que lo que está en juego 
es el interés público, porque todo delito lleva aparejada esta idea. 
Pero la realidad, la justicia que se puede plasmar en un ordenamien- 
to concreto puede imponer a esos principios unos matices, unas li- 
mitaciones. Y en el caso que nos ocupa, al concretarse en un orde- 
namiento procesal penal, esos principios se ven limitados por tantas 
excepciones, que podríamos considerarlos eliminados por tener que 
atribuir el papel principal al interés privado y dar mucha mano al 
privado en este proceso, haciendo que se acerque mucho el mismo al 
proceso contencioso. Nos encontramos con el siguiente hecho: Se po- 
nen como caracteres especiales del proceso penal los principios: a) de 
oficialidad, es decir, el carácter público del delito exige que, siempre 
que exista éste, el Estado ejercite el “jus puniendi”, sin que pueda 
Gepencer el ejercicio de la jurisdicción de la actividad de la persona 
ofendida por el delito (62); b) de legalidad, es decir, “ia pretensión 
punitiva del Estado, fundada en el hecho que reviste los caracteres 
de un delito, debe hacerse valer por el órgano público adecuado, siem- 
pre que en un caso concreto concurran las condiciones que exige la 
ley, con exclusión de toda facultad discrecional y de toda considera- 
ción de oportunidad" (63); c) de inmutabilidad, es decir, la acción 
penal no se extingue por la renuncia de la persona ofendida (art. 106 
ce nuestra ley de Enjuiciamiento Criminal). Pero, como se hace 
constar en los diversos Códigos y comentaristas, el proceso de inju- 
rias es una excepción a todos esos principios esenciales y caracteris- 
ticos del proceso penal, y se le atribuyen, más o menos, los caracte- 
res del proceso civil, es decir, que el Estado no se pronuncie “sino 
cuanco y en la medida en que se haga cuestión la relación, y tan sólo 
sobre la base del material aportado por las partes. Lo que éstas no 
aduzcan, el juez no puede salir a buscarlo ni tenerlo en cuenta” (64); 
que el privado disponga del desarrollo del proceso, pudiendo renun- 
ciar, admitiéndose la compensación, etc. 


(62) Cfr. FENECH, M.: Derecho procesal penal, p. 110, quien escribe: 1. El Estado 
no puede ni debe abandonar el ejercicio del jus puniendi al ofendido por el elito, 
sino que ha de asumir por sí mismo la persecución penal mediante sus órganos y 
funcionarios. 

2» El Estado no puede ni debe hacer depender la actividad de esos órganos y 
funcionarios del libre arbitrio del ofendido por el delito, sino que los órganos esta- 
taies, encargados de la función acusadora, han de cumplir con su deber de perse- 
cución penal sin necesidad de instancia por parte de aquél. 

3.2 El Estado ha de asegurar la remoción de cualquier obstáculo ilegítimo que se 
oponga a la persecución penal, cualquiera que sea su origen, no pudiendo, por tanto, 
ni el titular del órgano jurisdiccional ni los funcionarios encargados de la perse- 
cución, ni los particulares, seen o no los ofendidos por el delito, pedir la incoación 
del proceso.” 

(63) FENECH, ibid., p. 112. 

(64) (GÓMEZ ORBANEJA, OP. C., D. 5. 


— 305 — 


JOSÉ DE SALAZAR ABRISQUIETA 


El que el proceso de injurias sea una excepción a todos los prin 
cipios esenciales del proceso penal, derivados del carácter público 
del delito, y el que tenga no pocos caracteres del proceso civil, ¿no 
significa que prevalece, en él, el carácter privado? Si en el proceso 
de injurias no tiene aplicación ninguno de los principios básicos del 
proceso penal, derivados del carácter público de éste, y tienen apli- 
cación los principios del proceso privado, ¿por qué se le ha de atri- 
buir un carácter público? Se nos podría decir que su objeto es un de- 
lito y éste tiene un carácter público, porque se lesiona el bien pú- 
blico. Pero podríamos contestar, diciendo: En todo ilícito externo, en 
todo acto externo contra las leyes de la sociedad, hay una lesión al 
bien público, aunque aquél más directa e inmediatamente lesione el 
bien privado. Mas la sociedad sólo considera como delitos, sólo per- 
sigue con penas aquellos actos ilícitos que más perjuicio y más di- 
rectamente inciden en el bien público y contra los que considera con- 
veniente la persecución penal, teniendo en cuenta todas las circuns- 
tancias. Así, todo acto contra la propiedad en algún sentido es una 
lesión al bien público; pero sólo contra determinados actos contra la 
propiedad se imponen penas y son objeto de proceso penal. Los res- 
tanes ilícitos contra la propiedad deja que el privado trate de evitar- 
los acudiendo al proceso civil. ¿No podríamos pensar en que también 
el ilícito de injurias y difamación se considerará como un ilícito ci- 
vil en la mayor parte de los casos, perseguible en proceso de carácter 
privado, y que sólo en algunos casos en que ese ilícito lesionase el 
bien público de una manera especial y más directa se le considera 
como ilícito penal, perseguible, en este caso, de oficio en un proceso 
penal, aplicándole los principios de oficialidad, legalidad e inmuta- 
bilidad en toda su fuerza? Con ello se evitaría el afirmar unos prin- 
cipios que se han de aplicar y, después, no aplicarlos; con ello se evi- 
taría la paradoja de la legislación y doctrina actual de afirmar qué 
el proceso de injurias es un proceso penal, y acto seguido, que no se 
han de aplicar los principios esenciales de éste; con ello se resolve- 
ría la incongruencia de incluir entre las clases de proceso penal al 
proceso de injurias y, después, decir que ninguno de los principios 
esenciales que se han de aplicar al proceso penal tienen aplicación 
en el proceso de injurias y que los que tienen aplicación en mayor 
grado son los del proceso de carácter privado. De ahí que aquellos 
sistemas, como el alemán y el español, que más carácter privado y 
contencioso dan a estos procesos parecen más ajustados a la reali- 
dad, más aptos para administrar justicia y más nítidos y consecuen- 
tes en sus prescripciones. En cambio, el querer llevar muy adelante 
el carácter público del delito y proceso de injurias da lugar a muchas 
confusiones y problemas de difícil solución en el ordenamiento ca- 
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nónico, v. gr., la compensación, la renuncia, la remisión, etc., como 
jo iremos viendo. 


NATURALEZA DE LA QUERELLA 


Pasando a estudiar las peculiaridades concretas que se derivan 
‘del mencionado carácter especial de tener que atribuir un papel im- 
portante al interés privado en este proceso, vamos a exponer la na- 
turaleza y necesidad de la querella, que es la concesión más impor- 
tante en aras del interés privado y de la que fluyen las demás pecu- 
liaridades. 

El Código da a esta palabra querella diversas significaciones en 
distintos cánones (cfr. 1.603, $ 1, n. 3; 1.604, $ 3; 1.892 inscr.; 1.895, 
1.896, 1.897, 1.939, $ 1; 1.951, $ 1); pero a nosotros nos interesa dilu- 
cidar su concepto y alcance en el canon que nos ocupa. 

CAPPELLO, interpretando este canon, nos define la querella dicien- 
do: “Legitima delicti manifestatio a parte laesa Superiori competenti 
lacta ad postulandam vel resartionem damnorum vel debitam satis- 
factionem vel utrumque aut solam congruae poenae irrogationem.” 
Y añade: “Hinc triplex scopus. Proprie tamen querela directe et in- 
mediate qua talis respicit resartionem damnorum el satisfactionem, 
non autem poenam infligendam” (65). 

Con todos los respectos debidos a tan insigne autor, hemos de de- 
cir que, hablando propiamente, la querella en el canon 1.938, $1, de 
ningún modo “directe et inmediate respicit resartionem damnorum 
et satisfactionem”, sino que se ordena “ad poenam infligendam”, 
como presupuesto que es de la acción criminal. Por tanto, no sólo 
puede admitirse la última afirmación de CAPPELLO de que: “Pro- 
prie...”, sino que ni siquiera puede admitirse, hablando propiamente, 
la definición del mismo con esos tres fines de la querella. Aunque se 
consigan por la misma setencia esos tres fines, la querella de la que 
se habla en el canon 1.938, como fin específico y propio tiene el in- 
fligir la pena. Los otros fines son añadidos, distintos, separables y 
que hacen que la querella no sea criminal, sino acción civil. 

Con Crprorti la definiremos diciendo: “Actus formalis, quo per- 
sona, laesa a delicto injuriae vel diffamationis, conqueritur de ipso 
delicto apud legitiman auctoritatem, ostendens se velle ut poena 
reum infligatur” (66). 


(65) CAPPELLO: Summa J. C. vol III, Ll IV, c. XV, art. I, n. 370 (Romae, 1948), 
pàgina 305. 

(66) CrPEOTTI, P.: De injuria et diffamatione in jure poenali canonico (ed. Romae, 
1937), p. 119. Ponte 
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En el canon 1.938 se equipara la denuncia a la querella, diciendo: 
“requiritur praevia denunciatio aut querella partis laesae”. Sin ern- 
bargo, si profundizamos un poco en los concepios de denuncia y que- 
relia, hemos de distinguirlas. La denuncia es el acto por el que se 
participa a un órgano oficial la existencia de un hecho que reviste 
caracteres de delito. Por tanto, su fin es meramente informativo, no 
contiene sino una participación de conocimiento y no es condición 
necesaria para que pueda acusar el Fiscal. 

La querella, en cambio, como acabamos de decir, es el acto por el 
que la persona agraviada se queja del delito ante la legítima autori- 
dad, manifestando que quiere que se le aplique al reo la pena co- 
rrespondiente. Por consiguiente, su fin no es meramente informati- 
vo. Ademés de una participación de conocimiento, contiene una de- 
claración de voluntad de castigar al reo. Y esta voluntad tiene que 
aparecer de una manera explícita o implícita en el acto de la denun- 
cia a la autoridad correspondiente, para que ésta pueda determinar 
si lo que pretende el querellante es la satisfacción y resarcimiento 
de daños y perjuicios o la irrogación de la pena y, en vista de ello, 
seguir un procedimiento u otro. Si no apareciera esa voluntad, sería 
nula la querella. Por tanto, no basta para que el Fiscal pueda pro- 
poner la acción penal de injurias la simple denuncia de la parte 
agraviada, sino que es necesaria la querella propiamente dicha, aun- 
que el Código habla de denuncia o querella. De ahí que, para evitar 
confusiones, sería de desear la supresión de la palabra denuncia en 
este canon. 


ES * k 


El que la querella contenga esa declaración de voluntad de casti- 
gar al reo no quiere decir que la misma tiene carácter de acción. Esta 
la ejercita únicamente el Fiscal, a tenor del canon 1.934. La querella 
no es más que una condición “sine qua non”, para que se pueda in- 
coar y ejercer la acción criminal. Por tanto, no se puede decir que el 
querellante es actor ni acusador, como leemos en algunas sentencias 
rotales, v. gr., 4 de abril de 1933 coram Parrillo. Ni tampoco puede 
apelar en caso de que se absuelva al reo. Hay que tener en cuenta esto 
por las consecuencias que lleva aparejadas y que irán apareciendo a 
lo largo del trabajo. No pocas veces los autores y los tribunales olvi- 
dan esta característica y llegan, por ello, a conclusiones inadmisi- 
bles, v. gr., aceptar la apelación hecha por el querellante. 

Tratando ce profundizar más en la naturaleza jurídica de la que- 
rella, podriamos preguntarnos si pertenece ésta al Derecho sustan- 
cial o al Derecho procesal, es decir, si es una condición de la punibi- 
lidad, si es necesaria para que exista el delito de injurias o ünica- 
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mente es una condición de procedibilidad, si es necesaria para que 
pueda incoarse el proceso. En el primer caso, sin ella, el hecho no 
constituye delito; en el segundo, sin ella, hay delito, pero no se pue- 
de proceder. Mucho se ha discutido sobre este punto entre proceza- 
listas civiles, sobre todo, alemanes e italianos (67). 

CIPROTTI (68) se limita a observar que la naturaleza jurídica de la. 
querella en este punto depende de la ley positiva. Pero nos atreve: a- 
mos a decir que no todo depende de la ley positiva. Ya que en la no- 
ción de delito está el oponerse al bien público, en ser una infracción 
del orden social, y en esto no influye el que el agraviado presente 
querella. Por tanto, constituye delito. Ahora que para proceder con- 
tra ese delito la sociedad exija una querella es cosa diversa. Por tan- 
to, examinando las nociones, estudiando la misma naturaleza cel 
delito y de la querella, nos inclinaríamos a considerar la quercia. 
como una condición de procedibilidad. Que el Código de Derecho Ca- 
nónico lo considera así, no cabe la menor duda, ya que las norinas 
sobre la querella se encuentran en el título del juicio criminal; se 
dice en el canan 1.938 que la querella se requiere “ut actio eriminalis 
instituatur" y no “ut actio criatur”, y en el canon 2.355 no se hace 
ninguna mención de la querella para que el delito de injurias y di- 
famación sea punible. Todo esto se confirma por el hecho de que en 
Derecho Canónico puede ser castigado por un precepto o por una 
suspensión “ex informata conscientia". Luego existe el delito sin 
querella. 

Tiene esta cuestión sus consecuencias prácticas. “Porque, si la 
querella no es más que una condición de procedibilidad, como aca- 
bamos de demostrarlo, la falta de la querella no hace perecer la ac- 
ción, sino sólo el proceso; de tal suerte, que la absolución que falle 
el juez por falta de querella, no impide que se pueda proceder de 
nuevo contra el mismo reo por el mismo delito, si se propone la que- 
rella en la debida forma y no se haya extinguido la acción criminal 
por otra razón. Por otra parte, si una ley futura modificara la nece- 
sidad de la querella, no se podría considerar como ley más o menos 
favorable a los efectos del canon 2.226, § 2” (69). 


> * * 


(87) Cir. MANZINI, V.: Trattato di Diritto processuale penale, vol. IV, nn. 359 y 
267 (ed. Torino, 1932)), pp. 2, nota 1, y 21; VerciLLO: La natura giuridica della que- 
rela nel Codice attuale, en “Ii Tribunale” (1925), pp. 2 y 4; BATTAGLINI: Sulla tormen- 
tata questione della natura giuridica della querela, en “Il Tribunale" (1935) n: 3; CREI- 
SAFULLI: Sulla natura giuridica della querela, en “Scuola positiva”, 15 (1935), pp. 9TT- 
382; NAPOLETANO: Sulla natura giuridica della querela (Bari, 1938); BELING, E.: Deuts- 
ches Reichsstrafprozessrecht, $ 23 (ed. Berlin und Leipzig, 1928), pp. 99 y ss. 

(63) CIPROTTI, De injuria et diffamatione..., pp. 120-121. 

(69) CIPROTTI, De injuria et diffamatione..., p. 121. 
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Dando un paso más en la determinación de la naturaleza de la 
«querella, hemos de observar que su efecto principal es que el pro- 
eso sea posible. CrPRorTI (70) pone como efecto principal el que el 
reo se hace punible, y el proceso, posible. Lo de la publicidad del reo 
hay que tomarlo con algunas limitaciones, porque, como hemos vis- 
to, puede ser castigado éste por un precepto o por una suspensión “ex 
informata conscientia". Por tanto, aunque no exista querella, el reo 
es punible. Lo que no hay sin querella es posibilidad de proceso. Por 
consiguiente, nos parece más exacto afirmar que la querella hace 
posible el proceso. Pero esto no quiere decir que el derecho de que- 
rella es un derecho a la celebración del proceso y al castigo del reo. 
El que tiene derecho de proponer la querella, omitiendo ésta, puede 
únicamente impedir que haya proceso; pero no puede exigir que se 
proponga la acción criminal. El efecto de la querella es quitar un 
‘óbice para que pueda ponerse en marcha el proceso, y no exigir que 
se incoe éste. 

Es cierto que si ha habido querella de la parte agraviada, y de la 
inquisición llevada a cabo surgieren argumentos ciertos o, por lo 
menos, probables y suficientes para acusar, el Ordinario deber man- 
dar que se cite al reo a tenor de los cánones 1.947-1.949, es decir, 
que se incoe la acción criminal, si no han dado resultado otros me- 
dios para la reparación del escándalo y el restablecimiento de la 
Justicia. Pero siempre la proposición y la prosecución de la acción 
criminal quedan al arbitrio del Ordinario. Así leemos en una sen- 
tencia de la Sagrada Rota Romana: “Si modo, antequam processus 
criminalis instituatur, tot tantaque ad Ordinarium pertinent (cáno- 
nes 1.936; 1.942, $ 1; 1.940; 1.946; 1.954; 1.947-49; 1.957, § 3; 1.952, 
$8 1 et 2; 1.933, $ 1; 2.168-2.194; 2.223, § 3, 1.9-3.°), ut tandem ali- 
quando ab ipso pendeat utrum judicium debeat necne iniri, patet 
Promotorem Justitiae nullo modo valere actionem vel accusationem 
antea promovere et postea exercere, nisi Ordinarius consenserit” (71). 


NECESIDAD DE LA QUERELLA 


El canon 1.938 la establece en su párrafo primero en los siguien- 
tes términos: “In causa injuriarum aut diffamationis, ut actio cri- 
minalis instituatur, requiritur praevia denuntiatio aut querela par- 
tis laesae". Por tanto, se requiere previa querella para castigar, im- 
poner una pena, mediante un proceso judicial; pero cuando se trate 
de imponer alguna penitencia o pena dentro de los límites sefialados 


(10) CIPROTTI, De injuria et diffamatione..., p. 120. 
(71) Decisiones S. R. Rotae, 8-VI-1943, t. 35, dec, 42. 1 4; 
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‘por los cánones 1.933, $ 4; 2.225 y 2.355, a modo de precepto, sin pro- 
ceso judicial, o una suspensión “ex informata conscientia” a tenor 
‘de los cánones 2.186-2,194 y el 2.355, no se requiere la previa querella, 
ya que en los casos arriba mencionados no se da una verdadera ac- 
ción criminal. 

El párrafo 2.2 del mismo canon constituye una excepción a esa 
necesidad de querella del ofendido y establece que “cuando se trata 
de injuria O difamación grave que se haya causado a un clérigo 
© religioso, sobre todo si está constituído en dignidad, o que un clé- 
rigo o religioso haya causado a otro, la acción criminal puede enta- 
blarse de oficio. Por tanto, se puede proceder de oficio, es decir, se 
puede entablar la acción criminal sin previa querella del agraviado, 
si concurren estas dos cireunstancias: 1.°, que la injuria y la difa- 
mación sean graves; 2.*, que el agraciado sea clérigo o religioso. 

El determinar la gravedad queda al arbitrio del Ordinario, en lo 
«que se advierte una influencia de principios morales. El Derecho 
exige más certeza y más determinación, sin dejarlo completamente 
al arbitrio. Unas normas que impusieran unas limitaciones a ese 
arbitrio imprimirian un carácter más jurídico a este canon y cons- 
tituirían una garantía para el interesado, cortando abusos a los que 
puede dar lugar una imprecisión como la actual. Bastaría una remi- 
sión a los cánones 2.196; 2.218, $ 1. Los criterios que se establecen 
en éstos pueden y deber servir a los Ordinarios para estimar la gra- 
vedad de la injuria; pero no se puede exigir jurídicamente que los 
tenga en cuenta. 

El clérigo y religioso a los que se refiere el canon son el clérigo 
que no ha sido reducido al estado laical, pues éste jurídicamente se 
equipara a los laicos (can. 213, $ 1), y el religioso que no haya per- 
dido su condición de religioso, como acaece con el que ha obtenido 
el indulto de secularización (can. 640, $ 1). A nuestro modo de ver, 
a los miembros de las sociedades que viven en común sin votos po- 
dria aplicarse este canon, aunque no puedan llamarse propiamente 
religiosos (canon 673, $ 1), porque son equiparados a los clérigos en 
las obligaciones (can. 679, $ 1) y privilegios (can. 680); y, por otra 
parte, al asemejarse plenamente en lo externo a los religiosos, la 
lesión del bien público—motivo de esta excepción—es idéntica. En 
cambio, no nos atrevemos a afirmar lo mismo respecto a los miem- 
bros de los Institutos Seculares. Nuestra opinión es que no pueden 
aplicárseles las prescripciones del canon 1.938, $ 2. Además de dis- 
tinguirse los Institutos expresamente de las Religiones y Sociedades 
de vida común (72), la vida de los Institutos es esencialmente reli- 


(72) Provida Mater Ecclesia, art. II, $ 1, donde leemos: “Instituta saecularia, 
cum nec tria publica religionis vota (cánn. 1.308, $ 1, et 488, 1.°) admittant, nec com- 
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giosa bajo el aspecto ascético, pero no en la ordenación jurídica, 
como se afirma repetidas veces en el preámbulo de la Constitución. 
Provida y también en el Motu proprio Primo feliciter, número 2; 
los miembros de estos Institutos viven en medio del mundo y no en 
comunidad y clausura a la manera de los religiosos (73), visten como: 
los seglares, se dedican a los oficios y trabajos como ellos, en muchos 
casos no se les distingue de los mismos; “no están obligados a obser- 
var el Derecho propio y peculiar por el que se rigen las Religiones 
o las Sociedades de vida común, ni pueden hacer uso de él”, como 
se dice en el artículo II, § 1, de la Constitución Provida Mater, y en 
el Motu proprio leemos: “Lo tocante a la disciplina canónica cel 
estado religioso no afecta a los Institutos seculares, ni generalmente 
la disciplina religiosa... debe o puede aplicárseles” (74); están suje- 
tos a las “normas comunes del Derecho canónico con ellos relacio- 
nadas” (75). Y concretando esta última norma, escribe el padre Ca- 
BREROS: “Estas normas comunes obligan a los Institutos en cuanto: 
que son personas morales colegiadas, y obligan directamente a sus 
miembros en cuanto personas físicas, ya como clérigos, ya como 
laicos, según la condición de cada uno y en cuanto le correspon- 
da (76); en cuanto “a estados de perfección jurídicamente ordenados 
y reconocidos por la misma Iglesia" (77) “por su interna estructura 
más próximamente se acercan, en cuanto a lo sustancial, a los estados: 
canónicos de perfección y especialmente a las Sociedades sin votos 
públicos” (78). Todas estas razones nos inclinan a opinar que, mien- 
tras a los miembros de las Sociedades de vida común puede aplicarse 
el párrafo 2 Gel canon 1.938, no pueda hacerse a los miembros de 
los Institutos Seculares, aunque sería de desear que en una nueva. 
redacción de canon se extendiese también a éstas. 

Aunque el reo ignore que la persona agraviada era un clérigo 
o religioso, puede procederse ex officio, porque no se trata de un 
elemento del delito, sino de una cuestión procesal. En la injuria 
inferida a otro, no es necesario que el clérigo o religioso sea autor, 
basta que sea cómplice y la acción criminal se puede proponer de: 


munem vitam seu commorationem sub eodem tecto omnibus suis membris, ad nor- 
mam canonum, imponant (cánn. 487 sqq. et 673 sqq): 1.2 Jure, et regula, nec sunt 
nec proprie loquendo dici queunt Religiones (cánn. 487 et 458, 1.) vel Societates 
vitae communis (can. 673, 8 1).” 

03) Cfr. la Instr. de la S. C. de Religiosos Cum Sanctissimus Dominus Noster. 
número 7, d. 

(74) Motu proprio Primo feliciter, n. 3. 

(15) Provida Mater Ecclesia, art. IT, $ 2. 

(76) CABREROS DE ANTA, M.: Estudios Canónicos (ed. Madrid, 1956), p. 312. 

(77) Motu proprio Primo feliciter, n. 5. 

(18) Provida Mater, preámb. 
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oficio en este último caso, contra los autores o cómplices laicos 
también. 

Mas esto da lugar a una cuestión curiosa. 

Caso de que no se demuestre la culpabilidad del clérigo o reli- 
gioso y se demuestre la de los autores o cómplices laicos, ¿puede ser 
absuelto aquél y condenados éstos, o deben ser absueltos también 
éstos? CIPROTTI (79) afirma que han de ser absueltos, si no propuso 
querella la parte ofendida. Pero no podemos admitir plenamente esta 
conclusión de absolver a los que se ha probado en juicio que son 
culpables, por falta de querella. Porque ésta es necesaria para pro- 
poner la acción criminal; pero, una vez propuesta ésta, de oficio, 
por encontrarse entre los reos o cómplices un clérigo o religioso, no 
mira a las personas, sino a la prosecución del delito. Esta razón es 
la que hace que no se pueda limitar la querella a unos, excluyendo 
a otros, como afirma ei mismo CIPROTTI en otra parte (80). 

En estos casos no exige el Código que se proceda de oficio, ni dice 
cue se debe, sino que se puede, aunque la parte agraviada se opon- 
ga o perdone la injuria. 

CAPPELLO afirma que “quandoque non solum potest sed «debet» 
proponer la acción criminal, teniendo en cuenta la gravedad de la 
injuria y la dignidad de la persona agraviada. Y añade que esto se 
ha de aplicar también cuando se trata de personas que tienen una 
dignidad relevante civil (81). Y Lrca-BARTOCETTI escribe: “Hoc (los 
casos exceptuados) enunciari non taxative sed demonstrative” (82). 
No se puede admitir tal ampliación, porque hay que atenerse a lo 
que está establecido en los cánones, y no, dejándonos llevar de cri- 
terios morales, extender las leyes hasta los casos que nos parecen ra- 
zonables. Pero esto no quiere decir que, aunque de jure condito, no 
lo admitamos; para el jus condendum no se debe tener en conside- 
ración lo que afirman CAPPELLO y LEGA-BARTOCETTI. 

Esto nos hace ver, si reflexionamos un poco, las incongruencias 
de la legislación actual del proceso de injurias. En efecto, puede ha- 
ber muchos delitos de injurias y difamación, que incidan grande- 
mente en el bien público; pero que quedarían sin castigo, porque no 
entran en las excepciones señaladas en el canon 1.938, $ 2, y el agra- 
viado no presenta querella. El Fiscal, el defensor del interés público, 
no puede hacer nada, no tiene más remedio que cruzarse de brazos 
ante estos delitos, que perjudican gravemente al bien público. En 


(79) Cierorri: De injuria et diffamatione..., p. 118. 

(80) CrpRoTri1: De injuria et diffamatione..., p. 124. 

(SIDES CAPPELLO E Mi Summa con 00: 

(82) Lzca-BagTocgPY:: Commentarius in judicia ecclesiastica, vol. III, pars II, 
Capítulo 1, art. 3, n. 12 (ed. Romae, 1950), p. 216. 
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cambio, puede verse obligado a proponer la acción y a llevar adelan- 
te el proceso contra injurias, cuyo interés público es nulo o casi nulo: 
de hecho. 

Es más. Pueden presentarse casos en los que surja un conflicto: 
entre la prescripción del canon 1.035, $ 2, y el canon 1.938, § 1. En 
aquél se dice que por ley natural hay obligación de denunciar por 
razón del peligro de la fe, de la religión u otro mal público inminen- 
te. Supongamos que se da un delito de injurias, que haya obligación: 
de denunciarlo por alguna de las razones alegadas en el canon 1.935, 
§ 2, y el agraviado no quiera presentar querella. Esa obligación de 
derecho natural, que pesa sobre todos los fieles, a tenor del ca- 
non 1.935, $ 2, cae por su base, porque teniendo en cuenta el 
canon 1.938, $ 1, ya no pesa sobre todos los fieles, sino sólo sobre uno, 
y éste no la reconoce o no la quiere cumplir. 

¿Cuál es la raíz de estas dificultades e incongruencias? El insis- 
tir excesivamente en el carácter público de todo delito de injurias. 
El proceso de injurias—se dice— es un proceso penal. Dado el carác- 
ter público de éste, dado que en él se dilucida el bien público, se 
reserva la acción al Fiscal. Pero, a renglón seguido, se establece que 
no puede ejercitar esa acción el Fiscal sin que haya precedido la 
querella del agraviado. Por tanto, ya tenemos al Fiscal, atado de pies 
y manos, a disposición del privado y a éste convertido en árbitro del 
bien público. Y ¿por qué se le dan estos poderes al particular?, po- 
dríamos preguntarnos. Los autores exponen muchas razones (83). 
Pero la básica, la fundamental, es el papel tan relevante en este pro- 
ceso del interés privado. Aunque en la teoría, mientras siga consi- 
derándose un ilícito penal la injuria y la difamación, lo que está en 
juego es el bien público, en la práctica lo que prevalece y se pone en. 
juego principal y directamente, en la mayor parte de las injurias, es 
el bien privado. De ahí esa incongruencia de reservar la acción penal 
de injurias al Fiscal y, después, exigir la querella. ¿No sería más ló- 
gico, más ajustado a la realidad, y no se evitarían muchas confusio- 
nes y contradicciones, si se dejara a la acción privada la persecu- 
ción de injurias y sólo se reservara al Ministerio Fiscal la acusación 
en aquellas injurias que, por sus circunstancias, perjudicaran gran- 
demente al bien público, y que en aquéllas no tuviera necesidad de 


intervenir el Fiscal y que en éstas pudiera actuar, prescindiendo de 
la actividad del agraviado? 


(83) Cfr. supra, p. 295. 
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COMPETENCIA Y CONSTITUCIÓN DEL TRIBUNAL 


Estudiadas la naturaleza y necesidad de la querella, veamos las: 
peculiaridades que se siguen de las mismas sobre la competencia y 
constitución del Tribunal. La primera cuestión que nos sale al paso. 
es si estos delitos deben considerarse de fuero mixto y si puede apli- 
carse la prevención en su conocimiento. 


No creemos que en el conocimiento de éstas pueda aplicarse el 
principio de la prevención a tenor del canon 1.553, $ 2, porque, aun- 
que son igualmente competentes la Iglesia y la potestad civil, nos: 
atreveríamos a afirmar que no son propiamente de fuero mixto. En 
sentido estricto, son causas de fuero mixto aquellas en las que hay 
dos aspectos, dos elementos que integran una misma realidad: el 
espiritual y el temporal (84), v. gr., el matrimonio en cuanto a los: 
efectos civiles; un contrato confirmado con juramento, etc. Tenemos 
siempre dos elementos: matrimonio y efectos civiles; contrato y ju- 
ramento. En cambio, en el delito de injurias no tenemos más que 
una sola acción, que infringe dos leyes: la civil y la eclesiástica; no: 
tenemos una acción integrada por dos elementos, como en los casos 
de fuero mixto, v. gr., matrimonio y efectos civiles, contrato y jura- 
mento. En estos últimos casos únicamente la Iglesia puede conocer, 
es competente para juzgar el elemento espiritual: matrimonio y ju-. 
ramento, y el elemento temporal: efectos civiles y contrato, pertenece 
directamente al fuero civil e indirectamente al fuero eclesiástico y 
para juzgar de éste entra en juego la prevención a tenor del ca- 
non 1.553, $ 2. En cambio, el delito de injurias, en cuanto infringe 
la ley civil, cae directamente bajo la potestad del Estado, y la Igle- 
sia no tiene potestad ni siquiera indirecta en cuanto infringe la 
ley civil. Bajo este aspecto tiene potestad exclusiva la autoridad 
profana. De ahí que el Cardenal OTTAVIANI escribe: “Itaque non 
omnes res mixtae, quae videlicet ad finem tum temporalem tum. 
etiam spiritualem directe spectant dici possunt mixti fori, quasi 
indiscriminatim alterutra societas possit negotium ex integro sus- 
cipere et definire, ita ut qui rem praeocupaverit, ille iudicialiter per- 
solvat. Equidem in rebus mixtis competentia utriusque fori est in 
hoc, quod utraque societas de aliqua re mixta cognoscit solum et 
quantum respicit propium ordinem; ideoque alterutra exclusive, non 
cumulative cum altera, cognoscit de re secundum adspectum qui ad 
eandem societatem pertinet” (85). 


(84) CABREROS DE ANTA, M.: Estudios Canónicos, p. 127. 
(85) OTTAVIANI: Institutiones Juris Publici Ecclesiastici, vol. I, n. 155 (ed. Romae,, 
1957), p. 281. 
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Y RoBerRTI: “In causis criminalibus mixti fori theoretice potius 
quam applicare praeventionem (can. 1.553, 8 2) magis expedit ut 
utraque societas puniat suarum legum transgressiones, habita qui- 
dem ratione poenarum quae ab altera societate infliguntur" (86). 
Y aldeterminar cuáles sean estas causas, dice: *Causae criminales 
mixti fori respiciunt crimina quae sive lege ecclesiastica sive civili 
compescuntur (can. 2.198). Sunt praesertim causae spectantes cri- 
mina conira vitam, libertatem, proprietatem, bonam jamam ei bo- 
nos mores, quadam contra religionem e. g. violatio cadaveris, sepul- 
cri, coemeterii vel contra personas ecclesiasticas" (87). Por tanto, 
eniran de lleno en esta clase de delitos la injuria y la difamación. 
Alguno podría objetar a estas afirmaciones que el canon 1.553 habla 
de causas *mixti fori" sin hacer ninguna distinción y que, por tanto, 
nosotros tampoco debemos distinguir. Ya hemos salido al paso de 
esta dificultad diciendo que, para nosotros, estas causas no son 
propiamente de fuero mixto. Son ünicamente de fuero mixto, en 
sentido amplio, en cuanto que son competentes ambos fueros; pero 
no en sentido estricto, en cuanto que constituyen una realidad in- 
tegrada por dos elementos: el espiritual y el temporal. Por eso la 
Iglesia, en el canon 1.553, $ 1, 2.9, se reserva el conocimiento y el cas- 
tico de los hechos que quebrantan las leyes eclesiásticas, aunque al 
mismo tiempo violen la ley civil. Luego no admite la prevención. Y 
en el canon 2.198 establece: “El delito que infringe la ley de una y 
otra sociedad puede ser castigado por ambas potestades”, y no remite 
al canon 1.553, $ 2. Y si hubiera lugar a la prevención no podría ser 
castigado por ambas potestades. Ni se diga que esta prescripción se 
refiere únicamente al castigo, porque éste supone el fallo sobre la 
existencia del hecho delictuoso y esto presupone el proceso. 

El artículo 16, número 3, del vigente Concordato entre la Santa 
Sede y el Gobierno español, en consonancia con lo arriba expuesto, 
establece que: “El Estado reconoce y respeta la competencia privativa 
de los Tribunales de la Iglesia en los delitos que exclusivamente violan 
una ley eclesiástica”, sin hacer mención del derecho de prevención en 
los delitos que violen ambas leyes: la eclesiástica y civil; pero dando 
a entender indirectamente que los delitos que no violen exclusiva- 
mente una ley eclesiástica podrá juzgarlos y castigarlos también el 
Estado. Y todo ello es muy puesto en razón, aunque no deje de tener 
sus inconvenientes (88), porque muchas veces las penas espirituales, 


(86) ROBERTI, F.: De processibus, vol. I, n. 56 (ed. Romae, 1941), p. 156. 

GO Tbid p 156: 

(38) Cfr. CABREROS DI ANTA: Estudios canónicos, p. 126, quien escribe: “Reconoce- 
mos que, no aplicándose en las causas mixtas y, sobre todo, en los delitos mixtos el 


principio de prevención entre ambas potestades, pueden producirse graves conflictos 
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v. gr., excomunión, impuestas por la Iglesia, tendrían muy poca efi- 
cacia para reparar el daño causado a la sociedad civil por un delito, 
porque muchos no la tomarían en cuenta. Por consiguiente, cuando 
ya el reo, ya el sujeto pasivo de un delito de injurias, sea un laico, 
podrán conocer la causa, tanto el juez eclesiástico como el civil, y po- 
drán imponerle las penas eclesiásticas y civiles correspondientes. Pero 
el juez eclesiástico, de regla general, no deberá proceder cuando el reo 
es lego, y el magistrado civil, al castigarlo, atienda suficientemente 
al bien público. Cuando el reo es un clérigo o religioso podrá ser cas- 
tigado también por los Tribunales del Estado, a tenor del artículo 16, 
número 4, del Concordato entre la Santa Sede y el Gobierno espa- 
ñol, aunque la Autoridad judicial, antes de proceder, deberá solicitar 
el consentimiento del Ordinario del lugar en que se instruya el pro- 
ceso. 

Pero como el querellante, en Derecho canónico, no es actor, si, pen- 
diente el juicio criminal introducido ante el juez eclesiástico a raíz 
de su querella, propone la querella ante el Tribunal civil, no puede 
ser castigado ni queda, a tenor del canon 1.554, privado del derecho 
de proseguir su querella ante el Tribunal eclesiástico. 


* eK 


Determinar qué Tribunal eclesiastico es competente no ofrece difi- 
cultad, como la hay en el Derecho profano, sobre todo, italiano. Si 
se trata de alguna de las personas reseñadas en el canon 1.557, 8 1, 
aunque hayan obtenido el cargo después de cometido el delito, el úni- 
co competente para juzgarlas es el Romano Pontífice, a tenor de los 
cánones 1.557, 8 1, y 2.227, $ 1. Es de notar que los Cardenales no pue- 
den ser sujetos activos (reos) de estos delitos (can. 2.227, 8 2); pero 
pueden ser castigados por injurias o difamación cometidas antes de 
recibir la púrpura cardenalicia (89). 

En los demás casos son tribunales igualmente competentes el de 
la diócesis en que se ha cometido el delito, a tenor del canon 1.556, 
y el del lugar en que el reo tuviere el domicilio, cuasi domicilio o una 
relación semejante, a tenor de los cánones 1.561-1563, teniendo dere- 


entre las dos jurisdicciones y seguirse otros muchos daños a los particulares. Puede 
darse, primeramente, contradicción en cl fallo cognoscitivo de ambas potestades, lo 
cual, si bien es cierto que, jurídicamente, puede explicarse y aun dentro del mismo or- 
den judicial civil o eclesiástico no siempre se puede eludir, es indudable que resta 
prestigio a la autoridad y es causa de que el acatamiento de los súbditos se haga más 
difícil. Otro grave inconveniente es la duplicidad de proceso a que se ve sometido 
un mismo reo por la misma causa materialmente considerada, con todas las moles- 
tias y dispendios que esto acarrea.” 
(89) Cfr. CIPROTTI: De injuria et diffamatione..., p. 113. 
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cho a juzgar el primero que citó legítimamente al reo, en virtud de 
la prevención (can. 1.568). 

El Tribunal que juzgue estos delitos debe estar constituído por 
tres jueces, a tenor del canon 1.576, § 1, número 1, y bajo pena de 
nulidad insanable (can. 1.892, núm. 1), siempre que el reo sea un 
clérigo que tenga un beneficio inamovible. Y la razón es que entre 
las penas que pueden aplicarse a tenor del canon 2.395 está la priva- 
ción del beneficio inamovible, y en el canon 1.576, $ 1, número 1, lee- 
mos: “También las (causas) criminales, en las que se trata de la pri- 
vación de un beneficio inamovible, están reservadas al Tribunal 
Colegial de tres Jueces”. En los demás casos puede juzgar un solo 
juez (90). 


SUJETO ACTIVO DEL DERECHO DE QUERELLA 


Establecidas la competencia y la constitución del Tribunal, va- 
mos a estudiar las peculiaridades que impone la naturaleza de la 
querella en su sujeto activo. ¿Quién puede presentar querella? Unica- 
mente la parte agraviada. No se trata de ejercitar una acción, como: 
hemos dicho al explicar la naturaleza de la querella, y de ahí se sigue 
que no es necesario que el querellante tenga capacidad procesal. Ni 
tampoco se pueden aplicagaquí las limitaciones que impone el canon 
1.942 sobre el enemigo manifiesto y el hombre vil e indigno. Basta 
que pueda ser sujeto pasivo del delito y que tenga personalidad en la 
sociedad eclesiástica. 

Determinar quiénes pueden ser sujetos pasivos del delito pertenece 
al Derecho sustantivo y, por eso, no nos detendremos en explicarlo 
extensamente. Sólo haremos unas imprescindibles observaciones. El 
sujeto pasivo no es, en este caso, el que haya sufrido un perjuicio de 
la injuria o de la difamación, sino aquel que posee el bien jurídico que 
se viola; es decir, en la injuria, aquel cuyo honor se perjudica, y en 
la difamación, aquel cuya fama se ha violado. Ahora bien, teniendo 
en cuenta la noción de la injuria, ésta no puede inferirse al que no 
tiene uso de razón o al ausente, por requerir en Derecho canónico, 
según la teoría más común, que el agraviado, por lo menos de una 
manera confusa, se dé cuenta de la afrenta. En cambio, puede ser 
sujeto pasivo de la difamación el ausente y aun el destituído de uso 
de razón, porque basta el que se viole la buena fama de una per- 
sona. La difamación cometida contra los difuntos sólo constituye 
delito cuando perjudica la fama de los familiares, y éstos pueden pro- 
poner la querella más bien por el perjuicio inferido a su fama que 


(90) Cfr. CIPROTTI: De injuria et diffamatione..., p. 114. 
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por el daño causado a la fama de su familiar difunto. Algunos afirman 
que podrían proponer la querella los familiares siempre, porque 
éstos tienen el derecho de defender la fama de los suyos; pero esto 
no puede admitirse, ya que sería proponer la querella no en base a 
la lesión de la buena fama, sino en base del derecho de defender la 
fama de los suyos, y no hay prescripción que conceda este derecho. 
Más bien el canon 1.938 lo rechaza, al menos, implícitamente, al decir 
que sólo la persona agraviada podrá proponer la querella. Es más. 
En uno de los esquemas previos del Código se decía: 


«§ 3. Etiam in casu quo defuncti fama laesa fuerit, actio, ad nor- 
mam § 1 et $ 2 competit promotori justitiae et defuncti heredibus succe- 
soribus, propinquis.» 


Pero en la nota se leía: “E necessaria una qualche limitazione, altri- 
menti la storia é impossibile”. En otro esquema posterior, en el pá- 
rrafo 3 se establecía: “Tune quoque quum forte defuncti fama quod 
attinet vitam privatam, laesa fuerit, actio, ad normam $ 1 et 2 com- 
petit promotori justitiae et defuncti haeredibus, successoribus, pro- 
pinquis, sed non ultra triginta annos ab eius obitu”. Por fin, se supri- 
mió el párrafo tercero, que se refería a la fama del difunto, y quedó 
establecido lo que actualmente tenemos en el Código, dando a enten- 
dr que no se puede admitir el mencionado derecho de presentar que- 
rella por el daño causado a la fama del familiar finado. 

Las personas morales, según CIPROTTI (91) y otros autores, no 
pueden ser sujetos pasivos de injuria ni difamación, por ser el honor 
y la buena fama bienes pertenecientes a las personas fiscales y no ser 
sujetos, en Derecho penal, las personas morales. Por tanto, no pueden 
éstas presentar querella. Pero la injuria y la difamación dirigidas 
contra una persona moral, revierten en sus miembros. De ahí que 
cualquiera de éstos pueda presentar la querella. 


LE o ok 


Pasamos a hacer algunas observaciones sobre el segundo inciso, 
es decir, que el sujeto pasivo es necesario que tenga personalidad en 
la sociedad eclesiástica. El derecho de querella es un verdadero y pro- 
piamente dicho derecho, que con razón se cataloga entre los derechos 
potestativos, y sólo las personas son capaces de derecho. Por tanto, los 
infieles, que no son personas en la Iglesia (can. 87), no pueden pre- 
sentar la querella. La injuria o difamación cometida contra ellos cons- 
tituirá delito, pero si permanece en la infidelidad en el tiempo en que 


(91) Cfr. CIPROTTI: De injuria et diffamatione..., p. 41. 


— 319 — 


JOSÉ DE SALAZAR ABRISQUIETA 
pueden presentar la querella están excluídos de proponerla. En cam- 
bio, si se convierten después de ser injuriados o difamados, pero 
antes de extinguirse el derecho o presentar la querella, podrán pro- 
ponerla. En la legislación actual, la injuria contra los infieles sólo 
podrá perseguirse ex officio, a tenor del párrafo 2. del canon 1.938, 
cuando el reo sea un clérigo o religioso. 


Pero no todo el que tiene derecho de querella puede ejercitar este 
derecho. Los menores y los privados del uso de la razón (can. 88, $ 3), 
en el ejercicio de este derecho, como en el ejercicio de todos sus dere- 
chos, están sujetos a la potestad de sus padres y tutores, a tenor del 
canon 89. Aplicándoles por analogía, ya que la querelia no es una 
verdadera acción, el canon 1.648, en nombre de los mismos podrán 
presentar querella sus padres (al menos, uno, aun en contra del otro), 
tutores o curadores. Cuando vea el juez que los derechos de aquéllos 
están en pugna con los derechos de sus padres, tutores o curadores, 
o que se hallan tan distantes de los padres, tutores o curadores que 
éstos en modo alguno o difícilmente pueden representarlos, entonces 
el juez podrá darles un curador (can. 1.640, $ 2). Si no tienen padres, 
ni tutores ni curadores o el Ordinario juzgase conveniente nombrar 
un curador diverso del dado por la autoridad civil, el Ordinario 
podrá hacerlo (can. 1.651). Pero ha de advertirse que los padres 
tutores o curadores, en estos casos, presentan la querella en nombre 
propio, aunque para utilidad de otros, y son verdaderos sustitutos, 
verdaderos querellantes para todos los efectos y, por tanto, pueden 
proponer la querella con desconocimiento o contra la voluntad del 
menor o del destituído de uso de razón. 

No se pueden aplicar estas limitaciones a los que sufren interdic- 
ción de bienes, religiosos y excomulgados, porque se trata de una 
coartación de derechos, ya que no existe para éstos una prescripción 
como la del canon 89 para los menores y destituídos del uso de la 
razón, y no se puede exigir por analogía aquélla, y porque los cáno- 
nes 1.650, 1.652 y 1.654 se refieren al ejercicio de la acción y, como 
hemos repetido varias veces, la querella no es una acción. En cuanto 
a los excomulgados, se ha de añadir que en los cánones 2.258-2.267 no 
se reseña esta imposibilidad (92). Ni se puede argúir diciendo que el 
canon 2.267 prohibe el trato con los excomulgados, porque el mencio- 
nado canon impone evitar ese trato, a no ser que haya una causa 


razonable, y en este caso existe ésta, ya que se trata de la persecución 
de un delito. 


(92) Cfr. CIPROTTI: De injuria et diffamatione..., p. 123. 
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Pero si los religiosos, por sus constituciones, no pueden presentar 
la querella o les imponen éstas algunas condiciones, se ha de entender 
que esas normas hay que guardarlas, no bajo pena de nulidad. Si 
expresamente en esas reglas se establece ésta y están aprobadas por 
la Sana Sede, entonces la presentación de la querella contra la misma 
no tendría validez. Siempre el que tiene derecho a presentar la que- 
relia puede ejercitar este derecho por medio de otro. Pero el procura- 
dor es únicamente nuncio de la parte agraviada, no sustituto, y, por 
tanto, no adquiere ningún derecho sobre el proceso, dependiendo com- 
pletamente del agraviado. 


A QUIÉN DEBE PRESENTARSE LA QUERELLA 


LEGA-BARTCCETTI afirma: “Quod ad regulas in processu servandas 
nihil habetur specialiter prescriptum quare vigent communes regu- 
lae De libello litis introductivo, can. 1.706 seq.; at quaestionis est a 
quonam hic libellus porrigi debeat. Nam pars laesa exhibens denun- 
tiationem aut querelam movens cum actionem criminalem instituere 
non valeat, quam in contentiosis posset instituere si tantum ageret 
de damno materiali; libellum exhibere debet promotor? iust., qui libel- 
lum iniroductorium iudicii criminalis postea conficiet" (93). 

No podemos admitir plenamente todas las afirmaciones de tan 
insigne autor. Es cierto que no hay prescripciones especiales que se 
han de observar en el proceso de injurias; pero como se trata de un 
proceso criminal, habrá que aplicar a la presentación de la querella, 
en primer lugar, las normas que hay en el título del juicio criminal, 
y sólo en segundo lugar y subsidiariamente, los cánones 1.706 y si- 
guientes. Por tanto, la querella ha de ser presentada a tenor del 
canon 1.936: “scriptis a denunciante subsignatis vel oretenus Ordi- 
nario, vel cancellario Curiae vel vicariis foraneis vel parochis" y no 
al Fiscal, como afirma LEGA-BARTOCETTI. No sería válida la querella 
presentada al Fiscal. En algunas de las afirmaciones del citado autor 
late la influencia del Derecho antiguo, que consideraba estos delitos 
como privados y aplicaba las normas de lo contencioso. 


CONTRA QUIÉN PUEDE PRESENTARSE LA QUERELLA 


El sujeto pasivo de la querella, debido a la naturaleza de ésta, 
ofrece también ciertas peculiaridades importantes. La querella mira 
directamente al delito y no al delincuente, teniendo en cuenta el ca- 
rácter público de la acción criminal, a la que está dirigida. Por tato, la 


(93) LrGA-BARIOCETTI: Commen. in judicia eccles. vol. III, p. 212. 
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querella se puede proponer, incluso, contra desconocidos y se extiende 
no sólo a los nombrados en la querella, sino a todos los reos, ya auto- 
res, ya cómplices principales y secundarios. Es más. Si el querellante 
designa a una persona erróneamente como reo del delito, vale la que- 
rella contra el verdadero reo. Si de intento, ex industria, designó a 
una persona inocente, defiende CIPROTTI que no vale la querella, 
“non tam quia calumniosa, quam quia querelans ostendit se non 
"habere animum petendi ut delictum in se patratum puniatur" (94). 

Nos parece que en cada caso habría que probar que no tenía ánimo 
de perseguir el delito; de no probarse, sería válida, aun en este caso, 
a nuestro modo de ver, la denuncia. 

Si el querellante expresamente declara que quiere limitar su que- 
rella a algunos de los reos renunciando a proponerla contra los demás, 
habría que ver cuál de sus voluntades prevalece, si la de querellar 
o renunciar. Si consta que prevalece la voluntad de querellar, se ha 
de establecer la acción criminal contra todos. Si consta que prevalece 
la voluntad de renunciar, no se puede entablar la acción criminal 
contra ninguno. Si no consta cuál de las dos voluntades prevalece, 
se ha de tener como no presentada la querella. Sin embargo, puede 
presentar una querella condicionada a que, si está tal persona o no 
está entre los reos, renuncia o no a la querella. 

En cambio, sólo se entablará acción criminal contra los hechos 
expuestos en la querella. Por tanto, si en la querella se dice que Anto- 
nio le injurió el día 24 de noviembre, no podrá ser castigado aquél 
por las injurias con que le afrentó en otra ocasión y tampoco podrá 
ser castigado Pedro por las injurias que pudo inferirle ese mismo 
día y en la misma ocasión; pero no formando una cosa con las inju- 
rias de Antonio. Por consiguiente, al determinar el objeto puede 
excluirse a una determinada persona. 

Si alguno quiere que se entable acción criminal contra todas las 
injurias O difamaciones proferidas contra él, puede hablar de una 
manera genérica en la querella, y corresponderá al inquisidor (canon 
1.939) y promotor de justicia (can. 1.937) investigar, determinar y 
probar los delitos. 


PÉRDIDA DEL DERECHO DE QUERELLA 


El derecho de querella desaparece por renuncia o por extinción 
de la acción criminal. 


El Código de Derecho Canónico no hace ninguna mención de la 
renuncia, pero es evidente que, como a cualquier otro derecho, el 


(94) Ciprorti: De injuria et diffamatione..., p. 124. 
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interesado puede renunciar al derecho de querella. Si son varios los 
qu tienen derecho a proponerla contra el mismo delito, la renuncia 
de uno o algunos no implica la renuncia de los demás. Cuando se 
trata de menores y destituídos de uso de razón, corresponderá re- 
nunciar a los padres, tutores o demás sustitutos legales, según lo 
que dijimos al hablar del sujeto que puede ejercer el derecho de 
querella. 

La renuncia puede ser tácita o expresa, y ésta, explícita o implí- 
cita. Tendrá lugar la renuncia tácita cuando con hechos que no den 
lugar a duda demuestre que no quiere proponer la querella, v. gr., si 
concede un perdón sin condiciones ni limitaciones al ofensor, si le 
da pruebas especiales de amistad, de trato, v. gr., invitarle a comer. 
El saludo, normalmente, no se ha de considerar como signo especial 
de amistad. Cuándo estos actos u otros semejantes significan una 
renuncia tácita a la querella, lo ha de determinar el juez en cada 
caso. Porque muchas veces la urbanidad, la conveniencia y la nece- 
sidad pueden imponer estos hechos. En caso de duda, no se presume 
la renuncia, ya que se trata de una privación de derecho y ésta ha 
de probarse. i 

Entre los autores se discute si la proposición de la acción civil 
significa la renuncia a la querella. Los canonistas antiguos lo afir- 
maban unánimemente; pero esto se debía a que el Derecho antiguo 
establecía la incompatibilidad entre acción criminal y acción civil, 
de tal suerte que también la proposición de la acción criminal ex- 
cluía la acción civil (95). Y esto era así porque no hay equivalencia 
entre la acción civil de la legislación actual y el “civiliter agere” 
de la doctrina anterior al Código. Para ellos, esta acción civil tam- 
bién tenía un carácter penal. Así escribe Pirhing: “Una autem 
harum actionum (civilis et criminalis) intentata, non potest recurri 
ad alteram, cum utraque tendat ad vindictam, at non rem perse- 
quatur, sed poenam cortineat” (96). Y entre una accióny otra no 
había más diferencia que: “civiliter agitur ad aestimationem inju- 
riae, quando actor petit poenam sibi adjudicari,,, Criminaliter vero 
agitur quando ut poena extraordinaria,,, reo irrogatur, scilicet, vel 
pecuniaria fisco applicanda" (97). Teniendo en cuenta la innovación 
que el Código de Derecho Canónico ha introducido en esta cuestión, 
no cabe duda de que debe rechazarse la incompatibilidad entre ac- 
ción criminal y acción civil. En el canon 2.355 se permite expresa- 
mente la acumulación de las dos acciones en los siguientes térmi- 

(95) ENGEL: Collegium universi juris canonici, in 1. V Decr. tit. 36, nn. 10-11: 
REJFFENSTUEL: Jus canonicum universum, in 1. V Decr, tit. 36, n. 14. 


(96) PIRHING: Jus canonicum, in 1. V Decr., tit. 36, n. T. 
(97) ID. ibid. 
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nos: “non solum potest cogi ad debitam satisfactionem praestan- 
dam damnague reparanda sed praeterea... Por tanto, la proposición 
de la acción civil no lleva aparejada la renuncia a la querella, de no 
aparecer clara por circunstancias anejas a aquélla la voluntad de 
renunciar a ésta, y no se le podrá negar el derecho de presentarla. 
Lo mismo hemos de afirmar acerca del alcance de la transacción 
sobre los daños y perjuicios o la condonación de los mismos. 

Puede el denunciante poner una condición suspensiva o resolu- 
tiva a su renuncia, ya que no encontramos ninguna prescripción 
canónica que lo prohiba y teniendo en cuenta la naturaleza del dere- 
cho de querella no hay dificultad para ello. Puede, por ejemplo, con- 
dicionar su renuncia a que el ofensor se retracte, a que repare los 
daños. Si la condición es suspensiva, puede la parte agraviada, antes 
de que se verifique la condición, proponer la querella; si la condición 
es resolutiva, para que pueda presentarse la querella es necesario 
que no se haya extinguido el derecho a la misma por otra razón, 
v. gr., prescripción de la acción criminal, antes de la verificación de 
la condición. 

Se pierde también el derecho de querella, indirectamente, por 
todas aquellas causas que extinguen la acción criminal. Porque la 
querella se ordena a poder proponer la acción criminal; si no puede 
presentarse ésta, no tiene objeto aquélla. Estas causas son la muerte 
del reo, la prescripción de la acción (can. 1.702) etc. 

Es digno de observarse que la acción criminal de injurias tiene 
como límite, para la prescripción, sólo un año. Todas las demás ac- 
ciones criminales, por lo menos, tienen tres años de prescripción 
(can. 1.703, 2.9%) y, a medida que aumenta en los delitos el carácter 
público, la acción correspondiente tiene más años de prescripción. 
Así, las acciones por simonía y homicidio duran diez años (can. 1.703, 
número 3), y en los delitos reservados al Santo Oficio, es decir, la 
herejía, el cisma y otros crímenes que inducen la sospecha de herejía 
o se relacionan con ella, la solicitación, etc., son imprescriptibles. 
Todo ello nos insinúa el carácter marcadamente privado del delito 
de injurias. 

Se discute entre los autores si la acción criminal por delito de: 
difamación prescribe al año. ROBERTI (98) y CIPROTTI (99) sostienen 
que no se puede aplicar a estos delitos la prescripción establecida 
para la acción de injurias. Ciertamente, la misma razón que existe 
para establecer la prescripción al año de esta última acción, hay 
para la acción criminal de difamación, y se puede pensar, por tanto, 


(98) ROZERTI: De processibus, vol. I, n. 237, p. 656. 
(99) CIPROTTI: De injuria et diffamatione..., p. 115. 
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que el no haber expresamente indicado el legislador que esta última 
duraba sólo un año se debe a que bajo el nombre de acción de inju- 
rias creyó incluir también la acción de difamación, ya que ordina- 
riamente ambas vienen bajo ese nombre. Sin duda, por eso, en una. 
sentencia rotal coram Massimi del 2 de diciembre de 1922, expresa- 
mente se dice que se ha de aplicar en la difamación el canon 1.703, 
número 1. Mas está en contra que la prescripción del canon 1.703, 
número 1, coarta el libre ejercicio de los derechos y, a tenor del ca- 
non 19, tales leyes deben interpretarse estrictamente y no hay que 
confundir la “ratio legis” con la ley misma ni hay que atenerse a lo 
que el legislador pudo querer decir, sino a lo que dijo en el texto 
legal. Por tanto, se ha de sostener que a la acción criminal de difa- 
mación no se puede aplicar lo que se establece para la acción de 
injurias en el número 1 del canon 1.703, sino la norma general para 
las acciones criminales, establecida en el canon 1.703, de que pres- 
criben a los tres años hasta que una interpretación auténtica, que 
sería de desear, estableciera lo contrario. 


* E a 


Mas, una vez propuesta la querella, ésta no puede ser retirada. 
Hasta aqui prevalece el caracter privado; hasta este momento pue- 
de decirse que se considera prácticamente el delito privado. Por eso, 
es necesaria la querella; puede renunciarse a ella, puede ponerle 
unas condiciones, puede perdonar el agraviado. Desde el momento 
en que ha presentado la querella entra con todas las consecuencias 
el carácter público del delito. ¿No parece un poco arbitrario y quizás 
no tan lógico que hasta este momento se trate el delito como privado, 
como si sólo se hubiera lesionado un interés privado, y que desde este 
momento se le considere como público? En el hecho, en el delito, no 
ha cambiado nada. Si es público y juega un papel tan importante el 
bien público, ¿por qué se deja en manos del privado ese bien público, 
y sólo cuando ha presentado la querella —un requisito tan extraño y 
accidental a la lesión que el delito ha podido producir al interés pú- 
blico— entra éste en juego con todas las consecuencias? ¿No sería. 
más lógico que en aquellos casos de injurias y difamación que tuvie- 
ran un interés público especial ya desde el principio, sin necesidad 
de querella, el Fiscal pudiera proponer la acción criminal y que, en 
los demás casos, fuera el privado, sin intervención del Fiscal, el que 
propusiera y llevara adelante la acción, como en el Código alemán y 
el español? Quizá la falta de esa nitidez y lógica ha llevado a los 
autores a afirmaciones que no podemos admitir. Como arriba hemos 
visto, WERNZ-VIDAL afirma que se puede renunciar a la actio injuria- 
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Tum, porque es contenciosa (100), y CORONATA afirma: “Extra hos 
casus (los señalados en el $ 2.2 del can. 1.938) actio injuriarum, etsi 
criminalis sit, regitur normis actionis contentiosae in hoc quod per- 
sona privata eidem renuntiare potest” (101). 

A nuestro humilde modo de ver, esto debiera ser en la mayor par- 
te de los casos; pero de jure condito la actio injuriarum no es una 
acción contenciosa, sinó criminal, y no se puede regir por las normas 
de la acción contenciosa, sino que, una vez que ha hecho posible su 
proposición el agraviado por la presentación de la querella, no pue- 
de retirar ésta y así seguir obstaculizando el ejercicio de aquélla, ni 
renunciar a la acción, como afirman los autores arriba mencionados. 
No puede renunciar a ella, porque no es un derecho que pertenece al 
privado la acción criminal, sino a la Iglesia (can. 1.934). Afirmar lo 
contrario es olvidar el carácter público de la actio injuriarum. Nadie 
puede disponer de lo que es de otro, a no ser que se le conceda esta 
facultad, y en el Código no se le atribuye al agraviado la misma. 
“Tampoco puede retirar la querella y así seguir impidiendo el ejerci- 
cio de la acción criminal. Porque esto sería, al fin y a la postre, dis- 
poner del derecho de la Iglesia, y se reduce a lo que acabamos de 
decir. Por otra parte, con la presentación de la querella ya se ha qui- 
tado el óbice al derecho de la Iglesia a proponer la acción criminal, a 
castigar al reo; ya es un derecho absoluto, sin restricciones. Para que 
el agraviado pudiera seguir poniendo éstas, disponiendo de ese dere- 
cho de la Iglesia, en cuyo nombre la ejercita el Fiscal, tendría que 
constar que la Iglesia le ha concedido ese poder de poner restricciones 
a su derecho. Pero en ningún canon encontramos semejante conce- 
sión; al contrario, si examinamos con detención el canon 1.938, ve- 
mos que excluye tal facultad de poder poner óbice al ejercicio de la 
acción criminal, renunciando a la misma. Leemos en él: praevia de- 
nunciatio aut querela partis laesae requiritur ut actio criminalis 
instituatur y no ut actio instituta exerceatur. Al no conceder expre- 
samente esto último, como concede lo anterior, lo excluye. Es más. 
El canon 1.927, $ 1, prohibe la transacción en causas criminales, y el 
canon 1.930, el compromiso arbitral. Ahora bien; como la renuncia no 
puede hacerse sin el consentimiento del reo, ya que él puede tener 
interés en que se celebre el juicio, ya iniciado, para demostrar su ino- 
cencia, no aparece claro cómo puede conciliarse la renuncia con las 
prohibiciones arriba mencionadas. 

Ni puede aducirse contra nuestro modo de pensar la doctrina de 
los autores anteriores al Código, que admitían la extinción de la ac- 


(100) Cfr. supra, p. 304. 


(101) CoNTE A. CORONATA, M.: Institutiones J. C., vol III, n. 1460 (ed. Romae, 
1948), p. 389. 
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"ción criminal por remisión de la querella o la contumacia del quere- 
llante. Porque el Código de Derecho Canónico ha reformado radical- 
mente el concepto de acción criminal, reservando ésta al Fiscal, dán- 
dole un carácter marcadamente público y no considerando como ae- 
tor al privado ni admitiendo la acusación privada, como ocurría en 
el Derecho antiguo. Los comentaristas anteriores al Código ponen 
como razón de sus afirmaciones que cada uno pueda renunciar a sus 
derechos, y, según el Código, no tiene el privado derecho a la acción 
criminal, sino la Iglesia. 

Esta ineficacia de la remisión y la condonación y los problemas 
-a que da lugar, porque muy bien puede ocurrir que ya se haya repa- 
rado el escándalo, el reo se haya perfectamente enmendado, corregi- 
«do, y, en cambio, la continuación del proceso puede producir de nue- 
vo el escándalo, la irritación y la rebeldía del reo, con perjuicio para 
el agraviado, nos muestra una vez más los inconvenientes de insistir 
en el carácter público de todo delito de injurias. Es verdad que el 
canon 2.355 deja mucho margen al arbitrio del juez en las penas que 
ha de infligir, estableciendo únicamente: “No sólo puede obligársele, 
a tenor de los cánones 1.618, 1.938, a dar la satisfacción debida y re- 
parar los daños, sino que se le puede además castigar con penas y 
penitencias proporcionadas, incluso, si se trata de clérigo y el caso 
lo pide, con suspensión o privación de oficio”, como en la misma obli- 
gación de infligirla, porque emplea la palabra potest, que puede in- 
terpretarse en el sentido de que es potestativo el infligirla. Y enton- 
-ces podría aplicarse el canon 2.223, $ 2.9, que dice: “Si la ley por la 
que se establece una pena ferendae sententiae emplea términos fa- 
cultativos, se deja a la prudencia y a la conciencia del juez el apli- 
caria, o si la pena es determinada, el rebajarla.” Y aunque fuera pre- 
ceptiva la inflicción, podría aplicarse lo que ese mismo canon esta- 
blece en el párrafo tercero, número 2, donde leemos: “Se deja a la 
conciencia y a la prudencia del Juez o del Superior: abstenerse de 
aplicar la pena, si el reo está perfectamente enmendado y ha repa- 
rado el escándalo, o si ha sido suficientemente castigado, o se prevé 
que lo será con penas impuestas por la autoridad civil.” Con todo, el 
proceso hay que seguirlo hasta el final y el escándalo originado del 
mismo queda en pie. 


Pero donde más claramente aparece la vacilación entre el carác- 
ter privado y público de la acción de injurias y de insistencia en el 
carácter público de esta acción da origen a confusión y problemas, es 
en la compensación, establecida por el canon 2.218, $ 3, en el que lee- 
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mos: “Las injurias mutuas se compensan, a no ser que una de las 


partes deba ser condenada por la mayor gravedad de las injurias que 
ella ha causado, disminuyendo la pena, si el caso lo reclama.” En pri- 
mer lugar, este canon es una concesión clara al carácter privado del 
delito de injurias, ya que en los delitos de carácter público no se pue- 
de admitir la compensación. Si hay dos hechos de injurias, habrá dos 
delitos y dos infracciones del interés público, y, por tanto, para res- 
tablecer el orden alterado la justicia exigirá que se castiguen los dos 
delitos y no el que por ser dos no se castigue ninguno. La única razón. 
que justifica esta prescripción es que se considera privado el delito de 
injurias (102). 

En segundo lugar, esta compensación de injurias da lugar a la 
acción reconvencional a tenor del canon 1.691, en el que leemos: “La 
acción reconvencional puede tener lugar en todas las causas conten- 
ciosas, excepto las de expolio; pero en las criminales no se admite, 
sino en conformidad con el canon 2.218, $ 3.” Una vez más la acción 
de injurias se equipara a la contenciosa y se trata como privada. Por 
otra parte, esto presenta dos graves dificultades: 1) El reo se convier- 
te en actor, porque, como leemos en el comentario del Código de De- 
recho Canónico, publicado por los señores MIGUÉLEZ, ALONSO y CA- 
BREROS, “la reconvención, en realidad, no es excepción, sino verdader 
acción”. Lo que está en pugna con el principio de que sólo el Fiscal 
puede ser actor en las causas criminales y el Código no exceptúa de 
esta norma las causas de injurias. 2) Por la reconvención se convierte: 
ipso facto el primer actor en reo. Por tanto, tendríamos jurídicamente 
al Fiscal convertido en reo de un delito que no ha cometido. La úni- 
ca solución a estas dificultades es decir que en ese caso la proposición 
de la compensación por parte del reo no es una verdadera acción, sino 
una querella. Solución de ningún modo convincente, porque expresa- 
mente se enuncia en el canon 1.691 que no se da la acción reconven- 
cional en lo criminal y, al mismo tiempo, se pone la excepción: los. 
delitos de injurias. Por tanto, se trata de una verdadera acción. 

Intimamente unida con esto se presenta la cuestión de si el Fiscal 
puede de oficio pedir la compensación. Lo afirma LEeGA-BARTCCETTI. 
“Además —escribe—, no sólo a instancias de la parte agraviada ya. 
convenida, sino también de oficio puede el Fiscal proponer la acción. 
de injurias o difamación contra el querellante para dar lugar a la 
compensación o excusación de la pena por razón de la mutua injuria, 
si ésta se prueba” (103). 

CiPROTTI va más adelante y afirma: *Ambigendum autem non vi- 
detur quin etiam ex officio iudex possit ac debeat compensationenx 


(102) Cfr. lo que a este respecto afirma CARRARA, supra, p. 296. 
(103) LrcA-BARTOCETTI: Comment. im judicia eccles., p. 215. 
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applicare, si eidem locus sit ad normam can. 2.218, $ 3, quamvis reus 
compensationis exceptionem opponere negligat: agitur enim de re 
poenali, et quidem substantialis non mere processuali; sicut igitur 
iudex debet absolvere qui in iudicium trahitur ob factum, quod non 
sit delictum, etiamsi reus id non animadvertat, ita facere debet in 
casu compensationis. Quae omnia valent etiamsi reus, non solum 
compensationis exceptionem omittere negligat, immo instet ne appli- 
cetur” (104). No hay duda de que así debiera ser, y que parece lo más 
lógico y natural el que se pudiera aplicar la compensación de oficio; 
pero teniendo en cuenta los cánones 1.938 y 1.691, dudamos de que 
pueda hacerse así. Porque la reconvención, como arriba queda de- 
mostrado, es una verdadera acción, y el mismo LEGA-BARTOCETTI, en 
las frases arriba citadas, expresamente lo admite, diciendo: “El Fis- 
cal puede proponer de oficio la acción... contra el querellante.” Aho- 
ra bien: el Fiscal no puede proponer la acción de injurias y difama- 
ción, sino después de la presentación de la querella por el agraviado, 
a tenor del canon 1.938, $ 11. 


Es cierto también lo que afirma CIPROTTI de que la compensación 
pertenece al Derecho penal sustancial; pero al aplicar el Derecho pe- 
nal, hay que tener en cuenta las normas del Derecho procesal penal 
y en éste, en el canon 1.938, $ 1, se establece que no se puede proce- 
der de oficio, sino que se requiere la previa querella del agraviado. 
Así, el mismo CIPROTTI (105) afirma que cuando un clérigo o religio- 
so está entre los reos cómplices, se puede y se debe proceder de ofi- 
cio contra los laicos que están complicados en el delito; pero que se 
debe absolver a los laicos, si se demuestra la inocencia del clérigo o 
religioso, aunque se pruebe la culpabilidad de los laicos, a no ser que 
la parte agraviada proponga la querella contra éstos. ¿No parece 
también absurdo y no va contra la obligación del juez, de condenar 
al que se ha demostrado en un proceso que es culpable, el absolverlo 
porque no se ha presentado la querella? 


Tampoco se puede decir que la compensación, de la que habla el 
canon 2.218, $ 3, puede aplicarse de oficio, porque equivale a una cir- 
cunstancia eximente o atenuante del delito, como apunta en otra 
parte LEGA-BARTOCETTI (106). Es verdad que en los párrafos anterio- 
res habla el canon 2.218 de las circunstancias que eximen o disminu- 
yen o agravan la imputabilidad. Pero la compensación no tiene ese 
sentido, porque el canon 1.691 habla expresamente de acción recon- 
vencional; Ya la tle EE tiene lugar aunque ia proferido la 


(104) CIPROTTI: De injuria et diffamatione..., p. 95. 
(105) CIPROTTI: De injuria et diffamatione..., p. 118. 
(106) Lrca-BARTOCETTI: Comment. in judicia eccles. p. 215. 
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otra parte la injuria en ocasión distinta, con el ánimo sereno, y en ef 
caso de difamación, aun sin saber que el otro había cometido contra. 
él el mismo delito. En el sentido de eximente o atenuante de la res- 
ponsabilidad, la compensación entra en los párrafos anteriores del 
canon 2.218, y si se le da ese sentido, sobre el párrafo 3. 

Ni creemos que pueda aplicarse la compensación de oficio, apo- 
yandose en que el que ofende después de recibida la injuria o la di- 
famación, no tiene ánimo de injuriar, sino más bien de defenderse 
o retorquendi; de tal suerte, que no haya el dolo requerido para in- 
currir en el delito de injuria, y aquel que ofendió primero es absuci- 
to, porque se puede presumir que el otro renunció al derecho de 
querella, tomando la venganza por sí mismo. Es posible que estas ra- 
zones son las que hayan inspirado la necesidad de la compensación. 
Pero ni se ha de confundir la compensación con el animus sese de- 
fendendi vel retorquendi y la renunciación, porque son distintas las 
razones que pueden ser motivo de un instituto jurídico y el mismo 
instituto jurídico; ni se ha de confundir la ley con las razones de esa 
ley, ni se ha de pensar que la compensación sólo tiene aplicación 
cuando uno y otro conocen el daño hecho a su fama por la otra par- 
te. Como hemos dicho arriba, pueden ignorar este perjuicio causaco: 
por el otro y, sin embargo, tener lugar la compensación, porque para. 
aplicar ésta sólo se requiere la existencia de la injuria o difamación 
mutuas. i 

Como se habrá dado cuenta el lector, al hablar de la compensa- 
ción sólo nos hemos referido al aspecto penal del delito de injurias, 
dejando a un lado el aspecto civil, como a lo largo de todo el trabajo. 
Sin género de duda, el canon 2.218, $ 3, se refiere a la compensación 
en el orden penal. La compensación de daños y perjuicios en el orden 
civil ha de regirse por otras normas, ya que puede darse el caso de 
que en lo penal queden compensadas las injurias por ser de la mis- 
ma gravedad delictiva; pero que, en el orden civil, los daños y per- 
juicios causados a uno y otro hayan sido de monta muy diversa y 
que, por tanto, el juez, si se ha presentado al mismo tiempo la acción 
civil, no pueda considerarlos compensados. 


CONCLUSIONES 


Sin pretensiones de considerar como definitivos nuestros puntos: 
de vista, sino más bien como sugerencias, que se someten al estudio 
y discusión de estudiosos más autorizados, para ver la verdad que 
pueda haber en ellas y pulirlas de la ganga de error que puedan te- 
ner, hemos expuesto a lo largo del trabajo observaciones, quizá algo: 
atrevidas y radicales, con el fin de salir al paso de las confusiones e: 
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incongruencias que E UAE ent enel Código de Derecho Ca- 
nónico como en los comentaristas. Resumiendo las principales obser- 
vaciones, diríamos: 

1) Convendría suprimir la palabra denuncia en el canon 1.938 
párrafo 2. 

2) Sera de desear que en el párrafo segundo del mismo canon se 
empleara una fórmula más amplia, que abarcara también a los Ins- 
titutos Seculares. 

3) En una reforma más radical del proceso de injurias canóni- 
co sería oportuno darle un carácter privado en la mayor parte de los 
casos, poniendo la acción en manos del privado y reservando la ac- 
ción al Fiscal sólo en aquellos casos en que hubiera una lesión más . 
clara y más directa al bien público; v. gr., por razón de la persona 
ofendida u ofensora relevante bajo algún aspecto, ya civil, ya ecle- 
siástico, por razón de las circunstancias de tiempo y lugar, etc., sin 
que en estos casos se hiciera depender del privado la proposición y la. 
prosecución de la acción penal por el Fiscal. 
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INICIACION DEL JUICIO CRIMINAL 


SUMARIO 


Introducción: I. Iniciación del juicio criminal: Requisitos previos: a) La re- 
prensión judicial; b) el decreto del Ordinario—II. El Fiscal: a) Antecedentes his- 
tóricos de su función; b) naturaleza de la figura del Promotor; c) misión espe- 
cifica del Fiscal en el proceso punitivo canónico.—III. El libelo acusatorio: a) Sus 
antecedentes; b) el libelo acusatorio en el Código de Derecho Canónico; c) su con- 
tenido; d) mutación y enmienda del libelo; e) el juez ante el libelo.—IV. Comien- 
eo del juicio propiamente dicho: a) La citación; b) su naturaleza.—V. Litiscontes- 
tación: a) Antecedentes históricos; b) la litiscontestación en el proceso punitivo 
canónico; c) sus cualidades; d) contestación del reo y sus efectos. 


INTRODUCCIÓN 


El mismo enunciado del tema de nuestra ponencia requiere im- 
prescindiblemente una elemental aclaración de los conceptos fre- 
cuentemente mutuados en el Código de Derecho Canónico, a saber: 
juicio y proceso; pues, mientras en la rúbrica del título XIX del 
libro IV se consigna: “De iudicio criminali”, comprendiendo también 
la denuncia, la inquisición y la reprensión judicial, que no son estric- 
to juicio, cuando se va a regular lo concerniente al estricto juicio 
criminal, la rúbrica del capítulo IV del mismo título se inscribe así: 
“De instructione processus criminales”; demostrando con ello que 
para la legislación canónica juicio y proceso en materia criminal son 
una misma cosa. En la rúbrica del libro IV, sin embargo, la inscrip- 
ción: “DE PROCESSIBUS” supone una mayor amplitud que la de 
juicio, al comprender en el mismo libro los juicios estrictamente 
dichos y los otros procedimientos no judiciales. Advertimos con ello 
una inconstancia de la terminología canónica, pues mientras reco- 
noce amplitud no judicial al término “proceso” al principio del 
libro IV, le atribuye significación estrictisima de juicio criminal al 
comienzo del capítulo IV del título XIX, cuando comienza la acción 
criminal reservada exclusivamente al Fiscal; y, por el contrario, el 
significado estricto que el canon 1.552 da al término “juicio”, en con- 
traposición al amplio “de processibus” de la rúbrica, queda anulado 
al inscribir todo lo concerniente al proceso punitivo canónico con la 
rúbrica general “DE IUDICIO CRIMINALI”; es decir: que, según los 
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principios conocidos y deducidos en el comienzo del libro 1V, ahora 
consigna “juicio” donde debería titular “proceso”, y viceversa. Incons- 
tancia terminológica que, como advierte DELLA Rocca, se observa aun 
en el mismo canon 1.552, en el que la palabra “legitimidad” de aquella 
fórmula legislativa evoca el concepto de proceso, tal como en el campo 
doctrinal se diferencia del de juicio. Justificamos con ello la equivs- 
lencia de ambos términos en el proceso punitivo canónico, justifica- 
ción que corroboramos si atendemos al mismo proceso en el Derecho 
decretal, en el que la introducción de una causa criminal podía veri- 
ficarse por tres procedimientos judiciales distintos, cuales eran: la 
denuncia y la acusación “ad instantiam” y la inquisición “ex officio”; 
lo que ahora constituye en la legislación canónica una unidad proce- 
sal punitiva compleja y dependiente en sus partes la una de la otra, 
era en el Derecho decretal diversos modos autónomos entre sí de intro- 
ducir una causa criminal; no es extraño, pues, que al adunar el Có- 
digo aquellos tres procedimientos judiciales en un solo proceso canó- 
nico en el que la inquisición y la denuncia no son estricto juicio, haya 
retenido, en cuanto a la terminología nada más, la denominación de 
juicio aplicandola a lo que ya no es sino un proceso en el más amplio 
sentido de la palabra. De haber sido más técnica la terminología 
canónica hubiéramos evitado al enunciar nuestro tema: “Iniciación 
del juicio criminal”, hacer notar que no nos referimos al comienzo 
de lo que el Código llama “juicio”, sino al comienzo de lo que en el 
Código se denomina “proceso”. Los técnicos que elaboraron el progra- 
ma de esta Semana, al proponerme este tema para que me ocupase 
del comienzo del juicio criminal estrictamente tal, hubieron por fuer- 
za de apartarse de la terminología del Código y consignaron recta- 
mente: Iniciación del juicio y no del proceso criminal. 

Por tanto, ¿hay que reconocer distintos aspectos o sentidos del 
término “proceso” en este lugar del Código? Evidentemente; pues de 
no ser así, sería incomprensible toda la legislación procesal criminal, 
en la que a muchas de sus partes no puede cuadrarle la definición 
que el canon 1.552 da del juicio criminal, y síla de “proceso” deducida 
de la rúbrica; y por el contrario, de no hacer esta distinción, creería- 
mos que en todo el capítulo IV del título XIX se trataba de parte 
procesal no estrictamente judicial. Existen, pues, en toda esta legis- 
lación procesal dos acepciones bien delimitadas del término “pro- 
ceso”: una, amplísima, que abarca todo, aun lo que no es estricta- 
mente judicial, a saber: la inquisición, la reprensión y el juicio; otra, 
estricta, equivalente de juicio formal, y comprende exclusivamente 
el juicio criminal. 
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I. INICIACIÓN DEL JUICIO CRIMINAL 


Requisitos previos: a) La reprensión del delincuente. 


Es obvio entender que nuestra Ponencia ha de referirse al comien- 
zo del juicio criminal estrictamente tal, último estadio del proceso 
criminal, al que no se llega ordinariamente sino después de la inqui- 
sición y la reprensión judicial: eslabones previos del mismo; pues 
en la trabazón de todo el proceso se da una conexión funcional de 
todas sus partes; la denuncia o, en su defecto, la noticia del delito: 
está en función de la inquisición; ésta, a su vez, determina la repren- 
sión o el sobreseimiento total o la vigilancia del reo o la “monitio”: 
diversos efectos del resultado de la inquisición; y la reprensión deter- 
minará la acción criminal si su experiencia resultó ineficaz. | 

Y hemos afirmado que al juicio criminal se llega de ordinario es- 
calonadamente, porque en la gradación del proceso punitivo descrito 
en el Código no se admiten sino aquellas excepciones que autoriza 
la ley, a saber: se puede llegar directamente al juicio criminal sin 
inquisición por la notoriedad o certeza del delito juntamente con la 
negativa del reo acerca de su imputabilidad, lo que le excluye del 
beneficio de la reprensión, o, aun confesando el delito, éste, a tenor 
del canon 1.948, no admite reprensión judicial; en este caso excep- 
tuado en la ley se pasa directamente a la acción criminal, sin previa 
inquisición y, por hipótesis, sin la previa reprensión judicial. Pero: 
fuera de los casos exceptos en el Código, habrá que mirar siempre al 
resultado de la inquisición para deducir la posibilidad de la iniciación 
del juicio criminal; si la inquisición a tenor del canon 1.946 dió la 
certeza plena de lo infundado de la denuncia o noticia del delito, ha 
lugar al decreto de sobreseimiento total; si solamente proporcionó: 
indicios insuficientes del delito, habrá lugar al decreto de sobresei- 
miento condicionado a la vigilancia del inculpado y a la “monitio” 
como remedio penal si el caso lo exige a tenor del canon 2.307; si, por 
último, la inquisición especial proporciona pruebas ciertas o proba- 
bles del delito, entonces se abren dos caminos legales al Ordinario 
para proseguir el proceso: o ha lugar a la reprensión cel delincuente 
o a instruir la acción criminal por el Fiscal. Es al Ordinario a quier: 
compete deliberar y determinar la elección del camino a seguir en: 
cada caso como más conforme a derecho. 


Reprensión del delincuente 


El espíritu y la intención de la legislación canónica es que en lugar 
del juicio criminal se pruebe y experimente el remedio de la repren- 
sión, verdadera institución cristiana en lo punitivo, que si bien acep- 
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tó, sobre todo en lo criminal, las leyes romanas del juicio acusatorio, 
las dulcificó con el espíritu de caridad y amor al delincuente reflejado 
en la corrección fraterna o canónica, si con ella bastaba para restau- 
rar el orden social perturbado por el delito. La reprensión judicial 
queda hoy en nuestro Código como una parte del proceso punitivo y, 
por tanto, como tal, nueva en cuanto a institución jurídica, fundada, 
sin embargo, en el espíritu caritativo de la “correptio” cristiana lle- 
vada ahora a los cánones. Se ha de reconocer que como institución 
-punitiva no existía en el Derecho decretal; aún más, la confesión del 
-delito por el inculpado era uno de los principales objetivos del juicio 
criminal: “ipsa rei confessione iuxta canones sententia prerereba- 
tur” (Bourx), y el reo inconfeso, cuando la prueba fallaba, aún tenia 
que someterse a la “purgatio canonica” o juramento de inocencia 
con el que la Iglesia sustituyó la bárbara “purgatio vulgaris” de los 
experimentos del fuego y del agua. El Concilio Tridentino resumió 
magníficamente este espíritu de la práctica evangélica en aquellas pa- 
labras que, copiadas a la letra, nos reproduce el canon 2.214, & 2: 
“ ilos arguant, obsecrent, increpent, cum saepe plus erga corri- 
gendos agat benevolentia quam austeritas...” 

Pero si no como institución procesal, la encontramos, sin embargo, 
como práctica seguida con los delincuentes en tiempos remotísimos 
de la Iglesia. ^Los clérigos, antes de acusar, consultaban al Obispo 
y le denunciaban el delito, y el Obispo *more pii parentis et reo con- 
sulebat et reipublicae stabilitati prospiciebat reum ipsum emendando 
et certae poenitentiae iuxta canones subiciendo" (BERARDI: Inst. Iur. 
ecel VOL 2. p. 201). 

Y práctica obligada fué que la “correctio” fraterna precediese 
siempre a la acusación o a la denuncia judicial (MARTÍN DE AZPILCUE- 
TA. t. LI. De vudicns). 

PEDRO LEURENIO aduce la autoridad de Sixto V para probar esta 
obligatoriedad que negaban otros y distinguían con relación al cri- 
men oculto y público SANCHEZ y WIESTNEIR; DE ANGELIS trata expre- 
samente la cuestión debatida entre otros autores sobre el requisito de 
la previa “correptio” para poder introducir la causa criminal por 
cenuncia judicial. En los Cánones Apostólicos, que, si bien no puede 
probarse su autenticidad, reflejan por lo menos la práctica del siglo 1v, 
en el que probablemente fueron coleccionados, leemos aquellas pala- 
bras: “date operam ut antequam Episcopus pronuntiet fiant amici, 
ne exeat Episcopi sententia super terram eum qui deliquit..." No quie- 
ro omitir a este respecto el capítulo II, De confessis, del Sínodo dio- 
cesano GoEOIPdD celebrado ei 13 de junio de 1601 bajo el Arzobispo 
A TES Fernando Rojas y Sandoval; he aquí el texto de la consti- 
tución única de este capitulo IT: *Estatuymos y ordenamos que cuan- 
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do los delincuentes vinieren de su voluntad a confesar sus culpas 
ante nuestros jueces se concluya con su confesión la causa; y sin 
otro proceso y ante un notario se les dé penitencia y castigo que al 
juez le pareciere, sin que les lleven costas ni derechos de otros autos.” 
No vemos otra diferencia entre esta disposición del Sínodo Toletano 
y la institución canónica de la “correptio” si no es que allí el reo viene 
voluntariamente y según nuestro Código ha de ser citado “ad compa- 
rendum”; pero un idéntico espíritu movía siempre a los legisladores 
eclesiásticos a plasmar en sus leyes la tónica original que la Iglesia 
dio a sus instituciones, aun a aquellas que había aceptado del Derecho 
romano. 

Son muchas las Constituciones Sinodales españolas que precep- 
túan una previa reprensión antes de la introducción de la causa cri- 
minal. De una manera explícita la ordena la Constitución Sinodal del 
Priorato nullius de Santiago de Uclés, año 1741, siendo Prior dom 
Diego Sánchez Carralero (1. III, tit. VI). 

Pero lo que en todos los tiempos de la Iglesia fué una “praxis” 
pasa a ser un verdadero remedio jurídico que tiene razón de pena con 
efectos presentes y futuros en la legislación del Codex y que se distin- 
gue de toda especie de “correptio” privada y pública en que consti- 
tuye parte de un proceso con efecto de impedir la acusación criminal 
o de retardarla si resultare ineficaz; remedio obligado y no facultativo 
en los casos determinados en la ley y al que el reo tiene perfecto dere- 
cho y, por tanto, obligatorio por parte del Ordinario, que no puede 
entregar al juicio criminal al inculpado que tenga derecho a este 
beneficio de la reprensión como sanción más mitigada; esto parece 
indicar la palabra “utatur” preceptiva del canon 1.947. 

Han visto algunos en esta institución punitiva un como desvirtua- 
miento del “finis iuris puniendi”, que ante todo ha de mirar a resta- 
blecer el orden perturbado de la sociedad por el delito; no es lugar 
de estudiar extensamente las diversas tendencias o teorías que entre 
los más diversos civilistas estudian la naturaleza del fundamento del 
derecho punitivo y entre los más eximios canonistas actuales que 
explican el fin de la pena. No es que la pena eclesiástica tenga una. 
finalidad distinta de la pena civil y que ésta atienda más al restable- 
cimiento del orden social, y aquélla, dada la finalidad de la Iglesia, 
que es la salvación de los hombres, tienda más a la enmienda del 
delincuente; el fin de la pena no puede ser otro que la restauración 
del orden social; y el fundamento del derecho punitivo: la justicia 
dentro de la utilidad o necesidad del orden social; así se comprende 
fácilmente que la “correptio”, sanción leve para un delito grave, cum- 
pia los fines del derecho punitivo, ya que esa sanción más mitigada 
y su imposición viene siempre condicionada a que con ella se repare 
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el escándalo y se restablezca el orden y la justicia (canon 1.948, nú- 
mero 3); de no ser así, en conformidad con el mismo canon no puede 
haber lugar al beneficio de la reprensión. 

Judicial en cuanto al modo, y en cuanto que sustituye el juicio 
criminal, es, según su naturaleza, más bien oficio del pastor que del 
juez (Leca: De judiciis, t. III, part. 2.*, p. 247); y es por ello el Ordi- 
nario quien ha de infligirla, y no el juez ni el Vicario General sin 
mandato especial He querido insistir un poco en los preliminares 
del tema sobre este momento previo al juicio criminal, por las mismas 
razones por las cuales la legislación canónica, en el canon 2.214, y la 
Instrucción de la Sagrada Congregación de Obispos y Religiosos de 
1880 insisten sobre la conveniencia y hasta la necesidad de agotar 
todos los remedios estrictamente judiciales antes de llegar al estrépito 
forense, que la Iglesia quiere evitar por todos los procedimientos; por 
esto la institución de la “correptio” es de interpretación favorable. 
“Spíritus Ecclesiae quae a suo fundatore hausit et hucusque conser- 
vat illa semper monuit causas filiorum summarie et absque forensi 
strepitu terminari" (RUPPRECHT: De iudiciis). 

Intentada la experiencia de la reprensión, si ella no dió el resul- 
tado para el cual se instituyó, iterándola en vano, o no pudo inten- 
tarse este remedio penal por estar comprendido el delito en los casos 
exceptuados en los tres nümeros del canon 1.948, es obligado instruir 
el último remedio punitivo procesal: la acción criminal, para cuya 
introducción y comienzo en el tribuna! eclesiástico intervienen tres 
personas, responsables cada vna de una misión distinta, concurren- 
tes todas eilas por la prosecución del mismo fin a desencadenar el 
juicio criminal; estas personas y sus actos correlativos en función 
unos de otros son: el Ordinario, que decreta la introducción de la 
causa entregando al Fiscal todo el resultado de la inquisición; el 
Fiscal, que redacta el libelo acusatorio según las actas recibidas del 
Ordinario, entregándolo al juez competente, y el Juez, que procede 
a la citación provocada por el libelo aceptado para llevar a litis con- 
testación, con la que comienza el desarrollo de la instancia. 

En estas tres figuras y en sus actos correspondientes expresados 
queda concretada la iniciación del juicio; de ellos tratamos ahora por 
separado. 


em 


b) El decreto del Ordinario mandando la introducción de la causa. 


Nos encontramos ante otro requisito previo a la acción criminal: 
el decreto por el cual el Ordinario o el Juez con mandato especial 
ordena la instrucción del proceso estrictamente judicial; es éste un 
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ya que sin él no puede actuar el Fiscal; y aunque por el libelo acusa- 
torio se introduce la causa, el decreto del Ordinario que lo preceptúa 
es la base y fundamento de la acción, en cuanto que él ha de contener 
el mandato para proceder criminalmente y ha de suministrar al Fiscal 
los argumentos, documentos y límites de la acusación. De la natura- 
leza extrajudicial del decreto se sigue la imposibilidad de excepción 
por parte del reo para impedir la acción por alegato de falta de man- 
dato del Ordinario a tenor del canon 1.954 o por los defectos que pue- 
da tener dicho decreto. 

¿A quién, pues, corresponde en este caso el derecho de excepción 
de estos defectos, en cuanto puedan influir en el mismo juicio? Pues 
no supeditar remedio en este caso perjudicaría la administración de 
la justicia y el natural derecho de defensa que al reo se quita en virtud 
de lo extrajudicial del decreto. Al Fiscal, pues, compete únicamente 
la acción criminal condicionada a este decreto, y él, antes de instruir 
la acción, puede ante el Ordinario oponer la existencia de estos defec- 
tos que evitan la instrucción de la causa, inobservados los preceptos 
legales previos; mas una vez presentada la acusación y, por tanto, 
dado el paso de lo extrajudicial a lo judicial, es el juez quien resolverá 
a tenor de la ley procesal todo lo concerniente a la observancia de la 
legislación en el contenido, forma y presupuestos del libelo. 

El decreto del Ordinario está regulado en cuanto a su legitimidad 
por el canon 1.954; es decir, que debe proceder del Ordinario o del 
Vicario General o del juez con mandato especial; puede también dar- 
lo el Vicario Capitular (can. 435, $ 1) y cuantos según el canon 198, 
§ 1, están en lugar del Obispo. 

Asimismo es indispensable a la legitimidad del decreto haber ob- 
servado cuanto presupone el mismo canon: inquisición especial (cá- 
nones 1.030/46), haber intentado el experimento de la reprensión ju- 
dicial (cans. 1.947/53) o su improcedencia a tenor del canon 1.948. 

Aun nos resta preguntar: ¿Es necesario el decreto del Ordinario 
ordenando que se instruya por el Fiscal la acción criminal, cuando el 
delito, por su notoriedad o certeza, no exige inquisición especial (ca- 
non 1.939) y se trata de casos exceptuados de la reprensión en el ca- 
non 1,948? 

tepmamos que este decreto es siempre necesario e imprescindible 
para instruir la acción criminal, ya que la oportunidad de su intro- 

Gucción es de exclusiva competencia del Ordinario; a él compete asi- 
mismo juzgar de la suficiencia de la reprensión judicial en orden a 
intentarla o preterirla, a juzgar por la gravedad del delito, y a él atri- 
ae el Código, en la palabra “statim” del canon 1.955, que dice refe- 

encia como a término dh RS, al decreto del Ordinario, el tiempo 
más oportuno de introdi a causa en el tribunal. Nos encontramos 
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ante una novedad jurídica en la legislación eclesiástica en orden a 
la instrucción de las causas criminales, limitando el ámbito y com- 
petencia de la acción fiscal en los juicios criminales; y hemos de bus- 
car los orígenes de esta limitación que impone a la acción fiscal el 
previo decreto del Ordinario, en las mismas causas y fines de mode- 
ración, prudencia y caridad de la Iglesia y quizá en la experiencia 
que le suministró el conocimiento de la desorbitancia de la misión 
fiscal en otros tiempos, con menoscabo del ideal punitivo de la Igle- 
sia. Dicha limitación supone y representa, sin duda alguna, un con- 
trol más de los altos fines que la Iglesia persigue en la punición del 
delito, ya que como muy bien escribe Bourx: “Nadie puede ser citado 
sin tener contra su delito semiplena prueba, porque el hecho de ser 
citado criminalmente ya envuelve en sí cierta infamia, daño grave 
que a nadie puede inferírsele sin causa suficiente”, y para evitarlo, 
la Iglesia pone en manos del Ordinario el prudente juicio de la opor- 
tunidad y madurez de la acusación. 

A igual que al tratar de la reprensión, hemos de confesar que si 
no como institución procesal, al menos como medida y práctica pru- 
dencial, se encuentran abundantes vestigios en la legislación ecle- 
siástica antigua. 

En el Sinodo Compostelano y Toledano del 1565, en el Acta III, 
decreto 23, se limitan notablemente las omnímodas facultades de los 
Promotores y se ordena que: “Deberán antes de acusar someter la 
acusación a la inspección del juez para que él dictamine si es prefe- 
rible actuar “pacatius et sine strépitu forensi". “Deberán, además, 
consultar previamente con el abogado fiscal y presentarles antes para 
su asesoramiento el sumario de la causa." 

El Concilio Provincial de Méjico del 1771, que refleja la práctica 
española, coarta la competencia fiscal prohibiendo la acción criminal 
de delitos cometidos tres años atrás, “a no ser que por su gravedad 
juzgue otra cosa el Obispo”. 

El Sínodo Diocesano de Coria de 1608, bajo el Episcopado de Pedro 
de Carvajal, exige a los Fiscales “denuncia bien probada, es decir, con 
toda justificación”; pero donde más expresamente se exige el beneplá- 
cito episcopal y se razona esta decisión es en el Sínodo de Cuenca 
de 1626, bajo el Obispo Enrique de Pimentel, en el cual se vuelve a 
decretar la prohibición de acusación de delitos de tres años atrás sin 
licencia del Prelado, y en el libro V, titulo I, Constitución I, se ordena 
textualmente: “No dará comienzo (el Fiscal) a ninguna causa, sin 
primero comunicárnoslo, o a nuestro Provisor en nuestra ausencia, 
para evitar los daños de la delación sin fundamento.” 

Algo más leves son las limitaciones que impone al Fiscal el Sí- 
nodo Diocesano de Badajoz del 1666, bajo el Episcopado de Francisco 
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Roys de Mendoza, a la sazón electo Arzobispo de Granada; en el li- 
bro I, título XVII, ordena: “si la denuncia no estuviera firmada ni 
se supiese quién denunció no se prosiga por el Fiscal sin avisar al 
Obispo o Provisor”; pero limita este mismo Sínodo pacense aún más 
la competencia fiscal de acusación, reduciéndola a delitos de no más 
de dos años sin especial licencia superior. 

Y el Sínodo del Priorato nullius de Santiago de Uclés, de 1741, en 
el libro III, título VI, preceptúa taxativamente: “El Fiscal no pro- 
ceda sin antes propuesta la denunciación ante el Prelado y pueda 
jurar que es verdad y se puede probar la que la denunciación o dela- 
ción contiene.” 

Las Actas de la Iglesia de Milán (parte 4.?, tit. “de Promotore 
Fisci”) consignan: “... meminerint se esse promotores veritatis et no 
debere sub eius clypeo innocentes opprimere vel aliis esse in causa 
ut quis calumniis fatigetur...” 


Todo lo cual úa a entender y hace vislumbrar un precedente del 
decreto del Ordinario del proceso punitivo canónico, constituyendo 
una “praxis” seguida con bastante generalidad en las curias de jus- 
ticia de la época antecodicial, de donde ha pasado, al igual que la 
“correptio”, a constituir una parte extrajudicial, obligada y previa a. 
la instrucción del juicio; y por lo mismo que estas decisiones sino- 
dales presuponen una desorbitancia y excesos que corregir en la fun- 
ción del Fiscal, al que frecuentemente gravan con penas severas, no 
faltando verdaderos tratados de invectiva contra los Fiscales que 
acusan siempre sin confesar nunca, ni ante la evidencia, la inocencia, 
por ello el Código establece en el canon 1.954 la necesidad de someter 
al prudente juicio del Ordinario la oportunidad del momento para 
iniciar la acción criminal. 


II. EL FISCAL 
a) Antecedentes históricos de su función. 


La misión fiscal en lo procesal tiene una genealogía de nombre 
y otra muy distinta de funciones. Creo que no se ha de atender tan- 
to a la genealogía nominativa cuanto a la funcional, si queremos de- 
linear la figura jurídica del Fiscal, de la que afirman los procesalis- 
tas civiles que es indefinible. 

El Fiscal o Ministerio Público es una institución que ha existido 
antes de ser instituída en la legislación, porque cuando esta figura 
jurídica la delineó de una manera estable y permanente la ley, ya 
existía en pleno funcionamiento. Institución que tantos detractores 
ha tenido, debido quizá a algunos excesos de su función principal, 
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que la legislación eclesiástica de todos los tiempos ha procurado re- 
mediar, como hemos visto; “malum neccesarium”, refiere LARREA 
que la denominaba Alejandro Severo; “minus placidum et omnibus 
invisum Fiscalem”, escribe CASANEUS; pero el perseguir el delito por 
razones del bien público, defiende Bzrruca en Speculo Principum, 
es «officium sanctum". 

Antes de los Procuradores reales franceses de final del siglo Xm, 
de donde se quiere hacer derivar el origen de nuestra institución fis- 
cal, aunque los estudios de FOURNIER parecen demostrar lo contrario 

-0, por lo menos, la independencia de los Procuradores Reales y los 
Promotores Episcoporum, antes de esta época y remontándonos a 
tiempos remotísimos de las civilizaciones griega y romana, encon- 
tramos funciones judiciales de bien püblico que bien pueden consi- 
derarse como antecedentes de las funciones de esta institución. En 
tiempos de la civilización griega encontramos los “nomephilakes”, 
*Duodecim viri legum custodes”, cuya función pública consistía en 
conocer en los asuntos llevados a cabo por los Poderes públicos cuan- 
do abandonaban la Magistratura (GAGLIARDO), constituyéndose en 
públicos acusadores; y de no existir otra institución similar en Roma 
se queja CICERÓN en el libro 3 De Legibus (hacia el final), con estas 
palabras: “Romanos eiusmodi custodiam legum non habere quum 
Censores morum, sine accusatore munus obirent.” 

Las Pandectas, según refiere y comenta ULPIANo (in Loc. “Con- 
gruit” 12 D) y MaRCIANUS (in leg. Iulia, 4 § 2) mandan al Praeses: 
*vigilem curam inquirendi, plectendi sacrilegos, latrones, plagiarios, 
ures 

La institución romana del “Quaestor” constituye también un an- 
tecedente de la función fiscal, pues, como refiere POMPONIUS (in leg. 
“Neccesarium”, 2 f, 23 D, de origine iuris) “sic dictos (Quaestores) ex 
officio in criminosos inquirendi, reservata Consulibus populique co- 
mitiis potestate iudicandi de capite civis”. 

El libro 48 del Decreto, título 111, 8, lex VI, nos habla de “Irenar- 
shae qui corrigendis moribus et publicae disciplinae praeficiuntur”. 

Después, cuando la costumbre de confiscar las bienes de los con- 
denados, las leyes romanas concedieron a los *curatoribus Fisci” lle- 
var a juicio a los reos sujetos a confiscación para evitar el fraude del 
Erario (MARTIANUS, lex defferre 18, $ 7 D, y CALLISTRATUS, in Tes Tex 
quibusdam, 2 D; GORDIANUS). 

Al final del siglo xu y comienzos del xim, las Pragmáticas reales 
del Reino de Sicilia, bajo Federico II de Suavia, el acérrimo enemigo 
de Gregorio IX y pupilo de Inocencio III, eximios Papas juristas, en- 
comendatan el oficio de acusar los delitos a los “Procuratores Fisci” 
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(Const. Praeses Provinciae, Pragmatica 3 y 39, de officio Magistrat. 
lustitiarii). 

LARREA refiere la creación del Fiscal por el emperador Adriano; 
y Fiscales crearon también Galieno, Constantino y Teodosio por le- 
yes “ad hoc” que refiere Orosio in rubrica “de officio Procuratoris 
Caesaris” (Allegationes Fiscales). 

Muncuía no duda en afirmar que “el Ministerio Público reconoce 
sin duda su origen en los “Promotores” que figuran en el procedi- 
miento de oficio introducido por Inocencio III”; que CAVALLARIO opi- 
na introducido para sancionar las costumbres delictivas de los clé- 
rigos, contra los que no era fácil la acusación, no sólo por el riesgo 
del “talion”, sino porque estaba vedado a los laicos acusar a los clé- 
rigos. 

Sin duda alguna, la Iglesia aceptó el proceso criminal romano 
basado en la acusación o “acción popular”; los delitos públicos podían 
ser acusados por cualquier ciudadano que no estuviera incapacitado 
por la ley; los privados, solamente por aquellos a quienes interesa- 
ban; fué un axioma del Derecho criminal el “neminem sine accusa- 
tore recipi". ANTONIO MATEO refiere a este respecto las palabras del 
Papa Eleuterio a los Obispos de las Galias: “Nihil contra quemlibet 
accusatum absque legitimo accusatore fiat”, a imitación del Señor, 
dice, que conocía que Judas era ladrón, pero porque nadie lo acusó, 
no lo condenó; y las del Papa Melquiades a los Obispos de España: 
“Neminem condemnetis ante verum e iustum iudicium.” FARINACIO 
afima que el proceso acusatorio “utroque iure civili et canonico ordi- 
narium esse”; y el Concilio Toledano VI del 638, canon II, “Ne sine 
acusatore secundum legum et canonum sententias legitime quis- 
quam condemnetur”. 

En el Concilio de Illiberis, capitulo 73, “de delatoribus”, inscribe: 
“de his qui sacerdotes accusant nec probant”. 

Así, pues, era la acusación el medio ordinario de tratar las cau- 
sas criminales en los Tribunales eclesiásticos; pero el hecho de que 
muchos aborrecían el papel de acusadores, otros temían el poder de 
los audaces, otras no pudieran hacerlo por su notoria dignidad, por 
el “sacramentum militiae" o por sus deberes de tutores, gestores o 
curadores, y los más por el peligro que entrañaba la “subscriptio ad 
poenam talionis” (a la misma pena que se pedía para el delito [o el 
delito merecía] si fallaba la prueba), implicaba el riesgo, para el 
bien público, de que el delito quedara sin sanción por falta de acu- 
sador. Es por ello por lo que el proceso inquisitorio, que en opinión 
de Bouix existía con relación a ciertas causas por lo menos un siglo 
antes de Inocencio 111, comenzó a introducirse y aplicarse más fre- 
cuentemente para obviar el peligro que suponía la impunición de los 
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delitos. Mas como este procedimiento entrañaba a la vez un juicio: 
sin acusador, lo que constituía un absurdo jurídico en la legislación: 
civil y canónica antes reseñada, se le condicionó a la “clamosa insi- 
nuatio" que debe preceder siempre a toda inquisición, como precedía. 
a la acusación la *subscriptio ad talionem", y a 1a denuncia, la carita- 
tiva “monitio”, en palabras de Inocencio III. 

Lo que resume HUGUENIN (Expositio methodica Iuris canonici, 
art. 2, de processu crimin. De Accusatione, n. 837) de esta manera: 
*sed quia sine accusatore nemo damnandus, in inquisitione fama 
supplet vicem accusatoris"; y Dominco CAVALLARIO (Inst 9» Pur: care 
t. VI, c. 20, p. 9; ed. 1800): *Solus judex totam scaenam instruit, 
modo tamen fama publica, quae accusatoris loco sit, praeccedat." 

Así abierta la vía de la inquisición, que liberaba a los privados del 
enojoso oficio de acusar, cayó en desuso el proceso acusatorio, antes 
remedio ordinario, convirtiéndose en igualmente ordinario el hasta. 
entonces extraordinario remedio de la inquisión. 

Mas a nadie se le ocultaban los prejuicios y sospechas que impli- 
caba la invención de un acusador “ficto”, cual era la “fama praece- 
dens”, que no por ello liberaba al juez de su comprometida posición. 
de juez y parte en el proceso inquisitorial, y para que no fallase el 
principio jurídico, tantas veces consignado en la legislación, del 
“nemo damnandus sine accusatore”, y para que no faltase quien 
hiciera las veces de actor *moribus receptum est (BERARDI: Inst. Iur. 
can., vol. 2, p. 261, ed. 1774; Durantis) ut autoritate publica consti- 
tuerentur qui iudicium adversus reum sustineant; hos appelant Pro- 
curatorem Fisci, Fiscalem”; era el proceso inquisitorio “cum promo- 
vente vel prosequente” de Inocencio III. 

Así, la aparición del Fiscal como figura jurídica claramente deli- 
neada aparece en el Derecho eclesiástico a poco de la aparición del 
proceso inquisitorio como remedio ordinario de sustanciar las cau- 
sas criminales; pues aunque en tiempos de Inocencio III o poco des- 
pués el Promotor no es un oficio estable y permanentemente consti- 
tuído, adquiere esta cualidad en la segunda mitad del siglo xm; apa- 
rece así en Francia con diversos nombres; después, en Italia, Alema- 
nia y Portugal; en los siglos xvi y xviu se universaliza la costumbre 
de nombrar Promotor, aunque todavía no existía ley preceptiva uni- 
versal de su constitución, lo que, finalmente, se hace por la Instruc- 
ción de la Sagrada Congregación de Obispos y Regulares de 11 de 
junio de 1880. 

LOPEZ DE SALCEDO (en 1587) refiere a la letra una Constitución de 
la Provincia Eclesiástica Caesaraugustana, en la que se ordena que 
el “Promotor Fisci” debe ser ordenado in sacris, quitando la facultad 
de disponer otra cosa a las curias sufragáneas; refiriendo a la vez que 
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esta institución sucedió a los “Testes Synodales” (similar función 
fiscal), cuyo uso cayó, al caer también en desuso, dice, la celebración 
del Sínodo donde eran nombrados; interesante antecedente histórico 
de esta institución pública. 

Las Constituciones Sinodales de Porto, del 1585, en la Constitu- 
ción 7.? regulan todo lo concerniente al Fiscal, siendo de notar la par- 
ticularidad de que el Promotor pueda ser laico, circunstancia que no 
hemos visto repetida en ninguna de las múltiples Constituciones si- 
nodales españolas y americanas que hemos estudiado. 

El Sínodo Magdeburgensis de 1390 prescribe ya la institución del 
Fiscal, y razona: “...eo quod clerici et monachi essent nimis timidi 
ad accusandum”. En Francia aparecen los Procuradores Reales y los 
Promotores Episcoporum hacia el 1254; ANDRÉS DE VAULX, en 1796, 
nos habla de los Promotores, Procuradores, Fiscales, Síndicos o Nun- 
cios que “qui in quibusdam dioecesibus Belgii ita servarit, olimque 
consuetum fuisse". (PARATLLA: Iur. can. seu Decretalium, 1, 2, títu- 
lo 2, p. 3.) ; 

Y en 1565-66, los Concilios Provinciales de Toledo, en el articulo 2 
de la Constitución II, habían preceptuado lo mismo, añadiendo que 
“no acusen (los Fiscales) sino a sujetos sobre los que pesa la infa- 
mia, inquiriendo los jueces antes si aquella fama procede de malévo- 
los o es fundada”; lo que equivale a decir que instruyan antes la de- 
puración del fundamento de la denuncia, que es el proceso inquisi- 
torio, prosiguiendo después, ante el resultado de esta investigación, 
la acusación fiscal; caso típico del proceso mixto consignado en el 
Código. 

El Concilio Provincial 111 de Méjico, de 1585, dedica todo el títu- 
lo IX, con sus 24 capítulos, al oficio del Fiscal, repitiendo las mismas 
prescripciones que vuelven a reproducirse en el Concilio Provin- 
cial IV, del 1771 (tit. 12 del 1. I, con 19 parágrafos). 

Igual reglamentación hallamos en el Sínodo Diocesano de Tole- 
do (1601 y 1682); de Coria, en 1608; de Cuenca, en 1626, que precep- 
túa también previa inquisición de la infamia a la acusación del Fis- 
cal, al que exige graduación en Leyes (Consts. 1, 2 y 3). 

Del Fiscal se habla en las Sinodales de Segorbe en 1669, en las de 
Badajoz de 1666, y los Concilios Provinciales 2.°, 3.2 y 4.° de la Eccle- 
sia Mediolanensis, de 1565, 1573 y 1583, mandan a los Obispos que 
procuren que los procesos se terminen más brevemente que en el 
foro laical. 

Por último, en el Sínodo del Priorato “nullius” de Santiago de 
Uclés, 1741. 

Entre los juristas del siglo xvi en adelante se habla del oficio del 
Fiscal como de una institución antigua y aun defectuosa en sus 
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omnimodas atribuciones, lo que supone evidentemente un largo pe- 
ríodo de ejercicio; así, LÓPEZ DE SALCEDO, en 1594, escribe: “los que 
han sido creados Fiscales para perseguir a los clérigos delincuentes 
no deben impugnar, difamar ni maltratar a los clérigos buenos e 
inocentes” (Practica criminalis canonica, c. 152, p. 514). 

SÁENZ DE TEJADA, en 1768: “... loco accusatorum laicorum suffectos 
esse Fiscales Grales. Eccos.”, y citando a Díaz DE Luco, añade: “que 
cuando un laico se presente ante el juez eclesiástico para acusar a 
un clérigo, aun procediendo por querella de parte ofendida, lo envíe 
al Fiscal General, “posito quod huiusmodi Fiscales in locum accusa- 
torum laicorum creati videantur”. 

En los autores del siglo xvui es completísimo el tratado del Fis- 
cal; sirvan de ejemplo: BERARDI, en el siglo XVII, ALEJANDRO SPEREL- 
LI, en 1697; PEDRO LEURENIO, en 1729. 

Y llegamos a la Instrucción de la Sagrada Congregación de Obis- 
pos y Regulares de 1880, que prescribe taxativamente: “Unicuique 
curiae opus est Procuratore Fiscali pro iustitiae et legis tutela.” 

Según WErNz, ni aun de esta norma XIII de la Instrucción de 
León XIII puede deducirse una obligación absoluta de intervención 
del Fiscal en todas las causas criminales o contenciosas de bien pú- 
blico; así opino, aun a pesar de la norma XIII, al parecer tan tajan- 
te; porque una cosa es la obligación de que en todas las curias haya 
promotor, y otra muy distinta que la acción criminal esté reservada 
exclusivamente a él; creemos que es lo primero y no lo segundo lo que 
prescribe la norma XIII; y ello por la siguiente razón: así como la 
aparición del proceso inquisitorio llevó consigo el desuso del proce- 
dimiento acusatorio, así también la aparición de un acusador públi- 
co exoneró al acusador privado de vindicar el castigo del delito me- 
diante la acusación privada; pero una cosa es el desuso de la insti- 
tución enojosa de la acusación privada y otra muy diferente su total 
derogación; hasta el Código no queda reservada al Fiscal exclusiva- 
mente la acción criminal; era, pues, antes de la legislación codicial 
cumulativa con la acción privada; es por ello por lo que creemos que 
ni a partir de la Instrucción de 1880 fué obligada absolutamente la 
intervención del Fiscal en todas las causas criminales. 


b) NATURALEZA DE LA FIGURA DEL PROMOTOR 


Es indudable que en el concepto de todos los autores que ex profe- 
so trataron del Promotor, éste es un acusador público; es decir, un 
acusador de delincuentes por razones de bien público; pues en la le- 
gislación antigua es bastante más tardía la misión del Fiscal de de- 
fensor del bien público en el foro contencioso. 
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Para GAGLIARDO, el Fiscal es el estímulo y el control del mismo 
juez (Inst. Tur. can., 1. IV). El Concilio de Milán de 1538 le llama “pro- 
motor veritatis”. SCHMALZGRUEBER lo define: “Persona publica ex nec- 
cesitate officii accusans” (Crimen Fori ecci., tit. 2, 2). 

JUAN BAUTISTA LARREA (Allegationes fiscales, ed. 1732) consigna, 
por fin, la palabra “parte” aplicada al Fiscal: “vices gerit partis 
Principis et eius consiliarius”; y en lo tocante al Real Patrimonio: 
“diligens tutor”. Este mismo autor procesalista llama al Fiscal: “so- 
cius iudicis”, y añade: “non est pars sed quasi judex”, y para acla- 
rar más su posición en cuanto a la naturaleza del Fiscal, razona: 
“nam agit ea que de officio agenda sunt a judice et quasi unum cor- 
pus cum eo constituit”, y termina: “ei consulitur administratio ius- 
titiae et defensio”. 

Para otros, el Fiscal “suffectus est loco delatorum”. 

En las actas sinodales se repite como un “slogan” la misma fór- 
mula: “qui partes accusatoris in judicio agat”. 

Varia es la naturaleza del ministerio fiscal según los diversos sis- 
temas civiles: los principales son el sistema francés, el germánico y 
el inglés. 

Para el sistema francés e italiano, el Ministerio Público represen- 
ta el Poder ejecutivo ante el tribunal, al cual vigila en la adminis- 
tración de la justicia, y aunque forma parte del tribunal, no ejerce 
jurisdicción; en el sistema italiano, el Fiscal no forma parte del tri- 
bunal. 

En el sistema germánico, el Ministerio Público forma un cuerpo 
autónomo en cada región, cuya cabeza es el Ministro de Justicia; en 
el sistema inglés, más bien que al Poder ejecutivo representa el mis- 
mo bien público y la Ley; es en el que más se asemeja a la parte liti- 
gante en nombre del bien público. 

¿Cuál es, pues, la naturaleza del Fiscal en la legislación canónica? 
No puede ser representante del Poder ejecutivo ante el tribunal, 
porque en la Iglesia no hay división de poderes; ni puede ser tampoco 
vigilante de la administración de la justicia en el tribunal, ya que 
esta vigilancia la encomienda el Código al Obispo (cáns. 336, 1.625 
y 1.920). 

Así, pues, estimo que la naturaleza canónica de la figura del Fis- 
cal viene determinada en las palabras de la norma XIII de la Ins- 
trucción de 1880: “pro tutela iustitiae et legis”; es decir: el custodio 
y defensor de la ley ante los tribunales en los que está, pero no como 
parte constitutiva del mismo; en aspecto procesal no es parte, pero 
se asemeja y actúa como parte. 

Siempre el Código y la Instrucción citada lo distinguen de las 
partes porque no actúa en defensa de un derecho personal, sino pú- 
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blico. Sin embargo, el mismo Código, en multitud de casos, nos lo 
describe haciendo las veces de “parte”: está obligado a ejercer la ac- 
ción criminal, puede pedir la SresHtuto in integrum", debe ser oído 
en las cuestiones de “suspicione”, en la definición del recurso por 
el rechazo del libelo, presenta testigos, propone nuevas interrogacio- 
nes, puede pedir declaración de contumacia, etc. 

Se trata, evidentemente, de un órgano desprovisto de todo carác- - 
ter jurisdiccional y, en cambio, debe considerársele como un órgano 
administrativo dedicado a promover el ejercicio de la función judi- 
cial, porque, como dice RoBERTI, más bien que autoridad para defen- 
der el bien püblico, tiene el oficio de promover que el bien püblico 
se procure por el juez. Actúa movido por el mismo fin que el órgano 
jurisdiccional: la ejecución de la ley, pero dentro de una posición 
más próxima a la de “parte” que a la de juez. Pero una posición de 
“parte”, que llamariamos, con DELLA Rocca: “parte pública sui ge- 
neris o artificial”, es decir, una parte que se ha creado exclusivamen- 
te para el proceso, en donde se ventilan intereses de bien público, que 
en nuestro caso son los de la Iglesia y de la comunidad cristiana, 
permaneciendo extraño a la relación sustancial controvertida y no 
expuesto en modo alguno a las consecuencias procesales de la pér- 
dida del juicio (v. gr., carga de costas); se rige, en parte, por el prin- 
cipio de legalidad; algunas veces, por el principio de oportunidad, a 
juicio del Ordinario o juez; de aquí su limitación en cuanto a la in- 
troducción misma de la acción criminal; su presencia es frecuente- 
mente requerida por la ley bajo nulidad de los actos; nulidad que ha 
de declararse siempre de oficio, por tratarse del bien público. 
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C) MISIÓN ESPECÍFICA DEL FISCAL EN EL PROCESO PUNITIVO CANÓNICO 


is. 
be 


Hemos considerado necesario este breve estudio de la institución 
fiscal para poder conocer íntimamente su misión específica en el pro- 
ceso criminal. 

Su misión en el proceso punitivo es la exclusiva acción criminal 
con plena independencia en el ejercicio, aunque limitada en cuanto 
a la oportunidad de su comienzo por el decreto del Ordinario que la 
ordene; por tanto, el principio básico de su actuación ha de ser: la 
exclusividad del ejercicio de este derecho, aun con exclusión del Or- 
dinario, a quien, ciertamente, y a él exclusivamente, compete cuándo 
haya de ejercerse. 

El Cardenal Lesa lleva esta independencia más allá, sosteniendo 
que en circunstancias especiales, singularmente en condiciones ex- 
cepcionales del reo y de la notoriedad de su delito, puede iniciar el 
proceso, aun sin el decreto del Ordinario, entendiendo el canon 1.954 
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‘ae la obligatoriedad y necesidad de dicho decreto, condicionándolo 

a que haya lugar a la reprensión judicial o pueda haberla, ya que, 
según él afirma, se trata de casos que ordinariamente han de ser 
juzgados por tribunal colegial, que ha de nombrar el Ordinario pre- 
viamenie a la presentación del libelo, y el decreto constituyendo el 
Tribunal lleva consigo ya el beneplácito y consentimiento del Ordi- 
nario exigido por el canon 1.954. 

Creo que hay aquí algo de juego de palabras; se salva siempre, 
como vemos, aun en el caso que presenta el Cardenal LEGA, el juicio 
de la oportunidad del comienzo del juicio por parte del Ordinario, 
quedando relegado a cuestión de segundo plano la forma de mani- 
festar ese juicio: decreto expreso o consentimiento implícito en el 
decreto de constitución del tribunal; este mismo autor, en otro lugar 
de su obra De iudiciis parecía afirmar lo contrario, es decir, la ne- 
cesidad del decreto expreso. 

Esta actuación del Fiscal “sub ductu et moderamine Ordinarii” 
(ROBERTI), ni implica naturaleza procesal de mandatario o procura- 
dor en su misión fiscal, pues, aunque, como llevamos dicho, la acción 
acusatoria en cuanto a su comienzo depende del juicio del Ordinario, 
pero en su ejercicio es totalmente independiente del beneplácito y 
mandato del Ordinario; así, pues, hemos de invocar esta independen- 
cia en todo lo específico de la acción criminal ya introducida, en lo 
cual consiste la misión específica del Fiscal: como es aducir docu- 
mentos, presentar testigos, promover cuestiones incidentales, presen- 
tar la acusación en el libelo, enmienda del mismo en la litiscontes- 
tación o en la prosecución de la instancia, renunciar a la acción si 
deduce claramente que no procede proseguirla a vista de las prue- 
bas y excepciones aducidas por el reo. 

Independencia en el ejercicio de su acción, que no admite man- 
dato del Ordinario ordenando hacer, pedir u omitir algo en el ejer- 
cicio de la acción, pues así lo exige la naturaleza de la acción exclu- 
siva del Fiscal; de lo contrario, el Ordinario sería más actor que el 
Promotor, a lo que se opone la prescripción del canon 1.934. Iniciado, 
por tanto, el proceso, los remedios coercitivos para el desempeño de 
su oficio están en manos del juez, que puede suplir de oficio las prue- 
bas no aducidas por el Promotor (can. 1.618) y aun castigarle y re- 
moverle (can. 1.675). 

De diversa manera a la actuación del Ministerio Público civil, que 
es más denunciador e inquisidor que acusador, el Promotor es esen- 
cialmente acusador y no inquisidor, no debiendo inmiscuirse en el 
proceso inquisitorio, sino en cuanto le sea pedido su asesoramiento 
por el inquisidor a tenor del canon 1.945, ni recibir la denuncia, que 
ha de hacerse al Ordinario (can. 1.936), y no pudiendo actuar mien- 
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tras no reciba el Ordinario las pruebas necesarias que resultaron de 
la inquisición para iniciar el proceso. 


III. EL LIBELO ACUSATORIO 
a) Sus antecedentes 


Los antecedentes históricos del libelo se remontan a la época del 
sistema formulario romano con la determinación in iure de la fór- 
mula de la acción, que antes el actor debía impetrar del “Praetor”, 
y según la cual, habría de sentenciarse “in iudicio”; es el tiempo en 
que la in ius vocatio tiene un carácter privado y es lícita la violencia 
para conducir al demandado hasta el juez; sucede al sistema formu- 
lario el juicio extraordinario, en el que la “in ius vocatio” pierde su 
violencia y su carácter privado para ser reemplazada por la autori- 
dad pública con la citación; se suprime la “actionis editio”, la “de- 
nunciatio" y el “vadimonium” y se introduce la demanda judicial cor 
el libelo. 

DOMENICO CAVALLARIO define el libelo eclesiástico relacionándolo 
con el período formulario: “libellus nihil aliud est quam editio ac- 
tionis, futurae litis speciem continens”. 

Pero no hay indicios ciertos de que la necesidad del libelo fuera 
preceptuada por leyes eclesiásticas o introducida por la práctica has- 
ta el siglo v, en que Justiniano lo exigió como comienzo de la acción 
judicial en la Novella 112, capítulo 2, convirtiéndose en una norma 
procesal el “neminem sine libello recipi”, que refiere GRACIANO en su 
prefacio a la Novella 83. 


Aún más; si nos atenemos a documentos tan antiguos como sor 
las actas del Concilio de Elvira, celebrado hacia el año 303, o al Con- 
cilio Vasense I, del 442, en el canon VII se establece: “El Obispo haga 
de acusador en el Concilio cuando de causas criminales se trate”; 
lo que induce a creer que, en los primeros siglos de la Iglesia, era la 
acusación de viva voz en el Síndo lo que introducía una causa cri- 
minal. 


La necesidad del libelo acusatorio queda corroborada desde este 
tiempo con la identificación que de él se hacía con la citación; así, 
FRANCISCO SANTI escribe: “quamvis olim distinguebatur libellus et 
citatio, tamen hodie revera non distinguitur unus ab alia et idem est 
citatio et libellus introductorius judicii"; y Juan Devor1: “nunc ipsa 
libelli oblatio *in ius vocatio dici potest"; lo que demuestra que al ser 
identificado con la citación debió existir necesariamente, con la 
misma necesidad de la citación, que, por ser de derecho natural, nun- 
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ca podía omitirse, sino en aquellos casos en los cuales la defensa del 
reo, origen natural de dicha necesidad, era imposible. 

DE ANGELIS, al enumerar las condiciones del libelo legítimo, hace 
alusión a la “lex libellorum, $ 3, de accusatione”, de la que dice que 
fué “in foro ecclesiastico recepta”. 

En la legislación decretal y en las colecciones anteriores de Bu= 
chado, Ivón y Bernardo Papiensis no falta el titulo “De libelli obla- 
tione”, que comentan extensamente los decretalistas, y hasta inicia 
la discusión sobre el verdadero comienzo del juicio, agradando a no 
pocos la opinión de que el juicio criminal comienza con la presenta- 
ción del libelo; y el Papa Calixto había decretado: “accusatores nun- 
quam recipiantur sine scripto”, comentando REIFFENSTUEL que ello 
es necesario por dos razones: a) para que conste qué debe probar el 
acusador y no pueda mudar nada si ve que falla la prueba; y b) para 
que el juez pueda dar sentencia conforme al escrito. 

El libelo era concebido como un escrito breve, claro y ordenado 
que contiene y demuestra al juez la intención del actor o acusador; 
así, VEISTNER, PIRHING, LEURENIO, etc. Cuando la Edad Media conci- 
be el proceso como “quaestio disceptanda et definienda”, noción de 
juicio que ha retenido el canon 1.552, es concebido el libelo como el 
enunciado de esa “quaestio” que espera la definición judicial, y así 
fué estructurado como un silogismo práctico judicial: que había de 
contener esencialmente tres cosas: la causa que motiva la petición, 
tomada del “ius sustantivum”, como mayor del silogismo; la na- 
rración del hecho, como menor; y la petición consiguiente, como 
consecuencia cuya definición judicial se pedía al juez (GASPARRO, 
DHL IILi part. IV). 

Lupovico ENGEL enumera cuatro casos en los que el libelo no era 
necesario: a) cuando el juez puede proceder ad arbitrium; 5) en los 
juicios sumarios en los cuales, según las Clementinas, no era necesa- 
rio; C) en aquellas causas “minoris momenti” en las que podía proce- 
derse sine scripto; y d) en los juicios “coram Praetores villarum”; 
añadiendo que en estos casos siempre es necesaria alguna petición 
que haga las veces de libelo. Esta petición oral podía extenderse en 
sustitución del libelo aun a las causas criminales que la legislación 
decretal, y sobre todo la ante-decretal, distinguía en “maioris y mi- 
noris momenti”; admitiendo una distinción extraña de delito pú- 
blico y delito privado, considerando muchos de estos delitos priva- 
dos como causas de menor importancia, en las que podía procederse 
sine scripto. * 

Digo que es extraña esta distinción porque, como muy bien afir- 
ma SCHMALZGRUEBER: en Derecho canónico todos los delitos son pú- 
blicos, pues todos perturban el orden social de utilidad pública. 
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Según ANTONIO MATEO, el libelo era necesario “in gravioribus non 
in levibus utpote de plano solvendis” y exceptúa aun de las causas 
eraves el adulterio de mujer y las calumnias; así, también, PRÓSPERO 
FARINACIO, que distingue delitos públicos y privados en cuanto a la 
acción acusatoria, estimando leves los delitos privados a los efectos 
de introducir la causa sin escrito; así opina también LEURENIO, en 
Forum Ecclesiasticum. Y Troporo RuPPRECH (Unicus De Judiciis, 
1. IL, tit. I, ed. 1772) sostenía que: en virtud de la actual práctica 
comúnmente aceptada aun “in gravioribus criminibus sine scrip- 
to, oretenus accusatio fieri potest", citando a PIRHING y a JULIUS 
CLARUS. 

El padre MuRILLO VELARDE, en su Curso de Derecho canónico 
hispano (1763), nos aporta un dato interesante: “no es necesario 
de iure hispano—dice—el libelo escrito, pues basta que conste la pe- 
tición en las actas; sin embargo, en las Cancillerías reales y Tribu- 
nales Supremos debe presentarse libelo escrito”; norma en Derecho 
particular español que no deja de tener interés para la historia de 
esta institución procesal. Y son muchos los Sinodos que determinan 
la cuantía de la causa que ha de introducirse con libelo escrito o 
petición oral. Bástenos aducir una vez más el Sínodo de Toledo de 
1601: “En las causas de 1.000 maravedis abajo no se reciba demanda 
escrita.” 

Los requisitos de todo libelo acusatorio eran: 1, nombre del acu- 
sado; 2, nombre del juez; 3, delito cometido, lugar del crimen; bajo 
nulidad de la acusación, para suministrar al reo la defensa de poder 
probar la negativa “coartata”; 4, mes y año de la perpetración del 
delito, bajo nulidad de la acusación (el día, solamente en el caso 
de que fuera exigido por el reo); 5, fecha de la introducción de la 
_ causa, y 6, por último, la “subscriptio ad talionem” que cayó en des- 
uso, restringida primeramente por la Constitución Cum primum de 
San Pio V a ciertos delitos, sodomía, blasfemia y concubinato, que 
PASSERINI extiende a otros crímenes, perdurando su uso durante 
bastantes años en ciertas religiones, v. gr., la Franciscana (Tribunal 
Regularium); sustituyéndose después por la “cautio” y el “iuramen- 
tum calumniae", y, por último, abolida al concentrarse cada vez mas 
en la sola persona del Fiscal el derecho de acusar; conservándose 
como recuerdo histórico de aquella ' “cautio” y juramento el que el 
Fiscal debe hacer para el recto desempeño de su oficio de acusador 
y Dn Gel bien püblico. 

Se distinguía el libelo “civil” del acusatorio o querimonial en que 
así como aquél debía expresar la petición o acusación, en el acusa- 

torio bastaba solamente la narración del hecho; ya que la parte acu- 
sadora no pide nunca que se le conceda algo, sino que es el juez el 
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que debe concluir “ex officio” la pena que establece la ley; es decir: 

que no es el acusador quien concluye o pide, sino la ley que establece 
la pena correspondiente al delito, sin dejarlo al arbitrio del juez, 
quien, conocido el delito, debe infligir la pena “ex officio”. No así en 
la acusación privada, en la que debe pedirse la cuantía de la repa- 
racion si no la estableciera la ley. 

SCHMALZGRUEBER y REIFFENSTUEL reducen a cinco los defectos de 
forma por los que el libelo podía ser rechazado: 1) por ser contra- 
dictorio; 2) por ser obscuro; 3) incierto; 4) general, y 5) alternativo; 
además de la imposibilidad absoluta de admisión si en él faltaba 
alguno de los requisitos esenciales para su validez ya enumerados. 

De ANGELIS enumera los efectos de la presentación del libelo: 
1) obliga al actor a proseguir la causa, y 2) al juez a sentenciar de 
conformidad con el mismo. 


b) El libelo acusatorio en el Código de Derecho Canónico 


En la legislación canónica, el libelo queda preceptuado como 
medio normal de introducción de la causa en el canon 1.706; admi- 
tiendo por vía de excepción la petición oral en las causas de menor 
importancia o de fácil investigación; excepción que no puede exten- 
derse a las causas criminales no sólo por la imposibilidad de poder 
ser considerado el delito como causa de menor cuantía, sino por la 
prescripción contundente del canon 1.955, en que se prescribe que 
el Fiscal: “conficiat libeilum”. 

La composición material del libelo ha de regirse por el canon 
1.708, al cual remite el canon 1.955; adaptándolo, como es obvio, 
según lo exige la naturaleza de la materia criminal, ya que el canon 
1.708 se refiere principalmente al libelo de la acción contenciosa y 
hay particularidades específicas que distinguen notablemente el 
libelo contencioso del querimonial o acusatorio; por ejemplo: en el 
libelo contencioso ocurrirá no pocas veces la deliberación sobre la 
elección del juez ante el que sea más oportuno introducir la causa 
y asimismo sobre la elección de la “ratio petendi” entre las diversas 
que puedan fundar la petición del juicio; en lo criminal, por el con- 
trario, en las actas recibidas del Ordinario tiene el Fiscal solucio- 
nada la elección del juez y los argumentos de la acusación; y si en 
este plano extrajudicial surgen al Fiscal dudas sobre la competencia 
del juez que ha de conocer el delito, ha de notificarlo y componerio 
con el Ordinario de quien recibió las actas de la acusación; traspa- 
sado el dintel judicial con la presentación del libelo, es el juez único 
competente sobre su competencia, el fundamento y el mérito de la 
acusación. 
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... Otro tanto hemos de decir sobre los vicios o defectos legales del 
libelo por inobservancia de todo lo prescrito en el título XIX sobre 
el proceso criminal: como son la inquisición, notoriedad en su de- 
fecto, reprensión judicial: si tuvo lugar y su ineficacia después de 
intentarla; si el reo nada puede exceptuar contra la inobservancia 
de estas prescripciones por tratarse de un decreto extrajudicial, 
ciertamente el juez puede rechazar el libelo mientras no se pruebe 
que se han cumplido todos los requisitos previos a la introducción 
de la causa y pedir que se enmiende convenientemente (LEGA). 


c) Contenido del libelo 


He aquí lo que debe contener el libelo acusatorio, según el canon 
1.708, y la naturaleza propia de la acción criminal: 1) el juez ante 
el que se introduce la causa; 2) el Fiscal que la introduce; 3) la 
narración clara del delito con sus circunstancias peculiares y su 
especie, a tenor de los cánones en los cuales se delinea la figura del 
mismo y su sanción, detalle jurídico que debe conocer el juez, según 
aquello de que *Iura novit Curia”, por lo que SCHMALZGRUEBER aña- 
de: no es necesario consignar la pena, porque probado el delito es 
la ley la que la determina, sin poder el acusador mitigarla; 4) el 
nombre del acusado presunto autor del delito, su domicilio y resi- 
dencia, y 5) todo elio suscrito por el Fiscal, consignando lugar y 
fecha. 


Todo esto diríamos pertenece a la sustancia del libelo; puede . 


además el Fiscal insinuar las pruebas en las que se funda la acusa- 
ción, así como los testigos a los que hubiera de interrogarse, todo 
ello según lo aconseje la prudencia del caso, ya que ella puede acon- 
sejar otra cosa en casos en los que se tema la colusión o la corrup- 
ción de documentos. 


d) Mutación y enmienda del libelo 


El canon 1.731, según el cual ha de admitirse la enmienda dei 
libelo acusatorio aun después de la litiscontestación, refleja la doc- 
trina decretal sobre este particular; según la cual era lícito mudar 
el libelo antes de la litiscontestación; después de ella, solamente 
podía enmendarse (CaMILLIS); y era de esencia de la enmienda y lo 
que la distinguía de la mutación que el objeto de la controversia 
pudiera ser considerar el mismo sustancialmente después de enmen- 
Gado el libelo, lo que el canon citado aclara con una exposición de- 
mostrativa de casos o ejemplos concretos. 

Introducida la causa con la presentación del libelo, permanece 
inmutable la acusación, pero no de tal manera que no pueda en- 


— 354 — 


ey x 


INICIACION DEL JUICIO CRIMINAL 


mendarse accidentalmente; parece que no carece de dificultad la 
enmienda accidental del libelo en lo criminal, ya que cualquier cir- 
cunstancia que pueda modificarse podrá fácilmente repercutir en la 
“species delicti”, y mudada la especie o figura del delito, es nece- 
saria una acción criminal nueva; pero es fácil comprender que la 
enmienda puede afectar no sólo a la configuración del delito, sino 
al modo de prueba o la ilustración de la misma o al mayor o menor 
grado de imputabilidad que exige una pena menor. 

Por tanto, si la enmienda del libelo supone una mutación sustan- 
cial, al nacer un nuevo título de acusación y, por lo mismo, una nue- 
va especie o figura de delito, no puede el Fiscal proseguir la causa 
sin una nueva previa inquisición (si es necesaria) y nuevo decreto 
del Ordinario mandando la acusación judicial. Conclusión: que en 
materia penal o criminal no puede el Fiscal mudar el libelo nunca, 
porque obsta “praescriptum legis”. 

Pero ¿puede el Fiscal enmendar el libelo accidentalmente, según 
faculta el canon 1.731, número 4, sin nuevo decreto del Ordinario? 
'Opinamos que sí; porque el canon 1.731, al que remite de una ma- 
nera general en todo lo concerniente al libelo el canon 1.959, faculta 
al Promotor como a cualquier actor para enmendar el libelo; y si 
se responde que el mismo canon también le faculta para la muta- 
ción del mismo antes de la litiscontestación, cosa que, según hemos 
expuesto, no puede admitirse, respondemos diciendo que en este 
caso obsta la “subjecta materia criminalis”, para la que hay especi- 
fica ordenación de la materia; lo que aun parece más evidente el 
tenor del canon citado, según el cual, de mutuo acuerdo el autor y 
«el reo con el consentimiento del juez puede mudarse el libelo, siem- 
pre antes de la litiscontestación; se trata, en este caso, de derechos 
privados de los que a las partes les es dado disponer-y renunciar; 
no así en lo criminal, que instituye la acción acusatoria por razones 
«de bien público, que no admite composición privada. 

Parece deducirse que si el Fiscal no puede mudar el título de la 
“acción tampoco podría renunciar a ella; y si el procurador en lo 
contencioso no puede renunciar a la acción sin mandato especial, lo 
mismo podría decirse del Promotor, máxime necesitando éste un 
«decreto especial para poder actuar. 

Sin embargo, hemos de afirmar que puede el Fiscal renunciar 
:à la acción cuando por las pruebas y documentos que aduzca el acu- 
sado llegue a la convicción de que tiene derecho a ser absuelto. Y 
esto porque el derecho exclusivo de acción criminal que el canon 
1.034 confiere al Fiscal lleva consigo el actuar en el ejercicio de su 
acción según el dictado de su conciencia, y sería injusto y ajeno 
totalmente a su misión atacar al reo impugnando la verdad de su 
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inocencia llevada al ánimo del Fiscal, lo que a su vez repugnaría al 
fin de su función señalada en el canon 1.586, en donde se le califica 
de “iustitiae vindex et promotor”. 

Ni puede aducirse en contra el paralelo establecido con el canon 
1.662, según el cual el Procurador, para renunciar a la acción, nece- 
sita mandato especial; porque la naturaleza procesai del Promotor 
no es la de Procurador; introducida la causa, como dijimos, él es 
independiente en el ejercicio de la misma, defendiendo el bien pú- 
blico “ex officio” por medio de la acusación cuantas veces el Ordi- 
nario juzgue oportuno introducirla; ahora bien, la acusación carece 
de base y fundamento ante la inocencia probada del reo, y es enton- 
ces cuando el Fiscal defiende el bien público renunciando a la acción 
criminal, ya que acusar al inocente es por lo menos tan lesivo del 
bien público como dejar el delito sin sanción. No obstante, así como 
no pudo introducir la causa sin el decreto del Ordinario, así tampoco 
puede renunciar a ella, aunque nada más sea por razones de opor- 
tunidad, sin su consentimiento (cfr. can. 1.950), ya que al Ordinario 
compete el juzgar del bien público en el caso conereto de la oportu- 
nidad de la acción criminal. 

Relacionadas con la renuncia del Fiscal a la acción criminal 
están, sin duda, las disposiciones sinodales, frecuentísimas en los 
siglos XVII y XVIII, que preceptúan el juramento de no proceder sino 
contra los delincuentes, para evitar la prosecución de la instancia 
cuando se llegue al convencimiento de la inocencia del reo; así, los 
Sinodos Toledano y Compostelano de 1565. Esta es también una de 
las características que le distinguen del Defensor del vínculo, quien 
está siempre obligado a concluir “pro validitate”, no así el Fiscal, 
que lo debe hacer siempre por el bien público, y éste puede aconse- 
jar la renuncia ce la acción cuando de proseguirla se impugnaria 
la misma justicia cuya defensa sostiene el Fiscal. 


e) El juez ante el libelo acusatorio 


Hemos insinuado anteriormente la posición del juez ante el de- 
creto del Ordinario; a él compete juzgar en el momento de la pre- 
sentación del libelo si a la introducción de la causa criminal han 
precedido las formalidades que el Derecho establece previamente 
a la instrucción del juicio; ahora preguntamos: ¿cuál ha de ser la 
posición del Fiscal ante el hecho del rechazo del libelo por parte 
del juez? 

Hemos de distinguir, supuesta la regulación específica de la ma- 
teria criminal en los cánones 1.954 y siguientes, las diversas razones 
por las cuales no se admite el libelo y que el juez está obligado a dar 
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al rechazarlo, como se ordena en el canon 1.709, $ 1. Si estas razones 
se refieren a los requisitos previos que el canon 1.954 preceptúa antes 
de introducir la causa, el Fiscal deberá recurrir al Ordinario, ya que 
es él quien debe cumplir dichas prescripciones previas al juicio; 
entonces, podrá objetarse: ¿cómo ha de interpretarse el canon 1.709, 
$ 3, que confiere al Fiscal el derecho de recurso al tribunal superior 
en el caso de rechazo del libelo? Entendemos que no obsta la pres- 
cripción de este canon al recurso al Ordinario cuando se trata del 
caso expuesto de rechazo del libelo por razones de inobservancia de 
los requisitos legales previos consignados en los cánones 1.954 y si- 
guientes en materia criminal; y la razón de esta afirmación está 
basada en la misma interpretación de las palabras del canon citado; 
la fórmula “integrum esse parti” denota facultad, no precepto; lue- 
go no cierra el recurso al Ordinario cuando lo aconseja y justifica 
la “subiecta materia”. 

Otra cosa diríamos cuando es el mismo Ordinario el juez que 
rechaza el libelo del Fiscal por juzgar, v. gr., que no se habían obser- 
vado los límites de su decreto o se habían desorbitado por el fiscal; 
entonces puede el Fiscal recurrir al tribunal superior, según faculta 
el canon citado. 

Mas si el rechazo del libelo es debido a otras razones que no sean 
las anteriormente expuestas, ha de concederse al Fiscal el derecho 
Ge recurso al tribunal superior, al cual pertenece moderar la disci- 
plina de los tribunales inferiores; sin negar que, dada la particula- 
ridad de este proceso criminal, todas las cuestiones que surjan en 
la introducción de la causa se solucionarán más fácilmente de acuer- 
do con el Ordinario. 


IV. (COMIENZO DEL JUICIO PROPIAMENTE DICHO 
a) La citación 


Introducida la causa con la presentación y admisión del libelo, 
¿podemos afirmar que dió comienzo el juicio? 

Ha sido una cuestión bastante debatida en el Derecho decretal 
y ante-decretal la determinación del momento y acto procesal con 
el que diera comienzo el juicio; aun hoy no todos están de acuerdo 
con relación a este punto. 

BARBOSA estima que el juicio está comenzado con la presentación 
del libelo, añadiendo después: “sed per citationem iudicium firma- 
tur”; es, pues, la citación, para él: ratificación y confirmación del 
juicio ya comenzado. Para FRANCISCO SANTI: libelo y citación son 
una misma cosa, aunque confiesa que pueden distinguirse y de hecho 
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el Derecho los distinguía, ya que el libelo mira más al actor y la 
citación al reo; y concluye: la citación, pues, es el comienzo del 
juicio. DEvorr: llama al libelo “primus aditus judicii”; pero como 
no es suficiente para provocar la litiscontestación, esto se verifica 
con la citación, y concluye: la 1.* citación es el comienzo del juicio. 

FERRARIS: “Primum est inchoatio causae per rei citationem”. 

Remicio Mascsat, sin embargo, opina que el juicio estricto Co- 
mienza con la litiscontestación, a la que llama “basis angularis to- 
tius iudicii”. 

Así opina también Vicror PICHLER, razonando su posición al 
decir que la citación es más bien el principio de la acción que se va 
a instruir, no del juicio estrictamente tal, que solamente tiene lugar 
en la afirmación de uno y la contradicción del otro ante el juez. 

VAN ESPEN llama a la citación el fundamento y el principio del 
orden judicial. 

WEISTNER: “Antes de la contestación del pleito no ha empezado 
eel juicio, porque antes de este acto procesal no puede decirse que 
alguien pida o instruya acción, sino que quiere pedir o instruirla.” 

Sin embargo, DANIELI Romano (Inst. canonicae civiles et crimi- 
nales) consigna expresamente: “Hoc (iudicium) vero proprie incipit 
a citatione”. 

LANCELLOTI se decide por la citación como comienzo del juicio 
estrictamente, e igualmente opinan PIRHING, GRATIOSI-UBERTI, GRA- 
'CIANO, ENGEL, CAMILLIS, MARTÍN DE AZPILCUETA. 

ARNOLDUS VINNIUS es quien ex profeso trata la cuestión en su 
obra Selectarum Quaestionum Iuris, capítulo V, página 25, llegando 
a la distinción entre juicio lato y juicio estricto, y opina que el juicio 
estricto da comienzo con la litiscontestación, y el lato con la cita- 
ción, que, para él, no es parte del juicio, sino un acto preparatorio 
del mismo. 

HUGUENIM se limita a decir que “citatio ad substantiam judicii 
spectat”. 

Sin embargo, el Obispo MURANO GAGLIARDO estima que el juicio 
criminal comienza con el libelo, y entre los efectos de la citación 
que enumera GASPARRO ROMERO pone en último lugar el que “in- 
choat iudicium". 

Para CAVALLARIO, la citación es el comienzo del juicio late dictum. 

PEDRO LEURENIO razona su opinión al explicar palabra por pala- 
bra una definición descriptiva que él da de la citación, denominán- 
dola acto preparatorio del juicio; preparatorio, dice, no porque esté 
fuera del número de los actos judiciales, sino porque precede a los 
restantes actos del juicio, ya que según los autores, añade, la cita- 
ción es el fundamento y el principio del juicio y del orden judicial.. 
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De igual manera opina ANDRÉS DE VAULX; el P. MURILLO VELARDE, 
que nos refiere la práctica española en la primera mitad del si- 
glo xvi, escribe que en España se citaba “transmitiendo el libelo 
acusatorio al reo”; opinando este autor español que es la litiscontes- 
tación el “initium iudicii” por su “basis, lapis angularis et funda- 
mentum”; llamando también a la citación acto preparatorio del 
juicio. 

Refiere AGUSTÍN BARBOSA la decisión de la Rota in Astoricensi 
según la cual “iudicium et instantiam incipere a litis contestatione 
quae in causis criminalibus tunc fieri dicitur quando reus accusa- 
tioni et culpae respondet”. 

REIFFENSTUEL hace una triple distinción señalando el comienzo 
del juicio “proprie dictum”, en la litiscontestación, aunque para 
algunos efectos, dice, unas veces empieza con la citación y alguna 
"vez con la presentación del libelo; esto no obsta para que al tratar 
expresamente de la citación consigne: “Citatio est principium ac 
fundamentum judicii seu prima pars eius". 

Anádase el argumento que algunos pretenden sacar del enun- 
ciado del canon 1.732, que dice asi: “Instantiae initium fit litis con- 
testatione”. 

¿Qué hemos de opinar ante la variedad de sentencias tan autori- 
zadas? Maxime cuando autores posteriores al Código, Nova, por 
ejemplo, afirman que el juicio comienza con la presentación del 
libelo, al que añade el P. CABREROS (B. A. C., nota al canon 1.955, 
«Cód. de D. Can., 5? ed., p. 726) la citación, y con ambos actos, afirma, 
«comienza el juicio. 

Nosotros estimamos que el acto procesal que dé comienzo al juicio 
estrictamente tal dependerá de cómo se conciba la naturaleza jurí- 
dica del proceso; cuando el proceso canónico fué considerado como 
“quaestio disceptanda”, concepto medieval, no es extraño que abun- 
«daran los autores que defendían que el comienzo del proceso era el 
comienzo de la “disceptatio”, la cual propiamente tiene lugar en la 
Jitiscontestación. 

Pero el proceso, que ya en el Derecho romano y en la tradición 
canónica suponía una relación jurídica entre partes y juez, y asi 
abundaban las definiciones de autores como REIFFENSTUEL, SCHMALZ- 
‘GRUEBER, como acto legítimo entre tres personas: actor, reo y juez, 
fué ilustrado y aceptado en este sentido por la doctrina procesalista 
«del siglo xix. 

Hoy, contra la posición de GoLpsmIT, que considera el proceso 
como una posición jurídica, se abre paso la tesis de la concepción 
del proceso como una relación jurídica, bien entre las partes entre sí, 
hipótesis de KOHLLER, bien entre juez y partes, como opina HELLWIG, 
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o bien entre partes entre sí y entre partes y juez, como más acerta- 
damente opinan Curovenpa y BULLOW. Por tanto, la relación jurídica. 
procesal no estará completa hasta que no haya recorrido todo el 
círculo de personas que intervienen en el proceso, y éste no habrá 
comenzado hasta que no se complete la relación jurídica procesal; 
y siendo la citación la que hace llegar el contacto jurídico del actor 
al reo por medio del juez, ella dará comienzo al juicio propiamente 
dicho. . 

Así, pues, nosotros conciliaríamos, o mejor explicaríamos las tres 
posiciones de los diversos autores con relación al comienzo del pro- 
ceso de esta manera: el libelo introduce la causa; la citación da 
comienzo al juicio, y la litiscontestación da comienzo al desarrollo 
de la instancia como fase distinta procesal a la introducción y co- 
mienzo del juicio; ya que este sentido y no otro puede tener en el 
canon antes citado a los efectos de interrupción de la instancia, que 
no puede interrumpirse antes de la litiscontestación, sencillamente 
porque hasta ese momento no comenzó a desarrollarse; así nos fa- 
culta a pensar la subjecta materia y contexto de dicho canon; y así 
opina también DELLA Rocca (Inst. de Der. procesal canónico) al afir- 
mar que “con la citación se realiza completamente la relación jurí- 
dica procesal”. 

Así, también, el Código de la Iglesia Oriental, en Motu Proprio 
Sollicitudinem nostram, en el canon 254, equivalente al 1.732, dice: 
“Instantia initium habet citatione" y si las palabras aducidas del 
canon 1.732 consignan que el comienzo de la instancia es la litis- 
contestación, reconoce, sin embargo, en el canon 1.837 que el juicio 
comienza con la citación. 


b) Naturaleza de la citación 


Entre los elementos que el proceso canónico tomó del Derecho 
romano está, sin duda alguna, la citación, que sustituyó a la “in ius. 
vocatio”, facultad concedida al actor de traer aun por la fuerza al 
reo ante el juez; los inconvenientes de esta “in ius vocatio” privada. 
fueron subsanados al sustituirse la acción privada del actor por la. 
intervención pública del juez que citaba. Aunque no existe título: 
especial en las Decretales sobre la citación, ciertamente existía en. 
las Pandectas y en el Código de Justiniano con el título “De in ius: 
vocando”, con la glosa de PauLus: “Vocare in ius est iuris experiundi. 
causa vocare". 

Siempre fué un principio inconcuso: que la citación era nece- 
saria por derecho natural y segün algunos autores, entre los cuales 
se cuenta REIFFENSTUEL, de derecho divino, segün aquellas palabras 
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del Señor en el Paraíso: “Adam, ubi es?”; no queriendo juzgarle sin 
antes citarle para oír su defensa. 

A este respecto me permito citar el votum número 36 de la Deci- 
sión Rotal en la Hispaniarum causa Generalatus ordinis Sancti Hiero- 
nimi de fecha 13 de diciembre de 1640, en el que dice expresamente: 
“Citationis nullitas est insanabilis et indispensabilis per Principem 
supremum"; diríamos nosotros a tenor del canon 1.711 que la in- 
existencia de la citación solamente puede sanarla la espontánea 
presentación del reo. 

EI derecho natural de defensa es, pues, el punto de arranque de 
la necesidad absoluta y de la obligatoriedad ce la citación y la 
causa por la que no puede sentenciarse sin oír al reo por nulidad 

_de la misma citación y de la consiguiente de los actos del proceso. 

LANCELLOTI (Inst. Can., tit. V, “De in ius vocando"): “Namque 
neque naturalis neque civilis ratio quemquam indefensum iudicari 
permittit." Y ANTONIUS MATTHAEUS (c. I, caus. 3, quaest. 9, et c. 13, 
caus. 3, q. 9): *Contra absentes proccedi non posse." 

De lo que existe un antecedente tan antiguo como el canon XXX 
y el canon V de los Concilios Cartaginenses IV y V, respectivamen- 
te, de los años 298 y 419, que dicen textualmente: “Deben guardar- 
se los jueces de la Iglesia de pronunciar sentencia, ausente aquel 
cuya causa se ventila; porque será irrita la sentencia.” 

El completísimo tratado de Citationibus, de PEDRO LEURENIO 
(ed. 1729), nos refiere las excepciones de casos en que se podía sen- 
tenciar sin citar, que reduce en sintesis a todos aquellos casos en 
que es imposible la defensa cuyo ejercicio o su posibilidad es la ra- 
zón de ser de la citación; casos que en parte ha retenido la legisla- 
ción actual en los cánones 1.718 y 1.721. 

El contenido esencial que requiere el canon 1.715 para la citación 
válida es exactamente el exigido en la legislación decretal; podemos 
reducir ese contenido “ad validitatem” en dos grandes apartados: 
1) el mandato del juez “ad comparendum”: nombre del juez, man- 
dato de comparecer, en lugar, día, hora, mes señalados; este apar- 
tado constituye el sector nuclear de la citación; y 2) la “editio actio- 
nis”: nombre y apellidos del actor y la “ratio petendi”. 

FELIPE DE ANGELIS enumera tres requisitos indispensables para 
que pueda considerarse verificada legítimamente la citación: 1) man- 
dato del juez; 2) ejecución por el alguacil; 3) relación hecha por el 
nuncio de haber ejecutado la citación, que ha reflejado el canon 1.722. 

Mas es facil colegir que todo cuanto de la citación tratan los cá- 
nones de la sección 1, adonde nos remite para el proceso criminal la 
legislación del mismo, se refiere singularmente a la citación en lo 
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contencioso, a lo cual hay que afiadir todo aquello que requiere 1a. 
materia criminal. 

En el canon 1.712, $ 1, se preceptúa que se una al decreto citato- 
rio el libelo introductorio, en nuestro caso el libelo acusatorio; grave 
problema que puede presentarse atendidas las actuales circunstan- 
cias, en las que no siempre el fuero eclesiástico goza del apoyo y 
compenetración del brazo secular. Al conocer el reo acusado de de- 
lito por el libelo acusatorio anejo a la citación todos los elementos 
personales y todas las pruebas y documentos de la acusación, puede: 
tomar de ahí motivo de querella por difamación ante el juez laico, 
razón por la cual el canon 2.148 provee que la causa de la remoción 
del párroco inamovible se haga por escrito o de palabra; oportuna. 
cautela para evitar la ocasión de injusta querella ante el magistra- 
do laico. 

Para el Cardenal Leca, la unión del libelo acusatorio al decreto 
citatorio ha de ir siempre condicionada a que de ello no se siga pe- 
ligro grave de frustrar el proceso o de delación civil del juez O acu- 
sador eclesiásticos; porque si esto se temiera, se podría, según los 
casos: o anunciar el contenido del libelo de una manera general, es 
decir, sin determinar en concreto ningún hecho; o, callando la acu- 
sación, citar “perentoriamente” para una audiencia determinada, 
anunciándole los graves efectos de la contumacia si no compareciera. 

Aparte la reverencia que se debe a tan alta autoridad procesalis- 
ta de la Iglesia, estimo que antes de salvar el proceso recurriendo a 
infracciones legales en el pleno derecho de defensa procesal, que hay 
que conceder al reo notificándole cuanto le es necesario conocer para 
la misma, si todas esas circunstancias expuestas por el Cardenal 
LEGA se dan o se temen fundadamente, opino que ha lugar al proce- 
dimiento “ex informata conscientia”, ya que se encuentra previsto: 
el caso en el canon 2.191, número 2, que autoriza este procedimiento 
en cuanto a los delitos públicos cuando concurren circunstancias ex- 
cepcionales que impiden el proceso ordinario. 

Mas como la única pena que por este procedimiento puede infli- 
girse es la suspensión “ab officio”, si el delito merece castigarse con 
otra pena que desorbita el proceso “ex informata conscientia”, y por 
otra parte, el proceso ordinario no puede instruirse, antes que recu- 
rrir a la derogación práctica que supone la infracción, en materia: 
procesal, del derecho de defensa, estimo que no queda otra solución 
que recurrir a los remedios disciplinares o administrativos. 

Arbitra el Cardenal Leca dos soluciones legales a este caso ex- 
tremo: o pedir la derogación parcial a la autoridad competente se- 
gún el canon 8l y 84, o el Ordinario, si procede a tenor del canon 81, 
conceder la dispensa para que en estas circunstancias excepcionales 
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no llegue al conocimiento del acusado lo que pudiera impedir el pro» 
ceso; mas, como él mismo observa, difícilmente prosperaría esta so- 
lución estando al medio el derecho natural de defensa; y por ello pro- 
pone la otra solución: recurrir a suministrar esas informaciones al 
abogado defensor del reo u otra persona que pueda defenderle efi- 
cazmente, previo juramento u otra cautela eficaz de no revelar el 
secreto al acusado ni a otra persona. Lo que nos parece tan deroga- 
torio de la ley de defensa del reo como la solución anterior. No nos 
queda otra solución, en este caso, que el procedimiento “ex infor- 
mata conscientia” o, si éste no procede, el recurso a los remedios 
extrajudiciales. 

Omitimos todo cuanto de común tiene la citación en lo. criminal 
con lo contencioso, por no ofrecer especial problema para nuestra 
ponencia en lo específico criminal. 

Réstanos, sin embargo, quedar consignado que la citación real o 
prendimiento del reo no ha subsistido en el Código, de la que aun 
queda un vestigio, no como citación y sí como un remedio de cau- 
tela, en el canon 1.957, que faculta al juez a decretar ciertas medidas 
de seguridad, como el decreto mandando al reo abandonar un lugar 
o parroquia determinada, o el retiro en un lugar señalado con vigi- 
lancia especial, si el juez estima que el acusado puede impedir por 
medios ilícitos el proceso. Conscientemente no hemos hecho referen- 
cia a esta provisión legal de la seguridad y tranquilidad del proceso 
al estudiar el problema que planteaba la inserción del libelo al de- 
creto citatorio, porque aquel caso se planteaba antes de la compa- 
recencia del reo y esta facultad del juez no puede ejercitarse antes 
de la comparecencia del acusado a tenor del mismo canon: “reo ci- 
tato et comparente vel contumace”; y entre la fecha de la notifica- 
ción de la citación y la de la comparecencia es cuando existía el pe- 
ligro de la frustración del proceso por parte del reo. 


V. LITISCONTESTACIÓN 


a) Antecedentes históricos 


La litiscontestación es de las instituciones procesales más anti- 
guas; romana, como la citación, era asimismo exigida y proyocada 
por la misma. 

En los tiempos del juicio formulario, cuando se introducía la cau- 
sa “in iure”, se citaban los testigos para presenciar la discusión ju- 
dicial, para poder deponer “in iudicio”; de ahí que había litiscon- 
testación cuando las partes contendientes “in ordinato iudicio" 
exclamaban “testes estote”. Así, el primitivo significado de este mo- 
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mento procesal fué aquella invocación de testigos hecha por las par- 
tes al fin de la discusión judicial hecha “in iure" o primer estadio 
del juicio; después vino a significar el mismo hecho realizado “in 
' iure” que los testigos probaban, si fuera necesario, “in iudicio"; a 
saber: la negación del reo. 

Derogada por Diocleciano la “iudicis datio” y celebrado todo el 

“proceso ante el Magistrado, no por ello desapareció la litiscontesta- 
ción, sino que continuó verificándose ante el mismo por la contra- 
diceión u oposición del reo a la “litis”. 

De igual modo continuó en el Derecho justinianeo, pero perfi- 
lándose más el carácter oral que ahora tiene en el proceso canónico; 
pues, después de la información recibida por el reo, con la entrega 
del libelo, el actor de nuevo ante el juez repetía “viva voce” su peti- 
ción y el reo respondía en igual forma a la petición del actor. Así se 
recibió en el Derecho decretal, definiéndola Gregorio IX: “Per pe- 
titionem in iure propositam et contradictionem obiectam.” 

Al introducirse el proceso sumario en el foro eclesiástico por el 
siglo xir y el proceso inquisitorio en lo criminal, la solemnidad y 
formalidad de la litiscontestación fué modificándose y restringién- 
dose, máxime al introducirse la escritura y realizarse asi también 
el acto de la litiscontestación, que, sin embargo, en nuestro Código 
ha retenido su oralidad, dentro de la prevalencia de la escritura en 
la mayor parte de los actos procesales. 


b) La litiscontestación en el proceso punitivo canónico 


El canon 1.959 nos remite de nuevo a los cánones correspondien- 
tes de la sección I, si no obsta, se sobreentiende, y asi se consigna ex- 
presamente en el Código Oriental, otra cosa, dada la naturaleza de 
lo criminal. Y efectivamente, dada la naturaleza de la causa crimi- 
nal, fué discutida en el proceso criminal de las Decretales la misma 
necesidad de la litiscontestación para la validez del proceso, la que, 
por otra parte, era tan necesaria en todo proceso contencioso, que, 
omitida, eran nulos todos los actos del proceso; exceptuándose de 
esta necesidad aquellas causas solamente para las que no se reque- 
ría libelo escrito y que SCHMALZGRUEBER reducía a sólo cuatro casos. 
Pero dada la naturaleza del proceso inquisitorio, forma autónoma 
de introducir una causa criminal en el Derecho decretal, y en que, 
si bien la fama hacía y suplía las veces de acusador, no existía en 
realidad actor con quien entablar la litiscontestación, se defendía 
comúnmente entre los autores que no era necesaria la litiscontes- 
tación en el juicio inquisitorio por la inexistencia de un actor defi- 
nido, pero sí en el acusatorio entre actor y reo; si bien en el inquisi- 
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torio era necesaria la interrogación del juez al reo, que hacía las ve- 
ces de litiscontestación. 

En nuestro Código se define la litiscontestación como “contra- 
dicción formal del reo a la petición del actor hecha delante del juez 
con ánimo de litigar”. 

Lo que ya nos demuestra que esta definición canónica, aunque en 
lo sustancial refleje toda litiscontestación, aun la criminal, fué es- 
tructurada con vistas al juicio contencioso, porque en las causas 
criminales no hay cuestión de litigio, sino de acusación, ni tampoco 
cuenta en ellas el “animus litigandi” del reo, de quien no depende 
el proceso, sino que éste puede seguirse aun “in convictum”, lo que 
constituye la base de la litiscontestación en el proceso punitivo. Ya 
que al no estar en poder del reo renunciar a la instancia judicial, 
como lo está en lo contencioso, síguese que el juicio puede seguirse 
aun con la reluctancia del acusado. Aun en este caso se da litiscon- 
testación, porque hay contradicción en acusador y reo, con la dife- 
rencia de que el ánimo de litigio no procede de la voluntad del acu- 
sado, sino de la naturaleza y necesidad pública de la acusación; y 
en este caso la contradicción de ambas partes acerca de la acusa- 
ción planteada constituye el objeto del juicio. Por tanto, en todo 
juicio, incluído el criminal, hay verdadera litiscontestación a tenor 
del canon 1.726 y singularmente en este proceso es donde puede te- 
ner máxima aplicación el enunciado del canon 1.727, que dice que 
para que haya verdadera litiscontestación no es necesaria solemni- 
dad especial, sino que basta que conste por los actos al juez cuál es 
la intención de uno y la oposición del otro. 

PELLEGRINI (en Praxis Criminalis), al proponerse la cuestión de 
la necesidad de la litiscontestación, opina que siempre es necesaria; 
aunque, -dice, sin las solemnidades que se requieren en lo contencio- 
so; es más: puede haber válida contestación sin la presencia del 
acusador, en cuya sustitución está su libelo acusatorio. Creemos, con 
WERNZ-VIDAL, que la litiscontestación, al ser fundamento de todo 
juicio, de tal manera es necesaria, que sin ella el proceso todo y la 
sentencia serían nulos; pero para su validez ni hace falta la presen- 
cia de las partes ni siquiera que la petición y la contradicción sean 
orales, con tal que el escrito en que se hagan los contenga clara y 
concretamente y se inserten en las actas; así parece cumplirse la 
sustancia de lo preceptuado en el canon 1.726, en el que lo sustan- 
cial se salva si consta al juez la cuestión de que se trata y “cuáles 
sean los términos de la controversia”. 

Pero una cosa es la validez de lo sustancial y otra muy distinta 
la forma prescrita, a veces tan necesaria; en el libelo existe y se 
contiene la acusación, más o menos determinada, a la que se pueden 
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añadir artículos o posiciones sobre las que interrogar al reo y testi- 
gos, pudiendo surgir nuevas modificaciones accidentales de la acu- 
sación o una nueva especie de delito para el que se necesitaría nue- 
va instancia y nuevo decreto del Ordinario; por lo mismo añade: 
WERNz: puede acontecer que en este acto procesal, entre el Promo- 
tor y el reo, con la aprobación del juez, se determine la fórmula del 
“dubium” bajo el cual ha de agitarse la causa; todo lo cual exige: 
la presencia de la parte acusadora; de otra manera no sabemos: 
cómo salvar el “comparentibus partibus” del canon 1.726. 

Por todas estas particularidades de la litiscontestación “in re 
criminali” nos parece bastante aceptable la definición que de la mis- 
ma da el P. NovaL (Comm. Iur. Can. “De Iudiciis"): “Un acto judi- 
cial que tiende a proporcionar al juez el conocimiento del delito y 
delicuente por la confesión del reo, y a éste, los medios de justa de- 
fensa por el conocimiento de cada uno de los hechos que se le impu- 
tan constitutivos de su delito y del que le denuncian como autor”; 
en este hecho, haya o no confesión del reo, está la base de la litis- 
contestación, y no en el ánimo del mismo de proseguir o no el jui- 
cio, que puede proseguirse aun “in convictum et confessum”. 

Y CORONATA, equivalentemente, dice lo mismo al opinar (en Inst. 
Iur. Can., t. III, “de Proccess.”, p. 470, ed. 4.7) que: “Tiene lugar en 
lo criminal la litiscontestación cuando el acusado o su defensor res- 
ponde “coram iudice” a las interrogaciones presentadas por el 
Fiscal.” 

No se puede prescindir de ella, escribe DELLA Rocca (Inst. de De- 
recho procesal canónico, tit. III, c. I, n. 89), ni en las causas conten- 
ciosas ni en las criminales; sin embargo, la sentencia Rotal coram 
Sebastianelli, “nullitatis matrimonii", de 28 de enero de 1919, sienta 
el siguiente principio: “En el juicio sumario en que suelen venti- 
larse causas matrimoniales no se requiere litiscontestación, pues con 
la acusación del impedimento y una vez oída la otra parte, ya está 
determinado el objeto del juicio.” Como puede fácilmente deducirse, 
se habla aquí de una litiscontestación solemne, no de una simple y 
esencial litiscontestación, que al expresar la sentencia rotal el co- 
nocimiento que el juez debe tener de la intención de ambas partes, 
ya existe aquella litiscontestación válida y mínima que se contie- 
ne en el canon 1.727. Lo que encontramos confirmado en otra sen- 
tencia rotal, Luganense, Iurium, de 5 de marzo de 1915, en donde 
no se niega la necesidad de la litiscontestación, sino la necesidad 
de fórmulas solemnes, definiéndose que el juicio es válido “dum- 
modo litigantes probe litis obiectum cognoverint et super litis objec- 
tum defensiones paraverint” (A. A. S., VII-[1915], 239 y ss.). 
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c) Cualidades de la litiscontestación 


A dos reduce el Cardenal Leca las cualidades de la litiscontes- 
tación: debe ser: completa en cuanto a suministrar al reo todo 
cuanto necesita saber para defenderse eficazmente, y tempestiva 
u oportuna en cuanto al momento procesal de verificarla. 

Para que sea completa ha de suministrar al acusado cada uno 
de los capítulos o artículos de la acusación; todos los argumentos, 
documentos O pruebas en que se basa la misma; pues sólo en este 
caso podra el reo defenderse eficazmente y el juez conocer si la acu- 
sación se probó o no; de no ser así, faltaría al juez, para decidir “ex 
actis et probatis”, parte tan esencial como es la impugnación y ex- 
cepciones a cada una de las pruebas contrarias; por ello, las pres- 
cripciones canónicas que confieren al inculpado amplísima libertad 
y medios para defenderse en lo contencioso, valen con más razón aún 
en lo criminal; y sería nuio el juicio ante la presentación de nueva 
prueba sin la concesión de tiempo conveniente al reo para conocerla 
e impugnarla (can. 1.861, $ 2). 

Pero, además, la litiscontestación ha de ser oportuna en cuanto 
al momento “a quo y ad quem”: es decir, que ha de verificarse en 
el momento en que el reo aun pueda defenderse; sería contra los de- 
rechos naturales de defensa, tantas veces invocados, en materia pro- 
cesal, diferir la contestación para esperar hayan desaparecido los 
medios de defensa de los que el reo pudiera usar al conocer el con- 
tenido del libelo. 

Ha de ser, por la misma razón, oportuna y suficiente en cuanto 
al término “ad quem” ce la dilación probatoria, con el fin de que 
sea suficiente para concebir y planear toda la defensa, pudiéndosele 
prorrogar dicho período dilatorio si él lo pide y hay razón para ello 
(can. 1.634, $ 2). 


d) Contestación del reo y sus efectos 


Ante el libelo acusatorio que el juez exhibe y las pruebas y do- 
cumentos que se le muestran, el acusado puede reaccionar de muy 
diversas maneras: o confiesa su delito y se ailana a la petición del 
Fiscal, o lo niega rotundamente, o exceptúa; en el primer caso, en 
que en lo contenciso no habría litiscontestación y, por tanto, ni 
juicio, no así en lo criminal, donde el bien público puede exigir aún 
continuar el proceso. Pero este caso de allanamiento del reo funda 
la posibilidad de gozar del beneficio de la reprensión judicial, si el 
delito no es de los exceptuados según el canon 1.948, y así lo estima. 
el Ordinario, a tenor del canon 1.950, quien puede, en este caso, sus- 
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pender el proceso hasta conocer los efectos de la reprensión. Hemos 
de notar, por nuestra parte, que no es el mismo derecho a tal bene- 
ficio de la reprensión judicial el que el reo pueda tener antes y des- 
pués de comenzado el juicio; ante la confesión del reo en el proceso 
inquisitorio, si el delito no es de los exceptuados de la reprensión, 
creemos que al reo no puede negársele, en conformidad con la fina- 
lidad de este remedio penal, medicinal y vindicativo a la vez, y de 
la fórmula “utatur” que emplea el canon 1.947; mas cuando la con- 
fesión no se produjo en el período inquisitorio y sí en cualquier es- 
tadio del proceso, siempre antes de la conclusión de la causa, el Or- 
.dinario “adhiberi potest" (1.950), el remedio de la reprensión; no se 
usa ya la fórmula “utatur”, aunque se remita al canon que la 
empleó, pero estimamos que solamente en cuanto a la condición 
previa de “si eidem locus sit”, lo que siempre se reserva al Ordina- 
rio, porque, en opinión de Novat (Com. Cod. I. Can., n. 785), en la 
sociedad eclesiástica, por ser religiosa, toca a los pastores de las 
almas, los Obispos, no a los jueces, mirar por el bien espiritual de 
toda la comunidad y de cada uno de los fieles, y, por tanto, son ellos 
los que han de determinar en cada uno de los casos de qué manera 
haya de proveerse a ambos fines. 

La confesión del reo no releva al Fiscal de la carga de la prueba 
(can. 1.751) que le impone el interés del bien público, que puede 
estar en oposición con el interés privado que el reo quisiera sacar 
de su confesión. 

Por último, los efectos de la litiscontestación, unos son procesa- 
les, y otros, sustanciales. 


Efectos procesales de la misma son: 1) La determinación con- 
creta del objeto del juicio en orden al contenido de la sentencia. 


2) El ser el fin del período introductorio y previo con la preclu- 
sión de excepciones dilatorias y perentorias “litis finitae” (cáno- 
nes 628/29). 


3) El ser el comienzo del período instructorio, en el que ambas 
partes coligen y preparan la prueba. 


4) Del momento de la litiscontestación se comienza a contar 
el bienio de primera instancia y el año de la apelación concedidos 
por el canon 1.620 para terminar el proceso. 


j 5) La facultad de mudar el contenido del libelo en las condi- 
ciones que señala el canon 1.731, ya anotamos no puede tener lugar 
en las causas criminales, porque implica una nueva figura de deli- 
to, para la cual hay necesidad de nuevo proceso. 
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Y como efecto sustancial, la litiscontestación hace cesar la bue- 
na fe en el poseedor de cosa ajena. 

Y todos los demás efectos que el Derecho decretal concedió a la 
litiscontestación han quedado en nuestro Código como efectos de la 
citación, lo que supone una razón más en favor de la opinión, ya la 
más común entre los autores, de que el juicio comienza con la ci- 
tación. 

JOSÉ RODRIGUEZ CRUZ 
Doctoral de Badajoz 
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I. CANONICOS 


RESEÑA JURIDICO-CANONICA 


EL AYUNO EUCARÍSTICO A TIPO HORARIO FIJO 


Días de júbilo universal fueron aquellos en los que apareció, se promulgó 
y comenzó a tener valor de ley común y exclusiva la Constitución Apostólica 
Christus Dominus, con la aneja Instrucción del Santo Oficio (1). Con sus seis 
Normas Generales—y pese a la realmente anacrónica terminología, más de 
una vez empleada en dicha Instrucción (2) —creábase la nueva figura jurídica: 
del ayuno eucarístico (Normas I-V), que abolía felizmente la ya existente des- 
de el siglo IV de la era cristiana, y, para colmo de bienes, nuevos y anchuro- 
sos cauces se abrían a las Misas vespertinas (Norma VI), que tantos frutos 
espirituales iban a dar, al hacer accesibles no sólo las iglesias, sino que también. 
el mismo Tabernáculo, a un número considerable de fieles, impedidos unos: 
física-o moralmente para asistir a las de la mañana, otros justamente deseosos. 
de coronar sus tareas y hasta sus honestas recreaciones vespertinas con la asis- 
tencia fiel y devota a la celebración del augusto sacrificio del Calvario. El 
mundo católico exultó de alegría. Teólogos y canonistas, cada cual desde su 
diverso punto de vista, rivalizaron en generosa y noble lid, con sus oportunos 
artículos, sus más o menos extensos comentarios, para poner al alcance de to- 
dos los fieles ambas innovaciones, tan oportunas y halagúeñas (3). 

(1) Apareció en el “Osservatore Romano” del 11 de enero de 1953 y fué promul- 


gada en el fasciculo 1, 16 de enero de 1953; comenzó a vigir, según determinación: 
especial, “a promulgationis die per Acta Apostolicae Sedis factae” (p. 24). 

(2) V. gr. “Constitutio Apostolica Christus Dominus... largitur quidem non paucas 
facultates ac dispensationes circa legis ieiunii eucharistici observantiam” (in Proem., 
p. 47). “Conditiones quibus quis dispensatione a lege ieiunii frui possit, etc.” (p. 48). 
No se trataba, ni mucho menos, de una dispensa, sino de una nueva figura juridica 
del ayuno, que hasta entonces coincidía con el naturale, inde a media nocte servam- 
dum y que ahora ya no coincidía, pues por lo menos el agua natural no lo quebran-. 
taba. La palabra. dispensationes era un verdadero anacronismo. NT véase lo que sobre 
el particular escribió en las páginas de esta misma REVISTA el R. P. FIDEL DE PAMPLO- 
NA, 0. F. M. C.: Nueva Asegura sobre el ayuno eucarístico, I. (enero- abril, 1953), 


páginas. 193-236. 
-(3) Citemos, a modo A ejemplo, CASTELLANO, M.: La- nuova disciplina del digiuno 
eucaristico e.delle Messe vespertine, “Bollettino. del Clero Romano" (1954); HURTH, 
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Poco tiempo bastó, sin embargo, para llegar a convencerse de que esas 
dos nuevas figuras jurídicas, ayuno eucaristico, Misas vespertinas, en el texto 
legal aparecían revestidas con un ropaje excesivamente pesante y complejo. La 
misma norma fundamental, creadora del nuevo tipo de ayuno, aquam, scilicet, 
naturalem Eucharisticum ieiunium non frangere (Norma 1), más bien que acla- 
rada, fué materialmente sofocada por un sinnúmero de controversias—CASTE- 
LLANO-BoscHI—originadas—joh dolor! —por la realmente poco feliz expre- 
sión usada más de una vez en la aneja Instrucción del Santo Oficio: «aqua 
naturalis (idest, sine ulla cuiuslibet elementi adiectione) amplius non frangit 
ieiunium eucharisticum». Si en vez de esta peregrina descripción se hubiera 
tenido presente la tradicional, recogida por el Angélico Maestro, «aqua natu- 
ralis est illa quam mater natura praebet», ni siquiera se hubiera suscitado la 
cuestión de las aguas minerales, ni el mismo Santo Oficio se hubiera visto 
obligado a dar la declaración de que aún seguía siendo agua natural la que, 
por fines higiénicos, sobre todo en las grandes poblaciones, estaba purificada 
con la mezcla de algunos elementos químicos desinfectantes. 


Y nada digamos de la famosa distinción entre bebidas alcohólicas, permiti- 
das congrua moderatione inter mensam suetas (v. gr., vinum, cerevisiam, etc.) 
y licores, no permitidos: exclusis quidem liquoribus. Distinción que para los 
pueblos latinos nada les decía, generalmente hablando, pero que, en cambio, 
para los sajones y otros norteños, harto acostumbrados a sus 107sk7s, les parecía 
una prohibición incomprensible. ¡Y hasta amenazó con convertir nuestras es- 
peculativas cátedras de Derecho en otros tantos laboratorios de ciencias y análi- 
sis químicos, en ávida búsqueda de una distinción que no parecía ni aun parece 
clara! Y nada digamos tampoco del tan discutido confessarius, puesto en es- 
cena por la referida aneja Instrucción (nn. 2 y 11, pp. 48 y 49), ni de su in- 
tervención, en más de un caso prácticamente imposible, ni de la manera de 
dar ese prudens consilium, por carta, por teléfono, por terceras personas. Ni 
hablemos tampoco del incommodum subiectivum, a primera vista evidente, 
pero requerido expresamente y con machacona insistencia, para los enfermos 
y para los christifideles (Normas II y V, nn. 1 y 9), pero silenciado para los 


F., S. I.: De nova disciplina ieiunii eucharistici, Edizioni della Pontificia Università- 
Gregoriana (Roma, 1954); VERHAMME, A.: De ieiunio eucharistico, “Collectiones Bru- 
genses” (1953); ONCLIN, G.: La nouvelle legislation sur le jeûne eucharistique, “Ephe- 
merides theol. Lovanienses” (1953); FANFANI, L., en “Palestra del Clero” (1953); 
LEITE, A.: A nova disciplina do jejum eucaristico, “Boteria” (1953); REGATILLO, F.: El 
ayuno eucarístico, “Sal Terrae” (1953); Genicot, J.: The eucharistic Fast, en “The 
Clergy Monthly" (1953); Luzzerri: La nuova legislazione sul digiuno eucaristico. 
"Scuola Cattolica” (1953); Forp: J. C., S. I.: The new Eucharistic Legislation 
(N. Y., P. J. Kenedy and Sons, 1953), omitiendo, por bien conocidos, nuestros escri- 
tores GORDON, S. L; FIDEL DE PAMPLONA, DE ANTONANA, PEINADOR, ORMAZABAL, etc. 


— 376 — 


RESEÑA JURIDICO-CANONICA 


sacerdotes (Norma IIT, nn. 4-6). Teniendo presente el bien conocido principio 
de interpretación, legislator quod voluit dixit, quod noluit tacuit, se tenia que 
llegar a la conclusión: para los primeros (fieles y enfermos) requiritur, quia 
expresse dicitur, para los segundos (sacerdotes in illis versantes adiunctis) non 
requiritur, quia siletur. No faltaron autores, sin embargo, que dijeran: quia 
de dispensatione agitur (2), pro omnibus requiritur! 

Inconvenientes tan graves como éstos no podían pasar desapercibidos al 
genial y providencial autor de esa nueva legislación, el Padre Santo Pío XII, 
felizmente reinante, quien, consciente de su misión apostólica y de sus poderes, 
adecuados a la misma, no vaciló ni por un momento en borrar de un plumazo 
lo viejo y aviejado, con la fundada esperanza de un porvenir más provechoso 
para la salvación y santificación de las almas. De ahí el Motu proprio intitu- 
lado Sacram Communionem, que aparecía en el «Osservatore Romano» el día 
23 de marzo de este año de gracia de 1957 y comenzaba a vigir «a die vige- 
simo quinto mensis Martii, in festo Annuntiationis Beatae Mariae Virgi- 
nis» (4). Ese Motu proprio había sido dado con fecha «die XIX mensis Mar- 
tii, in festo S. loseph, Ecclesiae universalis Patroni, anno MDCCCCLVII, 
Pontificatus Nostri undevigesimo» (5). 

Nada en verdad más oportuno—visto lo que acabamos de decir—ni nada 
más sencillo y asequible, notas éstas que, a nuestro humilde entender, carac- 
terizan felizmente la actual legislación acerca del ayuno eucarístico. Este será 
a tipo horario fijo, y las misas vespertinas podrán permitirse «quotidie», con 
tal que el «bonum spirituale notabilis partis christifidelium id postulet» (6). 

Ninguna distinción entre celebrantes y fieles, ni entre Misas de la mañana 
y Misas de la tarde, mi Misas nocturnas. Para todos y en todos los casos, 
por lo que toca ad cibum et potationes alcoholicas, regirá un solo ayuno, y por 
cierto que a base de un horario fijo: tres horas. «Tempus ieiunti eucharistici 
servandi a sacerdotibus ante Missam et a christifidelibus ante sacram commu- 
nionem, horis sive antemeridianis sive postmeridianis, limitatur ad tres horas 
quoad cibum solidum et potum alcoholicum» (7). Por lo que toca a todos los 
otros líquidos, que no sean alcohólicos, el horario fijo será de wna hora. El 
agua, cualquiera que ella fuere, sin distinción entre natural o artificial y en 
cualquier momento que se tomare, no quebrantará ese ayuno. «Aquae sumptio- 
ne ieiunium non frangitur.» í 

Tres horas, pues, para las comidas y las bebidas alcohólicas; una para las 
bebidas restantes; el agua en ningún momento quebranta el ayuno eucarísti- 


(4) Cfr. A. A. S, an. et vol. XLIX, n. 4 (17 aprilis 1957), p. 178. 
(5) Ibidem. 

(6) Ibidem, n. 1. 

(1) Ibidem mn. 2. 
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co. Esto lo entiende cualquiera que entienda los términos de la proposición : 
tres horas, una hora, comidas, bebidas alcohólicas, bebidas no alcohólicas. 
agua. 

Ninguna distinción tampoco, decíamos, entre Misas y Misas. Unificación 
ésta de importantísimo valor exegético y de una utilidad realmente admira- 
ble. Vigen en nuestra actual legislación los siguientes tipos de Misas: el tra- 
dicional de las mañanas (matutinae), el muevo de las de tarde (vespertinae), 
el novisimo del Triduo de la Semana Santa (que pueden ser matutinas, vespet- 
tinas y nocturnas), el antiquísimo de las nocturnas en el día de Navidad (noc- 
turnae), en el que juntamente con el nacimiento temporal de Nuestro Divino: 
Redentor celebramos la aparición de la Luz y de la Verdad en el medio de 
la noche tristisima del paganismo (8). 

Estos diversos tipos de Misas—y conste que hablamos sólo de las contem- 
pladas en la legislación común universal —creaban en verdad un grave pro- 
blema exegético, pues, por ejemplo, para las Misas matutinas del Viernes 
Santo no era tan claro el tipo de ayuno que debía observarse. Este problema 
ha quedado definitivamente zanjado al establecer el legislador un tipo único de: 
ayuno, a base de horario fijo, para todas las Misas. «leiunium eucharisticum 
per tempus supradictum—en el número 1—servare tenentur etíam qui Missam 
celebrant vel sacram Communionem recipiunt media nocte aut primis diei bo- 
ris» (9). 

Para los enfermos, en fin, tan queridos y hasta muy justamente mimados 
por el Padre Santo, tan necesitados, además, del auxilio de la gracia de Dios 
por su triste estado e incluso por la incomprensión harto frecuente de los hom- 
bres, sustancialmente quedaron firmes y en pie todas las facultades y facilida- 
des que les habían concedido la Norma II de la Christus Dominus y el nú- 
mero 1 de la aneja Instrucción del Santo Oficio, suprimidas, y muy oportuno- 
mente, las complicadas formalidades del ¿ncommodum subiectivum y del pru- 
dens consilium confessarii, que el legislador, en este nuevo Documento, con: 
su silencio, evidentemente echó por la borda. «Infirmi—leemos en el nüme- 
to á—quamvis non decumbant, potum non alcobolicum et veras ac proprias 
medicinas, sive liquidas sive solidas, ante Missae celebrationem vel Euchatis- 
tiae receptionem sine temporis limite sumere possunt.» 

Injustos seríamos, sin embargo—a quo liberet nos Deus nosterl—, si en 
el momento de comunicar a nuestros lectores la cesación de la legislación has- 
ta ahora vigente y el nacimiento de la nueva, no tuviéramos unas palabras de 


(8) Véase lo que escribimos sobre el particular en el segundo artículo sobre el 
Recens Generale Decretum Maxima redemptionis nostrae mysteria, “Angelicum”, 
vcl XXXIII, fasc. 4, 422-423. 


OSAA Sa vol cit n: 95 D- 178; 
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admiración y aun de gratitud para la Christus Dominus y la aneja Instrucción: 
del Santo Oficio. Con todos sus muy explicables defectos, que más bien qui- 
siéramos llamar fatales inexperiencias, y que al principio hemos señalado, am~- 
bos Documentos Pontificios tuvieron el no pequeño valor y aun coraje para 
arremeter, lanza en ristre, contra la antigua figura jurídica del ayuno euca- 
rístico y la posterior de las Misas exclusivas de la mañana, figuras e institu-- 
ciones jurídicas que tenían a su favor indiscutibles méritos históricos y ex- 
presaban la condición social y hasta si se quiere religiosa de pretéritas eda- 
des, pero que no encajaban, ni mucho menos, con la presente, de configu- 
ración social, organizativa, sanitaria, política, etc., harto distinta de las pre- 
cedentes. ¡A necesidades nuevas, remedios nuevos! Tal fué la idea clara y- 
providencial inspiradora de esos dos históricos y realmente audaces documen- 
tos. A ambos Documentos—Christus Dominus y aneja Instrucción —débense,. 
además, las líneas maestras de esta novísima legislación. Las Misas vesperti- 
nas, en efecto, fueron creadas, o, si miramos hacia la Historia, restauradas por 
la Norma VI y los números 12-16 de la Instrucción; la Sacram Communionem 
no hizo otra cosa que ampliarlas, extendiéndolas, si necesarias, a todos los. 
días. El ayuno eucarístico a tipo horario fijo—tres horas antes quod solidum. 
et potus alcoholicos, una quoad caetera liquida, el agua en ningún momento. 
quebranta dicho ayuno—creación fué también de esa legislación precedente 
(Normas VI, III, V y I). 

No humillada ni preterida, sino, al contrario, altamente orgullosa de ha- 
ber preparado un mejor porvenir, de haber cumplido su difícil misión histó- 
rico-jurídica, el día 25 de marzo la Christus Dominus se retiraba, cediendo el 
puesto de combate a la Sacram Communionem. 


POR LOS FUEROS DE LA AUTÉNTICA CONCELEBRACIÓN 
Eri 
Rara pareció, por lo menos en un primer momento, a muchos canonistas.- 
la respuesta dada por la Suprema Sagrada Congregación del Santo Oficio en 
data 23 de mayo de este año, acerca de la concelebración (10). Y no precisa- 
mente por ella, en sí misma considerada, y que no podía ser otra que la que 
se dió, vistos los términos en los que se había fijado el dubium, sino que más 
bien por lo que supone y deja entrever la pregunta propuesta. Conocidas son 
de todos, teólogos, canonistas, liturgistas, las diversas especies de concelebra- 
ción. Hay, en efecto, una llamada litúrgica, en la que los varios ministros que 
intervienen cumplen cada cual su propio oficio, y de esta manera todos juntos, 
desde los monaguillos hasta el preste, concelebran. Sigue la llamada ceremo~ 


(10) Cfr. “Osservatore Romano”, 25 maggio (1957). 
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nial, cuya característica está en que los concelebrantes, todos sacerdotes, al 
llegar el momento decisivo de la consagración silent, pronunciando las pala- 
bras sólo el celebrante. Y hay, en fin, la encarística—stricte talis—, que con- 
siste en que varios sacerdotes ofrezcan el sacrificio del Altar todos juntos, re- 
citando simultáneamente las palabras de la consagración sobre una sola ma- 
teria. De este tipo de concelebración—stricte talis—se ocupa exclusivamente 
el canon 803 del Codex Iuris Canonici. Y precisamente el fallo, no poco gra- 
ve, de la pregunta consistía en la negación del elemento específico de esa con- 
celebración eucarística: la prolatio verborum consecrationis. 

He aquí, efectivamente, los términos de la pregunta: «an plures sacerdo- 
tes valide Missae sacrificium concelebrent, si unus tantum eorum verba... (con- 
secrationis) super panem et vinum proferat, caeteri vero verba Domini non 
proferant (!), sed, celebrante sciente et consentiente, intentionem habeant et 
manifestent sua faciendi verba et actiones eiusdem». La respuesta, dados los 
términos confusos y contradictorios en que se proponía la cuestión, no podía 
ser otra que la.. siguiente: «Feria IV, die 8 maii 1957, Em.mi ac Rev.mi 
DD. Cardinales, rebus fidei et morum tutandis praepositi, praehabito Consul- 
torum voto, proposito dubio responderi decreverunt: negative». Añadiendo 
inmediatamente la razón: «nam, ex institutione Christi, 7//e solus valide cele- 
brat, qui verba consecratoria pronuntiat». 

A los cronistas, la tarea, que no juzgamos difícil, de averiguar el origen 
histórico y geográfico de tan peregrinas ocurrencias. A nosotros nos basta con 
afirmar que, para la concelebración eucaristica, no es suficiente—aunque sea 
necesaria—la sola intención, aun incluso manifestada y pactada, de concele- 
brar. Se requiere, y por cierto «ex institutione Christi», verba consecratoria 
pronuntiare. Es decir, el sacrificium offerre, que exige algo más, o para el 
que no basta solamente esa inventada, por no decir soñada, intención de con- 


celebrar, pronunciando uno solo las palabras en nombre y delegación de los 
restantes. 


Los TRIBUNALES ECLESIÁSTICOS DE FILIPINAS 
PARA LAS CAUSAS MATRIMONIALES 


Con fecha 31 de diciembre de 1956, y trámite la competente Sagrada Con- 
gregación de Sacramentos, el Padre Santo, felizmente reinante, se compla- 
cía en acoger y ejecutar las súplicas que el Episcopado filipino, reunido en su- 
último Concilio plenario, en Manila, le dirigía, tocantes a la organización de 
los tribunales eclesiásticos competentes para entender en las causas matrimo- 
niales de nulidad y perfeccionando, de esta manera, cuanto la misma Sagrada 
Congregación de Sacramentos había establecido, en su Decreto del 20 de di- 


ó 
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ciembre de 1940, a favor de aquellas remotas y hermosas Islas, antiguo flo- 
rón de nuestra Corona, espiritualmente—la auténtica hispanidad —pedazo vivo 
y latente de las entrañas de la madre Patria, España. 


En virtud de esta particular legislación, integrada por un Decretum, con 
seis disposiciones generales, y unas Normae «pro exequendo Decreto», con 
un total de 21 artículos, el tribunal competente en primera instancia será no 
precisamente el diocesano, sino el «provinciale in Sede Metropolitana consti- 
tutumy (11); en grado de apelación el «Superius ad causas matrimoniales trac- 
tandas in secunda instantia pro tota Republica, Manilae constitutum», con la 
muy justa salvedad «incolumi semper facultate provocandi ad Sacram Roma- 
nam Rotam», a tenor del canon 1.599, $ 1, y con esta nota particular: «cons- 
titutum—este Tribunal szperzzs—sub auctoritate Sacrae huius Congregationis, 
quae repraesentatur per Exc.mum Nuntium Apostolicum pro tempore» (12). 
Tribunal Superior, evidentemente, sz generis, ya por su especial inmediata 
dependencia de la Sagrada Congregación de Sacramentos, ya también por la 
intervención en el mismo del Nuncio Apostólico, cual representante de dicha 
Sagrada Congregación. 


En conformidad con esta especial configuración que se ha dado a estos 
tribunales de primera y segunda instancia, los Oficiales, Viceoficiales, jueces, 
promotores de justicia, defensores del Vínculo y demás ministros, para los 
primeros «deligendi et constituendi sunt ad definitum tempus ab Ordinariis 
dioecesium uniuscuiusque provinciae ecclesiasticae in Coetu Provinciali»; para 
el segundo, los candidatos para los oficios mayores han de ser propuestos a 
la Sagrada Congregación por todo el Episcopado filipino, reunido en Se- 
sión General, bajo la presidencia del excelentísimo señor Nuncio Apostólico; 
los candidatos para los otros oficios «nominabuntur a praedicto Coetu Gene- 
rali» (13). 

Los 21 artículos siguientes no hacen más que precisar esas dos figuras ju- 
rídicas, tan especiales, de las dos clases de tribunales matrimoniales filipinos, 
figuras interesantes, en verdad, especialmente la segunda, dada la dependen- 
cia inmediata de la Sagrada Congregación de Sacramentos y aún más todavía 
la intervención que se le asigna al excelentísimo Nuncio Apostólico. Al cerrar 
este Decretum, la Sagrada Congregación de Sacramentos añade: Ss.mus D.nus 
Noster Pius Divina Providentia PP. XII haec statuit, non obstantibus quibus- 
libet in contrarium facientibus, licet speciali mentione dignis» (14). 


(11) Cfr A. A Syan. et vol XLIX (27 martii, 1957), n. 3, p. 164. 
(12) Ibidem, n. II. 
(13) Ibidem, n. III. 
GT l oidem, N. VI: 
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ACTIVIDAD JUDICIAL DEL TRIBUNAL DEL 
VICARIATO DE ROMA 


Una de las acusaciones más frecuentes contra los tribunales eclesiásticos; 
es la lentitud con que tratan y resuelven las causas matrimoniales. ¿Impacien- 
cia? ¿Lamentable y penoso estado espiritual en que se encuentran esas pobres 
almas? ¿Encallecimiento de las conciencias de algunos, que ya no comulgan. 
con las ideas del Apóstol: «quis infirmatur et ego non infirmor?» Más que. 
una respuesta a tan delicada pregunta, preferimos dar un ejemplo histórico, 
que demuestra que esa acusación, por lo menos en algunos casos, es injusta.. 
Nos referimos al ejemplo que nos ha dado el tribunal del Vicariato de Roma, 
en su doble sección de primera instancia y de apelación, en el ejercicio judi- 


cial del año 1956. Ahí van las cifras, que tomamos de un informe oficioso. 


que cayó en nuestras manos, junto con una carta que el Padre Santo se dignó 
escribir al reverendísimo monseñor Marcelo Magliocchetti, Oficial del tribu- 
nal, alabando y bendiciendo esta actividad. 

Número total de causas matrimoniales presentadas en el año 1953, 385; 
en el 1954, 384; en el 1955, 525; en el 1956, 614, de las cuales 436 ante 
el tribunal de primera instancia y 178 ante el de apelación. Sentencias emiti- 
das: en el año 1955, 122; en el 1956, 182, de las cuales 105 por el tribunal 
de primera instancia y 77 por el de apelación. De las 105 del primer tribunal 
fueron: afirmativas, 57; negativas, 48; de las 77 del segundo: afirmativas, 51;. 
negativas, 26. 

A estas cifras hay que añadir las de la actividad administrativa, encabe- 
zada por 13.584 procesículos prematrimoniales, 4.200 declaraciones de statu. 
libero contrahentium, 410 súplicas de dispensa a las Sagradas Congregacio- 
nes del Santo Oficio y de Sacramentos, 10.200 certificados de confirmación.. 
La Sagrada Congregación de Sacramentos, según nos consta de muy buena. 
tinta, ha despachado, en ese mismo año, un total de seiscientas y pico de 
Causas. 

Dunque—concluiremos, vistos estos botones de muestra y usando una fra- 
se repetida por estas latitudes—pare che a Roma si lavori! 


S. ALVAREZ-MENENDEZ, O. P. 


Del Supremo de la Signatura Apostólica. 
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ll. ESTATALES 


RESEÑA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


A) LEGISLACION 


Il. MATRIMONIO 


1. La inscripción del matrimonio canónico.—La nueva Ley sobre el Re- 
gistro Civil de 8 de junio de 1957 (1) ha recogido en su articulado las dis- 
posiciones contenidas en el Concordato de 1953 acerca de la inscripción en 
el Registro Civil del matrimonio canónico (2). La eficacia civil del matrimonio 
canónico queda regulada en la siguiente forma: 


a) Valor de la inscripción. La inscripción hace fe del acto del matrimo- 
nio y de la fecha, lugar y hora de la celebración (art. 69). 


continuación de esta RESEÑA se recogen 


O BOE? de 10 de junio de. 1951..A 
e más interés para el estudioso del Derecho 


textualmente los articulos de esta ley d 
canónico. 

(2) Protocolo del Concordato de 27 de agosto de 1953 en relación con el artículo 23, 
apartado A): “Para el reconocimiento, por parte del Estado, ae los efectos civiles del 
matrimonio canónico, será suficiente que el acta del matrimonio sea transcrita en el 
Registro Civil correspondiente. 

Esta inscripción se seguirá llevando a cabo como en el momento presente. No obs- 
tante, quedan convenidos los siguientes extremos: 

1. En ningún caso la presencia del funcionario del Estado en la celebración del 
matrimonio canónico será considerada condición necesaria para el reconocimiento de 
sus efectos civiles. 

2. La inscripción de un matrimonio canónico que no haya sido anotado en el Re- 
gistro inmediatamente después de su celebración podrá siempre efectuarse a requeri- 
miento de cualquiera de las partes o de cualquiera que tenga un interés legítimo 
en elia. j 

A tal fin, será suficiente la presentación en las oficinas del Registro Civil de una 
copia auténtica del acta de matrimonio extendida por el Párroco en cuya parroquia 
aquél se haya celebrado. 

La citada inscripción será comunicada al Párroco competente por el encargado del 


Registro Civil. WON 
3. La muerte de uno o ambos cónyuges no será obstáculo para efectuar dicha 
inscripción. 


4. Se entiende que los efectos civiles de un matrimonio debidamente transcrito 
regirán a partir de la fecha de la celebración canónica de dicho matrimonio. Sin em- 
bargo, cuando la inscripción del matrimonio sea solicitada una vez transcurridos los 
cinco días de su celebración, dicha inscripción no perjudicará los derechos adquiridos 
legítimamente por terceras personas.” 
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b) Efectos del matrimonio canónico. Los efectos civiles del matrimonio 
canónico... se producirán desde la celebración. Para que los efectos sean reco- 
nocidos bastará la inscripción del matrimonio, con la limitación de los dere- 
chos legítimamente adquiridos por terceras personas para el caso de la inscrip- 
ción tardía (art. 70). 

c) Obligatoriedad de la inscripción. Están obligados a promover la ins- 
cripción del matrimonio los propios contrayentes mediante la notificación por 
escrito al encargado del Registro, con veinticuatro horas de anticipación, como 
mínimo, del día, hora y lugar de la celebración. Para acreditar el cumplimiento 
de esta obligación, el encargado dará recibo de dicho aviso (art. 71). 

Los que contrajeren matrimonio «in articulo mortis» podrán dar aviso al 
encargado del Registro en cualquier instante anterior a la celebración y acre- 
ditar de cualquier manera que cumplieron este deber (art. 72). 

d) Plazos para la inscripción. Según el momento de la inscripción se 
puede hablar, con base en la Ley, de dos supuestos: 1.2, Inscripción inmediata, 
cuando, habiéndose notificado por escrito al encargado del Registro la cele- 
bración del matrimonio, aquél asiste por sí o por delegado al acto de celebra- 
ción. La asistencia del funcionario sólo se exige al efecto de verificar la in- 
mediata transcripción (art. 71). 2.2, Inscripción tardía. La inscripción podrá 
hacerse en cualquier momento, aunque hubieran fallecido los contrayentes, a 
petición de cualquier interesado (art. 71); pero cuando la inscripción haya sido 
solicitada transcurridos cinco días, no perjudicará los derechos legítimamente 
adquiridos por terceras personas (art. 70). 

e) Tramitación. En el supuesto normal de la inscripción inmediata no 
son necesarios otros requisitos. 

En el caso de la inscripción tardía bastará la simple presentación de copia 
auténtica del acta sacramental o de certificación eclesiástica acreditativa del 
matrimonio. La inscripción deberá ser comunicada al párroco (art. 71). 

f) Anotación de matrimonios. A petición del interesado o del Ministe- 
rio fiscal se anotarán: 1.2 el matrimonio canónico contraído «in articulo mor- 
tis» o sólo ante testigos, en tanto no se certifique canónicamente su existencia; 
2.2, el matrimonio civil, mientras no se acredite debidamente que ambos con- 


trayentes no profesan la religión católica o la libertad de los mismos por in- 
existencia de impedimentos (art. 80). 


2. Inscripción del matrimonio de conciencia.—La misma Ley del Regis- 
tro Civil, con espíritu más casuísta que el Concordato, ha previsto otros su- 
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puestos de celebración de matrimonio canónico, como el matrimonio «in ar- 
tículo mortis» o ante testigos, ya aludidos, y el matrimonio de conciencia. Esta 


forma especial de celebración queda sometida a las siguientes mormas espe- 
ciales: 


a) El matrimonio secreto de conciencia celebrado ante la Iglesia no ori- 
gina la obligación de avisar por anticipado al encargado del Registro Civil ni 
la necesidad de que éste asista a la celebración (art. 72). 


b) Los efectos civiles del matrimonio de conciencia están condicionados 
a su inscripción en el Libro Especial de matrimonios secretos, del Registro 
Central, pero no perjudicarán los derechos legítimamente adquiridos por ter- 
ceras personas, sino desde su publicación en el Registro Civil (arts. 70 y 78). 

c) La publicación del matrimonio secreto se hace mediante el traslado 
de la inscripción al Registro Civil correspondiente, y podrá ser solicitada por 
ambos contrayentes de común acuerdo, por el cónyuge sobreviviente y por el 
Ordinario en los casos en que cesa para él la obligación canónica del secre: 
to (art. 79). 


3. Inscripción de sentencias canónicas.—La Ley sobre el Registro Civil 
de 8 de junio de 1957 contiene disposiciones referentes a la inscripción de 
sentencias y resoluciones canónicas; una de ellas tiene carácter general, otra 
se refiere especialmente a sentencias en materia matrimonial: 

a) A petición del Ministerio fiscal o de cualquier interesado se anotará, 
con valor simplemente informativo y con expresión de sus circunstancias..., la 
sentencia o resolución canónica cuya ejecución, en cuanto a efectos civiles, no: 
haya sido decretada aún por el Tribunal correspondiente (art. 38). 

b) Las sentencias y resoluciones sobre validez, nulidad o separación del 
matrimonio y cuantos actos pongan término a éste, se inscribiran al margen 
de la inscripción de matrimonio (art. 76). 


II. ENSEÑANZA 


4. Porcentaje de alumnos gratuitos externos en los centros docentes.—De 
nuevo vuelve el Ministerio de Educación Nacional a dictar una disposición que 
asegure un determinado porcentaje de gratuidad en la enseñanza. En efecto, 
por la orden de 3 de junio del año en curso (4) se preceptúa que los centros 
docentes no estatales de cualquier grado de enseñanza, que estén legalmente 
reconocidos o que reciban subvenciones o autorizaciones especiales del Minis- 


(4) “B. O. E.” de 13 de junio de 1957. 
OS on 
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terio, deberán admitir un número de alumnos gratuitos externos que equival- 
ga a un determinado porcentaje, que en cada caso señala. 


Este porcentaje es del 12 por 100 en los centros de Enseñanza Superior 
Universitaria y Técnica, los de Enseñanza Técnica de grado medio, colegios 
reconocidos superiores de Enseñanza Media, centros de Enseñanza Laboral y 
escuelas no estatales reconocidas y escuelas de Patronato de Enseñanza Media; 
del 8 por 100, en los colegios reconocidos elementales y colegios autorizados 
superiores de Enseñanza Media y escuelas autorizadas de Enseñanza Primaria; 
del 5 por 100, en los colegios autorizados elementales de Enseñanza Media, 
y de la totalidad de los alumnos en las escuelas subvencionadas de Enseñanza 
Primaria. Para los centros de enseñanza por correspondencia se fija idéntico 
porcentaje que para los centros de Enseñanza Media. 


Para los centros ya declarados, o que se declaren en lo sucesivo, acogidos 
al régimen de interés social y que hayan comenzado a disfrutar de las venta- 
jas correspondientes establecidas por la Ley de 15 de julio de 1954, también 
fija un porcentaje como mínimo de alumnos gratuitos externos, que corres- 
ponde, respectivamente, al 15, 13 y 10 por 100 de los que a igual clase se le 
fijan anteriormente el 12,8 y 5 por 100. 


Permite, sin embargo, la orden reseñada que cuando una misma institu- 
ción tenga establecidos varios colegios de igual grado de enseñanza en la mis- 
ma ciudad y en alguno o algunos de ellos haya admitido mayor número de 
alumnos exentos de todo pago que el que le corresponda según la misma, el 
exceso de cada uno se contará para cubrir los porcentajes de los restantes. 
Permisión que no tendrá lugar cuando se trate de los centros a que nos re- 
ferimos en el apartado anterior. 

Estable también la obligación, para los centros, de enviar, al Rectorado 
del Distrito Universitario, mota del número de plazas de alumnos gratuitos 
externos que les corresponda proveer y la de convocar concurso público para 
la provisión de las mismas. Y en la elección de solicitantes, los Centros ele- 
girán a quienes hayan acreditado notable aprovechamiento en los estudios y 
escasez de medios económicos, debiendo enviar para su aprobación, a la Comi- 
saría de Protección Escolar de la demarcación académica a la que pertenezcan, 


relación de los alumnos que hayan seleccionado, acompañada de la documen- 
tación de todos los aspirantes. 


5. La Iglesia y las Enseñanzas Técnicas. —Sólo de pasada queremos citar 
aquí la Ley de 20 de julio pasado (5), por la que se regula la Enseñanza Téc- 


(5) “B. O. E.” de 22 de julio de 1957. 
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mica, y lo hacemos porque, aunque no sea éste el lugar adecuado para referir- 
se a la misma zz extenso, sí lo es para sólo dejar expuesto que su artículo 1.2 re- 
conoce a la Iglesia, respecto de la Enseñanza Técnica, los derechos docentes 
previstos en el Concordato vigente. 


III. BIENES ECLESIÁSTICOS 


oN ane e 


6. Inscripción de los bienes de la 1 glesia en el Registro de la Propiedad. 
Una reciente disposición (6) del Ministerio de Justicia vuelve a precisar al- 
gunos aspectos de la inscripción de los bienes de la Iglesia en el Registro de 
la Propiedad. 

Según el primero de sus apartados, el documento canónico que formaliza 
la ordenada entrega de actas y documentos relativos a clérigos, fieles y bienes 
temporales a la respectiva Curia episcopal, sirve en principio para legitimar la 
actuación judicial y extrajudicial del Prelado con respecto a todos los bienes 
adscritos a su diócesis por la nueva demarcación e incluídos en aquél. : 

El segundo apartado dispone que los cambios de titularidad producidos 
por las nuevas demarcaciones diocesanas en bienes de la Iglesia inscritos en 
el Registro de la Propiedad se harán constar en éste por nota al margen del 
respectivo asiento, mediante la presentación del certificado suscrito por los 
dos Prelados interesados, en el que se deberán relacionar los bienes inmuebles 
inscritos que resulten afectados por dichas demarcaciones, con referencia al 
mencionado documento de entrega a la respectiva Curia episcopal. 


7. Expropiación de bienes ecleszásticos.—El nuevo Reglamento de Ex- 
propiación Forzosa, aprobado por decreto de 26 de abril de 1957 (7), aborda 
en su artículo 23 el problema de la expropiación en relación con la Iglesia 
como poseedora de bienes. 

El apartado primero del referido artículo dispone que en las ocupaciones 
y expropiaciones de bienes de la Iglesia católica se estará a lo dispuesto en el 
artículo 22 del vigente Concordato, y a tal fin establece que, además de apli- 
carse el procedimiento que regula el mismo Reglamento, el Jurado de Expro- 
piación, antes de resolver definitivamente sobre el justiprecio, dará audiencia 
por plazo de ocho días a la autoridad eclesiástica, manifestando la cuantía de 
la indemnización que se propone fijar. 

«Cuando la Iglesia—dice el apartado segundo del mismo artículo 23—fue- 
re beneficiaria de la expropiación con arreglo a lo previsto en el artículo se- 
gundo de la Ley, se aplicará el procedimiento general y tendrá en el mismo 


(6) Orden de 19 de junio de 1957, “B. O. E.” de 27 de junio de 1957. 
(1) B. O. E.” de 20-de junio de 1957: 


dez AA 


ALBERTO BERNARDEZ CANTON 


las facultades que corresponden, según el artículo 5.* a las personas o enti- 
dades que ostenten tal condición.» 


IV. Los ECLESIÁSTICOS ANTE LOS TRIBUNALES DEL ESTADO 


8. Nota al artículo 16 del Concordato.—De acuerdo con lo previsto en 
el artículo 35, número 1, del vigente Concordato, ha tenido lugar entre los 
días 4 de junio y 6 de julio, respectivamente, un canje de notas (8) entre la 
Nunciatura Apostólica y el Ministerio de Asuntos Exteriores, relativas a la 
interpretación del párrafo 1.2 del artículo 16 del mismo Concordato. 

Según la convenida aclaración, no podrán ser emplazados ante un Tribu- 
nal estatal, sin que se haya obtenido previamente la necesaria licencia de la 
Santa Sede, los Cardenales, los Legados de la Santa Sede, los Obispos, aun- 
que sólo sean titulares; los Abades y Prelados nu/lius, los Oficiales Mayores de 
la Curia romana por asuntos pertenecientes a sus cargos y los Superiores su- 
premos de las Ordenes y Congregaciones religiosas clericales exentas. La mis- 
ma norma se aplicará también a los Moderadores supremos de las demás Con- 
gregaciones e Institutos religiosos de derecho pontificio, tanto de varones 
como de mujeres, aunque no gocen de exención; pero éstos sólo en el caso: 
de que sean demandados por actos inherentes al ejercicio de las funciones pri- 
vativas de sus Cargos. 


V. DOTACIÓN DEL CLERO 


9. Dotación del clero y del profesorado de Seminarios. —Por dos Leyes 
recientes de igual fecha, 20 de julio (9) del año en curso, se ha dado nueva: 
regulación a los haberes eclesiásticos a cargo del Estado. 

Por una de ellas se dispone que la dotación de los curas párrocos será 
idéntica al sueldo correspondiente a la categoría de entrada de los maestros 
de Primera Enseñanza del Escalafón nacional. Las dotaciones de las demás 
cargos eclesiásticos—sigue diciendo en su artículo 2.2—se establecerán en re- 
lación con la de los párrocos, manteniendo las actuales diferencias en más o 
en menos. 

La segunda de las Leyes a la que nos referimos modifica las dotaciones 
del profesorado y demás personal de los Seminarios y Universidades Eclesiás- 
ticas, que figura en la sección tercera del presupuesto en vigor de obligaciones 


de los Departamentos ministeriales, Ministerio de Justicia, capitulo 1.2%, artícu- 
lo 1.°, grupo 14, concepto 2.2, 


(8) "B. O. E.” de 12 de junio de 1957. 
(9) *B. O. E.” de 22 de julio de 1957. 
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Estas dotaciones vienen a ser equivalentes en Seminarios Menores y Se- 
minarios Mayores, de una parte, y en la Universidad Eclesiástica de Salamanca 
y en la Pontificia de Comillas, de otra. Así, las de los profesores de los prime- 
ros son de 17.184 pesetas, excepto los de Geografía e Historia, Religión y 
Francés, en los Seminarios Menores, y los auxiliares de Historia civil, en los 
Mayores, que tendrán una dotación de 12.888. 

La dotación de los profesores de las Universidades citadas es la de 28.320 
pesetas, salvo para los que fija la de 18.600. Estos son los profesores «ad tem- 
pus» de Instituciones de Derecho canónico, de Derecho romano, de Derecho 
civil, de Fundamentos de Derecho internacional e Historia de la filosofía es- 
pañola, en la Universidad Eclesiástica de Salamanca, y profesores «ad tem- 
pus» de Historia de los dogmas y de la teología, de Instituciones canónicas, 
de Teología moral, de Textos de Santo Tomás y Aristóteles, de Ciencias na- 
turales relacionadas con la filosofía, de Instituciones de Derecho civil y de 
Instituciones de Derecho romano, en la Pontificia de Comillas. 

Ambas Leyes disponen que estas dotaciones tendrán vigencia a partir del 
mes de julio de este año. 


B) JURISPRUDENCIA 


I. MATRIMONIO 


1. Prevalece la concepción del matrimonio institución frente a la del pra- 
trimonio contrato; la indisolubilidad del matrimonio tiene plena acogida en el 
sistema del Código Civil_—Vamos a dar cuenta a nuestros lectores de una sen- 


. tencia (10) del Tribunal Supremo, que, menos que por sus antecedentes, nos 


parece interesante por la doctrina justa que expone. De todos modos, diremos 
que se trataba de un matrimonio civil contraído en junio de 1934 y que ape- 
nas iniciada la vida conyugal comenzó el marido a vejar y maltratar a su es- 
posa, ahora demandante, aumentando su mal proceder hasta el punto de que 
las agresiones se hicieron extensivas a los hijos del matrimonio, siendo en una 
ocasión condenado el marido, en juicio de faltas, a la pena de tres días de 
arresto menor y costas. 

Empieza nuestro más alto Tribunal afirmando que la concepción social que 
ha prevalecido, frente al matrimonio contrato ha elevado el matrimonio 7754;- 
tución, formado por un conjunto de reglas de Derecho esencialmente impe- 
rativas, cuyo fin es dar a la unión de los sexos una organización social y mo- 


(10) Sentencia de 5 de marzo de 1957. 
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ral, correspondiente a las aspiraciones del momento y a la naturaleza perma- 
nente de los sujetos, siendo la indisolubilidad del matrimonio consecuencia 
de la entidad jurídica social del instituto, e inclusive de la naturaleza especí- 
fica del hombre, tomada, tanto desde el punto de vista de la biología, como 
de la psicología racional, aparte de cualquier consideración o preocupación re- 
ligiosas, nunca desdeñables para una conciencia católica. 

La indisolubilidad del matrimonio—añade—, proclamada y defendida por 
la Iglesia, tiene plena acogida en el sistema del Código Civil, admitiendo como 
única causa de disolución el artículo 52, la muerte de uno de los cónyuges, 
añadiendo el artículo 195, párrafo 3.2, según ha quedado redactado por la Ley 
de 8 de septiembre de 1939, que la declaración de fallecimiento no bastará, 
por sí sola, para que el cónyuge presente pueda contraer nuevo matrimonio, 
y estableciendo el 104 que el divorcio sólo produce la suspensión de la vida 
común de los casados, no autorizando más causas legítimas de separación que 
las enumeradas en el artículo 105. 

Para dejar aún más en claro cuál es el espíritu que debe presidir la inter- 
pretación de la legislación civil, afirma luego que no procede poner en juego 
la causa segunda del artículo 105 del Código Civil cuando se trata de alguna 
leve agresión o pequeña violencia que responde no al menosprecio de que un 
cónyuge haga objeto al otro, sino simplemente a momentáneos arrebatos, sur- 
Bidos por incidentes vulgares de la vida matrimonial, o como reacción natural 
de un cónyuge ante la conducta o las ofensas del otro, sin ánimo ni intención 
de producir los malos tratamientos, que han de revelar la falta del mutuo afec- 
to y respeto que debe presidir las relaciones matrimoniales, e implicar una no- 
toria gravedad que ponga de manifiesto el peligro de la convivencia de los 
cónyuges y la alta conveniencia de que no continúen unidos los que claramente 
demostraran una irreductible enemiga espiritual, para determinar la existen- 
Cia de esta causa de separación legal. 

Sin embargo, en el caso de autos, puesto que la actora compareció dos 
veces en la Comisaría de Policía para denunciar los imputados malos tratos, 
que han tenido repercusión judicial en un juicio de faltas, en el que el de- 
mandado fué condenado a la pena de tres días de arresto menor por el hecho 
de haber golpeado a su mujer e hija, la Sala entiende que se dan las exigen- 
cias de la causa segunda del artículo 105. 


2. Inscripción de matrimonios celebrados en peligro de muerte, basán- 
dose en documentos distintos y anteriores a las partidas sacramentales —Ha 
tenido ocasión recientemente (11) el Tribunal Supremo de abordar y resolver 
el problema que presenta la interpretación del párrafo final del artículo 78 del 


(11) Sentencia de 16 de marzo de 1957. 
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Código Civil, sobre efectos civiles de un matrimonio canónico celebrado en 
peligro de muerte. 

En efecto, el cura ecónomo de la parroquia de San Martín de S. procedió 
a la celebración del matrimonio, en peligro de muerte, de don E. M. y doña 
E. P., y con la misma fecha dirigió un oficio al Juzgado municipal, con el 
siguiente texto: «Tengo el honor de comunicar a usted que con esta fecha he 
procedido a la celebración de un matrimonio en peligro de muerte en el hotel 
perteneciente al territorio de esta parroquia, entre don E. M. y doña E. P. El 
contrayente se hallaba en peligro de muerte, y en estas circunstancias se ob- 
servó todo lo requerido en Derecho, a tenor del canon 1.019 del Código de 
Derecho Canónico, y por tratarse de las horas de la noche no fué posible dar 
aviso previo a ese Juzgado municipal.» 

Debidamente inscrito el matrimonio se dedujo demanda de mayor cuantía 
sobre nulidad de inscripción de matrimonio en peligro de muerte en el Re- 
gistro Civil, demanda que ha dado lugar a las varias resoluciones que prece- 
dieron a esta que comentamos. 

Se presenta la cuestión de si la inscripción del matrimonio canónico en el 
Registro Civil sólo hubiera podido efectuarse en la ocasión de autos con la 
transcripción de la partida sacramental o, por el contrario, fué suficiente para 
«ello el oficio dirigido al juez municipal por el cura ecónomo de la ya referida 
parroquia, lo que dependerá de la interpretación que deba darse al apartado 
ültimo del artículo 78 del Código Civil en relación con el 17 de la Instruc- 
ción de 26 de abril de 1889. 

La Sala entiende que para que el matrimonio canónico celebrado en peli- 
gro de muerte surta sus efectos civiles desde su celebración y para que aque- 
llas disposiciones tengan vida y no queden sin posibilidad de ser aplicadas 
nunca, hay que admitir para su inscripción otros documentos distintos y an- 
teriores a las partidas sacramentales, pues es normalmente imposible que en 
el término de diez días se tramite totalmente el expediente canónico, que es 
preciso para acreditar las circunstancias de libertad de los contrayentes, sin 
concurrencia de impedimentos, y extender la partida sacramental; y tal era el 
caso del oficio dirigido por el cura ecónomo al juez municipal, que reunía 
todas las condiciones de autenticidad y en el que constaban los requisitos pre- 
cisos para la inscripción registral y que pudieron recogerse dentro de la ur- 
gencia del caso, de cuya falta no se le puede tildar—como se hacía por la 
parte recurrente—al no expresar el domicilio de los padres y abuelos de los 
contrayentes, ya que esto no es esencial para la inscripción en el Registro, se- 
gún el artículo 9.2 de la Instrucción de 26 de abril de 1889, todo ello sin per- 
juicio de que se haga en su caso el nuevo asiento que establece el artículo 68 de 
la Ley del Registro Civil. 
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3. Indemnización de daños y perjuicios por la nulidad de matrimonio. — 
Aunque la materia en sí sea un tanto extraña a las que acostumbramos rese- 
fiar aquí, queremos dejar constancia de una sentencia del Tribunal Supre- 
mo (12) en que se abordó el nada fácil problema de la indemnización que por 
perjuicios correspondía al cónyuge cuyo matrimonio había sido declarado nulo. 
por haberlo contraído el esposo bajo el miedo reverencial que le inspiraba 
su madre. 

Según las declaraciones de hechos, doña C. P. P. ha sido condenada a pa- 
gar la referida indemnización, ya que su hijo, don J. S. P., contrajo matrimo- 
nio con doña P. L. G., que, consumado, pronto originó unas relaciones ma- 
trimoniales entibiadas, hasta el punto que los cónyuges decidieron separarse 
amistosamente, hasta que el señor S. impetró y obtuvo del Tribunal Diocesa- 
no de Barcelona una sentencia de nulidad, confirmada por el Tribunal Me- 
tropolitano de Tarragona, en la que, respondiendo al dubium, se falló cons- 
tare de nullitate matrimonii ex capite metus reverencialis, debiendo subrayarse 
que los Tribunales eclesiásticos, con una reiteración que patentizaba la gra- 
vedad y persistencia de la causa determinante del fallo, dijeron paladinamente 
que la dofia C. impuso el matrimonio a su hijo, y valida de su decisivo as- 
cendiente sobre éste venció su voluntad por una fuerza coactiva superior, «ab- 
soluta», «autoritaria», «dominante» y «absorbente», actuando primero en for- 
ma «disimulada», «suave» y «diplomática», y después, «imperiosa», «enérgi- 
ca», «decidida» y «violentamente», expresiones todas que literalmente se traen 
aquí a colación, más que para ponderar la entidad del denominado en lengua- 
je canónico «miedo reverencial», bastante por su gravedad para obtener la 
sentencia anulatoria que pronunciaron los Tribunales eclesiásticos con juris- 
dicción exclusiva y excluyente, porque así pueden explicarse las razones de que 
partieron los sentenciadores civiles para determinar, con la existencia de culpa 
y su imputabilidad, las consecuencias que ante la resolución del pleito ecle- 
siástico tenía lo ocurrido para la esposa, precisamente para patentizar que fué 
ajena a lo ocurrido e indirecta y única víctima de una coacción que la dejaba 
totalmente abandonada y en una situación social nada deseable. 

En vista de cuyas consideraciones, la Sala, confirmando las sentencias dic- 
tadas por los Tribunales inferiores, condena a la dicha señora a la correspon- 
diente indemnización de daños y perjuicios causados. 


4. Constituye delito de bigamia contraer matrimonio canónico sin haber- 
se disuelto el civil contraído con anterioridad.—Declarado probado que el pro- 
cesado contrajo matrimonio civil en 1938 con A. R. B., ante el juez municipal, 
con la que vino conviviendo hasta el año 1953, en el que el referido procesa- 


(12) Sentencia de 21 de enero de 1957. 
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do, sin haberse disuelto y dispensado dicho matrimonio, manifestando y ha- 
ciendo constar ser soltero, contrajo matrimonio canónico con A. M. M., matri- 
monio éste que ha sido declarado nulo por decreto del Tribunal Eclesiástico 
de M. por la existencia del impedimento de bigamia del matrimonio prece- 
dente, el cual no ha sido disuelto ni dispensado. 

Ante estos hechos, el Tribunal Supremo, en sentencia de 2 de enero 
de 1957, declara que la voluntad dolosa con que procedió el recurrente al ce- 
lebrar el matrimonio canónico con A. M. M. no obstante haber contraído an- 
terior matrimonio civil, sin que este último fuera disuelto ni dispensado, apa- 
rece probada no solamente en virtud de la presunción que establece el párrafo 
segundo del artículo 1.2 del Código Penal, según el cual las acciones y omisio- 
nes penadas por la Ley se presumen siempre voluntarias, mientras no conste 
lo contrario, sino también aparece acreditada dicha voluntad dolosa y muy prin- 
cipalmente porque la naturaleza de ambos sucesos no permitía que ninguno de 
los cónyuges, en uno u otro caso, ignorase su trascendencia en todos los érde- 
nes, y a mayor abundamiento, porque así lo evidenciaron los catorce años du- 
rante los cuales el procesado vivió maritalmente, como correspondía a su es- 
tado, con A. R. B., su legítima mujer, y sin que prueben nada en contrario 
las certificaciones en que consta la soltería del mismo a los efectos del segundo 
matrimonio, pues tal constancia lo único que puede demostrar es que dichos 
documentos son falsos, que en su confección se ha sufrido error en cuanto a 
aquel extremo. Y, en consecuencia, estima la existencia del delito de bigamia. 


II. JURISPRUDENCIA FISCAL 


5. Exención de contribución territorial en favor de viviendas ocupadas 
por canónigos —Recientemente se ha planteado ante el Tribunal Supremo una 
interesante cuestión que, en definitiva, se concretaba a determinar si las vi- 
viendas llamadas «Casa de canónigos», del edificio propiedad del Cabildo de 
la diócesis de C., anejo a su iglesia catedral, con entrada interior a la misma, 
además de otra exterior por los soportales adosados, que forman un solo cuer- 
“po en la construcción del templo, destinadas exclusivamente a la residencia 
de los canónigos afectos a su servicio, deben ser o no declaradas exentas de 
la contribución territorial urbana. 

La Sala, en sentencia (13) que estimamos de gran acierto, manifiesta, en 
primer lugar, que si bien, conforme a reiterada doctrina, las leyes fiscales han 
de interpretarse generalmente en su sentido literal, también lo es que cuando su 
espíritu, de modo patente y manifiesto, acusa una simple omisión, posible- 


(13) Sentencia de 7 de marzo de 1957. 
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mente material, y que al suplirla, lejos de contradecir el conjunto del precepto, 
lo aclara y complementa, debe prevalecer, aunque sea con carácter excepcional, 
el segundo sobre el rigor de la letra, que no es absoluto, de acuerdo con las. 
reglas de hermeneütica legales, las cuales no son totalmente extrañas, ajenas. 
e incompatibles con el sistema tributario. 

Sienta luego que la legalidad vigente al tiempo de producirse el acto ad- 
ministrativo impugnado estaba constituída por la Ley de 2 de marzo de 1939,. 
en cuyo artículo 1.2 se establece que disfrutarán de exención absoluta y per- 
manente de la contribución territorial: a) Los templos católicos abiertos al 
culto público y los locales anejos a ellos destinados al ejercicio del culto y sus- 
servicios, y b) Los edificios y huertos destinados únicamente a habitación y 
recreo de los Obispos y párrocos. 


Con tales antecedentes establece la debida relación entre los preceptos ci- 
tados y el caso que se contempla de un edificio anejo a la iglesia, propiedad: 
de ella, en comunicación con su interior, aunque tenga también salida al ex- 
terior, destinado exclusivamente. a vivienda de los canónigos dedicados al ser- 
vicio de su culto, y teniendo en cuenta que éstos son una categoría intermedia 
entre los párrocos encargados de una feligresía y los Obispos, Prelados supe- 
riores, y, en consecuencia, estima como ineludible consecuencia que están com- 
prendidos y les alcanza la exención de que se trata, por concurrir la integridad: 
de los requisitos exigidos, máxime dado el espíritu que informa aquellas dis- 
posiciones y el principio de que donde la razón es igual, idéntica debe ser la 
regla de Derecho. 

Y que dicha inteligencia es la obligada, recta y lógica—añade la senten- 
cia—lo ha confirmado de manera imequívoca, haciendo desaparecer la más 
leve duda, el precepto claro, expreso y terminante del artículo 20 del Concor- 
dato, Ley de excepcional rango por haber sido pactada entre dos Estados so- 
beranos, según el cual gozarán de exención de impuestos y contribuciones de 
índole estatal, entre otros supuestos que taxativamente enumera: «b) La re- 
sidencia de los Obispos, de los canónigos y de los sacerdotes con cura de al- 
mas, siempre que el inmueble sea propiedad de la Iglesia», lo que es una re- 
producción esencial de la doctrina que establece en el párrafo anterior, pero 
supliendo la omisión nominal de los canónigos, declarándolos expresamente: 
comprendidos, aunque estima ya lo estaban por una interpretación adecuada, 


que excluye rigorismos absolutos de la letra, y de perfecto acuerdo con su 
espíritu. ) 


6. Fundación obligada a destinar el producto de cierta venta en adquirir 
una lámina intransferible de la Deuda—Aunque por haberse declarado in- 
competente el Tribunal Supremo no se expresa doctrina digna de especial re- 
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ferencia, no queremos dejar de dar cuenta de la sentencia a que nos referimos. 
en el encabezamiento (14). 

La fundación benéfico-docente Patronato de San José, que tenía como fin, 
dar educación e ilustración a los jóvenes que tuvieran vocación religiosa o para. 
el magisterio, y no tuvieran medios para dedicarse a ello, fué autorizada a 
vender un inmueble de su propiedad, que, después de varias subastas, fué 
finalmente vendido. Tenía la citada fundación facultad de vender sus bienes, 
empleando su precio en lo que fuera necesario para la compra o construcción: 
de un edificio apropiado para cumplir sus fines, el cual, según disposición de 
su fundador, ha de estar anejo a la casa-noviciado del Instituto de los Herma- 
nos de las Escuelas Cristianas en G. 


Después de vendido el inmueble referido en primer lugar, el Ministerio 
de Educación Nacional dispuso que con su producto se adquiriera una lámina 
intransferible de la Deuda, a nombre de la fundación y como aumento de su 
capital. 

Esta disposición ministerial no fué recurrida, y aunque la fundación, con 
posterioridad, solicitó del Ministerio que se declarase la procedencia de ad- 
quirir con el producto de la venta la finca sita en G., esta solicitud fué deses- 
timada, habiendo dado lugar al recurso a que nos referimos, recurso en el que 
el Tribunal Supremo se declara incompetente, por no proceder el conocimien- 
to de la jurisdicción contencioso-administrativa contra las resoluciones confir- 
matorias de otras consentidas, y se entendía que la primera disposición del 
Ministerio de Educación Nacional, al no ser recurrida, fué consentida. 


7. La institución hereditaria a favor del alma y sus obligaciones tributa- 
rias por derechos reales.—Es un hecho innegable que la herencia a favor 
del alma está expresamente admitida en nuestro Derecho civil y fiscal, 
pero es evidente también que esta institución puede adoptar modalidades va- 
rias que diferencian su concepto fiscal, y así, el número 20 del artículo 31 del 
Reglamento de Derechos reales dispone que las instituciones o legados en fa- 
vor del alma hechos de modo genérico, sin adscribir su cumplimiento a deter- 
minado sacerdote o Comunidad religiosa, tributarán como la herencia en favor 
de descendientes legítimos del segundo grado y posteriores, número 30 de. 
la Tarifa, siempre que al solicitarse la liquidación se justifique, mediante cer- 
tificación expedida por el Ordinario de la diócesis, la entrega a éste por los 
albaceas o herederos de los bienes o cantidades objeto de la institución o le- 
gado, y cuando no concurran estos requisitos tributarán por la escala, menos, 
favorable, de la Tarifa 39. 


(14) Sentencia de 30 de enero de 1957, 


— 395 — 


ALBERTO BERNARDEZ CANTON 


Para más claridad aún, el Tribunal Económico-Administrativo Central, en 
un Acuerdo de 22 de enero de este año, ha sentado la doctrina de que si se 
examina la disposición que hemos citado se deduce «a sensu contrario», O sea 
en sentido afirmativo o positivo, que pueden contemplarse los siguientes Casos: 

a) Que el testador redacte su disposición de última voluntad de modo 
genérico, sin adscribir su cumplimiento a sacerdote O Comunidad religiosa de- 
terminados, pero sin que al solicitarse la liquidación se justifique, mediante 
certificación expedida por el Ordinario de la diócesis, haberle entregado los 
bienes o cantidades objeto de la institución o legado, debiéndose gravar por 
el número 39 de la Tarifa. 

b) Que disponiendo el testador en igual forma, al solicitarse la liquida- 
ción, se haga la justificación de entrega de bienes o cantidades al Ordinario 
diocesano, en la forma antes dicha, en cuyo caso el número de la Tarifa a 
aplicar será el 30. 

c) Por último, que el testador haya dispuesto cómo y por quién deben 
aplicarse los bienes dejados a su alma, supuesto de hecho que, al igual que el 
primero, deberá gravarse por el número 39 de la Tarifa de derechos reales, 
por no concurrir en él los requisitos que exige la norma fiscal que se examina. 

Pues bien, en el caso aquí examinado—dice el Acuerdo resefiado—la testa- 
dora, al disponer de sus bienes teniendo en consideración su alma, erigió, con 
el remanente de su herencia, un patrimonio permanente con el nombre «Su- 
cesión de doña M. S. G.», regido y administrado por el órgano instituído al 
efecto, con los fines de que las rentas de dicho patrimonio se inviertan por 
mitad por el órgano rector en limosnas y misas, es decir, creando, como auto- 
rizan los artículos 35 y siguientes del Código Civil, una persona jurídica o 
fundación titular del dominio de los bienes de la herencia de la fundadora, fun- 
dación de naturaleza mixta benéfico-piadosa, que en cuanto a su parte piadosa, 
por no darse los requisitos indispensables fijados al efecto, no puede gozar 
del tipo de imposición excepcionalmente establecido para cuando se den di- 
chos requisitos y debe tributar por el número 39 de la Tarifa del impuesto, 
establecido de modo general para las transmisiones hereditarias en favor del 
alma del causante, sin que por la fecha de la transmisión haya que entrar a 
conocer del alcance de los beneficios tributarios a que se refiere el párrafo 1.2 
del artículo 20 del Concordato vigente. 


III. LUGARES SAGRADOS 


UT 
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8. Distinción entre lugar sagrado y edificio destinado al culto.—En una 


sentencia de 10 de diciembre de 1956 ha tenido ocasión nuestro más Alto Tri- 
bunal de pronunciarse de nuevo sobre la distinción entre estos dos conceptos. 
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En efecto, condenados unos procesados por delito de robo con la agra- 
vante de realización en lugar destinado al culto, por haberlo cometido en un 
cementerio, se interpuso el oportuno recurso de casación, que ha reiterado la 
doctrina a que nos referimos. Son diferentes—dice—el lugar sagrado o ce- 
menterio en que se realizó el hecho, que goza de protección de la ley por la 
agravante genérica del número 17 del artículo 10 del Código Penal, y el edi- 
ficio destinado al culto, que fundamenta la agravante específica del número 
2.2 del artículo 506, circunstancia objetiva referida al lugar del hecho, que 
sólo comprende templo, capilla u otro local edificado o construído en que 
se celebren ceremonias religiosas. 


ALBERTO BERNARDEZ CANTON 
Doctor en Derecho 
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LEY DE 8 DE JUNIO DE 1957 SOBRE EL REGISTRO CIVIL 
(EXCERPTA) 

V. La novedad quizá más importante de la Sección primera la constituye la 
forma de inscribir la filiación natural. En este último aspecto, con referencia a la. 
maternidad, la legislación hasta ahora vigente encerraba cierta contradicción,. 
pues permitiendo, por una parte, la investigación de la maternidad natural, sin 
embargo, se ponían a su constancia en la inscripción de nacimiento obstáculos di- 
fícilmente superables en la realidad, con lo cual el hijo frecuentemente era inscrito. 
como de madre desconocida. De otra parte, ignoraban muchas madres que sus hi- 
jos---inscritos, en práctica viciosa, por la simple declaración de terceros—, no: 
constaban legalmente como tales hijos suyos, con las graves e injustas consecuen-- 
cias que ello traía, sobre todo cuando, por obstáculos sobrevenidos, el reconoci- 
miento voluntario se hacia imposible. El nuevo texto, teniendo en cuenta que la: 
mayor parte de las madres naturales desean que se inscriba en el Registro la filia- 
ción de la prole habida fuera del matrimonio, y considerando, además, que, esta- 
disticamente, las declaraciones de terceros, en virtud de las cuales se extiende la: 
inscripción de nacimiento, son exactas en la generalidad de los casos, da plenos: 
efectos a la fijación de la maternidad en el Registro sin necesidad de declaración. 
de la madre, si bien reconociendo a la interesada una situación ventajosa contra. 
las falsas atribuciones de filiación. En la misma línea de facilitar la constancia en: 
el Registro de la filiación natural, la nueva Ley permite el reconocimiento por la 
simple declaración, en cualquier tiempo, ante el encargado del Registro, siempre- 
que concurra, según el caso, el consentimiento. del hijo o la aprobación judicial. 

De otra parte, se ha tratado de obviar las dificultades que en supuestos fre-- 
cuentisimos suscitaba el llamado reconocimiento forzoso; bastará expediente gu- 
bernativo—simple; pero con suficientes garantias—para la inscripción de la filia-- 
ción natural en los casos que taxativamente se establecen. La Ley también ha. 
afrontado el difícil problema de la publicidad de la filiación cuando ésta no es co-- 
nocida o no es legítima, y ha tratado de resolverlo restringiendo la manifestación: 
del folio de nacimiento y haciendo posibles las certificaciones sin constancia de 
filiación, a la vez que da desarrollo legal, en el punto concreto de la filiación, al 
principio de igualdad ante la Ley del artículo 3.2 del Fuero de los Españoles. 

VI. En principio, también se ha seguido, en orden a los nombres y apellidos, 
el sistema tradicional. Las novedades en cuanto al nombre propio están encami-- 
nadas a lograr que realmente sea un signo distintivo, procurando a la vez la con- 
cordancia entre el nombre civil y el que se imponga en el bautismo. Otras nove- 
dades, como la de apellidos del hijo natural o del adoptivo, responden a intereses 


sentimentales muy atendibles. La competencia administrativa en los cambios tie-- 


ne una regulación formalmente más flexible a la vez que más automática en su: 
aspecto material. 
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VII En la regulación de la inscripción del matrimonio canónico se ha pro- 
curado la adaptación al régimen concordatario y al Código Civil; se ha entendido, 
además, que, aunque se trata de dos clases distintas de matrimonio, no había ra- 
zones suficientes para distinguir, en cuanto a la eficacia de la inscripción, entre 
matrimonio canónico y civil, criterio de asimilación que también se sigue en or- 
den al matrimonio secreto. Conforme al nuevo texto, los hechos que modifican el 
régimen de la sociedad conyugal no perjudican a terceros de buena fe, sino desde 
la indicación de su existencia al margen de la inscripción del matrimonio. Se in- 
troduce así un sistema de publicidad de los regímenes de bienes, con el que se 
alcanzarán los altos fines pretendidos. La regulación de la eficacia de la publici- 
dad de este dato, aunque con algún precedente en el Derecho comparado, está 
inspirada claramente en el artículo 1.322 del Código Civil. 
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En su virtud, y de conformidad con la propuesta elaborada por las Cortes Es- 
pañolas, dispongo: 


SIGLOS DO IO OO OOOO OO OR OSO OOO OOOO 00/6; (6/60) "0.9, O OOOO 6:48) NOOO UN oie 


IEA O EIU 


REGLAS GENERALES DE COMPETENCIA 
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Art. 19. La inscripción de nacimiento, matrimonio o defunción ocurridos en 
el curso de un viaje marítimo o aéreo, en campaña o en las circunstancias excep- 
cionales a que se refiere el párrafo primero del artículo anterior, en lazareto, 
cárcel, cuartel, hospital u otro Establecimiento público análogo, en lugar incomu- 

icado o en determinados núcleos de población distantes de la Oficina del Reg:s- 
tro, podrá practicarse, cualquiera que sea el tiempo transcurrido, en virtud de 
acta Jevantada, con los requisitos del asiento correspondiente, por las Autoridades 
o funcionarios que señale el Reglamento. 


CIT OL Orv 
DE LOS ASIENTOS EN GENERAL Y MODOS DE PRACTICARLOS 
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Art. 25. El Juez competente para la ejecución de las sentencias y resolucio- 
nes firmes, civiles o canónicas, sujetas a inscripción, deberá promover ésta, y, & 
tal efecto, remitirá testimonio bastante al encargado del Registro. 
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Art. 33. El Registro Civil se divide en cuatro Secciones, denominadas: la pri- 
mera, «Nacimientos y general»; la segunda, «Matrimonios»; la tercera, «Defun- 
ciones», y la cuarta, «Tutelas y representaciones legales». 


ALBERTO BERNARDEZ CANTON 


Cada una de las Secciones se llevará en libros distintos, formados con las cau- 
telas y el visado reglamentario. 
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Art. 38. A petición del Ministerio fiscal o de cualquier interesado se anota- 
rá, con valor simplemente informativo y con expresión de sus circunstancias : 
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i Quinto. La sentencia o resolución canónica cuya ejecución, en cuanto a efec- 
tos civiles, no haya sido decretada aún por el Tribunal correspondiente. 
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De LAS SECCIONES DEL REGISTRO 


! SECCION PRIMERA 


DE NACIMIENTOS Y GENERAL 


COAL Pa Ua © meet 
De la filiación 


Art. 47. En la inscripción de nacimiento constará la filiación materna siem- 
pre que en ella coincidan la declaración y el parte o comprobación reglamentaria. 

No constando el matrimonio de la madre ni el reconocimiento por ésta de la 
filiación, el encargado del Registro, sin demora, notificará el asiento personal- 
mente a la interesada o a sus herederos. 

La mención de esta filiación podrá suprimirse en virtud de sentencia o por desco- 
nocimiento de la persona que figura como madre, formalizado ante el encargado del 
Registro, el cual lo inscribirá marginalmente. Este desconocimiento no podrá efec- 
tuarse transcurridos quince días de aquella notificación. La supresión de la mención 
será notificada del mismo modo al inscrito o, si hubiere fallecido, a sus herederos; 
en su caso, si el representante legal del inscrito no fuere conocido, esta notificación 
se hará al Ministerio fiscal. 


Art. 48. La filiación paterna constará en la inscripción de nacimiento o a su 
margen, por referencia a la inscripción de matrimonio de los padres o por inscripción 
del reconocimiento. 


Art. 49, El reconocimiento puede hacerse con arreglo a las formas establecidas 
en el Código Civil o mediante declaración del padre o de la madre, en cualquier 
tiempo, ante el encargado del Registro, inscrita al margen y firmada por aquéllos. 
En este último supuesto deberá concurrir también el consentimiento del hijo o la 
aprobación judicial, según dispone dicho Código. 

Podrá inscribirse la filiación natural mediante expediente gubernativo aprobado 
por el Juez de primera instancia, siempre que no hubiera oposición del Ministerio 
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fiscal o de parte interesada notificada personal y obligatoriamente, si concurre al- 
guna de las siguientes circunstancias : 

Primera. Cuando exista escrito indubitado del padre o de la madre en que ex- 
presamente reconozca la filiación. 

Segunda. Cuando el hijo se halle en la posesión continua del estado de hijo na- 
tural del padre o de la madre, justificada por actos directos del mismo padre o de 
su familia. 

Tercera. Respecto de la madre, siempre que se pruebe cumplidamente el hecho 
del parto y la identidad del hijo. 

Formulada oposición, la inscripción de la filiación sólo puede obtenerse por el 
procedimiento ordinario. 

Art. 50. No podrá extenderse asiento alguno contradictorio con el estado de filia- 
ción que prueba el Registro mientras no se disponga otra cosa por sentencia firme 
dictada en juicio declarativo con audiencia del Ministerio fiscal. 

Art. 51. No podrán manifestarse los asientos ni librarse certificación que con- 
tenga el dato de una filiación ilegítima o desconocida, sino a las personas a quie- 
nes directamente afecte, o con autorización del juez de primera instancia, a quienes 
justifiquen interés especial . 

Art. 52. Fuera de la familia no podrá hacerse distinción de españoles por la: 
clase de filiación. 


ATP DA ORAL 
Del nombre y apellidos 


Art. 53. Las personas son designadas por su nombre y apellidos, paterno y 
materno, que la Ley ampara frente a todos. 

Art. 54. En la inscripción se expresará el nombre que se dé al nacido, que 
debe ser, en su caso, el que se imponga en el bautismo. Tratándose de españoles, 
los nombres deberán consignarse en castellano. 

Quedan prohibidos los nombres extravagantes, impropios de personas, irreve- 
rentes o subversivos, así como la conversión en nombre de los apellidos o pseudó- 
nimos. También se prohibe la imposición al nacido del nombre de un hermano, 
a no ser que hubiere fallecido, o cualquier otro que haga confusa la identificación. 


Art. 55. La filiación legítima o natural determina los apellidos. 

Los hijos naturales, reconocidos sólo por el padre, tienen los apellidos por el 
mismo orden que éste. Los reconocidos sólo por la madre, llevarán los dos pri- 
meros apellidos de ésta, pudiendo, si así lo desean, invertir su orden. 

El encargado del Registro impondrá un nombre y unos apellidos de uso co- 
rriente al nacido cuya filiación no pueda determinarlos. 
= Art. 56. En là escritura de adopción se puede convenir que el primer apellido 
del adoptante o adoptantes se anteponga a los de la familia natural del adoptado. 
Los apellidos no naturales pueden ser sustituidos por los de los adoptantes, 

Art. 57. El Ministerio de Justicia puede autorizar los cambios de nombres y 
apellidos, previo expediente instruído en forma reglamentaria. 

Son requisitos necesarios de la petición de cambio de apellidos: 
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Primero. Que el apellido en la forma propuesta constituya una situación de 
hecho no creada por el interesado. 

Segundo. Que el apellido o apellidos que se tratan de unir o modificar per- 
tenezcan legítimamente al peticionario. 

Tercero. Que provenga de la línea correspondiente al apellido que se trata 
de alterar. 

Podrá formularse oposición fundada únicamente en el incumplimiento de los 
requisitos exigidos. i 

Art. 58. No será necesario que concurra el primer requisito del artículo an- 
terior para cambiar o modificar un apellido contrario al decoro o que ocasione 
graves inconvenientes, o para evitar la desaparición de un apellido español. 

Cuando se den circunstancias excepcionales, y a pesar de faltar los requisitos 
que señala dicho artículo, podrá accederse al cambio por Decreto a propuesta 
del Ministerio de Justicia, con audiencia del Consejo de Estado. 

En todos estos casos la oposición puede fundarse en cualquier motivo razo- 
nable. 

Art. 59. El Juez de primera instancia puede autorizar, previo expediente: 

Primero. El cambio del apellido Expósito u otros análogos, indicadores de 
origen desconocido, por otro que pertenezca al peticionario o, en su defecto, por 
un apellido de uso corriente. 


Segundo. El de nombres y apellidos impuestos con infracción de las normas: 


establecidas. 

Tercero. La conservación por el hijo natural o sus descendientes de los ape- 
llidos que vinieron usando, siempre que insten el procedimiento dentro de los 
dos meses siguientes a la inscripción del reconocimiento o, en su caso, a la ma- 
yoría de edad. 

Cuarto. El cambio de nombre por el impuesto canónicamente, cuando éste 
fuere el usado habitualmente. 

Quinto. La traducción de nombre extranjero o adecuación gráfica al español 
de la fonética de apellidos también extranjeros. 

Art. 60. Para el cambio de nombre y apellidos a que se refiere el artículo an- 
terior, se requiere, en todo caso, justa causa y que no haya perjuicio de tercero. 

Art. 61. El cambio gubernativo de apellidos alcanza a los sujetos a la patria 
potestad y también a los demás descendientes que expresamente lo consientan. 

Art. 62. Las autorizaciones de cambios de nombre o apellidos no surten 
efecto mientras no se inscriban al margen de la correspondiente inscripción de 
nacimiento. 


SECCION SEGUNDA 
DE MATRIMONIOS 


Art. 69. La inscripción hace fe del acto del matrimonio y de la fecha, hora 
y lugar en que se contrae. 


Art. 70. Los efectos civiles del matrimonio canónico o civil se producirán 
desde la celebración. Para que los efectos sean reconocidos bastará la inscrip- 
ción del matrimonio. Sin embargo, cuando la inscripción sea solicitada, transcu- 
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“rridos cinco días, no perjudicará los derechos legítimamente adquiridos por ter- 
“Ceras personas. 

Para los efectos civiles del matrimonio secreto o de conciencia basta su ins- 
cripción en el Libro Especial de matrimonios secretos, pero no perjudicará los 
«derechos legítimamente adquiridos por terceras personas, sino desde su publica- 
ción en el Registro Civil. 

Art. 71. Están obligados a promover la inscripción del matrimonio canónico 
los propios contrayentes. A este fin pondrán por escrito en conocimiento del en- 
cargado del Registro competente, con veinticuatro horas de anticipación, por lo 
menos, el día, hora y lugar del acto. El encargado dará recibo de dicho aviso 
y asistirá, por sí o por delegado, a la celebración, al solo efecto de verificar la 
inmediata inscripción. 

En todo caso, la inscripción podrá hacerse en cualquier momento, aun falle- 
cidos los contrayentes, a petición de cualquier interesado, mediante la simple 
presentación de copia auténtica del acta sacramental o de certificación eclesiás- 
tica acreditativa del matrimonio. La inscripción deberá ser comunicada al pá- 
rroco. 

Art. 72. Los que contrajeren matrimonio canónico «in artículo mortis» po- 
drán dar aviso al encargado del Registro en cualquier instante anterior a la 
celebración y acreditar de cualquier manera que cumplieron este deber. 

El matrmonio secreto de conciencia celebrado ante la Iglesia no está some- 
tido a lo dispuesto en el artículo anterior. 

Art. 73. El funcionario que autoriza el matrimonio civil extenderá el acta, 
al mismo tiempo que se celebra, con los requisitos y circunstancias que determina 
esta Ley y con la firma de los contrayentes y testigos. Cuande el matrimonio 
se contraiga en país extranjero, con arreglo a la forma del país o en cualquier 
otro supuesto en que no se hubiere levantado aquel acta, la inscripción sólo pro- 
cederá en virtud de expediente. 

Art. 74. Corresponden al Ministro de Justicia, a propuesta de la Dirección 
General, las dispensas para el matrimonio previstas en el Código Civil. 

Art. 75. El mismo funcionario que autorice el acto de matrimonio entregará 
a los contrayentes, inmediatamente, un ejemplar del Libro de Familia en el que 
conste con valor de certificación la realidad del matrimonio. 

Art. 76. Las sentencias y resoluciones sobre validez, nulidad o separación 
del matrimonio y cuantos actos pongan término a ésta se inscribirán al margen 
de la inscripción de matrimonio. 
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Art. 78. En el Libro especial de Matrimonios secretos del Registro Central 
se inscribirán: 
Primero. Los matrimonios de conciencia celebrados ante la Iglesia, si lo soli- 


citan ambos contrayentes. 
Segundo. Los matrimonios civiles celebrados en secreto por dispensa. 


Art. 79. Sólo podrán solicitar la publicación del matrimonio secreto, la cual 
se hará mediante el traslado de la inscripción al Registro Civil correspondiente: 
Primero. Ambos contrayentes de común acuerdo. 
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Segundo. El cónyuge sobreviviente. 

Tercero. Tratándose de matrimonio canónico, el Ordinario en los casos en 
que cesa para él la obligación canónica del secreto. 

Cuarto. Tratándose de matrimonio civil, cuando lo ordenare el Director ge- 
neral, con citación de los cónyuges, si uno o ambos se amparan en el secreto para 
infringir gravemente los deberes fundamentales del matrimonio o los que tienen 
respecto a la prole. 

Art. 80. A petición del interesado o del Ministerio fiscal se anotarán: 

Primero. El matrimonio canónico contraído «in artículo mortis» o sólo ante 
testigos, en tanto no se certifique canónicamente su existencia. 

Segundo. El civil, mientras no se acredite debidamente que ambos contra- 
yentes no profesan la religión católica o la libertad de los mismos por inexisten- 
cia de impedimentos. 
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Art. 94. También pueden rectificarse por expediente gubernativo, con dictaa- 
men favorable del Ministerio fiscal: 

Primero. Aquellos errores cuya evidencia resulte de la confrontación con los 
documentos en cuya sola virtud se ha practicado la inscripción. 


Segundo. Los que proceden de documento público o eclesiástico ulteriormen- 
te rectificado. 


TERO OAV 
RÉGIMEN ECONÓMICO 


Art. 98. Son enteramente gratuitos los asientos del Registro Civil, las licen- 


cias de enterramiento y los expedientes relativos al Registro Civil no expresa- 
mente exceptuados. 
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DISPOSICIONES FINALES 
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Segunda. Esta Ley comenzará a regir a los seis meses de su publicación ern 
el Boletín Oficial del Estado. Dentro del plazo indicado se aprobará el nuevo 
Reglamento del Registro Civil. 


A partir de la fecha de entrada en vigor de la Ley quedarán derogadas las: 
demás disposiciones relativas al Registro Civil. 


Dada en el Palacio de El Pardo, a 8 de junio de 1957.—FRaNcISCO FRANCO. 
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LA LEGISLACION ESPAÑOLA SOBRE EL 
MATRIMONIO CIVIL 


I. DOCUMENTOS 


Con cinco meses de diferencia vieron la luz pública dos interesantísimos 
documentos sobre los trámites que han de seguirse en la celebración del ma- 
trimonio civil en España. El primero dimanó del Ministerio de Justicia, y abre 
la puerta a uniones civiles ilícitas de funestas consecuencias; el segundo está 
firmado por el Nuncio Apostólico en nuestra Patria, y trata de obviar, en lo 
posible, los inconvenientes que de aquél se derivan. 

Para que nuestros lectores puedan darse perfecta cuenta de las disposicio- 
nes promulgadas por el Ministerio de Justicia, y de la atinada respuesta doc- 
trinal y práctica de la Autoridad eclesiástica, creemos oportuno transcribir am- 
bos documentos en estas páginas. 


1. Documento del Ministerio de Justicia. 


«DECRETO de 26 de octubre de 1956 por el que se modifican varios ar- 
tículos del Registro Civil. 

La necesaria reforma de la legislación del Registro Civil, cada vez más 
sentida y actualmente en trance de realización, debe dar previo paso a la ur- 
gente armonización de ciertas disposiciones reglamentarias con el Código so- 
bre la forma civil del matrimonio, el cual debe ser, a este fin, interpretado 
dentro del espíritu que anima el Concordato vigente entre la Iglesia Católica 
y el Estado. 

Dicha armonización afecta a los requisitos reglamentarios para que puedan: 
contraer legalmente matrimonio en forma civil, con los efectos que al mismo 
asigna muestro Código, los que no profesan la religión católica, sin perjuicio 
de la debida aplicación de las disposiciones a este respecto contenidas en el 
Código Civil, y singularmente en el número cuarto del artículo 83 del mismo. 

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, y previa deliberación: 
del Consejo de Ministros, 
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DISPONGO: 


Artículo primero.—Los artículos treinta y siete, treinta y ocho, cuarenta, 
«cuarenta y uno y ciento del Reglamento de trece de diciembre de mil ocho- 
cientos setenta, para la aplicación de la Ley provistonal del Registro Civil, 
quedarán redactados como sigue: 

«Artículo treinta y siete.—De conformidad con el artículo cuarenta y dos 
del Código, el matrimonio civil será autorizado en el solo caso de que ambos 
contrayentes prueben que no profesan la religión católica. 


Artículo treinta y ocho.—Los que intenten contraer dicho matrimonio pre- 
sentarán al Juez o Cónsul correspondiente la declaración y los documentos se- 
ñalados en el artículo ochenta y seis del Código Civil. Cuando no pueda ser 
firmada por algunos de los contrayentes lo hará alguna persona a su ruego. 

Acompañarán a dicha declaración, además, las certificaciones para acredi- 
tar su domicilio o residencia durante los dos últimos años y, en todo caso, la 
prueba de los motivos que alegasen para celebrar esta clase de matrimonio. 

Artículo cuarenta —Inmediatamente después de presentada la declaración 
solicitando la celebración del matrimonio, el Juez dictará providencia, mandan- 
do que se ratifiquen en ella los interesados. Si la declaración adoleciere de 
alguna omisión o defecto, se suplirá o se subsanará en el acto de la ratifica- 
ción, adicionándose o corrigiéndose lo que para ello fuera necesario. La dili- 
gencia de ratificación se firmará por el Juez, por los interesados, o si no su- 
pieren O pudieren firmar, por la persona que suscribió la declaración a su 
ruego, y por el Secretario. 


Artículo cuarenta y uno.—Una vez hecha la ratificación, el Juez dispondrá 
que se formen y se publiquen los correspondientes edictos, con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo ochenta y nueve del Código Civil, salvo caso de dis- 
pensa. 

Además, si se tratare de bautizados en la Iglesia católica, o de aquellos que, 
convertidos a ella, hayan apostatado posteriormente e intentaren contraer ma- 
trimonio civil entre sí o con persona acatólica, una vez hecha la ratificación, 
el Juez informará circunstancialmente de la petición a la Autoridad eclesiás- 
tica diocesana de su territorio, en el plazo de ocho días y mediante notifica- 
ción en forma. No procederá el Juez a la celebración del matrimonio hasta 
después de transcurrido un mes de haber realizado la notificación expresada. 

Si antes de celebrarse el matrimonio civil se advirtiese la existencia de 
algún impedimento u obstáculo legal, se procederá conforme determinan los 
artículos noventa y siete y noventa y ocho del Código Civil. 
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Artículo ciento.—Las dudas que ocurriesen a los Jueces encargados del 
Registro Civil acerca de la preparación y celebración de los matrimonios o 
sobre la inteligencia y aplicación de la ley del Registro Civil y del presente 
Reglamento, serán consultadas por los mismos en comunicación clara y pre- 
cisa a los Jueces de Primera Instancia, quienes las resolverán por auto moti- 
vado a la mayor brevedad, con audiencia del Ministerio Fiscal. Si las dudas 
surgieran sobre la concurrencia de las circunstancias y requisitos necesarios 
para hacer viable la forma civil de los matrimonios a que se refiere el párrafo 
segundo del artículo cuarenta y uno, o se tratase de cualquier otro caso, igual- 
mente grave, se suspenderá la celebración del auto y se elevará, con el dicta- 
men del Fiscal y demás antecedentes, a la Dirección General para su resolu- 
ción definitiva.» 

Artículo segundo.—Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a la de este Decreto y autorizado el Ministro de 
Justicia para dictar las complementarias que su aplicación requiera. 

Así lo dispongo por el presente Decreto, dado en Madrid, a veintiséis de 
octubre de mil novecientos cincuenta y seis. 


FRANCISCO FRANCO 


El Ministro de Justicia, 
ANTONIO ITURMENDI BAÑALES.» 


2. Carta del Nuncio Apostólico en Madrid. 


Haciéndose eco del Decreto precedente, el Nuncio de Su Santidad en Es- 
paña ha remitido a todos los Obispos de la nación una carta con las normas 
que ha de tener en cuenta la Autoridad eclesiástica para resolver los casos que, 
provocados por la ley civil, puedan presentarse en el porvenir. Dice así: 

«Excelencia Reverendísima: 

Con Decreto de 26 de octubre de 1956, publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado» número 318, página 7.131, el Gobierno español ha dispuesto que 
aquellos que, habiendo sido bautizados en la Iglesia católica o convertidos a 
eila de la herejía o del cisma, hayan después, por desgracia, apostatado o rehu- 
sen estar sujetos a las normas matrimoniales camónicas, puedan, bajo deter- 
minadas condiciones, ser admitidos a la estipulación del llamado «acto civil». 

No preciso hacer resaltar ante vuestra excelencia reverendísima la impot- 
tancia que revisten las disposiciones enunciadas en materia tan relevante y de- 
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licada; y resultaría totalmente superfluo que yo insistiese sobre el celo con que 
la autoridad eclesiástica, cuya pastoral solicitud por el bien de las almas es 
perfectamente conocida, debe precaver a los fieles contra posibles defecciones 
y hacer respetar las leyes de la Iglesia. Sin embargo, para evitar en la prác- 
tica confusiones o dudas, creo oportuno llamar la atención de vuestra excelen- 
cia sobre las siguientes normas, propuestas para que todos los excelentísimos. 
Ordinarios sigan, en los casos que se presentaren, una misma línea de conducta: 


1) Con sujeción al texto del susodicho Decreto gubernativo, se pueden 
fijar estos puntos: 

a) La admisión a la estipulación del «acto civil» solamente puede tener: 
lugar en el caso en que ambos interesados hayan apostatado de la fe católica, 
o cuando una persona que se halle en tan desdichada condición intente unirse: 
con una acatólica. 


b) La norma no puede, por tanto, ser extendida a otras condiciones de 
personas, aun cuando sean indiferentes u hostiles a la práctica de los deberes 
religiosos. 


c) Aquellos que, habiendo sido bautizados en la Iglesia católica o a ella: 
convertidos de la herejía o del cisma, hayan apostatado con posterioridad, sí 
pretendieren ser admitidos al «acto civil», deberán formular petición, por es- 
crito, a la Autoridad civil, especificando el motivo y aduciendo las pruebas de: 
su defección. 


d) La Autoridad civil deberá esmerarse en informar cuanto antes, sobre 
la petición que le ha sido hecha, a la Autoridad diocesana interesada. 


e) Y no se podrá conceder la estipulación del «acto civil» antes que haya: 
transcurrido por completo un mes, a partir de la fecha en la cual haya sido 
informada la Autoridad diocesana. 

f) Continuará manteniéndose en pleno rigor todo lo dispuesto en el at- 
tículo ochenta y tres, número cuatro, del Código Civil, respecto a la imposi- 
bilidad de contraer matrimonio cuantos hayan recibido las órdenes sagradas: 
o se hallen ligados por voto solemne o de castidad. 

2. Teniendo presente cuanto precede, al ocurrir los casos indicados las 
Autoridades eclesiásticas procederán de la siguiente forma: 

a) Tan pronto sea recibida la notificación de las Autoridades civiles, cl 
Ordinario u Ordinarios interesados tendrán esmerada diligencia en compro- 
bar si resulta efectivo el abandono de la fe católica por parte de los desdicha- 
dos de quienes se trate, y sobre todo si ello habrá ocurrido «tempore non sus- 
pecto» y el evitar que alguno se lance a declararse con ligereza «no católico» 
al exclusivo fin de sustraerse a la legislación canónica del matrimonio: lo que: 
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equivaldría abrir un portillo a la multiplicación de uniones civiles, con las 
funestas consecuencias fácilmente adivinables. 


b) Será bien que los reverendísimos Ordinarios pidan siempre a los su- 
periores civiles—si no va adjunta ya al acto de la notificación—la documenta- 
ción presentada por los interesados para probar el verificado abandono de la 
fe católica. 

c) Cuando esto no resulte conforme a verdad, sino que se compruebe 
tan sólo el caso de indiferencia o incluso de hostilidad a la práctica de la fe, 
será de ello informada la Autoridad civil. En caso de particular importancia, 
los Ordinarios podrán dirigirse directamente al excelentísimo señor Ministro 
-de Justicia, exponiéndole el resultado de las propias indagaciones. 


d) Al mismo tiempo, los excelentísimos señores Obispos, por medio de 
los párrocos u otras personas que consideren idóneas, procurarán disuadir con 
toda caridad y prudencia a los interesados de su deplorable propósito, hacién- 
doles comprender las consecuencias de orden moral y espiritual a que se en- 
caminan, y conminándoles con las penas que se citan en el siguiente núme- 
ro tres. 

e) Cuando tales gestiones resultasen infructuosas al fim deseado, no se 
hará notificación alguna a la Autoridad civil. Esta, sin embargo, no podrá au- 
torizar la estipulación sín que primeramente haya transcurrido un mes com- 
pleto desde la fecha en que haya recibido el aviso la Autoridad eclesiástica. 

3. Cuando, por fin, haya tenido lugar la estipulación del acto civil, el 
Ordinario competente procederá a la declaración de las penas canónicas incu- 
rridas, que serán las siguientes: 

a) Para los contrayentes ya católicos que han abandonado la fe, las de- 
claradas en el canon 2.314 del Codex Iuris Canonici Tal declaración sera 
hecha «per modum praecepti», esto es: con un breve decreto razonado, dada 
la certeza del delito a tenor de los cánones 2.223, párrafo 4, y 1.933, párrafo 4. 

b) Para los fieles católicos que eventualmente tomaren parte en la esti- 
pulación del acto civil actuando de testigos, el entredicho «ab ingressu Eccle- 
siae» de que trata en el canon 2.277, por el escándalo que su comportamiento 
produce en los fieles en una nación católica como España. También esta decla- 
ración deberá ser hecha en la forma arriba indicada. 

4. Tratándose de censuras, éstas no cesan sino por la absolución (canon 
2.248, párrafo 1), la cual supone como condición el «recessus a contumacia», 
que para los contrayentes consistirá en retornar a la fe y, por consiguiente, 
legalizar canónicamente su posición matrimonial o separarse; y para los testi- 
gos, la retracción pública del mal causado. 
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El vigilante celo de los sagrados pastores y la estricta observancia que in- 
dicadas quedan, harán que no se multipliquen en esta nación, por motivo del 
citado Decreto, las uniones civiles entre personas obligadas al respeto de las 
prescripciones canónicas. 

Con estos votos, y rogándole tenga la bondad de acusarme recibo de esta 
circular, en comunión de oraciones, aprovecho gustoso esta nueva oportunidad 
para reiterarme de vuestra excelencia reverendísima, atento y seguro servidor.. 
Firmado: ILDEBRANDO ANTONIUTTI, N. A.» 


3. Un trabajo de especial interés sobre la misma materia. 


Durante los días en que estos documentos llegaban a nuestras manos, nos 
entregan también un folleto del P. VICENTE MONSERRAT (1), que estudia- 
casi el mismo problema de que se trata en los dos documentos transcritos. 
Aunque se nos pedía tan sólo una breve reseña bibliográfica para la Revista,. 
creemos que merece ser considerado en esta Sección de Documentos, porque 
suministra datos valiosísimos para mejor enfocar y explicar cuanto pensamos- 
decir sobre el tema encerrado en el epígrafe de este trabajo. 

Expone el autor, al principio de este opúsculo, las vicisitudes que experi- 
mentó en la Iglesia la forma canónica actual de celebrar el matrimonio, recu- 
rriendo para ello a fuentes auténticas, a colecciones clásicas donde se recoge 
la principal disciplina eclesiástica y a escritores sagrados de primera talla 
(aa Ge 

Resume a continuación las disposiciones del Codex sobre la forma «ordi- 
naria» y la «extraordinaria» exigidas actualmente por la Iglesia para la válida 
celebración del sacramento (pp. 17-21). 

Habla después de las causas de nulidad del matrimonio por quebranta- 
miento de forma canónica (pp. 21-22). 

Una vez hecho ese estudio previo, indispensable para que el poco infor- 
mado acerca de la legislación canónica sobre los problemas matrimoniales pue- 
da entender el desarrollo del trabajo y darse cuenta de la legitimidad con que- 
el autor discurre en torno a las situaciones de hecho que existen en España en 
materia matrimonial, pasa a considerar en concreto los matrimonios civiles 
celebrados durante la República (pp. 24-34) y a sugerir la posible y deseada 
solución que debiera darse a no pocos casos angustiosos de conciencia que 


plantea la rígida norma del 23 de septiembre de 1939, que prohibe el divor- 
cio en España (pp. 34-42). 


(1) ER. VICENTE MONSERRAT, O. P.: La forma canónica de los matrimonios cele- 
brados en España durante la República; conferencia pronunciada en el “Ilustre Co- 
legio de Abogados de Valencia”, el 6 de marzo de 1956; pp. 1-42. 
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Durante el desarrollo del problema, el autor se muestra buen conocedor 
de la bibliografía antigua como de la moderna; cita autores eclesiásticos y ci- 
viles con gran facilidad, sigue atento los problemas vitales que suscita en la 
vida de los cristianos la aplicación práctica del Derecho y hace honor a su 
carrera de civilista, cursada con igual interés y público reconocimiento que la 
canónica. Hacía falta un estudio monográfico como éste por la importancia y 
actualidad del tema. 


Sirviéndonos ahora nosotros de ese trabajo, y poniendo de nuestra parte 
no pocas consideraciones, vamos a plantear el mismo problema que a él le 
preocupa, y a insistir en la solución práctica por él sugerida en tan breve, pero. 
enjundioso, estudio. Abordaremos también las cuestiones planteadas por los. 
documentos oficiales citados anteriormente, al objeto no sólo de informar a 
nuestros lectores sobre unas materias canónicas de gran importancia, sino tam- 
bién de crear ambiente a favor de una mejora notable en las disposiciones. 
civiles españolas, que corresponde instaurar únicamente a los hombres encar- 
gados de regir la vida de un pueblo, para el que los asuntos que se refieren: 
directamente a las personas tienen mayor importancia que los mejores negocios 
materiales, y, por consiguiente, requieren más seria consideración y diligencia. 


II. DE LA FORMA CANÓNICA DE CELEBRAR EL MATRIMONIO 


Para los bautizados, el matrimonio es «un contrato elevado por Cristo: 
Nuestro Sefior a la categoría de sacramento» (can. 1.012). Como «contrato»- 
que es, está sujeto a las disposiciones que la autoridad competente juzgue opor- 
tuno senalar para regular su lícita o válida celebración; y cuando además es. 
«sacramento», o son parte activa en el mismo sübditos que han recibido el 
bautismo, esas prerrogativas corresponden a la autoridad eclesiástica. 


1. La forma ordinaria. 


La forma ordinaria de realizarse este contrato ha sido sustancialmente fi- 
jada por la Iglesia en las siguientes palabras del Código de Derecho Canóni- 
co: «Solamente son válidos aquellos matrimonios que se celebren ante el pá- 
rroco o ante el Ordinario del lugar, o ante un sacerdote delegado por uno: 
u otro, y además ante dos testigos por lo menos» (can. 1.094). 

La inobservancia de estos requisitos positivos hace que sea inválido el con- 
trato, y, por lo mismo, que no se realice el sacramento. 
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2. La forma extraordinaria. 


: No ignora la Iglesia que las circunstancias de la vida pueden ofrecer gra- 


ves dificultades que obsten a la celebración del contrato matrimonial bajo 
aquellas condiciones. En territorios donde la escasez de clero es muy grande 
y en los cuales la Jerarquía eclesiástica no logró establecerse en forma corrien- 
te, en tiempos y situaciones anormales, v. gr., con ocasión de guerras, expedi- 
ciones, deportaciones, etc., es fácil que se provoquen situaciones que «no per- 
mitan tener, o no dejen acercarse, sin incomodidad grave, a ningún párroco 
u Ordinario o sacerdote delegado que asistan al matrimonio a tenor de lo 
prescrito por la ley». De ahí que el Código de Derecho Canónico establezca 
otra norma supletoria para remediar semejantes coyunturas, autorizando el 
contrato válido, y, por lo mismo, dando pie para la celebración válida del 
sacramento del matrimonio. Veamos a qué casos se extiende esa prerrogativa 
y Cuáles son las condiciones mínimas que entonces exige la iglesia: «En peli- 
gro de muerte es válido y lícito el matrimonio celebrado ante testigos solamen- 
te. También será válido, fuera de peligro de muerte, si prudentemente se pre- 
vé que aquel estado de cosas habrá de durar por un mes» (can. 1.098). 


Por disposición de Jesucristo, los ministros del sacramento del matrimonio 
son únicamente los esposos; por consiguiente, de suyo, bastarían ellos para 
realizar el sacramento. Pero como éste consiste también, y se fundamenta, en 
el contrato bilateral «por el cual ambas partes se dan y aceptan el derecho 
perpetuo y exclusivo sobre el cuerpo, en orden a los actos que de suyo son 
aptos para engendrar prole» (can. 1.081, $ 1), de ahí que corresponda a la 
autoridad puesta por Cristo al frente de la sociedad cristiana regular y condi- 
cionar la validez del contrato matrimonial, ya que éste tiene una trascendencia 
enorme en la vida social de la Iglesia. Lo advierte el canon 1.016 con las si- 
guientes palabras: «El matrimonio de los bautizados se rige no sólo por el 
derecho divino, sino también por el canónico.» 


A la existencia de los dos cónyuges hábiles requeridos por el derecho di- 
vino, añade la ley positiva eclesiástica, entre otras cosas, la presencia física, 
durante el momento de prestarse el consentimiento matrimonial, del sacerdote 
(Ordinario, párroco o un delegado de cualquiera de ambos) y de dos testi- 
gos para los casos ordinarios; y se contenta únicamente con la asistencia de 


estos dos testigos para las circunstancias extraordinarias de que hemos hecho 
mención. 
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3. De las personas que están obligadas a observar la forma canónica del 
matrimonio. 


Como las solemnidades introducidas por la Iglesia en torno a la presta- 
ción del consentimiento matrimonial son de derecho positivo, nada extraño es 
que la Iglesia señale concretamente quiénes sean los sujetos obligados a obser- 
varlas de entre todos los que caen bajo su jurisdicción. Esto lo hace en el ca- 
non 1.099, que dice textualmente: 

«$ 1. Están obligados a guardar la forma determinada en los cánones 
anteriores: 

1.2 Todos los que han sido bautizados por la Iglesia católica y todos los 
que se han convertido a ella de la herejía o del cisma, aunque tanto éstos como 
aquéllos la hayan después abandonado, si es que contraen matrimonio entre sí. 

2.2 Estos mismos, si contraen matrimonio con acatólicos, estén bautizados 
o no, aunque hayan obtenido la dispensa del impedimento de mixta religión 
o del de disparidad de cultos. 

3.2 Los orientales, si contraen matrimonio con latinos obligados a guar- 
dar esta forma. 

$ 2. Quedando firme lo que se prescribe en el $ 1, 1.9, los acatólicos, 
tanto los bautizados como los no bautizados si contraen entre sí, en ninguna 
parte están obligados a observar la forma católica del matrimonio.» 


4. Dos consecuencias. 


a) Todo contrato matrimonial celebrado según la forma ordinaria o ex- 
traordinaria, establecida por la Iglesia para las dos situaciones extremas indi- 
cadas anteriormente, por las personas que según ley están obligadas a su 
observancia, es válido e irrevocable (si además ha mediado la consumación; 
cfr. can. 1.118). En ello insiste la Iglesia cuando declara: «Del matrimonio 
válido se origina entre los cónyuges un vínculo que es por su naturaleza per- 
petuo y exclusivo» (can. 1.110); «la unidad y la indisolubilidad son propie- 
dades esenciales del matrimonio, las cuales, en el matrimonio cristiano, obtie- 
nen una firmeza peculiar por razón del sacramento» (can. 1.113, $ 2). Para 
estos casos tiene plena significación la sentencia del Señor: «Quod Deus co- 
niunxit, homo non separet» («lo que Dios juntó, no lo separe el hombre») (2). 

b) Las personas que, estando obligadas a observar la forma matrimonial, 
unieran sus vidas siguiendo otro camino distinto, en verdad no han logrado 
otra cosa que disimular más o menos eficazmente su real concubinato. El 
único medio para legalizar esa situación engañosa consiste «en celebrar de nue- 


(2) Marc., 10, 9. 
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vo el matrimonio según la forma legítima» (can. 1.137); de lo contrario: 
urge la aplicación del precepto de Jesús en su correlativa forma contraria: 
«Quod Deus non coniunxit, bomo separet» («lo que Dios no juntó, sepárelo- 
el hombre»). 


IH. Los MATRIMONIOS CIVILES CELEBRADOS EN EsPANA DURANTE 
LA REPÚBLICA Y EN LOS AÑOS DE LA CRUZADA 


1. Ley republicana. 


Entre los muchos males que la República del año 1931 introdujo en Es- 
paña no fueron los menos importantes aquellos que se referían al ámbito ma- 
trimonial. El 28 de junio de 1932 se promulgó la llamada «ley del Matrimo- 
nio civil»; en ella se negaba todo valor al matrimonio canónico y se reconocía: 
como únicamente válido el contrato matrimonial hecho ante el magistrado: 
civil. Nuestros gobernantes iban, por consiguiente, mucho más lejos que los. 
de otras naciones, como Italia y Portugal, donde, no obstante la existencia del 
matrimonio civil, que pueden celebrar aun los bautizados en la Iglesia cató- 
lica, sin embargo se reconocen todos los efectos al matrimonio canónico, siem- 
pre que se inscriban en el Registro Civil. 

Los matrimonios hechos al amparo de ley tan sectaria por parte de todas 
aquellas personas que estaban obligadas a observar la forma canónica fueron 
manifiestamente inválidos; y el vulgar contubernio a que dieron lugar no tiene 
otro arreglo que la convalidación canónica o la disociación de los presuntos. 
esposos, si es que alguna de las dos cosas no ha tenido ya realización. 


2. Ley del nuevo Estado español. 


El 22 de marzo de 1938 tuvo su contrapartida afortunada aquella ley del 
Matrimonio civil, ya que el Gobierno instaurado en España con motivo de la: 
Cruzada derogó la inicua norma republicana (3). 

Los tres años escasos que duró la guerra de Liberación dieron lugar a una: 
circunstancia de grave trascendencia en la materia que nos ocupa. España se: 
vió dividida en dos partes: una mitad del territorio nacional quedó práctica- 
mente bajo la jurisdicción del régimen acaudillado por el Generalísimo Fran- 
co, mientras que la otra continuaba bajo el imperio de los gobernantes repu- 
blicanos. Desde la fecha indicada, la zona «nacional» comenzó a regirse, por 
cuanto a la celebración del matrimonio se refiere, por una ley exclusivamente 
eclestástica; y en ella ni canónica ni civilmente podían tener valor los matri- 


(3) Cfr. MEDINA Y MARAÑÓN: Leyes Civiles de España, ed. Reus (1949); pp. 362-363.. 
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monios que se hubieran querido amparar en la ley sectaria del matrimonio 
civil dictada por la segunda República. 

En la zona «roja», sin embargo, pudieron seguir celebrándose matrimo- 
nios con tres distintas solemnidades: guardando exclusivamente la forma ci- 
vil; observando la forma canónica ordinaria donde las circunstancias no la 
impedían; o cumpliendo lo prescrito para casos extraordinarios, sistema éste 
que pudo ser el más frecuente para las personas de recta conciencia. ¿Tuvie- 
ron igual eficacia todas esas uniones matrimoniales? 


a) Es manifiesto que la forma creada por la ley civil republicana no te- 
nía eficacia por sí misma para engendrar un matrimonio válido. Pero también 
es cierto que en aquellas circunstancias podían ser válidos los matrimonios 
celebrados ante el Juez municipal y dos testigos, porque, al concurrir las cir- 
cunstancias extraordinarias previstas en el canon 1.098, era la Iglesia quien 
otorgaba validez al contrato (y por lo mismo al sacramento), dado que se 
hacían ante dos testigos por lo menos. En estos casos, aun sin darse cuenta 
los interesados, el matrimonio no era sólo civil, sino también canónico. 

Puede, sin embargo, plantearse una grave dificultad práctica contra la va- 
lidez de esos matrimonios si tenemos en cuenta la existencia de otra ley repu- 
blicana del 2 de marzo de 1932, que autorizaba el divorcio vincular. Si los 
contrayentes que se presentaban ante el Juez civil y dos testigos conocían la 
existencia de esa ley y pensaron ampararse en ella el día que su unión resul- 
tara infeliz, es manifiesto que el matrimonio pudo ser inválido por exclusión 
de la 2mdisolubilidad, que es una propiedad esencial del matrimonio (canon 
1.013, $ 2). Otra cosa hubiera sido el simple conocimiento, y el consiguiente 
error, acerca de dicha indisolubilidad, ya que entonces entraría en juego la 
declaración de la Iglesia en el canon 1.084: «El simple error acerca de la 
indisolubilidad del matrimonio no vicia el consentimiento, aunque dicho error 
sea causa del contrato.» Por consiguiente, sólo serían inválidos aquellos ma- 
trimonios en los que al error se uniera un acto de la voluntad por el cual se 
excluyera claramente la indisolubilidad conyugal, fundados en el propósito 
de separarse el día en que la convivencia no resultara ya agradable. Para dic- 
taminar sobre este asunto es indispensable el examen de cada caso en par- 
ticular. 

Otra cosa que sería susceptible de discusión entre los civilistas, y que nos- 
otros no intentamos resolver en este momento, es el alcance que debía darse 
a la Ley del 22 de marzo de 1938. ¿Fué oportuno que tuviera valor para Es- 
paña entera y, por consiguiente, también para la zona «roja», o debió quedar 
restringida a la España «nacional»? Nos referimos, claro está, a los efectos 
temporales del matrimonio civil, ya que en el aspecto sacramental sabemos 
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que la validez depende en todo de la observancia, o no, de la forma cano- 
nica, y de la integridad, o no, del consentimiento matrimonial. 


b) Los matrimonios que bajo el dominio rojo se celebraron según la for- 
ma canónica ordinaria (can .1.094) no tienen, en cuanto a su validez se re- 
fiere, impugnación posible por defecto de esta solemnidad positiva. Y prác- 
ticamente se adoptó por la Iglesia, como prudente norma práctica, el posterior 
asentamiento legal prescrito por la ley canónica, para evitar discusiones y plei- 
tos enredosos y fundamentalmente inútiles. 


c) Durante el largo tiempo que algunos territorios españoles hubieron 
de soportar la dominación marxista no fué posible, y en algunos casos tam- 
poco hubiera sido oportuno, suspender todo enlace matrimonial. Hubo no 
pocas parejas que entonces se casaron observando la forma extraordinaria se- 
ñalada en el canon 1.098, que se contenta únicamente con la presencia de dos 
testigos. Esos matrimonios tuvieron pleno valor canónico, y, por consiguiente, 
deben surtir todos los efectos civiles. 


Conocemos, sin embargo, algunos casos en que después de haber tenido 
lugar dichos enlaces fueron declarados nulos por la autoridad, a consecuencia 
de haberse probado que se hicieron cuando los cónyuges sabían que antes del 
mes legal, exigido por el canon 1.098, iba a terminarse aquel estado de cosas 
anormal, por estar ya acordada la rendición de la población o prevista la en- 
trada de las fuerzas nacionales en la misma, con la consiguiente posibilidad de 
disponer a los pocos días de sacerdote para celebrar el matrimonio según la 
forma ordinaria. 


La única dificultad que pudiera plantearse contra su validez habría que 
fundarla en la idea que tuvieron los esposos acerca del sacramento en el ins- 
tante de prestar el consentimiento. ¿Cómo es posible que entre nosotros, dado 
el concepto que suelen tener las gentes de este solemnisimo acto, pudieran 
hacer aquella ceremonia con la convicción de que fuese a resultar un verdadero 
sacramento? 


No carece, ciertamente, de todo fundamento ese interrogante; en España, 
la mayoría de nuestros cristianos apenas podrán concebir la «boda», como 
vulgarmente se dice, sin la asistencia del cura y sin la solemnidad litúrgica. 
Pero tampoco resulta muy fácil admitir, sin más, que bastantes buenos cris- 
tianos se prestasen a celebrar el matrimonio en semejantes circunstancias si 
hubieran creído que todo aquello no valía para nada, a no ser únicamente para 
disimular una convivencia pecaminosa; eso equivaldría a pensar demasiado 
mal de los que, por otra parte, tienen derecho a nuestra estima. No sería, 
pues, en estos casos muy forzado el recurso al canon 1.085, en el cual se de- 
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clara que «la certeza o la opinión de que va a ser nulo el matrimonio no 
excluye por necesidad el consentimiento matrimonial». Y prueba de ello es 
que, consultada la Sagrada Congregación del Santo Oficio por el Vicario 
General de Tarragona acerca de un caso de esa naturaleza, se obtuvo el 9 de 
junio de 1943 la siguiente respuesto: «se presume que existió el necesario 
consentimiento». Claro está que esta presunción perdería su fuerza si mediara 
prueba en contrario (can. 1.826); pero, dadas las precauciones tomadas por la 
Iglesia a raíz de la liberación de los distintos territorios españoles, quizás sean 
pocas las uniones matrimoniales que pudieran peligrar buscando como funda- 
mento la hipótesis que hemos establecido por falta de verdadero consenti- 
miento: se ha procurado, en efecto, renovar «ad cautelam» el contrato matri- 
monial ante el párroco (o sacerdote delegado) y dos testigos. 


IV. DECRETO SOBRE EL MATRIMONIO CIVIL DEL 26 DE OCTUBRE DE 1956 


Una de las muchas pruebas que el actual régimen de España ha dado de 
su interés por reconocer a la Iglesia los derechos que le competen es el Con- 
cordato, establecido con la Santa Sede el 27 de agosto de 1953. Este convenio 
es grandemente significativo por la gran innovación que representa con rela- 
ción a la legislación inmediatamente precedente, y por lo que supone en una 
situación como la presente, que abunda en concepciones poco rectas en lo que 
se refiere a las relaciones de la Iglesia con las distintas sociedades temporales. 

No cabe duda que el espíritu que informó la redacción de la ley concor- 
dataria estaba penetrado de las más sanas ideas sobre Derecho público ecle- 
siástico; en consecuencia, puede decirse que las diferentes materias examina- 
das a través del mismo documento fueron casi todas resueltas al dictado de 
la autoridad eclesiástica; y las que quedaban pendientes de nueva sistematiza- 
ción se esperaba que habían de seguir la línea ya trazada; incluso, para los 
casos dudosos, y con el objeto de facilitar la solución de las posibles dificul- 
tades futuras, se abría una puerta generosa en el artículo XXXV del conve- 
nso: «La Santa Sede y el Gobierno español procederán de común acuerdo en 
la resolución de las dudas o dificultades que pudieran surgir en la interpre- 
tación o aplicación de cualquier cláusula del presente Concordato, inspirándose 
para ello en los principios que lo informan.» 

Como no era fácil proceder inmediatamente a una reforma de la legisla- 
ción civil en todos aquellos extremos que necesitasen alguna innovación o 
modificación, se concedió al «Estado español el plazo de un año para pro- 
mulgar las disposiciones de Derecho interno que fueran necesarias para la 
ejecución del Concordato» (art. XXXVI). 
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Este tiempo de espera, por lo que a varios problemas se refiere, se ha 
ido prolongando más allá de lo que todos quisiéramos; y por lo que atañe al 
matrimonio, apenas se había añadido nada positivo al artículo XXIII del Con- 
cordato. Pero el año pasado, en la fecha citada del mes de octubre, se pro- 
mulgó el Decreto sobre el matrimonio civil, que dejamos copiado anterior- 
mente, alguna de cuyas partes deseamos enjuiciar a continuación. 


1. Primera sorpresa desagradable. 


En el exordio del Decreto se declara que es intención de la autoridad pú- 
blica española reglamentar la forma civil del matrimonio «dentro del espíritu 
que anima el Concordato vigente entre la Iglesia católica y el Estado». 

En la parte expositiva se establece que «el matrimonio civil será autorizado 
en el solo caso de que ambos contrayentes prueben que zo profesan la Reli- 
gión católica» (art. 37). 

Quizá la intención con que procedió el legislador al redactar esta ley fué 
sana y correcta; pero tenemos que lamentar su poca fortuna a la hora de ex- 
presar la forma en palabras. Si la ley permite ampararse en la forma civil de 
contraer el matrimonio al que por cualquiera de los medios probatorios lega- 
les certifique que no profesa la Religión católica, todos los bautizados en esta 
misma Iglesia y todos los que, después de haberse convertido a ella, hubieran 
apostatado, tendrían abierta la puerta para iniciar legalmente una vida de 
contubernio que, sin ser estado matrimonial verdadero, estaría protegida por 
la legislación civil española, la cual, por otra parte, aspira a mantenerse en 
armonía con la ley eclesiástica. 

Las disposiciones de la Iglesia a este respecto son en sustancia las siguien- 
tes: están obligados a observar la forma canónica «todos los que han sido 
bautizados en la Iglesia católica y todos los que se han convertido a ella de la 
herejía o del cisma, aunque tanto éstos como aquéllos la hayan después aban- 
donado» (can. 1.099, $ 1, 1.2). Sin embargo, ahora, por ley del Estado espa- 
ñol, se permite contraer matrimonio civil a todos los que actualmente «prueben 
que no profesan la Religión católica»; consiguientemente, cualquier clase de 
abjuración de la fe católica, teórica y práctica, hecha en forma suficientemente 
pública, daría oportunidad a los que cometen tan grave desacato hacia la Igle- 
sia para contraer un matrimonio civilmente válido, a pesar de la prohibición 
canónica que lo invalida; semejante conclusión se convierte en una ley de fa- 
vor inesperada, ya que premia el gravísimo delito de apostasía con la dispensa 
de la forma canónica establecida en el Código para contraer válidamente ma- 
trimonio; y con ello se ha logrado inesperadamente anular aquel riguroso 
axioma jurídico: «fraus et dolus nemini patrocinari debent». 
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Quizá alguien piense, generosamente, que esas palabras de la ley civil 
quieren abarcar a todas las personas que por ley eclesiástica están obligadas 
a la forma canónica. Ese deseo lo compartimos nosotros; pero lo consideramos 
ineficaz en virtud de los principios de hermenéutica legal valederos en todo 
Derecho. Es preciso interpretar las leyes conforme a la significación propia de 
las palabras empleadas por el legislador en la redacción de las mismas. Y, por 
consiguiente, no entra dentro de la competencia del jurista privado, ni del 
ministerio ejecutivo de las leyes el extender la norma legal que nos ocupa tan- 
to que, entre «los que no profesan la Religión católica», se comprendan «todos 
los bautizados en la Iglesia católica y los convertidos a ella de la herejía o del 
cisma, aunque tanto éstos como aquéllos la hayan después abandonado». Re- 
petimos que la misión del intérprete particular no es ampliar el significado de 
la ley a su antojo, sino únicamente traducir con fidelidad a la práctica las dis- 
posiciones contenidas en el texto legal. 

Lamentamos de veras esta desafortunada redacción de la ley estatal sobre 
la forma de contraer algunos matrimonios civiles, porque está muy lejos de 
ser un reflejo de la ley canónica, suficientemente clara y precisa a este respec- 
to, y porque dista mucho del espíritu que presidió las tareas concordatarias. 
Y mejor que recurrir a interpretaciones oficiales extensivas, sería oportuno 
formular con más exactitud una norma completa y exhaustiva, cual es la que 
brinda al legislador civil la disciplina canónica vigente. 

Salta a la vista esta incongruencia legal en España si tenemos en cuenta lo 
«establecido en el Protocolo final del Concordato; éste dice así: «En materia 
«de reconocimiento de matrimonio mixto entre personas católicas y no católi- 
«cas, el Estado pondrá en armonía su propia legislación ton el Derecho canó- 
mico» (en relación con el art. XXIII, C). Si, pues, obliga la forma canónica 
cuando uno solo de los contrayentes es católico (aunque actualmente no profe- 
se la Religión católica) y el otro no lo es (porque se bautizó en una Iglesia 
disidente y nunca se convirtió a la verdadera Iglesia), con mayor razón debie- 
ra exigirse por la ley civil la observancia de esa misma forma en el caso de 
que ambos futuros cónyuges sean católicos, aunque de hecho no quieran seguir 
profesando esta religión. 


2. Segundo atropello del derecho eclesiástico. 


En el artículo 41 de la ley del Registro Civil, tal como queda redactado 
después del mismo Decreto, nos hallamos con otra sorpresa lamentable. Dice 
así el mencionado documento estatal: «Si se tratare de bautizados en la Iglesia 
católica o de aquellos que, convertidos a ella, hayan apostatado posteriormente 
e intentaren contraer matrimonio civil entre sí o con persona acatólica..., el Juez 
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informará circunstancialmente de la petición a la Autoridad eclesiástica dio- 
cesana de su territorio, en el plazo de ocho días y mediante notificación en 
forma. Si antes de celebrarse el matrimonio civil se advirtiese la existencia de 
algún impedimento u obstáculo legal, se procederá conforme determinan los 
artículos noventa y siete y noventa y ocho del Código Civil». 

No cabe ningún género de duda de que esas personas de que se ocupa la 
ley civil están obligadas a observar la forma canónica en la celebración del 
matrimonio, si es que quieren contraer en realidad una verdadera unión ma- 
trimonial; por consiguiente, no es de la competencia estatal el autorizar un 
contrato de esa naturaleza. Semejante pretensión constituiría una injuria grave 
a la Iglesia y a la vez sería un engaño para los presuntos esposos, al mismo 
tiempo que daría origen a un trastorno social grave el día que la conciencia 
de creyentes de semejantes personas pusiese al descubierto su paliado concu- 
binato. 


Si alguien quisiera interpretar esa notificación del Juez civil a la Autori- 
dad eclesiástica como un medio de información legal acerca de la existencia, 
o no, de algún obstáculo para la válida celebración del matrimonio, incurriría 
en la consecuencia poco honrosa de que el funcionario civil, obligado por su 
profesión a conocer suficientemente la ley eclesiástica, ignora lo que ésta tiene 
establecido para Ja válida celebración de los contratos matrimoniales. Y esta 
hipótesis humillante no nos atrevemos a admitirla. 


La Iglesia, necesariamente se vería obligada a notificar al Juez que no 
debe autorizar ese matrimonio civil, porque es a todas luces inválido. De esta 
respuesta pueden seguirse dos hipótesis: o el Juez tiene, preceptivamente, que 
abstenerse de admitir a los contrayentes a la celebración civil, o es libre para 
ventilar por su cuenta la legitimidad de esa oposición eclesiástica al proyectado 
matrimonio. En el primer supuesto, como fruto de trámites tan serios, se habrá 
logrado perder un tiempo lamentable con esos rodeos del todo inoperantes, 
ya que de antemano se sabe no van a tener resultado favorable. En el segundo 
caso habría que substanciar, a tenor de la ley de Enjuiciamiento civil (art. 98 
del Código Civil), la legitimidad de la oposición por parte de la Iglesia al 
matrimonio no canónico, dando con ello a los ministros civiles de la justicia 
una insospechada facultad «para juzgar las decisiones de la autoridad sagrada; 
y en los casos en que el Juez laico llegara a pronunciarse en contra del dictamen 
eclesiástico, habríamos conseguido un resultado doblemente afrentoso. Quizás 
sea éste el motivo por el cual dispone el Nuncio Apostólico en su carta que 


«no se haga notificación alguna a la autoridad civil», como respuesta a la pre- 
via notificación. 
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Según nuestro humilde entender, este Decreto ministerial no está «en con- 
formidad con la ley de Dios y la tradición católica de la Nación española», 
ni responde al ánimo de las Autoridades concordantes, que afirmaban estar 
«animadas del deseo de asegurar una fecunda colaboración para el mayor bien 
de la vida religiosa y civil de la Nación española» (cfr. Prólogo del Concor- 
dato entre la Santa Sede y España). 

Después de la promulgación del presente Decreto del Ministerio de Jus- 
ticia, quizá el doctor PEREZ MIER no se hubiera atrevido a escribir unas pala- 
bras que, cuando fueron redactadas, firmarían todos los canonistas; decía así 
el Auditor Rotal, en esta misma revista, comentando el Protocolo final del 
Concordato, acerca del artículo XXIII, apartado C): «Tiende dicha disposi- 
ción a producir una adecuación perfecta de la Ley civil a la Ley canónica en 
el matrimonio de los bautizados, no autorizándose la celebración del matri- . 
monio civil a los disidentes que, según la Ley canónica, están obligados a la 
forma canónica del matrimonio» (4). No merece tan explicable disculpa el 
editorialista de la revista «Ecclesia», quien, comentando este mismo documen- 
to del Ministerio de Justicia, se atreve a titularlo con las siguientes palabras: 
«Por buen camino» (5); es más chocante esta actitud cuando, por otra parte, 
estamos acostumbrados al riguroso juicio que el órgano de la Dirección Cen- 
tral de la Acción Católica Española acostumbra a usar para comentar otras 
disposiciones oficiales menos importantes, menos peligrosas o que pueden ser 
objeto de libre discusión y pensamiento. 

Puestos en el terreno de los hechos, no nos explicamos esta decisión legis- 
lativa, a no ser suponiendo el incumplimiento del Concordato por parte del 
Ministerio de Justicia, ya que la Iglesia nunca daría por bueno el Decreto, am- 
parada en el artículo XXV del Convenio, y que dice: «La Santa Sede y el 
Gobierno español procederán de común acuerdo en la resolución de las dudas 
o dificultades que pudieran surgir en la interpretación o aplicación de cual- 
quier cláusula del presente Concordato, inspirándose para ello en los princi- 
pios que lo informan.» 

prae] 


(4) Cfr. PÉREZ MIER: El Concordato Español de 1953. Significación y caracteris- 
ticas; en REVISTA ESPANOLA DE DERECHO CANÓNICO, IX (1954), 37. 


.(5) Cfr. Rev. “Ecclesia”, XVII (1957), 3. En este número de “Ecclesia” escribe 
don DOROTEO FERNÁNDEZ Ruiz un artículo bajo el epígrafe: Los matrimonios. mixtos 
en la legislación civil española. El autor no parece inquietarse por la imprecisión de 
las palabras no profesar la Religión católica, del artículo 37, y trata de darles el 
sentido que todos quisiéramos que encerraran; lo que más le preocupa es, y con fun- 
damento, el sentido y alcance de la notificación judicial a la autoridad eclesiástica 
cuando se trata de personas que fueron bautizadas en la Iglesia Católica, o de las 
que, convertidas a ella, hayan apostatado posteriormente e intentaren contraer matri- 
mcnio entre sí o con persona acatólica (art. 41). Cfr. pp. 16-18 (del n. 814). 
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V. La LEY DEL DIVORCIO, DICTADA POR LA REPÚBLICA ESPAÑOLA 


No fué la ley del Matrimonio civil el único y el mayor mal introducido 
por la República en la sociedad cristiana y católica de Esp2ā2. Se había publi- 
cado antes, para mayor escarnio de la Iglesia y más grave atentado a la fami- 
lia española, la ley del Divorcio (el 2 de marzo de 1932). 

El artículo 1.2 de la misma declara que «el divorcio decretado por senten- 
cia firme por los tribunales civiles disuelve el matrimonio, cualesquiera que 
hubiesen sido la forma y la fecha de su celebración». Y el efecto general del 
divorcio, en cuanto se refiere a las personas de los cónyuges, está señalado en 
el artículo 11: «Por la sentencia firme del divorcio, los cónyuges quedan en 
libertad de contraer nuevo matrimonio»; aunque se advierte más adelante que 
«los cónyuges que no hubieran celebrado otras nupcias podrán contraer nuevo 
matrimonio entre sí en cualquier tiempo.» 

La simple lectura de estas disposiciones deja ver claramente que no se 
trata tan sólo de la «separación del lecho, mesa y habitación»; sino que afecta 
a la «disolución vincular» de un contrato que, por su naturaleza, es indisolu- 
ble, y que por su sacramentalidad ha obtenido una firmeza incluso mayor 
(can. 1.013, $ 2). 

Amparados en esa oportunidad ofrecida por la ley, fueron muchas las se- 
paraciones conyugales de los que previamente se habían unido en matrimonio 
civil, autorizado también por la Autoridad gubernamental republicana; y con- 
tra esas disoluciones vinculares nada tiene que oponer la Iglesia, puesto que 
en realidad no lograban otro efecto que declarar oficialmente la licitud de la 
separación de personas que nunca habían estado válidamente casadas. 

No faltaron tampoco abundantes casos de personas casadas con anteriori- 
dad por la Iglesia que obtuvieron la supuesta disolución «vincular», e incluso 
que después pasaron a ulteriores nupcias inválidas con terceras personas. Aun- 
que es lamentable el hecho, tiene, sin embargo, su explicación, incluso en una 
sociedad que, en realidad, estaba oficialmente casi toda integrada por perso- 
nas católicas; pero sus consecuencias perniciosas fueron pronto registradas en 
los distintos estratos o esferas de la sociedad española, 

Una de las muchas consecuencias favorables que la victoriosa Cruzada es- 
pañola tuvo para la vida de muestro pueblo fué, sin duda, la proveniente de 
otra ley paralelamente contraria dictada por el Gobierno del Caudillo, anulan- 
do la ley del Divorcio. 


VI. LEY DEROGATORIA DEL DIVORCIO DEL 23 DE SEPTIEMBRE DE 1939 


Si la ley del Divorcio estaba integrada por 69 artículos y siete reglas tran- 
sitorias, la correlativa Ley derogatoria del mismo no necesitó una extensión 
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semejante; fueron bastantes wn artículo y siete disposiciones transitorias (6). 

1. El artículo único dice así: «Queda derogada la ley del Divorcio de 2 
de marzo de 1932 y las disposiciones complementarias de la misma, quedando 
vigentes en la materia las disposiciones del Código Civil.» 

El artículo 105 de este Código establece como causas legítimas de divor- 
«io, cuando se trata de matrimonios civiles (7), solamente las siguientes: 

«1. El adulterio de la mujer en todo caso, y el del marido cuando re- 
sulte escándalo público o menosprecio de la mujer. 

2.2 Los malos tratamientos de obra o las injurias graves. 

3.2 La violencia ejercida por el marido sobre la mujer para obligarla a 
«cambiar de religión. 

4.2 La propuesta del marido para prostituir a su mujer. 

5.2 El conato del marido o de la mujer para corromper a sus hijos o pros- 
tituir a sus hijas y la connivencia en su corrupción o prostitución. 

6.2 La condena del cónyuge a cadena o reclusión perpetua.» 

En el artículo anterior (104) se advierte muy justamente que «el divorcio 
sólo produce la suspensión de la vida común de los casados»; y decimos muy 
justamente, porque ese contrato natural válido es por naturaleza indisoluble 
vincularmente, aun para los no bautizados. 

No es propósito nuestro enjuiciar aquí estas mormas discriminativas de la 
mujer y del marido en el caso de adulterio, a pesar de tratarse de un derecho 
natural que poseen ez igual grado, tanto aquélla como éste, porque a nosotros 
nos interesa únicamente el matrimonio canónico y las causas que pueden dar 
lugar a su disolución plena o semiplena. Á este respecto ya sabemos que «co- 
nocer estos pleitos... corresponde a los tribunales eclesiásticos» (art. 80), aun- 
que después se reserven al tribunal civil las disposiciones oportunas sobre el 
particular, tanto mientras dura la tramitación del pleito como una vez pronun- 
xiada la sentencia firme (8). 


2. Disposiciones transitorias—La norma tajante introducida por el ar- 
tículo único de la Ley derogatoria admite algunas atenuantes, según indican 
las tres primeras disposiciones transitorias publicadas en la misma Ley. 


(6) Cfr. MEDINA Y MARAÑÓN: Leyes Civiles de España, ed. Reus (1949); pp. 392-393. 
Un año antes había quedado en suspenso la aplicación de la Ley del Divorcio como 
«consecuencia del Decreto de 2 de marzo de 1938. ; 

(7) Tratándose del matrimonio canónico, nuestra ley civil declara que “el cono- 
«cimiento de los pleitos sobre nulidad y divorcio de los matrimonios canónicos corres - 
ponde a los Tribunales eclesiásticos” (art. 80); por consiguiente, se declara incom- 
petente en semejantes causas, aunque reclame, como es natural, la notificación pos- 
terior al Ministerio civil para su ejecución en la parte relativa a los efectos civiles 


(art. 82). 
(8) Cfr. Código Civil, arts. 68, 81-82, y Concordato, art. XXIV. 
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Aunque todas ellas son muy oportunas, sin embargo, no logran, ni mucho: 
menos, solucionar debidamente cuantas situaciones se habían creado al ampa- 
ro de las leyes republicanas sobre el matrimonio civil y el divorcio; nos halla- 
mos ante una lamentable laguna que no tiene otra posible explicación a no ser 
en la justificada repugnancia de los españoles a todo lo que suene a divorcio, 
y quizá también a un descuido del legislador en la redacción de la segunda 
disposición transitoria. Vamos a reproducir seguidamente las tres y a enjui- 
ciarlas, desde el punto de vista canónico, que es el que debe tenerse en cuenta 
por los juristas espafioles, tanto eclesiásticos como civiles. 


a) «1.2: Las sentencias firmes de divorcio vincular dictadas por los tribu- 
nales civiles a tenor de la Ley que se deroga, respecto de matrimonios canó- 
nicos, hayan o no pasado los cónyuges a uniones civiles posteriores, se decla- 
rarán nulas por Autoridad judicial a instancia de cualquiera de los interesados.» 


Aunque «de suyo las leyes miran a lo futuro, no a lo pasado» (can. 10), sin 
embargo, en algunos casos no es posible hacer tabla rasa de todos los hechos 
acaecidos con anterioridad a la ley que se promulga, porque se trata de actos. 
jurídicos que prolongan su existencia durante el tiempo y el espacio, tanto 
que llegan a crear situaciones delicadas a los individuos durante la vigencia de 
las nuevas leyes. Así ocurre, por ejemplo, con los matrimonios contraídos ci- 
vilmente durante la segunda Repüblica, los cuales, por no haberse disuelto 
durante aquel período de nuestra historia, siguen en pie cuando comienza a. 
regir una norma distinta, como es la vigente. 


Aquellos matrimonios no fueron realmente válidos por no haberse suje- 
tado a las leyes eclesiásticas, que son las únicas valederas para regir el matri- 
monio-sacramento de los bautizados. Por consiguiente, es obligatorio en con- 
ciencia proceder en seguida a su revalidación canónica, o a la disolución de la 
vida conyugal iniciada bajo la protección de la ley civil. 


Mas como, por lo que a los efectos civiles se refiere, habrá razones para 
no llevar a cabo esa disolución sin el consentimiento de las partes interesadas, 
es explicable que la Autoridad civil tenga que esperar «la instancia de cual- 
quiera de los interesados» para proceder a la sentencia judicial del divorcio. 
En este sentido consideramos acertada la decisión de esperar la petición de di- 
vorcio por parte de los presuntos cónyuges, sin permitir al Juez que proceda 
por su cuenta y riesgo a disociar esos matrimonios, legítimos sólo en aparien- 
cia. Pero quede siempre en claro que, en conciencia, no es potestativo de los. 
interesados el separarse o seguir viviendo juntos, como si entre ellos mediara 


un válido matrimonio; recordemos aquella sentencia del Senor: Quod Deus 
non contunxit, bomo separet. 
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b) «22: Las uniones civiles celebradas durante la vigencia de la Ley que 
se deroga y en que uno o ambos cónyuges se hallen divorciados a tenor de la 
misma, encontrándose ligados canónicamente a otra persona, se entenderán di- 
sueltas para todos los efectos civiles que procedan, mediante declaración judi- 
cial solicitada a instancia de cualquiera de los interesados.» 

Sí civilmente se permite anular las sentencias de divorcio vincular dictadas 
por la República en contra de los matrimonios canónicos, no debía existir tam- 
poco inconveniente para autorizar, en cuanto a los efectos civiles se refiere, la 
sentencia de separación de aquellas personas que se habían casado por lo ci- 
vil, después de haber sido disuelto también civilmente el matrimonio canónico. 
Y esto es, en realidad, lo que concede la segunda disposición transitoria. 

Semejante norma legal merece nuestro aplauso sincero porque trata de re- 
parar la injuria producida al matrimonio canónico con la sentencia de divorcio 
vincular y con las ulteriores nupcias civiles autorizadas por la República. Es, 
pues, de agradecer el que se permita remediar bajo la actual norma legislativa 
aquel atentado contra la ley suprema de Dios, aunque realmente no sea suficien- 
te en conciencia el «derecho» a dejar ese problema supeditado a la libre volun- 
tad de los interesados. Pero volvemos aquí a recurrir, para justificarlo, a las 
razones de conveniencia que puedan asistir a la Autoridad civil para no pro- 

-ceder «de oficio» a imponer semejantes disociaciones. 


c) «3.8: Serán causas bastantes para fundamentar las peticiones a que se 
refieren las precedentes disposiciones el deseo de cualquiera de los interesados 
de reconstituir legítimo hogar o, simplemente, el de tranquilizar su conciencia 
de creyente.» 

Para «reconstruir el antiguo hogar bendecido por el matrimonio canónico 
precedente» es lícito pedir, y la Autoridad judicial debe conceder, el divorcio 
de las uniones civiles permitidas por la República; y para «tranquilizar las 
conciencias de los creyentes», es lícito anular las sentencias de divorcio dicta- 
das por los tribunales civiles contra el matrimonio canónico. 

Estas dos excepciones que admite la ley civil prohibitiva del divorcio están 
hechas con gran sentido cristiano, y fundadas en principios doctrinales incon- 
movibles, que en buena hora aceptaron nuestros gobernantes. ¿Pero son su- 
ficientes para remediar todas las situaciones anómalas provocadas por las les 
yes sectarias de 1932?; ¿dejan, acaso, plenamente a salvo la doctrina teológico- 
canónica sobre el matrimonio? 
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VII. SITUACIONES ANGUSTIOSAS NO RESUELTAS POR LA LEY CIVIL 
1. Laguna jurídica. 


Durante los seis años que tuvo de vginecia en España la ley que autoriza- 
ba los matrimonios civiles, no fueron pocos los católicos que se acogieron a: 
dicha norma. Pero esas uniones, por lo general, tuvieron pronto infeliz resul- 
tado: algunas se disolvieron a tiempo, apoyándose en la ley republicana del 
divorcio; y otras se vieron interrumpidas de hecho al correr de los años, sim 
que los interesados se preocuparan de legalizarlas antes del 23 de septiembre: 
de 1939. 

Estas personas, por un lado se encuentran ligadas por un vínculo civil, in- 
eficaz en conciencia; y por otro, no tienen prácticamente posibilidad de arre- 
glar su situación, ni siquiera para «tranquilizar su conciencia de creyentes», 
acogiéndose a la forma canónica matrimonial, ya que la nueva ley les prohibe: 
en absoluto entablar causa de divorcio. No existiendo ley alguna, ni canónica 
ni natural, que les impida contraer un matrimonio válido, la disciplina civil 
les niega la desvinculación porque supone falsamente que entre esas personas 
media un contrato matrimonial verdadero. 


2. Consecuencias perniciosas. 


Como muy acertadamente advierte el P. MONTSERRAT en el trabajo citado 
al principio (9), tratándose de almas a las que prácticamente no se las puede 
socorrer con el fácil consejo de observar la continencia, y que, por otra patte, 
necesitan tranquilizar su conciencia de creyentes, y quizá también satisfacer 
algunos deberes naturales para con otras personas que son el fruto de su pe- 
cado o las cómplices de su actual situación, salta a la vista la necesidad impe- 
riosa de una ley civil que permita el arreglo de tan angustiosa coyuntura. 

Si, para reconstruir el legítimo hogar o tranquilizar la conciencia de cre- 
yentes, se autoriza el divorcio o disolución de matrimonios civiles en favor de 
los que estaban casados canónicamente, ¿por qué no se ha de permitir tam- 
bién ese favor a los que, sin haber estado previamente unidos de verdad, tam- 
poco lograron, mediante la ceremonia civil, contraer un matrimonio legal? 
Parece excesivamente riguroso el castigo cuando, por otra parte, su pecado fué 
menor (simple fornicación) que el cometido por los que, traicionando al ma- 
trimonio canónico, buscaron otras uniones ficticias (verdadero adulterio). 

No autorizando la ley estatal los divorcios entre personas casadas civilmen- 
te durante la República, tampoco es posible para las mismas otro matrimonio 


(9) Cfr: id.-ibid. p. 35. 
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posterior, aunque éste sea canónico; y si lo hicieran, a espaldas de la ley que lo: 
prohibe, se verían perseguidos a tenor del Código Penal, cuyo artículo 471 los 
castiga por el delito de bigamia con la pena de prisión menor; y, además, esas. 
uniones, consideradas inválidas, no podrían inscribirse en el Registro y nun- 
ca surtirán efectos civiles. 

Por otra parte, ateniéndose al derecho natural y al eclesiástico, únicos de 
verdad competentes en la materia, no existen obstáculos que impidan admitir 
esas personas a uniones sacramentales legítimas, con todas las consecuencias. 
naturales y religiosas que éstas llevan consigo. 


3. Derecho innegable de la Iglesia. 


Si de hecho la Iglesia se abstiene en España de admitir al matrimonio ca- 
nónico a las personas que por Derecho civil no pueden casarse, se debe ünica- 
mente a razones de tipo práctico y prudencial, y nunca a posibles y verdaderos. 
obstáculos nacidos de principios doctrinales. Estas dos afirmaciones pueden: 
corroborarse con palabras de la Santa Sede, en sendos documentos eclesiás- 
ticos que consideran el mismo problema, y que el P. MONTSERRAT reproduce 
en su trabajo (10). 


La Sagrada Congregación de Sacramentos, en la Instrucción dirigida a los. 
reverendísimos Ordinarios de la República de Santo Domingo, dispone: «Cuan- 
do no parezca posible o conveniente la restauración de aquel matrimonio civil, 
el Ordinario podrá permitir el matrimonio con otra persona, a condición, sin 
embargo, de que antes haya sido pronunciada sentencia ejecutiva de divorcio 
de la unión civil existente, previa, además, una penitencia y eliminando todo. 
peligro de escándalo» (11). 

En este documento se dan por supuestas algunas uniones civiles idénticas. 
a las provocadas en España por la ley de la República; pero se parte del su- 
puesto de que la Autoridad civil pronunciará sentencia ejecutiva de divorcio 
de las mismas en honor del matrimonio canónico futuro; y esto es precisamen- 
te lo que no se permite en España, con desventaja manifiesta para nuestra le- 
gislación, que aspira a ser la más conforme con el Derecho de la Iglesia, y con 
perjuicio evidente para los ciudadanos católicos que la integran. 

Que existe la posibilidad de matrimonio-sacramento, no obstante la opo- 
sición de la ley civil, es doctrina izrefutable de la Iglesia y hasta decisión suya 
en algunos casos que ofrece la vida ordinaria. Así lo declara la misma Sagra- 
da Congregación en un documento, parecido al anterior, del que son destina- 


(10) Cfr. id. ibid., pp. 29, 36. 
(11) Cfr. A. A. S., XLVIII (1955), 637, n. 20, 
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tarios los Obispos de Portugal: «Deben evitarse los matrimonios carentes de 
los efectos civiles, en la medida de lo posible» (12). 

Quizá no sea posible, en algunas ocasiones, a la Autoridad eclesiástica en 
Portugal (y tampoco en España) salvar los intereses supremos de las almas 
(y no olvidamos que «la salud de las almas es la ley suprema»—<salus ani- 
marum, suprema lex»—) sin autorizar esas uniones válidas ¿n facie Ecclesiae, 
aunque ignoradas, o quizá reprobadas, por la ley civil, y nadie podría justa- 
mente escandalizarse, si en algunos casos las permitiera. 

Semejantes matrimonios, que podríamos llamar en cierto modo clandesti- 
nos y ocultos, están hoy ciertamente perseguidos por la ley penal del Estado 
(cfr. Código Penal, art. 478), y carecen de todos los efectos civiles a que, en 
buena ley, tienen derecho. Por eso nos atrevemos a afirmar que un Estado ca- 
tólico, como es el de España, tiene obligación grave de dictar todas las normas 
oportunas para corregir la injusta oposición legal a los mismos, y para otor- 
garles cuantos beneficios les corresponden en justo derecho. A esto se ha 
comprometido, además, el Gobierno español en la solemne convención con la 
Iglesia hace todavía pocos años; dice textualmente el artículo XXIII del Con- 
cordato: «El Estado español reconoce plenos efectos civiles al matrimonio cele- 
brado según las normas del Derecho canónico.» 

Si, por un lado, la Iglesia no es partidaria prácticamente de autorizar unio- 
nes matrimoniales sin la previa disolución del vínculo meramente civil, aun- 
que desea resolver, con la comprensión propia de un corazón maternal, tantos 
casos angustiosos de personas que quieren reconciliarse con ella; y, por otro, 
el Estado tiene obligación de colaborar con la Autoridad eclesiástica para lo- 
grar el bienestar material y espiritual de los ciudadanos que son comunes a 
ambas sociedades, y de reconocer todos los derechos del matrimonio canónico; 
síguese que urge la promulgación de una norma legal que, salvando todos los 
inconvenientes civiles y eclesiásticos posibles, socorra prontamente a las almas, 
sean éstas pocas o muchas. Y decimos prontamente, porque un descuido de- 
masiado prolongado haría ya innecesaria una solución que, siendo hoy urgen- 
te, mañana resultaría inútil en la práctica. 


4. Uniones inválidas que a la vez son indisolubles. 


Los principios que rigen el matrimonio civil admitido en el Código espa- 
ñol son admisibles en casi todos sus extremos; hagamos un resumen de los 
principales. 


(12) Cfr. A. A. S., XXXIII (1941), 38-39. 
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Las personas que no están obligadas a observar la forma canónica matri- 
monial pueden realizar válidamente el contrato natural, y en algunos casos 
hasta el mismo sacramento del matrimonio, en presencia del Juez municipal y 
de dos testigos mayores de edad y sin tacha legal (cfr. Código Civil, art. 100). 

Una vez realizado válidamente este contrato, pasa a ser, por derecho na- 
tural, indisoluble; así lo reconoce incesantemente la sana ética y lo recuerda 
deliberadamente la Iglesia en el Derecho canónico (can. 1.013, $ 2). 

En muy buena hora, y con lógica necesaria, el Código Civil de la Nación 
española deduce valientemente que el divorcio, o separación de los esposos en 
cuestión, nunca puede afectar al vínculo, y que «sólo produce la suspensión de 
la vida comán de los casados» (cfr. art. 104). Por consiguiente, los así divor- 
ciados siguen estando unidos por el contrato válido, y nunca pueden realizar 
válidamente otro segundo matrimonio; si esto ocurriera, caerían en las san- 
ciones dictadas contra el delito de bigamia (cfr. Código Penal, art. 471). 


Una vez aprobados estos precedentes legales, aceptables en la forma ex- 
plicada, vamos a considerar algunas situaciones anormales creadas en materia 
matrimonial por culpa del ya comentado Decreto del 26 de octubre de 1956, 
que en mala hora redactó el Ministerio de Justicia. 

Pueden ser admitidas al matrimonio civil aquellas personas que, habiendo 
sido bautizadas en la Iglesia católica o convertidas a ella de la herejía o del 
cisma, hayan después, por desgracia, apostatado. 


Esta disposición ministerial tendrá plena validez ante el Derecho civil es- 
pañol, pero constituye un flagrante atentado contra el Derecho eclesiástico y 
crea la absurda situación siguiente: los esposos de que se trata no están uni- 
dos por un contrato matrimonial válido, ya que quebrantaron las normas ca- 
nónicas establecidas al efecto y que estaban obligados a observar; sin embargo, 
la ley civil no sólo autoriza ese contrato, sino que considera indisoluble esa 
unión (realmente inexistente), hasta el punto de perseguir el posible atentado 
de disolución vincular con todos los medios que tiene en su mano el poder 
coercitivo de un Estado moderno. 


Llegados a este punto, y aunque parezca extraño, tenemos que romper 
lanzas en favor de una ley más flexible que autorice la consecución del di- 
vorcio pleno, es decir, vincular, en algunos casos en los que éste se hace me- 
cesario. Y decimos esto pensando únicamente en el bien de las almas, las cua- 
les, en ocasiones, exigen de quienes deben velar por ellas gran comprensión 
y Caridad. 

Que han de darse casos en los cuales sea necesario proceder a la disolución 
del mal llamado vínculo conyugal civil, es consecuencia clara de los princi- 
pios legales sentados por la Iglesia en el Derecho canónico y recordados por 
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el Nuncio Apostólico en la Circular transcrita al principio de este trabajo. 
Veámoslo, sí no. 

Los contrayentes que pudieron atentar el matrimonio celebrando el «acto 
civil» en honor al delito de apostasía, incurrieron en la pena eclesiástica de 
excomunión (can. 2.314); y nunca podrán ser absueltos de semejante censura 
si no deponen su contumacia (can. 2.248). Ahora bien: este «recessus a contu- 
macia» exige de los presuntos cónyuges el retornar a la fe y, por consiguiente, 
legalizar canónicamente su posición matrimonial o separarse definitivamente; 
lo primero no siempre es posible (dado el infeliz resultado que, por lo común, 
tienen esos matrimonios), y lo segundo está penado por la ley civil española 
de muy diversas maneras (13). 

Este problema se agudiza notablemente cuando a la disociación de hecho 
introducida por las personas casadas sólo civilmente sigue un amancebamien- 
to más o menos público; o también cuando, después del resultado infeliz de 
dicha unión, suceden situaciones pecaminosas que, después de haber dado sus 
frutos naturales, exigen la legalización, que sólo puede llevarse a cabo median- 
te el matrimonio canónico. Y esto precisamente no lo tolera la ley civil, la 
cual persigue a semejantes cónyuges como responsables del delito de bigamia 
(cfr. Código Penal, att. 471), y castiga duramente al sacerdote que autoriza 
ese matrimonio, prohibido por la ley (cfr. zd., art. 478). 

Si bien, pues, este Decreto legislativo, al menos teóricamente, abre una 
puerta muy ancha para la multiplicación de uniones civiles inválidas, creemos, 
sin embargo, que actualmente, en la práctica, no serán muchos los que vayan 
a entrar por ese sendero; a esta creencia nos mueven las siguientes considera- 
ciones: 

a) Gracias a Dios, actualmente la casi totalidad de los españoles son ca- 
tólicos en un grado suficiente para aceptar las disposiciones de la Iglesia en 
todo lo que se refiere a los principales actos de su vida, como, por ejemplo, 
en lo concerniente al bautismo, al matrimonio y a las exequias funerarias. 

b) La acertada Circular del Nuncio Apostólico servirá para restringir 


notablemente esas oportunidades y dará cierta eficacia a la oposición de la 
Autoridad eclesiástica a las uniones meramente civiles. 


c) El hecho de que la ley civil española no pronuncie nunca la sentencia 
de divorcio vincular, hará menos práctico el «acto civil» exclusivo en la ce- 
lebración del matrimonio; ya que la ausencia de garantías disociadoras futuras 
no entrañará una especial tentación en favor del matrimonio civil, que carece 
de ventajas prácticas en nuestra nación. Reconocemos, no obstante, que ese 


(13) Cfr. Código Civil, arts. 56-66; Código Penal, art. 487. 
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Decreto socorre generosamente a los convertidos en muestra Patria al protes- 
tantismo después de haber sido católicos. 


5. Fórmula conciliatoria entre ambos Derechos. 


Esa descada fórmula legal ha sido ya buscada por algunos autores ecle- 
siásticos. De entre todas las que hasta la fecha fueron sugeridas, se nos antoja 
como más fácil y correcta la que propone el autor del trabajo a que nos hemos 
referido al principio de estas páginas. Vamos a copiar la disposición transito- 
ria del 23 de septiembre de 1939, vigente en España, y transcribir en columna 
paralela la modificación de la misma ideada por el P. MONTSERRAT, como fá- 
cil remedio para tratar las situaciones de hecho creadas en España por la ley 
republicana y como instrumento para lograr la armonía legal entre ambos De- 
rechos (el eclesiástico y el civil): 


Segunda disposición transitoria del 
23 de septiembre de 1939: 
«Las uniones civiles celebradas du- 


Segunda disposición transitoria suge- 
rida por el P. Montserrat: 
«Las uniones civiles celebradas du- 


rante la vigencia de la Ley que se de- 
roga y en que uno o ambos cónyuges 
se hallasen divorciados a tenor de la 
misma, encontrándose ligados canóni- 
camente a otra persona, se entenderán 
disueltas para todos los efectos civiles 
que procedan, lo mismo que las demás 
uniones civiles invdlidas ante el Dere- 
cho natural o canónico, mediante de- 
claración judicial solicitada a instancia 
de cualquiera de los interesados» (14). 


rante la vigencia de la Ley que se de- 
roga y en que uno o ambos cónyuges 
se hallasen divorciados a tenor de la 
misma, encontrándose ligados canóni- 
camente a otra persona, se entenderán 
disueltas para todos los efectos civiles 
que procedan, mediante declaración ju- 
dicial solicitada a instancia de cual- 
quiera de los interesados.» 


Cuantas veces ha tratado esta misma REVISTA la cuestión que nos ocupa, 
y no fueron pocas, ha urgido, de una manera u otra, la necesidad de una so- 
lución práctica (15). Queremos insistir una vez más a nuestros gobernantes en 
la necesidad de que lleven a cabo con rapidez la promulgación de una norma 
más acorde con las exigencias del Derecho eclesiástico y más ajustada a las ne- 
cesidades de los súbditos españoles. Pero no somos de la opinión de quienes 
para ello reclaman una ley, con carácter estable, que regule definitivamente 
esa situación; juzgamos, por el contrario, suficiente una modificación de la 


(14) Cir sid ibid. P: 36. P 

(15) Cfr. Lorenzo Micutinz: Los matrimonios civiles durante la República, IX 
(1954), pp. 507-513. LEóN DEL Amo: Los matrimonios civiles y el delito de bigamia, X 
(1955), pp. 283-323. AcusTiN TOBALINA: El matrimonio canónico de los casados sólo 
civilmente, XI (1956), pp. 51-66. 
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segunda norma transitoria al estilo de la propuesta por el P. MONTSERRAT, ya 
que bastaría para socorrer hechos circunstanciales que dejarán de existir pasa- 
dos algunos años, y no encierra el peligro de convertirse en letra muerta el día 
de mañana. 

La pasividad en esta materia por parte de las autoridades civiles compe- 
tentes nos hace dudar de la aplicación perfecta del artículo XXIII del Con- 
cordato, que una vez más transcribimos: «El Estado español reconoce plenos 
efectos civiles al matrimonio celebrado según las normas del Derecho ca- 
nónico.» 

El veto excesivamente riguroso a toda clase de divorcios, tratándose de ma- 
trimonios civiles realmente nulos, es manifiestamente injusto y nos trae a la 
mente los calificativos de «inicuo» y «corruptor» que SANTO Tomás aplica a 
la ley injusta (16); y, por carecer de eficacia legal verdadera, tampoco obliga 
en conciencia, a no ser cuando su incumplimiento lleve consigo escándalo o 
perturbación grave del orden social (17). 


Fr. ARTURO ALONSO Lobo, O. P., 


Catedrático de Derecho en la Facultad 
Pontificia de San Esteban (Salamanca). 


(16) Cfr. Sum. Theol, 1-11, q. 95, a. 2; II-II, q. 60, a. 1 ad 1m. 
CORE SUM Cheol  T-TI-20:96 7824; 
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TRIBUNAL DIOCESANO DE BARCELONA 
Coram R. P. RAYMUNDO BAUCELLS, ponente 


NULLITATIS MATRIMONII (ex nullitate dispensationis 
ab impedimento aetatis ) 


SPECIES FACTI 


1. Obtenta dispensatione super impedimento aetatis, sub die 25 maii 
1921, inecclesia paroeciali Sancti Andreae de Palomar, huius civitatis, A., puel- 
la tredecim annorum, nupsit C., viginti et duos annos nato. Causa Sanctae Sedi 
exposita ad dispensationem assequendam fuit copula inter oratores ex qua 
gravida evasit oratrix, quae graviditas a medico per documentum attestata fuit, 
et ex qua logice eruebant vitatio infamiae in oratrice et reparatio scandali, 
quas orator allegaverat in sua postulatione ad Ordinarium Barcinonensem. 
Dispensatio vero Pontificia, in forma commissoria facta, et ab Ordinario Bar- 
cinonensi exequenda, data est cum hac clausula: «prae oculis habita causa 
quae ad optatam gratiam impetrandam potissime affertur, hoc est scandalum 
reparandum. Ordinario Barcinonen. committit, ut si vera sunt exposita». Pe- 
factis a parocho Sancti Andreae diligentiis de mandato Vicarii Generalis, hic 
dispensationem ab impedimento fulminavit. Matrimonium sic initum, et num- 
quam, ut adserunt actrix et conventus, consummatum, nullaque prole recrea- 
tum, infelicissimum habuit successum; nam mulier, quae plures vexationes, 
iuxta ipsam, ex parte mariti eiusque matris passa est, tandem, post duos an- 
nos, a domicilio coniugali discessit, quin deinceps cohabitatio et coniugalis 
conviventia restauratae sint. 

A., quae falsitatem adsertae copulae semper cognovit, sed matrimonii nulli- 
tatem ignoravit, nuper conscia facta est de nullitate sui matrimonii ob impe- 
dimentum aetatis suae, non sublatum per dispensationem ex falsis causis con- 
cessam. Quare sub die 6 februarii 1945, libellum porrexit penes hoc Tribu- 
nal in quo expostulat nullitatis declarationem sui matrimonii cum C., initi ex 
defectu aetatis in ipsa. Libello admisso duplex Dubium efformatum est ad 
normam iuris solvendum. Primum DUBIUM, pro causa incidentali ac prae- 
via, his verbis est concordatum: AN FUERINT VEL NON VERAE, CAU- 
SAE EXPOSITAE IN PETITIONE APOSTOLICAE DISPENSATIONIS 
AB IMPEDIMENTO AETATIS ACTRICIS, ET AN FUERINT VERAE IN 
"TEMPORE EXECUTIONIS RESCRIPTI PONTIFICII. Secundum DUBIUM, 


— 435 — 


JURISPRUDENCIA CANÓNICA 


pro causa principali: AN CONSTET DE MATRIMONII NULLITATE IN 
CASU, OB IMPEDIMENTUM AETATIS EX PARTE ACTRICIS QUAN- 
DO HAEC MATRIMONIUM INIVIT CUM CONVENTO. 


IN IURE 


2. Notum est quod iuxta canonem 1.067 «vir ante decimum sextum 
aetatis annum, mulier vero ante decimum quartum etiam completum, matri- 
monium validum inire non possunt». Qua lege, Codex Iuris Canonici non 
solum ius antiquum immutavit, sed ct praesumptionem sustulit in contrahen- 
tibus quae «si malitia supplebat aetatem», nuptiae, ante aetatem ab illo iure 
requisitam, erant validae. Modo exigitur pro muliere aetas quatuordecim anno- 
rum expletorum, quin attendatur existentiae malitiae in contrahentibus; qui 
anni computandi sunt ad normam canonis 34, $ 3, 3.2; sic si mulier nata sit 
25 aprilis anni 1908, nonnisi a die 26 aprilis 1922 habilis est ad validum 
matrimonium ineundum (cfr. WERNZ-VIDAL: lus Matrimoniale, n. 207). Sed 
impedimentum aetatis quod est iuris naturalis quatenus defectus aetatis im- 
plicet defectum discretionis sufficientis ad consensum matrimonialem, sic abso- 
lutum seu in mero facto defectus aetatis requisitae determinatum et constitu- 
tum, est iuris mere ecclesiastici, quodque, proinde, per veram dispensationem 
a Romano Pontifice concessam cessare potest; quae dispensatio aegre et raro 
conceditur (cfr. DE SMET: De sponsalibus et matrimonio, n. 547; CAPPELLO: 
De Matrim., n. 224, 5.2; REGATILLO: Ius Sacramentarium, vol. IL, n. 411), 
licet recenti praxi non tantum ob causas boni publici sed etiam boni privati 
interdum concedatur (cfr. WERNZ-VIDAL, /. c., n. 338); et ut notat DE SMET 
(1. c., n. 816) «pro aetatis impedimento... requiritur causa gravissima». 


3. De rescriptis in genere, Codex inter alia statuit haec: «Rescripta qui- 
bus gratia conceditur sine interiecto executore, effectum habent a momento 
quo data sunt litterae; caetera a tempore executionis» (can. 38). Porro condi- 
tiones in rescriptis tunc tantum essentiales pro eorum validitate censentur, 
cum per particulas 57, dummodo, vel aliam eiusdem signicationis exprimuntur 
(can. 39). Caeterum, in omnibus rescriptis subintelligenda est, etsi non ex- 
presa, conditio: «Si preces veritate nitantur», salvo praescripto can. 45, 1.054» 
(can. 40). Ex allatis principiis sequitur gratiam, quam dispensationem conce- 
dendam committit alicui executori, tunc tantum dici posse datam, si, 1.9, 
respectivum rescriptum executioni mandatum sit, et si, 2.2 preces veritate ni- 
tantur. Ab hac ultima tamen conditione duae dantur exceptiones. Una respicit 
rescripta, quibus apponitur clausula Motu proprio, nisi «falsa causa finalis 
eaque unica proponatur salvo prescripto can. 1.054 (cfr. can. 45); altera spectat 
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dispensationem ab impedimento minore concessam, quae «nullo sive obrep- 
tionis sive subreptionis vitio irritatur, etsi unica causa finalis in precibus ex- 
posita falsa fuerit» (can. 1.054). Dispensationes vero ab impedimentis maioris 
gradus, ut est impedimentum aetatis, iuxta can. 1.042, invalidae sunt, si unica 
causa finalis, vel, si plures sint, omnes in petitione dispensationis expositae, 
falsae fuerint; id quod desumitur ex citatis cannonibus 40 et 1.054, et ab omni- 
bus auctoribus sustinetur (S. R. R., 16 iunii 1934). 


4. Causa finalis, quae etiam motiva vel principalis vocari solet, est illa 
quae dispensantem determinat ad concedendam hic et nunc dispensationem, 
et sine quae non concederetur, aut non sub eadem forma et amplitudine; cau- 
sa vero impulsiva est illa quae aliquo modo quidem movet dispensantem, ut 
facilius ac citius dispenset, sed sola, id est, absque causa finali, non sufficit 
ad dispensationem impetrandam. Haec causae finales, quae sive seorsim accep- 
tas, sive alteri adiunctae, iuxta ius scriptum vel secundum stylum Curiae Ro- 
manae ordinarie requiruntur, ut ab aliquo impedimento dispensetur, vocari 
solent canonicae (cfr. WERNZ-VIDAL, l. c., n. 430; DE SMET: De sponsalibus 
et matrimonio, n. 814). 


5. Tria praecipua documenta, ad impedimentorum dispensationes quod 
spectat, prae oculis habenda sunt: 1.?, Instructio S. C. de Propaganda Fide, 
9 martii 1877; 2.2, Formula Apostolicae Datariae, pro matrimonialibus dispen- 
sationibus, edita anno 1901; et 3.?, Praxis Apostolicarum dispensationum, 
anni 1902 (cfr. CAPELLO, l. c., n. 298). Ex hisce documentis, inter causas 
canonicas et infamantes, adnumerantur copula et remotio scandali. Copula est 
una ex causis urgentioribus (cfr. REGATILLO, 7. c., n. 357). Remotio seu repa- 
ratio scandali, quatenus specifice differt ab aliis causis similibus, ut periculosa. 
familiaritas, infamia mulieris, quae spectarent scandalum praeveniendum, sese 
refert ad scandalum removendum (cfr. DE SMET, l. c., n. 827). 


6. Documenta publica, inter quae censentur acta Ordinariorum et plura. 
documenta a parochis subsignata et sigillo firmata (can. 1.813), fidem faciunt 
de iis quae directe et principaliter in eisdem affirmantur (can. 1.816). Quae 
fides seu valor probatibus innititur in hoc quod actus vere procedat a persona 
publica destinata ad veritatem in documento exprimendam et in multis casibus 
iuramento adstrictam ad officium publicum fideliter adimplendum, et in sole- 
lemnitatibus observatis; pro talibus personis stat praesumptio de vera et sin- 
cera expressione facti circa quod directe et principaliter instrumentum confec- 
tum est. Fides autem refertur ad ea dumtaxat facta de quibus in instrumento 
deponit persona publica, fidem suam obligans; quae fidei obligatio non exten- 
ditur ad ea quae propriis sensibus potuit percipere, nec protenditur ad ea quae 
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coram ipsa dicta vel facta asseruntur; quare, si coram notario quidam con- 
trahentes declarant sese copulam habuisse, atque hoc factum petant consignari 
in publico instrumento, notarius in instrumento fidem suam obligat relate ad 
illam declarationem quam proprio sensu percipit, non relate ad ipsam copulam 
quam solum movit ex contrahentium declaratione. 

Vis probativa documenti publici est, tamen, impugnabilis, idque mani- 
feste deducitur ex canone 1.815. Praeterea plena fides instrumenti publici 
est simplex praesumptio iuris, quae admittit probationem contrariam sive indi- 
rectam, sive directam (cfr. WERNZ-VIDAL: De processibus, n. 517). Probatio 
directa datur quando ex declaratione testium, ex productione aliorum docu- 
mentorum, ex praesumptionibus et indiciis certo probatur falsum esse quod 
in instrumento continetur. Et datur probatio indirecta, cum iuridice evincitur 
falsa esse quaedam adiuncta quae in instrumento exprimuntur, ex quo logice 
instrumentum redditur omnino susceptum, vel eruitur ipsum fuisse simulatum, 
hoc est, aliter actum esse, aliter vero in instrumento fuisse scriptum. 


7. Ad causas de reprobatione instrumentorum, maxime iuvant regulae ac 
doctrina traditae ab Auctoribus, inter quae eminent inter antiquos SCHMALZ- 
GRUEBER (l. II, t. XXII, n. 95 et seq.), REIFFENSTUEL (l. II, t. XXII, n. 286 
et seq.), SANTI (I. II, t. XXII, n. 19 et seq.); et inter modernos WERNZ-VIDAL 
(l. c., n. 513) ex quibus excarpitur sequens doctrina. 

Instrumentum impugnatur, inter alia capita, ratione causae materialis, sci- 
licet quando instrumentum factum est super negotio de quo non potuit con- 
fici instrumentum, et ideo falsum est quod in instrumento continetur; et ratio- 
ne causae formalis, quando nempe observatae non fuerint iuris sollemnitates. 
Ad causam materialem pertinet contrarietas quae interdum invenitur, quando 
nempe unum instrumentum repugnantia complectitur vel contra unum produ- 
catur aliud instrumentum priori repugnans. Probatur etiam falsitas instru- 
menti per depositionem testium legitime deponentium contra valorem aut 
contra rem in ipso contentam. Testes autem possunt esse instrumentarii, hoc 
est, in ipso documento descripti vel ab ipsis subscripti, vel extranei. Testes 
instrumentarii valde attendendi sunt, et, si qualitates habent a iure requisitas, 
et omnes affirmant non ita actum esse vel factum non ita contigisse, prouti 
in ipso continetur, instrumentum redditur omnino nullum. Quod si non om- 
nes vivunt, ad contradictionem unius testis instrumentarii fides instrumenti 
vacillat. Si duo testes instrumentarii, instrumento contradicant, et desunt alii 
testes instrumentarii qui instrumentum defendant, instrumentum redditur sus- 
pectum; sed si alii adsunt testes, licet extranei, fidedigni, qui declarent rem 
non ita contigisse prouti in instrumento continetur, tunc redditur omnino 
falsum. Si testes inscripti, seu instrumentarii—ait SCHMALZGRUEBER (l. c., 
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n. 107) —iam obierunt, per duos testes extraneos et omni exceptione maiores, 
instrumenti fides sufficienter infringitur; quia per duos testes omni exceptio- 
ne maiores, ipso iure naturae plenissima probatio habetur, et instrumentum 
publicum plenam fidem accipit iure tantum positivo ob magnam praesumptio- 
nem, seu ex sola indulgentia iuris. Praesumptio igitur cedere debet veritati. 
Falsitas instrumenti probatur etiam si instrumentum non continet verisimilia; 
sicut enim testi deponenti non verisimilia non attenditur, ita nec instrumento. 
Demum hisce in causis, omnia attendenda sunt, et rite considerare, an omnibus 
perspectis ac rimatis casus adiunctis; probatio plena habeatur ad declarandum 
instrumentum esse valore destitutum. 


IN FACTO 


8. Agitur in casu de matrimonii nullitate ex defectu validae dispensa- 
tionis super impedimento aetatis mulieris, ob falsitatem causarum quae ad 
dispensationem assequendam expositae fuerunt. Istae enim causae sic expres- 
sae sunt in instantia qua processus dispensationis in Curia Barcinonensi in- 
choatus est, ut constat ex textu originali, qui in actis prostat: «Los oradores, 
movidos de humana pasión, se han conocido carnalmente, hallándose la ora- 
triz en estado de gestación, cuya certificación médica se acompaña... Que urge 
la efectuación del proyectado enlace para evitar la infamia de la oratriz y le- 
gitimar la prole que le ha de nacer.» Ex quibus elucet adsertum factum quo 
nitebatur dispensationis expostulatio, fuisse copulam cum graviditate mulie- 
ris, ex qua oriebantur periculum infamiae et necessitas prolem legitimandi. 
Quod plene confirmatur ex interrogatoriis factis et responsionibus datis ab 
oratoribus et a testibus in ipso processu excussis, ut videre est in textu origi- 
nali processus. Praepositus vero a precibus in instantia ad S. C. de Disciplina 
Sacramentorum elevata et tunc a Vicario Generali subsignata, causas expostu- 
lationis hisce verbis expressis: «Malitia supplet aetatem, etenim oratrix gravi- 
da existit ex oratore; aliunde officia sibi provenientia ex matrimonio capiscunt 
ipsi oratores.» Unde unica causa finalis, seu principalis, exposita fuit copula 
cum graviditate mulieris; et causa secundaria, pro omnis matrimonii conve- 
nientia, spes vel desiderium oratorum sibi curandi officia ex matrimonio pro- 
venientia. Hoc quidem constat ex exemplari trassumpto, quod in actis prostat; 
quod quidem documentum, licet, ut iacet, non sit documentum publicum, 
quale expostulaverat ex officio Tudex Instructor (fol. 65), tamen trassumptum 
est ex originali per Praepositum Tabulario Sacrae Congregationis Rituum, 
Ilmum Josephum Ríus Serra, cui commendata fuit asequutio exemplaris tras- 
sumpti authentici; et cum praefatus Josephus Rius sit testis omni exceptione 
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maior, et caeteroquin transmissum trassumptum privatum plene consonet cum 
aliis textus originalis processus adiunctis, plena fides ipsi danda est. 


Sacra vero Congregatio de Disciplina Sacramentorum, per rescriptum da- 
tum sub die 23 aprilis 1921, quod in actis prostat, his verbis in forma com- 
missoria dispensationem concessit: «Sacra Congregatio de Disciplina Sacramen- 
torum, vigore facultatum a Ss.mo D. N. Benedicto Papa XV, sibi tributarum, 
prae oculis habita causa quae ad optatam gratiam impetrandam potissime 
affertur, hoc est scandalum reparandum Ordinario Barcinonen. committit, 
ut, sí vera sinl exposita, servatis canonicis praescriptionibus, dispensationem 
a memorato impedimento oratoribus benigne largiatur.» Unde evidens est in 
casu dispensationem fuisse concessam ad reparandum scandalum quod ex sup- 
posita et praeaffirmata copula oriebatur. Peractis diligentiis opportunis, iuxta. 
mandatum Vicarii Generalis, in paroecia Sancti Andreae, dispensatio ab im- 
pedimento executioni mandata est verbis quae in actis prostat. Ex quibus apet- 
te eruitur totam quaestionem in nostro casu, in eo esse, an revera locum ha- 
buerit copula ante matrimonium inter oratores, modo actricem et conventum, 
cum graviditate oratricis, et inde extiterit, necne, scandalum reparandum. 


9. Actrix, quae, iuxta receptas informationes, quae in actis prostant, 
singulari nota religiositatis et credibilitatis eminet, fatetur (13) verum esse 
nullum adfuisse sensualem contactum, sed conventi matrem illum callide ad- 
firmasse et supposuisse, ad hoc ut actricis parentes cederent ut annuerent 
matrimonio ab ipsa proposito: et sciscitata a Vinculi Adsertore, ait: «Yo siem- 
pre dormí con la madre del demandado... Yo no salí jamás sola con el de- 
mandado; siempre iba sola con la madre, que me llevaba al cine» (6); et ab 
eodem Vinculi Defensore interrogata de tempore quo primam menstruatio- 
nem habuit, respondit: «Yo noté por primera vez la menstruación cuando 
veíamos una película de tigres y leones unos meses después del casamiento.» 


Conventus, sciscitatus ex officio an verum sit actricem tunc gravidam eva- 
sisse, fatetur: «Estoy certísimo de que Josefina no estaba encinta.» Et respon- 
dens Vinculi Defensori, dicit: «Yo puedo asegurar que Josefina no tuvo jamás 
aborto ni nada parecido, pues estoy convencido que era virgen cuando estaba 
en mi casa» (XI). Tandem, existimans ut certam suae matris calliditatem ad 
fingendam copulam ut matrimonium ab ea exoptatum iniri posset, ait: «En- 
tonces yo sólo sabía que no había tenido contacto con ella» (9 inter. actricis). 
Unde, iuxta actricem et conventum, non tantum adserta copula, sed et omnis 
sexualis contactus inter ipsos a realitate omnino alieni fuerunt. 


10. Testes excussi uno ore idem affirmant, qui tales sunt, non de opi- 
nione aut interpretatione, sed de facto, proferentes, nempe, quae propriis sen- 
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sibus perceperunt et rem referunt cum circumstantiis specificis et certis, cum 
assignatione causae suae scientiae. Adsunt, imprimis, actricis pater et amita, 
quorum prior, de omnibus quae deponit testis oculatus fuit, quique ait: «Es 
falso que la Josefina y el demandado tuvieran contacto carnal, pues era com- 
pletamente una niña», et addit: «que la actora no se hallaba en estado de ges- 
tación al casarse con el demandado, pues no era mujer»; et respondens Vinculi 
Defensori, dicit: «No hubo otras relaciones que las impuestas por la necesidad 
de no tener otra casa donde estar, y la Josefina dormía con la madre del de- 
mandado» (5). Et idem deponit amita. P. P., qui consuetudinem habuit cum 
actrice eiusque parentibus tempore quo isti penes Barcinonem degebant, qui- 
que deinceps ipsam consuetudinem servavit cum actrice, ait: «Ella (actrix) 
me decía, cuando tenía unos dieciséis años, que... nunca había hecho vida 
marital con C. y que no habían dormido juntos...; que nunca había tenido 
contacto sexual alguno con C., ni antes ni después del matrimonio» (XI). 
Idem declarat A. M. (4), qui ait anno 1923, actricem sibi dixisse: «Que ella 
no había estado embarazada nunca, ni había tenido contacto alguno con el 
demandado ni con ningún hombre.., y cuando hablé con el demandado años 
después (tempore reipublicae, ideoque tempore non suspecto) me afirmó lo 
dicho por la actora.» L. J., qui aestimari debet ut testis omni exceptione maior, 
sic deponit: «Recuerdo que en aquel entonces mi madre me contó en mi casa 
que Josefina le había dicho que la madre de C. afirmaba que A. y C. habían 
tenido contacto sensual, pero que la madre de A. juraba que no era verdad. 
La madre de A. y mi madre también quedaron convencidas de que no era 
verdad... Recuerdo que cuando A. tendría unos diecisiete años vino un día 
a mi casa y yo estaba presente y contó llorando que había dejado a los C. 
porque decía que allí no podía vivir, y recuerdo que contó que no se había ca- 
sado, sino que la habían casado, y que nunca había hecho vida marital con C. 
Yo recuerdo que cuando la madre de A. contó a mi madre los primeros he- 
chos decía que A. dormía con la madre del demandado» (4). Et idem adserit 
J. S. F. Equidem quidam ex his testibus facta audiverunt vel iisdem conquesta 
fuit actrix aliquibus annis postquam ea evenerunt; verum tempus quo facta 
cognoverunt ex ipsa actrice, est tempus non suspectum; ideoque hi testes mul- 
tum attendendi sunt eo vel maxime quia agitur de factis antiquis de quibus 
alii testes qui rem tunc de scientia propria cognoverunt, iam mortui sunt; sic 
plures casus similes aestimantur frequenter a iurisprudentia rotali (cfr. S. R. R. 
[1934], Dec. XXXI). 


11. Sed adstat aliud duplex testimonium ad rei veritatem plene evincen- 
dam, Doctorum, nempe, Teixidó et Montaner, medicorum, quorum postremus 
est in hac medicinae specialitate peritus, et ambo fide digni sunt. Doctor enim 
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Teixidó in documento quod in actis prostat (fol. 10), adserit, anno 1924, hoc 
est, tribus post matrimonium annis, cum actricem explorasset, eam invenisse 
in statu virginitatis constitutam, quod quidem in iudicio sub iuramento con- 
firmat his verbis: «Por los datos clínicos, diagnostiqué que la mencionada A. 
sufría insuficiencia ovárica. Le pregunté si era casada y me respondió afir- 
mativamente, pero aclarándome que no había tenido contacto sexual alguno 
con su esposo; entonces yo le aconsejé, en vista de no disponer del instrumen- 
tal preciso para poder hacer una exploración no traumática..., fuera visitada 
por un especialista. Yo asistí a la visita que hizo a la actora el doctor Amando 
Montanet, el cual recuerdo que se limitó a una exploración clínica y a la com- 
probación del diagnóstico antes dicho. Yo creo, y estoy convencido de ello, 
que el doctor Montaner no siguió adelante en su exploración a causa del es- 
tado de virginidad en que se encontró a la interesada.» Et doctor Amandus 
Montaner, cum litteras doctoris Teixidó fidem facientes subsignasset, easdem, 
cum sua subsignatione, in iudicio cum fide iuramenti ratas hubit, et addidit: 
«Cuando visité a la actora el año 1924, ésta se quejaba de un cuadro clínico 
de trastornos hipo-ovarismo o insuficiencia ovárica; reconociéndole sus geni- 
tales o aparato genital externo, comprobé que estando en estado de virginidad 
y sin alteración de desgarro de sus paredes se hallaba virgen, es decir, com- 
probé visualmente la integridad de sus orificios o conducto vaginal sin lesión, 
ni alteración agudizante de sus paredes. Por todo lo cual prescindí de hacer 
una exploración manual» (2). Iam vero istae duo depositiones plene corro- 
borant actricis thesim, et, una cum actricis, conventi et aliorum testium decla- 
rationibus, aperte ostendunt nullam intercessisse copulam inter actricem et- 
conventum, et omni vero fundamento carere adsertum scandalum et mulieris 
infamiam, quae reparanda fuissent per subsequens matrimonium; ac proinde 
impedimento aetatis expositas. 


12. Sed falsitas scandali reparandi ct copula quae illud causavisset, appa- 
ret insuper, si attende considerentur adiuncta omnia quae matrimonium ante-- 
cesserunt, et subsequuta sunt. Ad antecedentia quod attinet, constat, imprimis, 
ex actis ut factum certum, actricem una cum suis parentibus ad conventi do- 
mum non pervenisse nisi iam incoepto, et, probabilibus, iam dimidiante, men- 
se decembri 1920, quando actrix esset duodecim annos cum dimidio nata: sic- 
eruitur ex declarationibus actricis (6) et conventi (6), testis P. P. (6) et patris 
actricis (3-6); et firmiter admittendum est in anteriore tempore nullum indi- 
cium inveniri ex quo suspicati posset aliquid inordinatum inter actricem et 
conventum: nam perdurante tempore quo conventi familia apud X. degebat, 
hoc est ab anno 1918 usque ad initium anni 1920, nonnisi generales amicitiae 
relationes extiterunt inter familias conventi et actricis, tunc in eodem populo- 
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commorantes; et ex quo familia actricis, intendens pergere ad Galliam, pri- 
mum Barcinonem pervenit usque ad diem qua ad domum conventi sese con- 
tulit, nullus congressus inter actricem et conventum locum habuit, nisi forte 
una tantum conventi visitatio ad actricis familiam antequam haec e Barcinone 
ad Galliam pergeret, quae visitatio a convento (6) affirmatur eamque memo- 
rari videtur testis P. P. (5), licet eam absolute negent actrix (6) eiusque pa- 
ter (4). Et idem dicendum est de brevi tempore defluente a die qua primum 
actricis parentes ad domum conventi se contulerunt usque ante diem Nativi- 
tatis Domini eiusdem mensis, in qua actricis mater nosocomium «Clínico» in- 
gressa est ad prolem in lucem edendam. 


Verum, perdurante actricis matris permanentia in praedicto valetudinario, 
quoddam factum locum habuit, ex quo conventi mater, quae, ut videtur, rem 
funestam animo cogitaverat, adfirmare ausa est intimam ac sexualem relatio- 
nem inter actricem et conventum intercessisse. Audiamus actricem: «Cuando 
estabamos alli (in domo conventi), el dia 24 de diciembre, por consejo de la 
madte del demandado, mi madre fué a dar a luz en el Hospital Clínico, es- 
tando en la sala del doctor Nubiola. En la Nochebuena dió a luz a mi her- 
mana María del Carmen... Mi madre estuvo en el Hospital unos ocho o nueve 
días» (6). Pernotetur dies ingressus et egressus actrices matris ab Hospitali, 
hoc est a die 24 decembris 1920 usque ad 3 ianuarii proxime sequentis, 
constare praeterquam quod ex declarationibus, ex litteris fidem facientibus 
Praepositi servitio obstetritiae eiusdem Hospitalis, quae in actis prostant. Et 
prosequitur actrix: «Mientras mi madre estuvo en el Hospital, la madre del 
demandado me dijo varias veces las mil pestes de mi madre. El día de Año 
Nuevo o un día festivo próximo a él, sería el día 2, recuerdo que fuimos el 
demandado, la madre y yo en plan de ir al Hospital a ver a mi madre, pero 
empezamos a dar vueltas, yo no conocía Barcelona y se nos hizo tarde y ale- 
garon que no se podía ir porque estaba cerrado. La madre nos dejó solos por 
la calle, esperamos un largo rato, no vino, y él me propuso ir a tomar leche, 
y lo hicimos. Después me dijo de ir al teatro, y fuimos. Cuando salimos, 
cogimos el tranvía y llegamos a casa avanzada la noche. Al llegar, mi padre 
estaba hecho una furia, hubo palabras y ella ya le había dicho antes que el de- 
mandado y yo nos arreglábamos y que convenía que nos casáramos. La que 
dijo todo esto a mi padre fué siempre la madre del demandado. La misma 
señora fué a contar a mi madre, que salió del Hospital al día siguiente, la 
misma historia» (6). Et idem fatetur conventus, dicens: «La madre de la ac- 
tora estaba encinta y dió a luz en el Hospital Clínico...; esto ocurría hacia fi- 
nes de año. Recuerdo que un día festivo de aquellos yo fuí a pasear con la 
actora y estuvimos en el cine o en el teatro y volvimos a casa hacia las doce 
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de la noche. No hicimos otra cosa sino ir juntos. Al llegar a casa hubo gritos. 
Estoy dudando de quién gritó. Mi madre, ciertamente, no... Lo que puedo ase- 
gurar es que esto sucedió cuando la madre de la actora ya había ido al Hospi- 
tal. Mi madre ya me había hablado antes de que iría muy bien de que yo me 
casara con la actora, y a mí me hacía gracia. Mi madre me decía que así ella 
tendría una ayuda. Cuando pasó lo del paseo, mi madre aprovechó la ocasión 
para hablar con la madre de la actora en el sentido de que había sucedido algo 
entre yo y la actora. Eso lo he sabido después, pues entonces mi madre no me 
dijo nada de que hubiera hablado con la madre de la actora; lo que recuerdo 
es que mi madre me dijo entonces que si había pasado algo entre A. y yo, 
que nos debíamos casar, y yo le dije que no había pasado nada, pero casarme 
sí que lo quería» (6). Et idem adserunt actricis pater et matertera (7, 8 et 9), 
et consonant testes P. P. (6), L. J. (4) et A. M. (4). 


Ex quibus eruitur conventi matrem, quae, iuxta actricem (4), iam apud X, 
cum ipsa nondum duodecim annos aetatis attigisset, quamdam praedilectionem 
erga ipsam manifestaverat, consilium, ante factum superiori numero relatum, 
conceperat matrimonii inter filium suum C. et actricem. Nam notandum appri- 
me est quod ait actrix: «Mientras estuvo mi madre en el Hospital, la madre 
del demandado me dijo las mil pestes de mi madre», quod, evidenter eo fie- 
bat ad avertendam actricem a sua matre; et quod ipse conventus fatetur, cuius 
plurimum interest matris suae nomen intactum relinquere, scilicet: «Mi madre 
ya me babía bablado antes de que iría muy bien de que yo me casara con la 
actora..., que asi ella tendría una ayuda...». Cum nullibi, ex actis et ex omni- 
bus diligentiis peractis appareat indicium confabulationis inter actricem et 
conventum, haec conventi confessio magni est momenti ad casum diiudican- 
dum. Neque enim aliena censenda est conventi mater ab hoc infelici consilio 
excogitando ob defectum suae christianae conscientiae; nam, iuxta documen- 
tum fidem faciens mortis conventi patris, quod in actis prostat, ipsa mater 
matrimonium iniverat cum conventi patre, iam iam morituro, cum ex ipso 
susceperat tres filios, quorum maior, C., iam esset viginti et unum annum 
natus; cum hoc certo antecedenti plura explicantur, licet gravi malitiae et 
inhonestati respondeant. Quod confirmatur ex alio facto rite probato. Actrix, 
nempe, amitam habebat, quae ipsa, ex officio sciscitata, fatente: «Era el brazo 
derecho de nuestra casa, nos tenía temporadas con ella, nos compraba vestidos, 
nos daba dinero..., era mi tía quien nos sostenía.» Et prosequitur actrix: «Des- 
pués de salir mi madre del Hospital, estuvimos unos diez o quince días en 
casa del demandado. En estos días llegó una carta de una tía mía llamada W. 
y dirigida a mi padre, amenazándole a que me dejara casar con el demandado, 
pues por lo visto la madre del demandado le había escrito diciéndole que 
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mis padres tenían malas intenciones conmigo y que intentaban negociar con- 
migo diciendo que había habido intimidad con el demandado. Como esta tía 
mía se había preocupado mucho de nosotros económicamente, por esto pesó 
mucho en mi padre, el cual, además, era muy débil de voluntad. Con todo, 
no creo que mi padre llegara a dar el consentimiento. Esto de la carta lo supe 
cuando me separé de ellos» (6). Hancce epistolam, de qua loquitur actrix 
et quam commemorant testes P. P. (7) et A. M. (7), revera fuisse conscriptam 
et receptam, constat ex declarationibus ipsius patris qui eam recepit (13), et 
amitae quae eam conscripsit, quaeque ait: «Es completamente cierto y le pesó 
mucho entonces y continúa pesándole» (13); «De ninguna manera quería el 
padre de la demandante dar el consentimiento para el matrimonio; pero que 
la declarante, que tenía un gran ascendiente sobre él porque lo mantenía, le 
obligó a hacerlo amenazándole con retirarle la protección» (11). Haec autem 
epistola alteri respondebat ab ipsa conventi matre prius conscriptae et ad ami- 
tam missae, in qua illa huic dicebat: «Que el padre de la actora había llevado 
a su hija A. a Barcelona para hacer con ella negocio, que ella, la madre del 
demandado, para evitarlo y queriendo mucho a la actora, quería que ésta se 
casara con su hijo C.»: sic enim constat ex declarationibus ipsorum patris et 
amitae (14). Iam vero si attente considerentur omnia casus adiuncta, perfacile 
intelligitur tenax conventi matris consilium omnes difficultates superandi et 
omnia media, etsi illicita, adhibendi ut matrimonium, ab ipsa destinatum, 
iniri posset. Amitae enim auctoritas magno pondere impulsura erat animum 
actricis parentum in illis angustis circumstantiis tanto angore laborantium. Sane 
ex his adiunctis, seorsim sumptis, non evincitur positive falsitas copulae prae- 
affirmatae; verum satis ostendunt aliquam aliam rationem sibi habuisse con- 
venti matrem ad matrimonium exoptandum et curandum, diversam a repara- 
tione scandali. 


13. Idem suadent alia facta antecedentia. Si fidem actrici praebemus, 
cum eius mater a nosocomio egressa est: «Ellos me tenían—ait—en la cama; 
pues decían que estaba enferma, y no me dejaron ver a mi madre, y mi madre 
intentó entrar en el cuarto y el demandado la echó por la escalera. Yo dormí 
siempre con la madre del demandado. El día que mi madre intentó entrar por 
la fuerza y la echó el demandado, se fueron mis padres de la casa. Entonces 
quedé yo en casa del demandado con su madre y dos hermanos del demandado 
más pequeños y el mismo demandado» (6). lam vero haec opositio conventi 
eiusque matris ut actricis mater filiam suam videret et cum ea colloqueretur, 
indicium haud leve est falsum esse quod mater conventi affirmabat de copula 
habita; et ad conventum quod attinet, ipsum accusat matrimonium velle, non 
obstanti magna actricis parentum resistentia. Sic egressis a domo conventi ac- 
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tricis parentibus, et permanente actrice, veluti moraliter coacta apud fami- 
liam C., statim diligentiae incoeptae sunt a convento eiusque matre ad ma- 
trimonium ineundum, quin quidquam vel pauca de his praeparationibus actrix. 
cognosceret. Hoc enim tempore perdurante, scilicet ab ineunti ianuario usque- 
ad matrimonium, ait actrix: «Yo no salí jamás con el demandado y siempre: 
iba sola con la madre, que me llevaba al cine, alguna vez con los dos peque- 
ños, pero casi siempre sola con ella, nunca con el demandado» (6). Ex qua. 
liquet aliud inverosimile in hypothesi copulae habitae, defectus nempe amoris. 
conventi erga actricem, et specialis matris affectus erga ipsam in quo, procul 
dubio, latuit anguis et attentati coniugii clavis. «En este tiempo— prosequitur: 
actrix—me iba (conventi mater) hablando siempre mal de mi madre, hasta. 
que yo me lo creí todo lo que me decían. En este tiempo me decían que lo 
mejor, hasta que mis padres no me reclamaran, era que se hiciese una promesa: 
de matrimonio para que cuando el demandado saliera del servicio militar. nos. 
pudiésemos casar, pues una promesa tampoco era una cosa definitiva. De ésta. 
hablaban muy a menudo» (6). Facile intelligitur callida conventi matris solli- 
citudo ad avertendam actricem a sua propria matre ut facilius annueret ma- 
trimonio proposito, quod, fatente actrice, non ineundum sed promittendum. 
tantum erat. Si copula praeaffirmata revera extitisset ex qua gravida actrix: 
evasisset, non de promissione, sed de matrimonii celebratione ipsa certior facta 
esset. Caeterum, conventus cuius interest plura ex his non revelare, nihil 
declarare audet, nisi quod: «Al irse sus padres, la actora durmió siempre con: 
mi madre» (7); quod factum, ab ipsa actrice corroboratum, plene cohaeret: 
auditis a testibus in tempore non suspecto et ab ipsis in iudicio declaratis. 


14, Facta quae matrimonium subsequuta sunt, idem evincunt. «Yo con- 
tinué—ait actrix—durmiendo con la madre y jamás (conventus) me dijo nada... 
Después del casamiento yo continué la misma vida de antes. Yo era tenida en 
la casa como una hermana más. Dormía siempre con la madre, jamás con el 
demandado. A mí no me dijeron que estaba casada, ni tenía conocimiento de 
ello...; el demandado, al cabo de poco tiempo se marchó al servicio militar; 
jamás me escribió estando en el servicio, pues sólo escribía a su madre y ponía 
recuerdos para todos. Al cabo de unos diez meses volvió el demandado en- 
fermo y ya no se marchó más. Yo estuve en la casa hasta septiembre del año 
1923 más o menos. El demandado no me dió nunca ni una muestra de afecto, 
mucho menos intentó jamás nada en orden al matrimonio» (11). Conventus. 
dicit: «Dormimos juntos una o dos veces, pero no intentamos siquiera el usar 
del matrimonio. A. volvió a dormir siempre con mi madre... Yo puedo ase- 
gurar que A. no tuvo jamás aborto ni mada parecido, pues estoy convencido: 
de que era virgen cuando estaba en mi casa» (11). Ex quibus duo apparent. 
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copulam nempe nec quid simile extitisse nec ante nec post matrimonium, et 
conventum eiusque matrem velle apud se actricem retinere ob fines speciales 
proprios, qui clare in actis non specificantur. Tandem cohaerent facta poste- 
riora, ratio scilicet obsoleta cum vexationibus qua conventus eiusque mater 
actricem tractaverunt, cui impediverunt ne per epistolam matrem suam cer- 
tiorem faceret de sua infelici fortuna, et ipse discesus actricis a domo conventi, 
quin quidquam in contrarium peterent conventus eiusque mater, plene conscii 
de sua iniqua agendi ratione. 


15. Sed adest in actis documentum publicum in quo adseritur revera co- 
pulam extitisse ct ex ea infamiae periculum, prolis legitimationem et scandali 
reparationis necessitatem orta esse: sic enim describitur in actis originalis pro- 
cessus matrimonialis qui instructus fuit in paroecia Sancti Andreae de Palo- 
mar, de mandato Vicarii Generalis Barcinonensis. Quae quidem affirmatio 
ab oratoribus et quibusdam testibus iuramento roborata, bis consignatur: scili- 
cet, in diligentiis concessioni dispensationis praeviis, et in diligentiis peractis 
post concessam dispensationem sed ante eiusdem fulminationem ab Ordinario 
peragendam. Im ambabus diligentiis fidem instructi processus dat sacerdos 
Ioannes Alabau, Vicarius cooperator ipsius paroeciae, hodie iam defunctus, 
ut ex documento, quod in actis prostat, constat. Innixus valore huius proces- 
sus, ac diligentias existimans rite peractas, Vicarius Generalis Barcinonensis 
concessionem pontificiam executioni mandavit, oratoribus concedens dispen- 
sationem ab impedimento aetatis, ut matrimonium inire possent. 

Verum hoc documentum, in quantum in ipso consignantur dispensationis 
causae, esse valore destitutum, ex supra dictis iam eruitur. Adsunt enim im- 
primis, tres testes ;nsirumeniarz, actrix nempe, conventus et actricis pater. 
Duo primi invicte affirmant falsam esse adsertam copulam et actricis gravi- 
ditatem, licet actrix et conventus plura adiuncta in memoriam non revocent, 
quod optime congruit infantiae oratricis et rationi agendi conventi matris, 
quae, ut videtur, totum consilium conciperet idque executioni, fere sola, man- 
davit. «Si partes mutuo fateantur falsum esse quod instrumento adseritur vel 
instrumentum simulatum esse, tum infringitur fides, et claudicat probatio 
praestanda vel ex eo haurienda» (S. R. R., 6 iunii 1930). Actricis pater, licet 
processui non intervenerit, tamen in ipso mentio fit de favorabili consensu 
ab ipso praestito; sed hic testis, plena fide dignus, utramque rem denegat, 
scilicet, et copulam extitisse cum graviditate filiae suae, et sese consensum 
praebuisse (1). Equidem actricis pater, consensum non praebuit saltem in scrip- 
tis; nam ad X. regressus fuerat. Nec in actis originalibus illius processus inve- 
nitur acta consensus paterni; quod indicium aliud est illum non fuisse absque 
magna levitate. instructum: agebatur enim de minore. Et si consensum dedisset 
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pater dum apud Barcinonem. degebat, certe illum dedisset graviter coactus a 
sua sotore cum comminatione amittendi protectionem. Similiter actricis amita 
quae licet non sit testis instrumentarius, tamen facta cognovit tempore quo 
ipsa evenerunt, rotunde affirmat falsum esse quod de copula et de graviditate 
adseritur in documento. Relati, insuper, supra sunt quatuor testes extranei, 
nempe, L. J., P. P., A. M. et S. F., omnes plena fide digni, praesertim primus 
qui ut testis omni exceptione maior censendus est, quique omnes, in tempore 
suspecto facta noscentes, actricis thesi aperte favent. Et praesertim adsunt de- 
darationes duorum medicorum, doctorum, nempe, Teixidó et Montaner, qui 
anno 1924, scilicet, tribus annis post matrimonium, actricem exploraverunt 
eamque invenerunt virginitate fulgentem. Ex argumentis igitur directis plene 
evincitur falsitas instrumenti de quo in casu sermo est, et plene probatur in 
casu rem non ita evenisse prouti in textu processus refertur. 


16. Sed alia patent indirecta argumenta ex quibus infringitur valor 
instrumenti. Adsunt enim quaedam certa indicia gravissima in instrumenti 
confectione non fuisse observatas iuris sollemnitates, ex quarum defectu, iusta 
dicta in iure, instrumentum redditur nullum, vel saltem testibus qui in illo 
processu declararunt, fidem non esse praebendam eo quod certissime in qui- 
busdam falsa declararunt; unde instrumentum redditur totaliter. suspectum. 
Sic, ad oratores quod attinet, isti mense maii 1921, adseruerunt sese domici- 
lium habere in paroecia Sancti Andreae a quinquennio (3), cum certum omni- 
no sit, ex documentis quae in actis prostant, actricem nonnisi mense novembri 
1920 Barcinonem primum pervenisse, et conventum nonnisi ab initio eiusdem 
anni 1920 penes ipsam civitatem degere incepisse. Praeterea, in processus 
instructione tres testes auditi sunt: E. G., qui in primis diligentiis tantum de- 
claravit; G. G., qui deposuit in primis et secundis diligentiis; et I. P., qui in 
secundis tantum declaravit. G. G. ait (1) sese cognovisse ac pertractasse orato- 
res a triennio et ratione vicinitatis; et I. P. (1) eos cognovisse «desde su in- 
fancia por razones de amistad», et oratores domicilium habere in illa paroecia 
«de mucho tiempo». Quod quidem falsum esse aperte eruitur ex dictis de 
tempore que oratores Barcinonem pervenerunt. Igitur, vel interrogatoria et 
iuramentum deferendum oratoribus et testibus, iuxta decretum Vicarii Gene- 
ralis, reapse delata non fuerunt, quo in casu nullum esset instrumentum con- 
fectum ob defectum sollemnitatum praescriptarum, vel si reapse delata sunt, 
oratores et testes tunc periurarunt, falsa sub iuramento affirmantes, quo in 
casu aliae ipsorum affirmationes in instrumento contentae valde suspectae red- 
duntur. Quod tamen nullatenus afficit actrice credibilitatem in praesenti cau- 
sa eo quod tunc esset puella ignorans sanctitatem iuramenti. Insupet, legitime 
citata, ad iudicium comparuit vidua tertii testis, mulier Obdulia, quae deponit 
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sese non cognovisse actricem et conventum, et penitus ignorare relationem sui 
sponsi, tam defuncti, cum ipsis; quod inverosimile esset si revera vera amici- 
tia sponsus defunctus cum oratoribus coniunctus fuisset. Insuper oratrix affir- 
mat (7) se nullum ex hisce testibus novisse; et conventus, qui tunc erat iam 
22 annos natus, tantum memoratur (7) unum ex illis morari in domo sibi 
proxima, et testes omnes a sua matre fuisse conquisitos. Infauste hi tres testes 
instrumentarii audiri non potuerunt in hoc iudicio, sive quia iam certo obie- 
runt, ut I. P., sive quia, cum eorum domicilium ignotum sit, nec post citatio- 
nem per edictum et alias diligentias peractas, quas in actis prostant, non com- 
paruerunt. Et idem dicendum est de sacerdote Alabau qui instrumentum con- 
fecit, et de conventi matre quae omnia ad nuptias filii sui paravit. Omnibus 
inspectis casus adiunctis, verisimilius videtur non fuisse in illo processu ma- 
trimoniali, seu in instrumento, observatas iuris sollemnitates; notoria, licet lu- 
genda, enim, res est, illis 1n temporibus, in paroeciis vastissimis, ut tunc erat 
paroecia Sancti Andreae de Palomar, processus matrimoniales huius indolis 
celeriter confici ac levissima forma: multi enim dabantur casus in quibus tex- 
tus processus, seu instrumentum, praeparabantur, et testes officinam paroecia- 
lem adibant ad subscribendum tantum, quin ipsis ulla interrogatio fieret et 
ulla iuramenti species deferretur. Quidquid sit de hac re, evidens in casu vi- 
detur falsas fuisse causas ad dispensationem ab impedimento aetatis expositas. 


17. In processu matrimoniali instructo a Curia Ecclesiastica Barcinonensi, 
adest documentum subsignatum die 22 februarii 1921 a Iosepho Teixidor in 
quo hic medicus fidem facit de statu praegnantiae actricis. Sed documentum 
hoc est mere privatum, et contra ipsum productum est aliud documentum 
posterius subsignatum a medicis, doctoribus Teixidó et Montaner, illi priori 
omnino contrarium: unde, iuxta dicta in iure, vis illius prioris documenti ruit. 
Deinde, si adiuncta omnia rite perspiciuntur, defectus valoris illius documenti 
facile evincitur. Actrix enim (8) nec meminit sese fuisse a medico, tunc tem- 
poris exploratam, quod, attenta eius credibilitate, haud facile explicatur si 
revera praedicta exploratio, quam refert doctor Teixidor, reapse facta fuerit 
et adfuisset adserta graviditas; nam agitur de eventu qui difficulter oblivis- 
citur. Conventus anxius manet an revera actrix fuerit necne explorata, licet 
ipse dicat instrumentum tunc cognovisse, ait enim: «Al venir a la Curia me 
dijeron que sólo había un sistema de podernos casar, y era si probaba con un 
certificado médico que A. estaba encinta. Fuimos a un médico, de la calle de 
San Andrés... Mi madre es la que se entendió con el médico. Me parece que 
A. fué con mi madre, pero no lo aseguro... Yo no leí el certificado, pero supe 
por mi madre que decía que A. estaba encinta» (7). Insuper, ad iudicium vo- 
catus, praedictus médicus Iosephus Teixidor, sub iuramento deposuit: «Puedo 
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asegurar que la niña que yo visité se hallaba embarazada al menos de cuatro 
o cinco meses» (5). lam vero, exploratio, iuxta ipsum instrumentum, facta 
fuit die 22 februarii 1921, et ex actis constat actricem Barcinonem primum 
pervenisse nonnisi iam exeunte mense novembri 1920, et apud domum con- 
venti, una cum suis parentibus, commoratam esse a dimidiante mense decem- 
bri eiusdem anni. Caeteroquin, iuxta omnes, factum ex quo oriri affirmabatur 
supposita relatio sexualis et ex ea actricis graviditas, locum habuit a die 21 de- 
cembris 1920 ad diem 2 ianuarii sequentis, ac proinde a tempore quo factum 
evenit usque ad diem quo exploratio facta dicitur, tempus non attingit perio- 
dum duorum mensium. Ex quibus eruitur vel falsam esse actricis exploratio- 
nem adsertam a doctore Teixidor, quia inverosimile ac impossibile continet; 
vel puellam ab ipso exploratam, non actricem, sed aliam fuisse. Praedictus 
medicus in iudicio innuere videtur in casu personae supplantationem; sed re 
mature inspecta ac considerata, potius et verisimilius videtur explorationem 
non fuisse factam; nam non rarum et a praxi alienum est medicos quosdam, 
ad opera bona, ut aiunt peragenda, et possibiles efectus non perpendentes, 
litteras fidem facientes expedire de infirmitate vel de alicuius personae statu. 
Medici plurimum interest suum bonum nomen servare; nec in sua depositione 
quidquid dicit de mediis quibus usus est ad recognoscendam puellae gravidi- 
tatem, quae quidem media necessaria non erant, si iam mulier quam ipse 
exploravit, gravida evaserat a quarto, vel a quinto mense. Caeterum, haec 
nostra casus aestimatio optime cohaeret Convento, qui, adstrictus ex officio, 
et sciscitatus quare medicus graviditatem attestatus fuerat, cum reapse haec 
non existeret, respondit: «Yo no puedo precisar lo que se me pregunta, pero 
supongo que lo haría el médico para hacer una buena obra» (7). 


18. Ex hisce omnibus ut certum omnino evincitur, nec copulam extitisse, 
nec actricis graviditatem, nec quidquid simile ex quo oriri posset infamiae 
periculum, nec scandalum reparandum. Quapropter, omni causae complexu 
rite considerato ac mature rimato, evidens videtur causas finales expositas in 
postulatione dispensationis ab impedimento aetatis actricis, totaliter falsas fuis- 
se. Sane nubila quaedam manere possunt super motivis realibus propter quae 
conciliatum fuit matrimonium a convento et praesertim ab eius matre, et super 
personis quae viam suasserunt ut medium ad illud assequendum. Verum satis 
in casu est plena certitudo, non de his motivis, sed de reali falsitate facti 
quod verum tunc adsertum est. Unde agitur in casu de Rescripto gratiae per 
fraudem vel malitiam impetratum, quodque est ipso iure nullum, etiamsi ex- 
pressio falsi non fuerit causa concessionis Rescripti. Nam in doli poenam 
indistincte vitiatur Rescriptum (S. R. R., 4 iulii 1931). Praeterea cum impe- 
dimentum aetatis sit maioris gradus, et Rescriptum cum concessionis datum 
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sit cum clausula «si vera sint exposita», evidens est dispensationis concessione 
in casu fuisse nullam. 


19. Tandem ad actricis aetatem quod attinet, certum est eam in die quo 
matrimonium initum fuit, non esse natam nisi tredecim annos cum uno men- 
se: sic enim constat ex documentis, quae in actis prostant, subscriptis ac sigil- 
latis a parocho et Iudice Municipali de X., ubi actrix nata ac baptizata est. 
Deinde ipsa dispensatio ab impedimento aetatis, aperte concinit defectum ca- 
nonicae aetatis in actrice ad matrimonium ineundum. Unde quando actrix et 
conventus matrimonium contraxerunt, illa dirimenti aetatis impedimento su- 
biecta erat. 

Quapropter, omnibus tum in iure, tun im facto, rite perpensis ac mature 
consideratis, audito Iustitiae Promotore, infrascripti Iudices, pro Tribunali se- 
dentes et solum Deum prae oculis habentes, sententiandum censent ad defini- 
tive sententiant, constare in casu de nullitate matrimonii: seu, Dubio praevio 
ac incidentali, seu: AN FUERINT VEL NON VERAE, CAUSAE EXPOSI- 
TAE IN PETITIONE APOSTOLICAE DISPENSATIONIS AB IMPEDI- 
MENTO AETATIS ACTRICIS, ET AN FUERINT VERAE IN TEMPORE 
EXECUTIONIS RESCRIPTI PONTIFICII, respondent: CAUSAE EXPOSI- 
TAE IN PETITIONE DISPENSATIONIS AB IMPEDIMENTO AETATIS 
NON FUERUNT VERAE, NEC VERAE FUERUNT IN TEMPORE EXE- 
CUTIONIS. RESCRIPTI PONTIFICII. Dubio autem principali, seu: AN 
CONSTET DE MATRIMONII NULLITATE IN CASU, OB IMPEDIMEN- 
TUM AETATIS EX PARTE ACTRICIS QUANDO HAEC MATRIMO- — 
NIUM INIVIT CUM C., respondent: AFFIRMATIVE; statuentes iudiciales 
expensas a convento et actrice in solidum esse solvendas. 


— 451 — 


eat Sie 


x h ru ALES PE i 


ES 
AUNAR 
mt E E. ; 


‘ 
ee PNIS ee ee sa eee 


ESTUDIOS ESPECIALES Y GRADOS 
ACADEMICOS EN LOS ESTADOS 
DE PERFECCION 9? 


A) NECESIDAD DE ESTUDIOS ESPECIALES Y UNIVERSITARIOS 


Hablaré, conjuntamente y a veces indistintamente, de los estudios especia- 
les y de los universitarios, porque los estudios universitarios son la base y la 
mejor iniciación de los estudios especiales, aunque el marco de los estudios 
especiales es más reducido que el de los universitarios. 

No es preciso insistir mucho en la necesidad de los estudios especiales 
y universitarios, puesto que se trata de una verdad enteramente averiguada 
y ya universalmente reconocida. Primeramente, estos estudios especiales y su- 
periores son imprescindibles a los religiosos para elevar su nivel cultural y 
ponerse a la altura del tiempo en que viven. La necesidad de esta elevación 
€s por todos sentida, si biem con ello no pretendemos afirmar que los estudios 
eclesiásticos se hallen al presente en estado de postración. La carrera eclesiás- 
tica, tal como ahora se va organizando en los colegios religiosos y en los se- 
minarios, principalmente desde el año 1931, en que se promulgó la Constitu- 
ción Pontificia Deus scientiarum Dominus, da la formación media que la 
generalidad de los religiosos puede alcanzar y necesita. En este punto, salvo 
ligeras modificaciones que conviene introducir en los Reglamentos de Estu- 
«dios para actualizar y hacer más eficiente la formación científica—lo cual, en 
gran parte, aun dentro de los ordenamientos actuales, la competencia misma 
del profesorado puede fácilmente implantar—, nada importante y asequible 

«cabe desear en el orden normativo, aunque sí, ciertamente, en el orden prag- 
mático de las realizaciones. Es cuestión más pedagógica que científica, más de 
información que de formación; cuestión, en una palabra, de adaptación y vi- 
talización. 

Pero la presente exposición no trata del ordenamiento general de los es- 
tudios eclesiásticos, sino de otro ordenamiento, que llamaré especial o se- 
lectivo. Esta carrera ampliada, inicialmente especializada, en una palabra, wni- 
versitaria, es la que he afirmado anteriormente que es imprescindible a los 


a (1) A propósito de la nueva Constitución Apostólica de Pío XII, Sedes Sapientiae, 
31 de mayo de 1956 (A. A. S., vol. 43, p. 354 ss. 
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religiosos para elevar su nivel cultural y ponerse a la altura del momento 
presente. Sólo teniendo en constante formación superior grupos sucesivos de 
jóvenes intelectualmente capacitados y moralmente bien cimentados, es como 
se puede tener siempre dispuesta o en forma esa plana mayor de personal 
apto para el desempeno no sólo de las cátedras, ya en el propio Instituto, ya 
fuera de él en Universidades, bachilleratos y academias, o para la dedicación 
al estudio propiamente científico, sino también para el desempño de ottos 
ministerios, como el de prefectos o formadores de espíritu, Superiores de las 
Casas más importantes, predicadores o conferenciantes y de todos los demás, 
siempre que hayan de ejercitarse esos ministerios en circunstancias o sobre 
materias que reclamen una competencia especial, lo cual hoy día ocurre con 
no poca frecuencia, sobre todo si queremos penetrar en los medios intelectuales. 
y en los más alejados de nuestras iglesias, objetivo actualmente indeclinable. 
La exigencia de grados académicos es muy conforme a la mente del Código 
de Derecho Canónico, en el que se exige grado universitario mayor para los. 
cargos de más alta responsabilidad, o, al menos, supuestas las demás condicio- 
nes, son preferidos los que poseen dichos grados. 

Ahora la Constitución Apostólica Sedes Sapientiae, promulgada el 31 de 
mayo de 1956, y los «Statuta Generalia» anejos a la misma Constitución incul- 
can en forma más apremiante y distinta la necesidad de los estudios especiales, 
ya para ampliar o aplicar la cultura general eclesiástica, ya para enseñar aque- 
llo que es peculiar de cada Instituto o se requiere en el desempeño de deter- 
minados ministerios. Y no sólo se reclama la ampliación de la cultura y for- 
mación de su objeto y contenido, sino también en la variedad de sus formas: 
la técnica y pedagogía, la pastoral sacerdotal y apostólica. Pueden verse los 
«Statuta Generalia» 12, 21, $ 2; 46, $$ 1 y 6. 

El grupo de los especialmente formados ejercerá muy pronto una influen- 
cia decisiva y transformadora tanto en la eficacia de nuestros ministerios como 
en el acrecentamiento del prestigio que, social e intelectualmente, el estado: 
religioso necesita. Pero, además, ejercerá influjo, también directo y poderosí- 
simo, aunque más lento, en la formación de las nuevas generaciones, que son: 
las que han de llevar adelante y perfeccionar la obra hasta el presente reali- 
zada. Finalmente, el grupo de los universitarios o de los especialmente forma- 
dos, si es algo numeroso, influirá también, de manera indirecta, ya por medio: 
de la dirección, ya por medio del estímulo, en todos los demás que no han se- 
guido ni han de hacer una carrera especial. He aquí cómo un grupo selecto: 
eleva el nivel cultural de todo un Instituto. Los demás medios de elevación 
cultural y de especialización, sin la amplia y firme base de un estudio superior 
bien sistematizado y hecho a su debido tiempo, resultan casi siempre inefica- 
ces. Porque la formación que no se asienta sobre esta base no suele alcanzar 
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amplitud de perspectiva, que se obtiene con la relación de los conocimientos, 
ni flexibilidad en el método, ni el contraste de mentalidades distintas, ni, 
sobre todo, ambientación suficiente. 

A la razón de índole científica podía añadirse otra de carácter moral. Es 
un hecho incuestionable el deber y la necesidad que por razones de orden 
moral, social y económico tienen los Institutos religiosos, cuyas Constituciones 
admiten o imponen el ministerio docente, de dirigir colegios externos. A este 
fin necesitan que un número considerable de sus miembros, intelectualmente 
bien dotados, obtengan los títulos académicos que se precisan para la direc- 
ción legal y competente de tales colegios. Estos títulos, según el vigente Con- 
cordato, pueden ser civiles y, en parte, también eclesiásticos, ya que para la 
rama de Letras se admite la validez de los títulos mayores en Teología, De- 
recho canónico y Filosofía escolástica. Pero la adquisición de los títulos uni- 
versitarios civiles, aunque perfectamente compatible con la perfección moral 
y religiosa, es cierto que, por la naturaleza de los mismos estudios o por el 
ambiente en que éstos se adquieren y se ejercitan, es menos favorable al fo- 
mento del espíritu religioso que lo que puede serlo el cultivo de las ciencias 
eclesiásticas. Por esta causa es menester equilibrar los estudios universitarios 
civiles con los eclesiásticos, y no creo afirmar demasiado si añado que deben 
armonizarse dando la primacía, cualitativa y numéricamente, a los estudios 
universitarios eclesiásticos. De las normas que deben observarse en la asis- 
tencia a las Universidades civiles hablaré después. 

Siendo los estudios superiores y especializados tan necesarios no sólo para 
regentar las cátedras de los colegios internos, mayores y menores, sino tam- 
bién para llenar todos aquellos puestos que exigen más alta responsabilidad 
y competencia, se comprende que el número de los especialmente formados 
no puede ser tan reducido como lo ha sido hasta el presente en no pocos Ins- 
titutos religiosos. Es menester que cada año salten al palenque de la vida pú- 
blica algunas nuevas promociones de especializados o selectos, particularmente 
en ciencias eclesiásticas. 


B) REGLAMENTACION DE LOS ESTUDIOS ESPECIALES EN LOS 
«STATUTA GENERALIA» DE LA «SEDES SAPIENTIAE» 


Las líneas directrices que regulan los estudios especiales se contienen en el 
artículo 46 de los «Statuta Generalia», que, no obstante su larga extensión, 
vamos a traducir aquí, en testimonio de lo que hemos dicho y de otras mu- 
chas proposiciones que iremos en lo sucesivo asentando. 
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Art. 46. Estudios especiales. 


$ 1. Además de los estudios especiales prescritos comúnmente para cuan- 
tos aspiran al sacerdocio, cada uno de los Institutos no solamente puede em 
general (art, 20, $ 2) establecer otros especiales, mas aun deberán hacerlo si, 
atendidas las diversas circunstancias, se juzga necesario; y ello con esta triple 
finalidad: 

1. Para completar los estudios comunes y de esta suerte llevar a su coro- 
namiento la cultura y ciencia convenientes al Instituto; 

2. Para aprender aquellas cosas peculiares que exige la naturaleza de: 
cada Instituto; 

3. Para preparar debidamente a los alumnos que hayan de ejercer ef 
ministerio de la enseñanza y formación u otros peculiares, v. gr., misiones: 
extranjeras. 

$ 2. Se ha de destinar a estudios especiales a alumnos que puedan lle- 
varlos física, moral e intelectualmente, sobre todo si es de esperar que, por las 
especiales cualidades que poseen y que no han de ser menospreciadas, sacarán: 
gran fruto de esos estudios, como también aquellos que más necesidad tengan 
de estudios especiales por los cargos a los que verosimilmente han de ser 
destinados. 

$ 3. Con todo, los alumnos no podrán dedicarse a tales estudios especia- 
les durante el curso filosófico o teológico sino en cuanto no sean estorbo a la- 
formación sacerdotal general, a juicio de los Superiores, después de haber: 
oído siempre al Prefecto de estudios; en caso contrario, déjese el destino para 
después de concluído el curso ordinario filosófico o telógico. 

$ 4. Loablemente se mantendrán, y aun por concesión de la Sagrada 
Congregación de Religiosos se crearán grados internos cuya consecución se: 
habrá de realizar en los centros superiores y mediante pruebas más rigurosas. 
Mas para que los títulos internos puedan respecto de los religiosos equipararse 
a tenor del Derecho (cans. 1.366, $ 1; 331, $ 1, 5.2; 2.066, $ 2), al doctorado- 
o licenciatura (cfr. $ 5) han de ser tales que en cuanto a la sustancia se ase- 
mejen a uno u otro de aquéllos y preparen el camino para conseguir los grados 
académicos y plenamente reconocidos, ora mediante la erección de Facultad, . 
ora por legítima afiliación, guardando cuanto según Derecho deba guardarse. 

§ 5. Quienes hayan de ejercer el cargo de profesores en las disciplinas. 
filosóficas, teológicas y jurídicas, conviene que, a tenor del Derecho, posean. 
el grado de doctor o licenciado por alguna Universidad de Estudios o por al- 
guna Facultad legítimamente aprobada por la Santa Sede; tales títulos sc 
prescriben especialmente para enseñar Sagrada Escritura. En igualdad de cir- 
cunstancias, han de ser preferidos los que sean doctores (can. 1.366, 8 I). 
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$ 6. 1) Oblíguese a adquirir los grados académicos no sólo a aquellos 
que sean destinados a determinados cargos ($$ 1 y 2), sino también a otros 
que, aventajándose por su virtud e ingenio, hayan de ejercer ministerios apos- 
tólicos comunes, a fin de que así puedan más eficazmente desempeñarlos. 

2) Además, los Superiores de los Institutos en que suele cultivarse y 
fructificar la ciencia como preciosa herencia, dediquen de buen grado a estu- 
dios superiores a los jóvenes idóneos y proporciónenles los recursos necesarios 
y Oportunos para que sirvan de esta forma a la Santa Madre Iglesia por toda 
la vida, trabajando en este campo. 

$ 7. 1) Enviese a alguna Universidad católica, o a Escuelas Especiales 
de la propia o de otra Religión, con facultad de conceder diplomas legalmente 
reconocidos, a aquellos sujetos que hayan de dedicarse a asignaturas profanas. 
que más tarde tendrán que enseñar o a las por otras causas se dediquen, pero: 
que no se enseñan en la Facultad eclesiástica. 

2) Mas donde no existan Universidades católicas o Escuelas religiosas 
superiores, o si circunstancias peculiares así lo aconsejan, podrán ser enviados. 
a otra Universidad o Escuela superior, guardando fidelísimamente las pres- 
cripciones de la Santa Sede a este respecto (art. 16, $ 2). 

$ 8. Considerando cuanto antecede, es digna de alabarse la constitución. 
de colegios centrales, interprovinciales o internacionales, junto a las Universi- 
dades de Estudios o Facultades, y con preferencia en Roma, donde tantas otras. 
circunstancias peculiares contribuyen en gran manera a la formación católica 
y apostólica de los alumnos. 

Paralelo al $ 5 del artículo 46, que acabamos de transcribir, es el artículo. 
30, $ 2, nümeros 2 y 3, aunque el paralelismo no impide algunas diferencias. 
En el artículo 30 se trata de todos los profesores que enseñan en los colegios. 
internos de formación, de cualquier Religión, Sociedad de vida comün o Ins- 
tituto secular, incluídos los profesores de Humanidades, y a todos se les exige 
. no sólo la competencia científica, sino también algún testimonio fehaciente 

de ella mediante diplomas académicos, grados internos reconocidos, o bien 
otros estudios o cursos especiales, que suplan o completen los grados acadé- 
micos. No se exige, pues, ni taxativamente se declara de especial conveniencia 
lo cual no significa que tal conveniencia deje de existir—la adquisición de- 
títulos propiamente académicos (doctorado o licencia) para la enseñanza de 
Humanidades. En cambio, los que han de enseñar Filosofía, Teología y De- 
recho se declara expresamente en el artículo 46, $ 5, que es conveniente—asi 
parece que debe traducirse aquí el oportet—posean los verdaderos grados aca- 
démicos de licencia o doctorado por alguna Universidad o Facultad legítima- 
mente aprobada por la Santa Sede. Estos títulos ya es sabido que se prescriben 
especialmente para regentar la cátedra de Sagrada Escritura. 
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Solamente al Superior General, dice el artículo 30, $ 2, número 3, está 
reservado el conceder la facultad de enseñar sin tener, al menos, el diploma 
o testimonio exigido por los «Statuta Generalia», artículo 30, $ 2, nümero 2. 
En cuanto a los grados académicos para enseñar Teología, Derecho o Filoso- 
fía, queda en pie lo que prescribe el $ 5 del artículo 46, sin que en esto el 
Superior general pueda modificar nada de lo estatuído. 


CISSLOSSTIDULOS ACADEMICOS ECLESIASTICOS 
EN EL CONCORDATO CON ESPANA DE 1953 


Los títulos académicos en ciencias eclesiásticas adquieren nueva y extraor- 
dinaria relevancia en el Concordato español de 1953 respecto de la enseñanza 
de la Religión católica en los centros docentes y para la organización de Cursos 
sistemáticos sobre ciencias eclesiásticas en las Universidades del Estado. 


a) Enseñanza de la Religión en los centros docentes (art. XXVII del 
Concordato).—La enseñanza de la Religión en las Universidades civiles y en 
los Centros a ellas equiparados debe darse siempre por eclesiásticos, y éstos 
—sean seculares o religiosos-—deben estar en posesión no del simple grado de 
licenciado, sino del grado de doctor, obtenido en una Universidad eclesiástica, 
o del titulo equivalente del propio Instituto, si se trata de religiosos (artículo 
XXVIL n. 5). Para enseñar la Religión en los Centros estatales de Enseñanza 
Media, los candidatos, sean éstos sacerdotes o seglares, se dice en el número 4 
del artículo XXVII, deben estar en posesión de grados académicos mayores 
(doctorado o licenciado) en las ciencias sagradas. De lo contrario, deben so- 
meterse a especiales pruebas de suficiencia científica, además de las pruebas 
de suficiencia pedagógica prescritas para todos aquellos a quienes deba ser 
confiada la enseñanza de la Religión en las Universidades y Centros estatales 
de Enseñanza Media, Se equipara a los grados académicos mayores el equiva- 
lente en su Orden o Instituto cuando se trata de religiosos. 

Para la enseñanza de la Religión en las escuelas o centros no estatales de 
Enseñanza Media no se requiere grado académico, sino que basta un certifi- 


cado especial de idoneidad expedido por el propio Ordinario (art. XXVII, 
número 7). 


b) Cursos sistemáticos sobre ciencias eclesiásticas en las Universidades ci- 
viles (art. XXVIII).—Nuestro Concordato no se contenta con llevar hasta la 
Universidad civil la formación religiosa que debe acompañar al joven durante 
toda su carrera, ni pretende tan sólo implantar en la Universidad del Estado 
cursos monográficos acerca de las ciencias sagradas, con carácter meramente 
complementario, como suele hacerse sobre materias de ampliación o especia- 
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lización que no se profesan directamente en la Universidad. El número 1 del 
artículo XXVIII habla de cursos sistemáticos: «Las Universidades del Estado 
—dice—, de acuerdo con la competente autoridad eclesiástica, podrán orga- 
nizar cursos sistemáticos, especialmente de Filosofía escolástica, Sagrada Teo- 
logía y Derecho canónico, con programas y libros de texto aprobados por la 
misma autoridad eclesiástica. Podrán enseñar en estos Cursos profesores sacer- 
dotes, religiosos o seglares que posean grados académicos mayores otorgados 
por una Universidad eclesiástica, o títulos equivalentes obtenidos en su pro- 
pia Orden, si se trata de religiosos, y que estén en posesión del Nihil obstat 
del Ordinario diocesano.» 

Para enseñar en los cursos sistemáticos de las Universidades civiles sobre 
materias eclesiásticas no se exige el doctorado, como se exige para enseñar la 
Religión en las mismas Universidades, sino que basta el licenciado. La razón 
de esta menor exigencia legal para los cursos sistemáticos nos parece que es 
doble: primera, la misma dificultad de encontrar en número suficiente los 
títulos de doctor que serían necesarios para organizar simultáneamente cursos 
sistemáticos en varias Universidades del Estado; y segunda, el hecho de que 
no todas las asignaturas que integran un curso sistemático ofrecen la misma 
dificultad ni exigen la misma garantía de competencia. Con todo, la máxima 
competencia científica y pedagógica para todas las asignaturas principales es 
de interés vital en estos cursos sistemáticos sobre materias eclesiásticas. 


D) CENTROS U ORGANISMOS UNIVERSITARIOS 
DE ESTUDIOS ECLESIASTICOS 


1.2 Facultades universitarias eclesiásticas 


La forma más autónoma como los religiosos pueden organizar los estudios 
universitarios es la de Facultades universitarias propias, con derecho a confe- 
rir grados académicos a los alumnos propios de cada Religión. 

Hablando en tesis general, es forzoso reconocer que, en España, no es 
fácil que los religiosos puedan actualmente constituir Facultades propias de 
Filosofía (algunas, sin embargo, existen y funcionan dignamente), ni mucho 
menos la Facultad de Derecho, que difícilmente podría tener alumnos sufi- 
cientes y profesores capacitados. Los que hayan de cursar, en plan universita- 
rio, los estudios filosóficos y jurídicos deberán hacer sus estudios en las Uni- 
versidades eclesiásticas o en las civiles. 

Pero, si por ahora y seguramente por mucho tiempo, no es posible o es 
muy difícil organizar en España Facultades propias de Filosofía y, sobre todo, 
de Derecho, no puede afirmarse lo mismo de la reina de las ciencias eclesiás- 
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ticas, la Sagrada Teología. Creo que puede sentarse la siguiente afirmación: 
Sin perjuicio de que en Roma o en otra parte cada Instituto tenga un Colegio 
Internacional, quizá con autorización para conferir grados a los propios alum- 
nos, y sin que tampoco obste a que varios de éstos frecuenten diversas Univer- 
sidades eclesiásticas—lo cual siempre es muy de aconsejar—no es imposible 
que varios Institutos religiosos lleguen, con el tiempo, a constituir en España 
su propia Facultad teológica. Sin oe no pensemos de ninguna manera. 
que la erección de Facultades teológicas propias sea una cuestión de mero trá- 
mite ni un rico manto con que se cubran internos defectos. Dichas Facultades 
deben llenar ampliamente todos los requisitos universitarios. La aspiración a 
tener Facultad teológica propia debe ser un eficaz estímulo para elevar el 
nivel de los estudios, no un afán de títulos vacíos e inútiles. Sólo después de 
haber elevado al plano universitario los estudios, con todo lo que supone de 
competencia, tradición y continuidad del profesorado, condiciones materiales 
del edificio, biblioteca, etc., sólo después de todo esto puede pensarse en ob- 
tener de la Santa Sede la constitución de una Facultad universitaria. Antes. 
de ello, todo intento carece de seriedad y está llamado al fracaso. En el ar- 
tículo 46, $ 4, de los «Statuta Generalia» se estimula a los religiosos para que 
erijan Facultades propias, con poder de conferir grados académicos. 

Otra forma similar a la erección de Facultades propias es la afiliación o. 
incorporación a Centros universitarios. Esta forma implica, por una parte, au- 
tonomía suficiente y, por otra, alguna formal dependencia del Centro univer- 
sitario. 

Después de la Constitución Deus scientiarum Dominus, el primero y único: 
caso de afiliación que se ha dado en España es el del Seminario de Vitoria 
respecto de la Universidad Pontificia de Salamanca. Con fecha de 25 de julio- 
de 1956, el Cardenal Prefecto de la Sagrada Congregación de Seminarios y: 
Universidades aprobaba «ad quinquenium» el convenio firmado entre el Gran 
Canciller de la Universidad Pontificia y el Obispo de Vitoria, según el cual: 
los alumnos del Seminario Vitoriense que cursaren los años de Teología con- 
forme a un determinado plan de estudios, podrán obtener el bachillerato en 
Sagrada Teología de la Universidad Pontificia de Salamanca, representada en. 
el examen por un profesor o delegado de la correspondiente Facultad. 

Los Centros eclesiásticos docentes, no universitarios ni legítimamente afi- 
liados, pueden conferir otra clase inferior, pero equivalente, de títulos, que 
los «Statuta Generalia» alaban y denominan internos (art. 46, § 4). Estos tí- 
tulos, aunque no plenamente reconocidos, si quoad substantiam son semejan- 
tes a los correspondientes grados o títulos académicos, no sólo preparan a la 
fácil obtención de éstos, sino que otorgan ya, según nuestro Concordato y el 
mismo Derecho canónico (cáns. 1.366, $ 1; 331, $ 1, 5.2; 2.066, $ 2), deter 
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minados efectos, además de ser una de las pruebas principales que garantizan 
la pericia especial en no pocos casos requerida por el mismo Derecho. 


2.2 Colegios Mayores o Casas de Estudios universitarios eclesiásticos. — 
Estos Colegios o Casas se constituyen para que en ellos residan aquellos que 
han de adquirir los grados académicos en las Universidades eclesiásticas, ya 
de España, ya del Extranjero. Dichos Centros son de absoluta necesidad no 
sólo hasta tanto que los Institutos religiosos hayan adquirido un buen número 
de títulos y tengan alguna Facultad propia, sino siempre y para todas las ca- 
rreras, incluso la teológica, aun cuando tengan Facultad teológica propia, no 
digamos para la Sagrada Escritura, Filosofía, Derecho, Historia, etc., en las 
que difícilmente podrán tener Facultades universitarias propias. 

La razón es porque se necesita conocer métodos distintos, vivir en otros 
ambientes, oír a otros profesores, relacionarse con alumnos extraños, a la vez 
que ser conocidos por ellos. En estas cituaciones nuevas o intercambios todo 
aprovecha, hasta lo defectuoso que se observa... 

Los «Statuta Generalia» mencionan también y recomiendan la constitu- 
ción de Colegios centrales (interprovinciales o internacionales), aun cuando en 
ellos no se confieran títulos ni estén afiliados a una Universidad (art. 21, $ 3; 
art. 48, $ 8). Estos Centros, advierte el artículo 48, $ 8, se hallan mejor si- 
tuados al lado de las Universidades o Facultades, principalmente en Roma. 
Es muy sabia, por último, la prescripción que se contiene en el $ 4 del ar- 
tículo 21, el cual dice a la letra: «In eodem Instituto, praesertim regiminis 
centralis, absque vera causa sedes multiplicari non debent, ne vires opesque 
nimis dispersae et debiliores fiant et fini adipiscendo impares reddantur.» 

Terminamos con una observación práctica de gran interés. Se refiere al 
tiempo o período de su vida en que los alumnos religiosos han de cursar en 
las Universidades eclesiásticas, asistiendo a sus clases juntamente con los de- 
más alumnos. 

Nuestra opinión, decidida y confirmada por una larga expetiencia, es que 
los alumnos religiosos—de los que ahora solamente hablamos—no conviene, 
por regla general, si en sus Institutos tienen bien organizados los estudios, que 
vayan 2 cursar a las Universidades eclesiásticas antes de terminar el cuarto de 
Teología en sus propios colegios, y, consiguientemente, deben matricularse en 
el curso universitario superior, si existe, y sólo en cl ordinario, si el superior 
no existe. 

Nuestra afirmación se apoya en dos razones: una de orden científico y 
otra de orden moral. ` 


Razón científica.—El curso universitario común de Teología no puede 
diferenciarse mucho del curso seminarístico, porque los alumnos no están pre- 
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parados para más y hay que empezar por las primeras nociones. Además, los 
profesores de Universidad no pueden adaptarse tan fácilmente como los de 
cada colegio a la capacidad de los diversos grupos de alumnos. 


Razón moral.—Los alumnos de cada Religión deben tener una primera 
formación propia de su Instituto y deben vivir en un ambiente en que se res- 
pire espíritu de piedad, de humildad, de respeto, de sumisión. El ambiente 
de Universidad, alejados los alumnos de sus propios Superiores y en convi- 
vencia con otros alumnos de diferente espíritu y con preocupaciones no siem- 
pre sobrenaturales, no es el ambiente más a propósito para la conservación y 
perfeccionamiento del espíritu religioso, antes de la ordenación sacerdotal. 


E: TITULOS CIVILES 


1.2 Necesidad de su adquisición —Aunque en menor grado y en menor 
número que los títulos eclesiásticos, está fuera de toda posible discusión la 
necesidad de los títulos civiles. Primeramente, en cuanto que, aun después de 
la promulgación del Concordato, son necesarios legalmente para regentar los 
bachilleratos en la rama de Ciencias, y de gran conveniencia científica y pe- 
dagógica en la rama de Letras. 

Pero no sólo para la Enseñanza Media, sino también por otros motivos 
más altos. Es de perentoria necesidad que algunos eclesiásticos, superiormente 
dotados, frecuenten las aulas universitarias civiles y adquieran allí los grados 
para conocer aquel ambiente, para relacionarse con los seglares, intercambian- 
do ideas, formas y métodos, deshaciendo prejuicios, acortando distancias, 
aprendiendo lo bueno y desechando lo malo o lo que, siendo bueno para los 
seglares, no es apropiado para los eclesiásticos; en una palabra, conociéndose, 
estimándose y amándose. : 


2.2 Problemas que plantea su adquisición.—Pero es manifiesto, y una 
larga experiencia lo atestigua, que la presencia del joven religioso en el trá- 
fago de la vida universitaria, precisamente por ser joven, por hallarse en el 
período más crítico de su desarrollo intelectual y afectivo, en el momento de 
las decisiones más trascendentales para toda su vida, y por carecer totalmente 
de experiencia y de contraste con una realidad que en el colegio ni siquiera 
había imaginado, por todos estos motivos el joven religioso se ve envuelto 
en peligros de toda clase, sobre todo por el peligro de dejarse fascinar por 
ideas, por actitudes y por formas humanas o mundanamente más sugestivas 
que las que en el colegio había visto y aprendido. Esto produce no pocas veces 
una grave crisis, en la que la personalidad religiosa y eclesiástica, en vez de 
afianzarse y perfilarse más, se desdibuja y difumina, hasta llegar a ser suplan- 
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tada por una personalidad de mente y corazón laica, y sólo de hábito reli- 
giosa. Se opera rápidamente un cambio de criterio: el sobrenatural —criterio 
de fe y de sumisión a la Iglesia— es pronto sustituído por el natural—crite- 
rio mundano, de independencia, autosuficiencia y afanosa modernidad—. De 
ahí el desdén por todo lo eclesiástico y la admiración, sin discernimiento, por 
todo lo secular de última hora. 


3.2 Remedios de los males posibles.—El remedio del mal no se halla en 
cortar la convivencia con el medio universitario, sino en vigorizar el propio 
espíritu, para inmunizarlo del contagio y hacer que aproveche lo saludable 
del nuevo ambiente. 

La Sagrada Congregación Consistorial expidió un Decreto, con fecha 30 de 
abril de 1918 (A. A. S., X, p. 237), en el que se prescribe que no sea desti- 
nado a frecuentar las aulas universitarias civiles ningún eclesiástico que no sea 
sacerdote, y de quien no se pueda esperar fundadamente que por la santidad 
de vida y dotes de ingenio haya de servir de ornamento al estado eclesiástico. 
En el mismo Decreto se dice que estos sacerdotes destinados a asistir a las 
aulas de las Universidades civiles, lejos de eximirse, si son jóvenes, de los 
exámenes prescritos en los cánones 130 y 590, han de sujetarse a ellos con 
más rigor, no sea que, seducidos por los estudios profanos, abandonen las 
ciencias sagradas, contra lo prescrito en el canon 129. El examen trienal o 
quinquenal prescrito por los cánones 130 y 590 puede diferirse hasta termi- 
nados los estudios universitarios civiles. 


a) Santidad de vida.—Además de ser ya sacerdotes, se requiere en los 
que han de cursar en las Universidades civiles virtud sólida y eminente o 
santidad de vida, según se dice en el Decreto de la Sagrada Congregación Con- 
sistorial. Aquí está el error más grave que no raras veces se comete en la de- 
signación de los jóvenes que han de frecuentar las Universidades civiles. Se 
atiende más a la capacidad para los estudios que a la formación religiosa, con- 
tentándose con que esta última sea corriente, en vez de ser destacada. Sobre 
todo, deben considerarse las tendencias del joven sacerdote en lo sentimental, 
en la práctica de la humildad interior y en el espíritu eclesiástico. Si apuntan 
tendencias peligrosas o sospechosas en estas materias, aunque la actual con- 
ducta sea irreprochable o no se observen en ella actos positivos reprobables, 
no puede autorizarse la asistencia a las Universidades civiles. La existencia 
de esas peligrosas tendencias no es muy difícil de comprobar, aun sin incurrir 
en subjetivismos o fútiles suspicacias. 

La santidad de vida que se exige ya al seleccionar el personal destinado 
a cursar en las Universidades civiles, debe preservarse de peligros y fomen- 
tarse cuidadosamente, sobre todo con ejercicios de piedad, durante toda la 
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carrera universitaria. Si la desviación llega a iniciarse, el remedio debe ser 
pronto y eficaz: la interrupción de la carrera. 


b) Capacidad intelectual —tInteresa al honor del estado sacerdotal, como 
dice el Decreto de la Sagrada Congregación Consistorial, que cuantos hacen 
sus estudios en alguna Universidad civil den pruebas relevantes de ingenio o 
capacidad científica, cual corresponde a quien tiene ya terminada la carrera 
sacerdotal y trata de ampliar sus conocimientos. Por lo menos es indispensable 
que tengan capacidad para aprobar con lucimiento las asignaturas que cursan, 
aunque por circunstancias ajenas no siempre obtengan el apetecido éxito. De 
lo contrario, darían argumento para pensar que la carrera eclesiástica es in- 
ferior a la civil, puesto que hay sacerdotes que se suponen seleccionados y que 
apenas pueden obtener los grados civiles. 


Es indudable que la generalidad de los sacerdotes están más seleccionados 
hoy día que la mayor parte de los que solamente hacen la carrera civil, ya que, 
si logran dar cima a su carrera, no es porque anden sobrados de medios eco- 
nómicos para repetir cursos, sino por sus dotes de ingenio, y, por otra parte, 
la misma autoridad eclesiástica elimina, con rigor, a los no bien dotados. Es 
también cierto que la carrera eclesiástica es más larga que la mayoría de las 
carreras civiles, por la sencilla razón de que entre el bachillerato y el curso 
teológico de cuatro o cinco años se interpone un estudio filosófico de tres 
años. También podemos asegurar que la carrera eclesiástica es más difícil, más 
intensiva e intelectualmente más formativa (aunque quizá menos informativa 
y literaria) que la generalidad de las carreras civiles. Sin embargo, esta su- 
premacía de la carrera eclesiástica no siempre aparece comprobada por el éxito 
de los eclesiásticos en las carreras civiles. La causa de: este resultado a veces 
poco satisfactorio y poco honroso se halla en la falta de acierto en la selección 
del personal. Se destina con alguna frecuencia para los estudios civiles a in- 
dividuos que no tienen ilusión por el estudio o que, si bien preparados y ca- 
pacitados para una carrera, no lo están para otra con la que la eclesiástica no 
guarda afinidad, o que requiere más conocimientos experimentales o más re- 
tentiva de la que tienen los sacerdotes, que ya, por ser sacerdotes, pasaron el 


umbral de la primera juventud. Se impone, por tanto, un cuidadoso estudio 
en la selección del personal. 


Y si siempre debe seleccionarse el personal destinado a convivir con los 
seglares en las aulas universitarias, aun cuando sólo se intente sacar un título 
para utilizarlo en la Enseñanza Media o bachillerato, mucho más ha de extre- 
marse la selección cuando lo que se intenta es un fin de más alto valor cien- 
tífico, cual es la dedicación a la investigación o a un estudio comparativo en- 
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tre las doctrinas y los sistemas eclesiásticos y civiles. Para realizar este empeño 
se requiere personal especializado y de eminente capacidad. 


c) Conservación de la cultura y del espíritu eclesiástico.—Se observa en 
las palabras transcritas de la Sagrada Congregación Consistorial una honda 
preocupación por la conservación de la cultura eclesiástica en aquellos que, 
bien dotados para el cultivo de las ciencias, pero tal vez no bien afianzados 
en el criterio y espíritu eclesiástico, van a recibir muevas luces, muevas in- 
fluencias, que pueden serles bienhechoras o pueden serles nocivas. Para evitar 
la fascinación de la ciencia profana se propone en el citado documento la 
prosecución del estudio de las ciencias eclesiásticas, comprobado por medio de 
exámenes. Los Superiores religiosos deben secundar los deseos de la Santa 
Sede, coadyuvando eficazmente por todos los medios que estimen oportunos, 
y sin perjuicio notable de los estudios civiles, a fin de que los jóvenes religio- 
sos armonicen la ciencia profana con la eclesiástica y crezcan en ambas jun- 
tamente, haciéndose con ello ministros más idóneos de Jesucristo y apóstoles 
de su doctrina lo mismo ante el pueblo humilde que ante las clases más al- 
tas e influyentes. 

En los «Statuta Generalia» que acompañan a la Constitución Sedes Sa- 
pientiae señálase otro remedio más radical para evitar los peligros que pueden 
encontrarse en la obtención de los grados civiles, y es obtener estos grados, 
aun dada la convivencia con los seglares, en ambientes más puros y directa- 
mente controlados por la Autoridad eclesiástica, como son las Universidades 
especialmente denominadas Católicas o las Escuelas Superiores religiosas. De 
ordinario, a ser posible, los religiosos deben adquirir los títulos civiles en es- 
tos últimos Centros (art. 46, $ 7). 


M. CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


Catedrático de Derecho Canónico 
de la Universidad Pontificia de Salamanca. 
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I REVISTA DE REVISTAS 


LITERATURA JURIDICO-CANONICA EN EL AÑO 1956 


A) Pío XII Y EL DERECHO PÚBLICO 


En un ciclo de conferencias que tuvieron lugar en la Pontificia Universi- 
dad Eclesiástica de Salamanca, del 21 al 27 de octubre del año 1956, como 
homenaje a Su Santidad con motivo de haber cumplido sus ochenta años, 
pronunció una, sobre el tema indicado en este epígrafe, monseñor PÉREZ MIER, 
Auditor de la Rota de Madrid, actualmente, y antes, Catedrático de la citada 
Universidad. Dicha conferencia se publicó en la revista «Salmanticensis» (1), 
órgano del mismo Centro, de la que transcribiremos algunos párrafos. 

El autor divide la exposición del tema en tres secciones, relativas a la doc- 
trina de Pío XII en orden al problema internacional; al ordenamiento inter- 
no de los Estados, y en relación con el derecho público eclesiástico. Pero an- 
tes—observa—, como supuesto previo y como fundamento común a las tres 
secciones, debemos perfilar brevemente los trazos esenciales de la doctrina 
pontificia sobre el valor absoluto de la persona humana en sí misma y, por 
ende, como verdadero centro y fin esencial del derecho, con la consiguiente 
condenación del positivismo jurídico y la inserción asimismo esencial del de- 
recho positivo en el derecho natural, o sea, en la unidad y totalidad del orden 
moral como producto de la ley eterna. 

La persona humana, como ser racional, inteligente y libre creado por Dios, 
se ordena a Dios mismo como a su fin esencial y absoluto, y, por tanto, la 
sociedad, cualquiera sociedad formada por hombres, tendrá siempre razón de 
medio para que ellos alcancen el fin personal y absolutamente trascendente. 

De las palabras del Papa relativas a esta materia entresacamos las siguien- 
tes: «Origen y fin esencial de la vida social ha de ser la conservación, el des- 
arrollo y el perfeccionamiento de la persona humana, ayudándola a poner en 
práctica rectamente la norma y valores de la religión y de la civilización, se- 
ñaladas por el Creador a cada hombre y a toda la humanidad, ya en su con- 
junto, ya en sus naturales ramificaciones.» 


(1) “Salmanticensis”, 3 (1956), 394-429, 
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L Pío XII, ante el problema internacional 


No tememos incurrir en exageración advierte PEREZ MIER—si afirma- 
mos que quizá ningún Papa en ningún tiempo ha tenido una preocupación 
tan honda por la paz ni trabajado tan incansablemente como lo ha hecho 
Pío XII para poner fin a la guerra, primero, y establecer la verdadera paz en- 
tre los Estados, después, adoctrinando al mundo con insistencia no interrum- 
pida desde el momento mismo de su elevación al solio pontificio hasta el día 
de hoy, sin una vacilación ni un desaliento en los diecisiete años transcurridos... 

Para confirmar dicho aserto reproduce múltiples párrafos de sus Mensa- 
jes navideños, y termina con el correspondiente al año 1954, en el que Pío XII 
analiza profundamente el temor a la guerra, que como estado psicológico es. 
un sentimiento universal que domina a todos los pueblos. Pero el sentimiento 
de temor simplemente no es capaz de producir la paz, ni suficiente para evi- 
tar la guerra, pues, «aunque por un lado teme la guerra como la mayor de 
-las catástrofes, por otro pone en ella toda su confianza, como si fuese el me- 
dio para subsistir y la única capaz de regular las relaciones internacionales». 

Pero hay también un temor racional a la guerra, temor que consiste en 
«considerar el problema de la paz y de la guerra como un hecho de respon- 
sabilidad superior y cristiana ante Dios y ante la ley moral...» 

«La actual coexistencia en el temor—agrega Pío XII—tiene ante sí tan 
sólo dos perspectivas: o se elevará a ser coexistencia en el temor de Dios y lue- 
go a una convivencia de paz verdadera, inspirada y vigilada por el orden mo- 
ral que El ha impuesto, o se irá reduciendo cada vez más a una parálisis gla- 
cial de la vida internacional.» 


II. Pío XII y el ordenamiento interno de los Estados 


También acerca de este punto alega el conferenciante diversos testimonios: 
de Pío XII tomados de los Mensajes navideños correlativos a los siguientes 
enunciados: Misión del ordenamiento jurídico: llegar a la paz por la justicia. 
Convivencia en la tranquilidad. El problema de la democracia; su plantea- 
miento: punto de partida. Estado de la cuestión. Los ciudadanos en el régi- 
men democrático. ¿El régimen democrático, postulado natural? Los gober- 
nantes en la democracia: principio fundamental; cualidades generales de los 
gobernantes; cualidades de los representantes. Democracia y absolutismo de 
Estado. 

Pasando por alto, a fin de no alargar, las enseñanzas de Pío XII sobre 
dichos extremos, consignaremos únicamente lo que dice respecto del último: 
«Una sana democracia, fundada sobre los inmutables principios de la ley na- 
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tural y de las verdades reveladas, será resueltamente contraria a aquella co- 
rrupción que atribuye a la legislación del Estado un poder sin freno ni lími- 
tes y que hace también del régimen democrático, no obstante las contrarias, 
pero vanas, apariencias, un verdadero y simple sistema de absolutismo.» 


HI. Pío XII y el derecho público eclesiástico 


Al llegar a este apartado—advierte el autor—nos vemos constreñidos por 
las circunstamcias a centrar la atención sobre una cuestión exclusivamente, aun- 
que importantísima, del derecho público eclesiástico; a saber, sobre el pro- 
blema de la tolerancia. A propósito de él cita varios testimonios de GREGO- 
RIO XVI, de Pio IX y de León XIII, como preámbulo para abordar «El pro- 
blema de la tolerancia, según Pío XII», y después de analizar su discurso 
al V Congreso de la Unión de Juristas Católicos de Italia, en 1953, y trans- 
cribir diversos párrafos del mismo, resume su contenido en una serie de pto- 
posiciones, de las que reproducimos aquí algunos trozos. 

1.2 Ninguna autoridad humana (ningún Estado ni la comunidad de Es- 
tados) puede conceder una autorización positiva, o sea, con fuerza para vincu- 
lar objetivamente la conciencia del que la recibe, de enseñar o hacer algo que 
sea contrario a la verdad religiosa o al bien moral... 

2.2 ¿Es lícito establecer una norma por la que el libre ejercicio de una 
creencia y de una práctica religiosa moral que tenga vigencia en uno de los 
Estados miembros no se impida en todo el territorio de la comunidad por 
medio de leyes o providencias coetcitivas?... 

3. No existe una norma de derecho divino, natural o positivo que im- 
ponga siempre y en todo caso el deber o siquiera que otorgue el derecho de 
impedir y de reprimir siempre en cuanto sea posible lo que es erróneo y falso... 

4.2 El deber de reprimir las desviaciones morales y religiosas no puede, 
por tanto, constituir una norma ültima de acción, sino que debe estar subor- 
dinado a otras normas más altas y generales. 

5.2 Esas normas permiten en determinadas circunstancias, e incluso mues- 
tran como el mejor camino, no impedir el error para promover un bien mayor. 

'6? Lo que no responde a la verdad y a la norma moral no tiene obje- 
tivamente ningün derecho a la existencia, a la propaganda y a la acción. 

7. Sin embargo, el no impedirlo por medio de leyes estatales y de dis- 
posiciones coercitivas puede estar justificado en interés de un bien superior 
y más vasto. 

8.2 Pertenece al estadista católico juzgar si en un caso concreto se cum- 
plen aquellas condiciones—de un bien superior y más vasto—que justifiquen 
el permitir o no impedir. 
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9.2 Para estimar rectamente ese bien mayor y más vasto, el estadista ca~ - 
tólico habrá de considerar las consecuencias dañosas que la permisión acarrea 
dentro del Estado, en comparación con las que se evitan a la comunidad de 
los Estados y, por consiguiente, del bien que producirá directamente a la co- 
munidad misma de los Estados e indirectamente al Estado que es miembro 
de ella. 


10.2 En el terreno religioso y moral, el estadista católico debe oír el 
juicio de la Iglesia y, concretamente en lo que toca al orden internacional, al 
Romano Pontífice, que tiene recibida de Cristo la guia de toda la Iglesia. 


A continuación señala el autor las semejanzas y las diferencias entre los 
textos de LEON XIII y los de Pío XII, y como colofón pone: «Cúmplese con: 
ello una vez más en la Iglesia el acontecimiento, cien veces repetido y reno- 
vado, de que el Espíritu Santo dota siempre a su Esposa del Padre, Pastor y 
Maestro que en cada tiempo ella necesita. He ahí dos Papas igualmente vit- 
tuosos y santos ambos: LEON XIII fué el gran Maestro que la Iglesia requería. 
en el siglo XIX para hacer frente al Naturalismo, al Liberalismo y al Socta- 
lismo: «lumen in caelo». Pío XII es el ángel mensajero de la paz en este mun- 
do atormentado y desquiciado por el terror: «pastor angelicus», el Papa de la 
paz entre los hombres, que, según su propio lema, tiene que ser fruto del 
abrazo de la justicia y de la santidad: «opus iustitiae pax». 


* * * 


Hacia una edición del Código Canónico, auténticamente revisada 


Bajo ese epígrafe publicó un artículo en la misma Revista (2) el P. Ti- 
MOTEO URQUIRI, C. M. F. Ha habido ya autores—comienza diciendo—<que,. 
con mayor o menor acierto, han señalado impropiedades, incorrecciones, in- 
coherencias o fluctuaciones de lenguaje, existentes en la letra del Código Ca- 
nónico, abogando por su corrección. Otros escritores, fijándose no en la letra, 
sino en la misma sustancia de las leyes canónicas, han manifestado deseos de 
que se retocara, y aun de que se cambiara el contenido de algunos cánones. 

Nosotros en esta nota—observa—no vamos a proseguir la línea, ni de los 
primeros, ni de los segundos... Nuestro propósito se limita a recorrer, anali- 
zándolas y comentándolas brevemente, las modificaciones substanciales que 
ha verificado la suprema Autoridad de la Iglesia...; abogando, al propio tiem- 


po, por una edición del Código en que fueran ya incorporadas las predichas: 
modificaciones... 


(2) “Salmanticensis”, 3 (1956), 207-219. 
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L Modificaciones introducidas en la letra del Código 


En el canon 1.099, $ 2, por el Motu proprio Decretum «Ne temere», fe- 
chado el día 1 de agosto de 1948, mandó Pío XII suprimir las palabras: 
item ab acatholicis nati, etsi in Ecclesia catholica baptizati, qui ab infantili 
aetate in haeresi vel schismate aut sine ulla religione adoleverunt, quoties cum 
parte acatholica contraxerint (3). 


I. Modificaciones no introducidas en la letra del Código 


Suben a un número considerable las modificaciones hechas por la Santa 
Sede en el contenido de algún canon, pero que todavía no han sido introdu- 
cidas en el mismo texto de la ley. 

Renunciando—manifiesta—a todo intento exhaustivo en su enumeración, 
queremos aducir varios ejemplos en comprobación; sin repetir el que men- 
cionamos arriba, referente a la concesión de la bendición papal y de las in- 
dulgencias. 


1. Variantes por la Vacantis Apostolicae Sedis. 


Con fecha 8 de diciembre de 1945 publicó Pío XII la Constitución Va- 
cantis Apostolicae Sedis, que ha venido a sustituir a la Vacante Sede Apos- 
tolica, de SAN Pío X. En varios cánones del Código se cita esta Constitución, 
para hacer remisión a sus disposiciones; como ha sido sustituída por la de 
Pío XII, es evidente que aquellos cánones han de ser corregidos en su con- 
tenido y también en su texto o letra... 


2. Variantes en dos ordenamientos de religiosos. 


A) Adhesión a secta acatélica—Menciona la respuesta de la Comisión 
Intérprete, del 16 de octubre de 1919, concerniente al canon 542, número 1.9, 
en virtud de la cual ha quedado este canon transmutado en su contenido, de- 
biendo recoger su letra, en una nueva redacción, el cambio operado. 


B) Clausura de las monjas. —La Constitución Apostólica Sponsa Christi, 
de Pío XII, ha introducido varias modificaciones en los cánones del Código, 
referentes a la clausura de las monjas. 


(3) Parece que también intentó referirse al Decreto de la Sagrada Penitenciaría, 
del 20 de julio de 1942, ampliando las facultades a los Obispos, a los Abades y Prelados 
mullius, Vicarios y Prefectos Apostólicos, tocante a la bendición papal con indulgencia 
plenaria, y permitiendo a todos ellos conceder cien días de indulgencia, en lugar de 
los cincuenta que el Código señalaba; y a los Cardenales autoriza para que otorguen 
trescientos días de indulgencia, en vez de los doscientos que figuran en el canon 
239, $ 1, número 24, 
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3. Variantes acerca del sujeto activo de la confirmación. 


Lo que el Código determina sobre los ministros o sujetos activos del sa- 
cramento de la confirmación se halla en el canon 782. 

Según el Decreto Spiritus Sancti, de la Sagrada Congregación de Sacra- 
mentos, fechado el 14 de septiembre de 1946, hay que agregar otros a los fa- 
cultados por derecho común, que se recogen en el mencionado canon... 


4. Variantes en la hora de la Misa. 


Las prescripciones del canon 821 sobre la hora de la celebración de la 
Misa, respecto de después del mediodía, han sufrido importantes alteraciones; 
primeramente, por la Constitución Christus Dominus, de Pio XII, y, última- 
mente, por el Decreto Maxima redemptionis, de la Sagrada Congregación de 
Ritos... 


5. Variantes sobre la recepción de la Eucaristía. 


A) Dias de comunión.—El canon 867, $ 2, prescribe: «Feria tamen VI 
maioris hebdomadae solum licet sacrum Viaticum ad infirmos deferre.» 

Esta norma canónica ha sido subrogada por el Decreto General de la Sa- 
grada Congregación de Ritos del 16 de noviembre de 1955, explicada y de- 
tallada por la Instrucción de la misma Sagrada Congregación, con idéntica 
fecha... i 

La norma del mismo canon 867, $ 3, también ha sido modificada... 

Por el Decreto Maxima redemptionis, el Sábado Santo ha sido declarado 
día alitárgico, excluyendo, por consiguiente, la participación eucarística de 
los fieles. 


B) Ayuno encarístico.—Acerca de él las normas canónicas del Código 
han sido variadas notablemente por la Constitución Christus Dominus. 
6. Ayuno eclesiástico en el Sábado Santo. 


En virtud del Decreto Maxima redemptionis, la abstinencia y el ayuno 
prescritos en Cuaresma que, a tenor del canon 1.252, $ 4, hasta ahora termi- 


naban el Sábado Santo, después del mediodía, terminarán en adelante a la 
media noche del mismo. 


7. Jurisdicción para confesiones en viajes aéreos, 


Todo lo que se halla establecido en el canon 883 acerca de la jurisdicción 
para oír confesiones en viajes marítimos, Pío XII lo ha extendido a los viajes 
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aéreos por medio del Motu proprio Animarum studio, del 16 de diciembre 
de 1947. 


8. Nuevas penas posteriores al Código. 


La Sagrada Congregación del Concilio promulgó un Decreto corroboran- 
do con penas severísimas la prohibición contenida en el canon 142 sobre la 
negociación o el comercio. No menciona el autor la excomunión latae senten- 
fiae reservada de un modo especial a la Santa Sede, establecida por Pio XII, 
igual que la anterior, mediante Decreto de la citada Congregacién, fechado 
el 29 de junio de 1950, en la que incurren: 1) los que maquinan contra las 
Autoridades eclesiásticas legítimas o de cualquier modo pretenden derrocar 
su potestad; 2) los que, sin institución o provisión canónica hecha en confor- 
midad con los sagrados cánones, ocupan oficios o beneficios o dignidades ecle- 
siásticas, O permiten ser introducidos ilegítimamente en los mismos, o los 
retienen; 3) los que de cualquier modo, directa o indirectamente, toman parte 
en los crímenes señalados en los dos números anteriores. 


A la vista de cuanto llevamos dicho—concluye URQUIRI—, abrigamos la 
esperanza de ver pronto una nueva edición del Código, en cuyo texto se in- 
cluyan ya las modificaciones posteriores a su promulgación, conforme al es- 
píritu del Motu proprio Cum turis canonici, de BENEDICTO XV. 


B) DE LAS PERSONAS 
El privilegio del fuero de los clérigos en el Concordato español 


El Concordato español de 1953—advierte el P, REGATILLO en «Sal Te- 
trae» (4) —dedica una atención muy especial al fuero privilegiado de los clé- 
rigos y religiosos: el artículo 16, en que se estipula lo referente a este privi- 
legio, es tal vez el más extenso de todo el Concordato. 

Para darnos cuenta de su alcance, será preciso exponer primero el derecho 
común o universal de la Iglesia, contenido en el Código Canónico; y luego 
explicar nuestro derecho concordado. 


I. Nociones 


Bajo este epígrafe expone: a) el concepto de dicho privilegio; b) su con- 
veniencia; c) su historia: general, y en España. 


(4) “S. T.", 44 (1956), 343-348; 472-482; 553-559. 
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II. Derecho común de la Iglesia 


Está consignado en los cánones 120, 1.553, 2.341. 


Tenor del privilegio.—Consiste en que los clérigos y los religiosos no pue- 
den ser llevados a los tribunales civiles como demandados ni acusados en nom- 
bre propio sin licencia de la Autoridad eclesiástica competente. Esta licencia 
de suyo debe pedirla el demandante o acusador... 

En suma: 1.2 El juez civil carece de jurisdicción para juzgar las causas de: 
los clérigos. 2.2 Si se tiene licencia eclesiástica para llevarlos al tribunal laico, 
en esta licencia va implícita la concesión de la jurisdicción necesaria. 3.2 Si. 
no se tiene tal licencia, el Derecho otorga la jurisdicción para evitar mayores 
males. O más bien en el 2.? y 3.2 caso la Iglesia permite o tolera que baste: 
la jurisdicción civil para juzgar a los clérigos. 


HI. Derecho concordado español 


El Concordato de 1953 reconoce la vigencia del privilegio del fuero, con: 
ciertas mitigaciones y modalidades. Transcribe el número 1 del artículo 16, y 
después de algunas consideraciones, plantea esta cuestión: Según el Concor- 
dato, ¿se requiere licencia de la Santa Sede para emplazar ante el juez laico: 
a todas las personas de la primera categoría, concretadas en el canon 120, $ 2; 
o sólo se necesita esa licencia para aquellas personas aquí mencionadas que 
sean Prelados? Contra la opinión de algunos canonistas, REGATILLO defiende 
que dicho vocablo debe tomarse en sentido amplio y, por consiguiente, que 
se requiere licencia de la Santa Sede para llevar a un tribunal civil a las Su- 
perioras generales de Congregación religiosa de derecho pontificio. 


Clérigos inferiores en causas contenciosas.—Copia el número 2 del men- 
cionado artículo del Concordato. 

Tocante a la notificación de la demanda (al Ordinario del lugar), dice: 
que debe hacerla el juez después de presentada aquélla y antes de admitirla. 
El fin de esta notificación, no licencia, es dar la autoridad civil una muestra. 
de reconocimiento del fuero privilegiado de los clérigos. Además—agrega— 
para que el Ordinario intervenga, si lo juzgare oportuno; procurando evitar- 
el pleito contra el clérigo, que de suyo es odioso, etc. Además de la notifica- 
ción de la demanda, el Concordato impone al juez la notificación de la sen- 
tencia o decisión. Esta decisión creemos que es la misma sentencia definitiva 
que pone fin al pleito; y no otras decisiones interlocutorias que ocurran en 
el transcurso del proceso. 

No exige el Código Canónico la notificación de la sentencia al Ordinario, 
y así por esta parte resulta ampliado el privilegio del fuero en el Concordato.. 
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A continuación expone lo del número 3 del mismo artículo 16, referente a 
las causas criminales y a los recursos de fuerza. 

Por lo que atañe al número 4, examina lo concerniente a los delitos civi- 
les y mixtos de los clérigos y religiosos y la competencia de la Iglesia en los 
delitos civiles y mixtos. 

En los delitos puramente civiles, aunque de suyo no tiene competencia la 
Iglesia, sin embargo puede ser ella también competente por razón del. peca- 
do (can. 2.198). 

En los delitos mixtos es cumulativa la competencia de la autoridad ecle- 
siastica y de la civil; una y otra pueden juzgarlos y sancionarlos. No hay pro- 
piamente derecho de prevención; esto es, no hay preferencia de aquella auto- 
ridad que primero hubiere hecho suya la causa, por la citación del reo (canon 
1.725, n. 2); de tal suerte que ella sola pueda juzgar al reo, excluyendo a la 
otra autoridad, no; aunque el juez civil haya citado primero al reo y lo haya 
sentenciado, puede también la autoridad eclesiástica juzgarle y sentenciarle, 
y viceversa; porque cada uno de los dos fueros tiene sus penas distintas... 


IV. Disposiciones varias 


En este apartado explana lo correspondiente a los números 5-7, últimos del 
repetido artículo del Concordato, fijándose en el régimen penitenciario, en el 
privilegio de competencia; los clérigos ante los tribunales civiles; secreto pro- 
fesional; penas de la violación del privilegio del fuero. 

El examen del artículo concordado lleva al P. REGATILLO a la siguiente 
Conclusión : 

Por lo expuesto aparece, por una parte, el respeto al fuero privilegiado 
de los clérigos que muestra el Estado español en el nuevo Concordato; port 
otro lado, cierta condescendencia de la Iglesia en no urgir, hasta el extremo, 
las disposiciones del Código Canónico; pero estipulando al mismo tiempo las 
garantías oportunas para prevenir extralimitaciones. 

Aparece también cuánto supera en este punto nuestro Concordato a todos 
los demás modernos... No dudamos en afirmar que el Concordato español de 
1953 se lleva la palma entre todos los Concordatos de todos los tiempos y de 
todas las naciones (es del autor el subrayado). 

* * * 


Quaesita recentiora de negotiatione personis ecclesiasticis prohibita 


Con ese título apareció en «Periodica de re morali canonica liturgica» (5), 
firmado por WILHELMUS BERTRAMS, S. L, un artículo donde se estudian los 


(5) “Periódica”, 45 (1956), 205-242. 
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* 


puntos siguientes: 1. De aestimatione ethica mercaturae. 2. De periculis pro- 
priis negotiationibus. 3. De eis quae attendenda sunt quoad. naturam iuridi- 
cam negotiationum modernarum. 4. De natura iuridica negotiationis quaestuo- 
sae probibitae et legitimae. 5. De negotiatione oeconomica et accessoria. 6. De 
stricta interpretatione legis prohibentis negotiationem. 7. De applicatione prin- 
cibiorum ad quaestiones modernas: a) exercitium typographiae; b) exercitium 
theatri cinematographici. Conclusio. 

Como resumen de todo lo expuesto en el artículo, manifiesta BERTRAMS 
que la vida económica experimentó tales cambios en los ültimos siglos, que 
los principios relativos a la negociación prohibida a los eclesiásticos deben 
acomodarse actualmente a condiciones económicas muy diversas de las exis- 
tentes en siglos anteriores. Aun cuando la jurisprudencia tradicional se fija en 
las circunstancias antiguas, todavía en gran parte la debemos aplicar a las 
condiciones de la vida económica actual. Ahora bien, semejante aplicación 
sólo se hará en forma legítima, cuando se demuestre que respecto de los ele- 
mentos jurídicos existe paridad entre el estado de la cuestión de los tiempos 
anteriores y de los actuales. 

Así, pues, entre otras cosas—agrega—, deben tenerse en cuenta los cam- 
bios introducidos tocante a la apreciación ética de la negociación en general, 
a la estima que se tiene del trabajo manual.., al modo de adquirir dominio..., 
al modo cómo las personas eclesiásticas pueden conseguir los necesarios sub- 
sidios, etc. 

Y puesto que dichos cambios suelen hoy introducirse con suma rapidez, 
los principios reguladores deben ser de tal índole que puedan ser aplicados 
con facilidad a las condiciones económicas reales. Las normas por la jurispru- 
dencia tradicional adoptadas respecto de la colocación productiva del capital, 
de la negociación económica, de la negociación industrial, parece que deben 
ser sometidas a discusión para aplicarlas a dichas materias, excluyendo úni- 
camente la negociación propiamente dicha o el comercio. 


* * * 


Casus cum canone 209 Codicis Iuris Canonici connexi, seu de iurisdictione 
ad Ecclesia suppleta 


En la misma Revista (6) apareció un artículo de R. Brpacor, S. I., donde 
propone y resuelve diversos casos acerca de la suplencia de la Iglesia respecto 
de: 1. La potestad para administrar el sacramento de la confirmación; 2. La 
asistencia al matrimonio; 3. La dimisión de los religiosos. 


* * * 


(6) “Periódica”, 45 (1956), 257-283. 
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Jurisdicción de los párrocos para oír confesiones en la diócesis 


Ocúpase de eso don DOROTEO FERNÁNDEZ Ruiz en «Resurrexit» (O 
contestando a una consulta redactada en los términos siguientes: «Con ocasión 
del reajuste de los límites diocesanos..., se plantea el siguiente problema: 
Todo párroco o ecónomo tiene licencias de confesar en toda la diócesis por: 
serlo; al segregarse ahora varias parroquias para añadirlas a diócesis distinta, 
¿conservan los tales párrocos las licencias en las parroquias que ya no son de 
su diócesis? 

La razón de dudar es que las licencias son de suyo perpetuas y no cesan 
cesando la causa motiva, y hasta el Concordato tenían los tales párrocos licen- 
cias en tales parroquias, hoy ya de diferente diócesis.» 

Para resolver dicha consulta estudia el autor los puntos siguientes: 1.2 fæ- 
risdicción del párroco en su parroquia para oír confesiones; 2.2 Jurisdicción de 
los párrocos para oír confesiones en la diócesis; 3.2 Vicisitudes de la jurisdic- 
ción con el cambio de límites diocesanos; 42 Vicisitudes de la jurisdicción 
delegada diocesana; 5.2 Conclusión y respuesta. 

Consigna las diversas opiniones que hay respecto de los enunciados 2.? y 
4.2, y concluye: Afirmamos que los párrocos y ecónomos, y todos los que hasta 
el momento de la desmembración gozaban de potestad delegada para oír con- 
fesiones en toda la diócesis, mientras otra cosa no se diga por la competente 
autoridad, continúan gozando de las mismas facultades delegadas en el terri- 
torio desmembrado. Por otra parte, entendemos que parece conveniente, en 
razón de la proximidad de territorios limítrofes y también de vínculos espi- 
rituales resultantes de la antigua situación, que, permanentemente, o al menos 
durante algún tiempo, se mantengan esas facultades para bien de las almas. 


Acomodación de los Institutos religiosos a los tiempos actuales 


En la última parte—observa el P. SOBRADILLO, O. F. M., Cap., en «Estu- 
dios Franciscanos» (8)-—del discurso que Pio XII dirigió a los asistentes al 
Primer Congreso de Religiosos, celebrado en Roma del 27 de noviembre al 
8 de diciembre de 1950. 

Cuatro puntos trata el Papa en esta parte: 1) Necesidad de que los Insti- 
tutos religiosos se acomoden a los tiempos actuales; 2) Cosas no sujetas a aco- 


(7) “Resurrexit”, 26 (1956), 72-74. 
(8) “E. E.", 57 (1956), 98-112. 
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modación; 3) Cosas que deben acomodarse, y 4) Modo de verificarse esta 
acomodación. 

El P. SOBRADILLO desarrolla esos cuatro puntos, y respecto del último dice 
que debe haber: amplitud en el pensamiento y concepción; unidad en la or- 
ganización y ordenación; rapidez en la ejecución. 


* * * 
Jurisdicción y exención 


Sobre ese tema hemos publicado un artículo en «Salmanticensis» (9), to- 
cando los puntos siguientes: 1. Concepto de la jurisdicción: la potestad de 
jurisdicción y la potestad dominativa; 2. Grados de la jurisdicción; 3. Con- 
cepto y grados de la exención: a) Noción y división de la exención de los 
religiosos; b) Grados de la exención; c) Puntos de contacto entre los grados 
de la jurisdicción y los de la exención; d) Facultades que competen a los 
Ordinarios religiosos, de las cuales no participan los Superiores religiosos que, 
a tenor del canon 198, $ 1, no les corresponde tal denominación; e) Otros 
favores propios de las Ordenes y Congregaciones religiosas exentas a tenor 
de los cánones 615 y 618, $ 1; 3. Justificación de la exención, criterios en el 
uso de la misma y posibles desviaciones. 


* * * 


Comparación de los Institutos seculares con las Religiones, Sociedades de vida 
común y Asociaciones de fieles 


Así se rotula un artículo del P. MARCELINO CABREROS, C. M. F., que 
apareció en «Ilustración del Clero» (10). 

Establece dicha comparación desde el punto de vista ascético, jurídico y 
apostólico. 

La comparación ascética—son palabras del autor—entre los Institutos secu- 
lares con las Religiones, Sociedades asimiladas, es decir, las que viven en co- 
mún sin votos, y con las Asociaciones de fieles, debe investigar cuál de esas 
cuatro instituciones o formas de vida es ascéticamente más perfecta, en cuanto 
que exige un grado más alto de perfección y dispone de medios más aptos 
para alcanzarlo. 

Trátase de la perfección ascética de cada una de estas cuatro entidades 
colectivas en cuanto tales o, lo que es lo mismo, de la perfección ascética de 
los miembros en cuanto a ellas pertenecientes... 


(9) “Salmanticensis”, 3 (1956), 164-183. 
(10). “IC.”, 49 (1956), 503-511. 
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Así planteada la cuestión, no cabe duda que de las cuatro formas de vida 
‘que estudiamos, la más elevada en la escala de la perfección ascética es el 
estado religioso canónico, siguiéndole, en orden descendente, las Sociedades 
de vida común, los Institutos seculares y las Asociaciones de fieles... Estas, aun- 
que aprobadas y erigidas en persona moral, no forman estado de perfección, 
no obstante que las terceras Ordenes se esfuerzan, dice el canon 702, $ 1, por 
adquirir la perfección cristiana en el siglo, bajo la dirección de alguna Orden. 


Comparación jurídica y apostólica 


A) Institutos seculares y Religiones—Convienen entre sí: 1. En ser 
«jurídicamente» estados de perfección y, consiguientemente, en profesar los 
consejos evangélicos de pobreza, castidad y obediencia... 2. Convienen tam- 
bién en la consagración a la práctica del apostolado. La mayor parte de las 
Religiones tienen como fin primario, después del de la perfección propia, el 
«de la salvación de las almas o ejercicio del apostolado externo. Pero en los 
Institutos seculares la adquisición de la perfección y el ejercicio del apostolado 
social son dos fines tan íntimamente unidos que no puede existir el uno sin 
el otro... 3. Convienen en ser sociedades o personas jurídicas. 


Puntos de diferencia entre los Institutos seculares y las Religiones.—Sobre 
las mismas materias en que hallamos puntos de contacto entre los Institutos 
y las Religiones hallamos también otros puntos de diferencia. 

1. Los religiosos se consagran a la adquisición de la perfección moral y 
a la práctica de los consejos evangélicos con votos públicos. Los miembros 
propiamente dichos de los Institutos seculares profesan también la perfección 
y los consejos, que pueden hacerlo con juramento, promesa o consagración, 
y si lo hacen con voto, éste no es formalmente público, aunque sí reconocido 
€ imperado por la Iglesia... 

2. Los Institutos seculares y las Religiones, si bien convienen general- 
mente en el ejercicio y dedicación al apostolado, se diferencian también por 
el modo o medios de ejercerlo... 

3. Los Institutos seculares y las Religiones, así como convienen en ser 
sociedades o personas jurídicas, así también se diferencian en el acto de serlo 
por razón de la incorporación práctica... 


B) Institutos seculares y Sociedades de vida común.—Las conveniencias 
y diferencias entre unos y otras son bastante parecidas a las consignadas res- 
pecto de las Religiones. 


Monet 
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C) Institutos y Asociaciones seculares. —Convienen, de modo general, en 
el concepto de seculares..., en vivir jurídicamente en el siglo, sin forma externa 
propia o similar de religiosos... 

Convienen los Institutos con las terceras Ordenes seculares en proponerse 
adquirir la perfección cristiana de una manera acomodada a la vida en el siglo. 

Convienen los Institutos con las Pías Uniones que se dedican a ejercer la 
caridad, en el ejercicio del apostolado. 

Pero la comparación entre Institutos y Asociaciones seculares nos descubre, 
más que puntos de semejanza, profundas y esenciales diferencias. 

Las Asociaciones de fieles no son estados o formas permanentes de vida, 
y menos, estados de perfección cristiana... Tampoco las Asociaciones seculares 
de fieles que se dedican a la práctica de la caridad puede decirse que estén 
plena y jurídicamente consagradas a la práctica del apostolado. Por ultimo, 
prescindiendo de otras diferencias menos importantes, las Asociaciones de fie- 
les no es necesario que estén erigidas en persona moral. Los Institutos secu- 
lares presentan en todos estos puntos los caracteres contrarios... 


C) DE Las Cosas 


Reconocimiento canónico de hijos ilegítimos 


Así se rotula un estudio de don DOROTEO FERNÁNDEZ RUIZ publicado en 
«Resurrexit» (11), cuya distribución es como sigue: Introducción; hijos ilegi- 
timos y sus clases; las partidas sacramentales de bautismo; inscripción de hijos 
ilegítimos; el nombre de la madre: a) cuando conste públicamente la mater- 
nidad; b) cuando la madre lo pida; el nombre del padre en las partidas de 
bautismo de hijos ilegítimos: a) cuando el padre así lo pida; b) cuando la 
paternidad se concluye de documento público; hijos naturales e hijos espúreos; 
ha de evitarse en lo posible la infamia; el modo de la inscripción; conclusión. 

El hecho de la maternidad puede constar públicamente de diferentes ma- 
neras; v. gr., por testimonio de varias personas que divulgaron el aconteci- 
miento, por manifestación de la misma madre, por documentos públicos a 
privados. 

Respecto del padre, el Codex exige más condiciones al tratarse de la ins- 
cripción del padre que de la madre. Y ello está en conformidad con la natu- 
raleza, según la cual a la madre acompañan más visiblemente los signos de su 
fecundidad. Sin embargo, puede darse el caso, jurídicamente lógico, de que 
sea necesario inscribir el nombre del padre, callando el de la madre. 


(11) “Resurrexit”, 16 (1956), 306-310. 
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Tocante a lo de evitar la infamia, observa el autor que ninguna nueva in- 
famia puede seguirse por el hecho de la inscripción cuando ya la maternidad 
conste públicamente, o cuando la paternidad aparezca en otros documentos pú- 
blicos, o cuando los mismos padres lo pidan de manera auténtica o directa. 


+ * * 


Intervención del Juez en la celebración de los matrimonios canónicos 


Apremiante necesidad de simplificar la legislación civil vigente 


Con ese título y subtítulo apareció en dicha Revista, y con la misma firma 
que el anterior (12), otro artículo exponiendo los puntos siguientes: 1. El 
matrimonio canónico ante la legislación civil española; II. Finalidad de la in- 
tervención del Juez municipal; MI. Eficacia del acta sacramental de matrimo- 
nio; IV. Condición para el reconocimiento de los efectos civiles; V. Tiempo a 
partir del cual reconoce el Estado los efectos civiles; VY. La inscripción del 
matrimonio a la manera tradicional: 1, aviso de los contrayentes al Juzgado; 
2, modelos impresos para el aviso previo de los contrayentes; 3, diligencias del 
párroco; 4, actos prematrimoniales del Juzgado; 5, el acuse de recibo de la 
notificación previa del matrimonio; 6, asistencia del Juez a la celebración del 
matrimonio canónico; 7, circunstancias de la asistencia del Juez al matrimonio: 
canónico; 8, sanciones por la falta de la asistencia del Juez municipal; 9, ins- 
cripción civil del matrimonio canónico; 10, subsanación de la falta de ins- 
cripción; VII. Ultimas consideraciones. 

A propósito del último enunciado, dice el autor: Con la aparición del 
nuevo Concordato, dos cosas han quedado suficientemente claras en el orden 
de los principios: a) que, al menos para los que profesan la Religión católica, 
en España no existe más que un solo matrimonio; a saber, el canónico, que 
lleva consigo todos los efectos civiles, reconocidos por el Estado por el solo 
hecho de transcribir en el Registro Civil el acta de su celebración; b) que el 
reconocimiento por el Estado de los efectos civiles del matrimonio canónico, 
aunque vinculado al hecho de la transcripción, sin embargo, una vez efectuada 
debidamente empieza para todo caso en el momento mismo de la celebración 
de las bodas. 

En el orden del procedimiento para la transcripción... alabamos sincera- 
mente la introducción con categoría de ley concordada de la sencillisima prác- 
tica de la presentación a estos efectos del acta sacramental extendida debida- 
mente por el párroco, si bien limitada por ahora a aquellos casos en que la 
inscripción no se hizo inmediatamente después de la celebración del matrimo- 
nio canónico. 


(12) DOROTEO FERNÁNDEZ Ruiz, “Resurrexit”, 16 (1956), 248-255. 
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Hubiéramos deseado que este procedimiento fuera norma general, y no 
desesperamos de que así sea en un futuro no lejano... i 


% + * 


¿Sacramento e indisoluble? 


Del matrimonio con dispensa de disparidad de cultos 


Tal es el título y el subtítulo de un trabajo publicado por el P. ELISEO 
ESCANCIANO, S. I., en «Estudios Eclesiásticos» (13). 

El autor comienza reproduciendo unos párrafos del discurso de Pío XII 
al Tribunal de la Rota Romana el 3 de octubre de 1941, en el cual el Papa 
reduce los matrimonios, desde el punto de vista de su indisolubilidad, a dos 
categorías: los unos, absolutamente indisolubles, tanto intrínseca como extrín- 
secamente; los demás, aunque intrínsecamente indisolubles, pueden en abso- 
luto ser disueltos extrínsecamente. A la primera categoría pertenece ünica- 
mente el matrimonio rato y consumado; a la segunda, todos los demás. 

El momento histórico en que Pío XII pronunció este discurso es poco des- 
pués de haberse dado a conocer cinco casos, por lo menos, de matrimonios 
disueltos por Pio XI, a pesar de haber sido contraídos entre una parte bauti- 
zada, aunque acatólica, y otra infiel. 

Como estos matrimonios habían sido consumados, lógicamente se deducía 
de las palabras de Pío XII que la razón de su disolubilidad se funda en no ser 
ratos O sacramento... 

Y si el matrimonio entre un acatólico bautizado y un infiel es disoluble, 
se imponía el decir lo mismo del matrimonio contraído entre un católico y un 
infiel con dispensa de disparidad de cultos... 

A continuación refiere el autor algunos casos de matrimonios que habían 
sido contraídos con dispensa de disparidad de cultos, y que más tarde fueron 
disueltos por la Santa Sede; y termina su estudio con las siguientes Conclu- 
siones: 


1. Hoy debe darse como cierto que el matrimonio válido entre una parte 
bautizada y otra infiel puede ser disuelto por la potestad ministerial del Sumo 
Pontífice, aunque el matrimonio fuera contraído con dispensa del impedimen- 
to de disparidad de cultos y consumado... 


2. Otro principio ya adquirido es el de la no sacramentalidad de estos 
. matrimonios entre un bautizado y-un infiel... 


(13) “E. E.”, 30 (1956), 227-238, 
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3.. Para que el matrimonio rato sea absolutamente indisoluble es necesa- 
rio que haya sido consumado siendo ya rato. Por tanto, un matrimonio consu- 
mado siendo ambas partes, o una sola, infieles, sigue siendo disoluble, aunque 
ambas partes estén ya bautizadas, con tal que el matrimonio no se haya con- 
sumado después del bautizo de ambas partes... 

4. Ni debe extrañar el que la Iglesia use actualmente de poderes que 
hasta el presente no habían sido ejercitados. Como en el siglo XVI, a raíz del 
descubrimiento de mundos hasta entonces desconocidos, comenzó a emplear 
sus facultades extraordinarias y ministeriales para disolver en favor de la Fe 
matrimonios contraídos en la infidelidad que no podían ser disueltos por el 
Privilegio Paulino, así hoy, cuando los extraordinarios y rápidos medios de 
comunicación internacional han confundido las diversas comunidades religio- 
sas, cristianas y paganas, la Iglesia, bien dotada por su divino Fundador, echa 
mano de poderes extraordinarios tenidos hasta ahora, por decirlo así, en re- 
serv, para hacer frente a los nuevos problemas que los nuevos tiempos le pre- 
sentan... 


* * * 


Matrimonit convalidatio 


Por tres capítulos puede resultar nulo un matrimonio: 4) porque los con- 
trayentes adolecían de algún impedimento dirimente; b) porque no observa- 
ron la forma canónica prescrita; c) porque no prestaron el debido consenti- 
miento. 

Cuando la nulidad proviene de esto último, la revalidación del matrimonio 
sólo puede hacerse renovando el consentimiento. En los otros dos casos puede 
verificarse por la revalidación simple, de la que tratan los cánones 1.133-1.137, 
o mediante la subsanación en la raíz (cams. 1.138-1.141). 

Para evitar en parte los matrimonios nulos, el P. BENDER, O. P., en un 
artículo anteriormente. publicado—del cual dimos cuenta en esta misma RE- 
VISTA el año 1956—, abogaba por la supresión de algunos impedimentos diri- 
mentes o, al menos, por su conversión en impedimentos impedientes. Ahora 
avanza un poco más, y, siguiendo las huellas de BARTOCCETTI, propone en 
«Monitor Ecclesiasticus» (14) que se introduzcan las oportunas modificacio- 
nes en el Derecho canónico, a fin de que, para remediar muchos casos de 
nulidad del matrimonio, se establezca la revalidación automática, es decir, 
aquella que, en virtud del consentimiento dado y que persevera, se produce 
con sólo el transcurso de algún tiempo, fijado por la ley; sin que sea menes- 
ter la intervención del superior eclesiástico (subsanación en la raíz) o de los 
presuntos cónyuges. 


(14) BENDER. “M. E.", 81 (1956), 102-116. 
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Los dos autores mencionados alegan para eso los muchos matrimonios in- 
válidos que, según la legislación actual, no pueden revalidarse, ya porque los 
presuntos cónyuges no caen en la cuenta de la nulidad, a veces nunca, y otras 
veces sólo después de haber convivido muchos años; y en esta última hipóte- 
sis no siempre se muestran dispuestos a revalidar su matrimonio, separándose 
una vez que se cercioran de la nulidad del mismo, con notable daño de los 
hijos o, lo que aùn es peor, continúan viviendo juntos en concubinato formal. 

El P. BENDER explana los siguientes puntos: Convalidatio matrimonii in- 
validi ob defectum formae; id. ob impedimentum dirimens; convalidalio auto- 
matica et impedimentum vinculi; convalidatio automatica et impedimenta fa- 
cilioris dispensationis; iuris mutatio afferenda. 

-En el caso de que se admitan los cambios insinuados, propone que se mo- 
difiquen algunos cánones, y sugiere lo siguiente: 

Canones de convalidatione matrimonii omnes serventur, sed ad can. 1.133, 
§ 1, addantur verba: «nisi aliud iure expresse caveatur». Post can. 1.135 
addatur: «Matrimonium invalidum contractum ob impedimentum vinculi, in- 
ter personas de quibus in can. 1.099, § 2, ipso. facto convalidatur momento 
quo impedimentum cessat, dummodo perseveret partium consensus.» 


Can. 1.137 sic immutetur: «Matrimonium nullum ob neglectam prorsus 
formam canonicam, ut validum fiat, contrahi denuo debet legitima forma. Ma- 
trimonium autem celebratum in facie Ecclesiae, sed invalidum ob defectum 
in ipsa forma, ipso iure convalidatur post tres menses post celebrationem elap- 
sos, nisi partes interim consensum revocaverint aut matrimonium de nullitate 
accusaverint coram iudice ecclesiastico.» 


Deinde inseratur aliquis canon huius tenoris: «Matrimonia nulla ob impe- 
dimentum consanguinitatis in linea collaterali quo non tangitur gradus primus; 
ob impedimentum affinitatis in linea collaterali; ob impedimentum publicae 
honestatis; criminis absque coniugicidio; cognationis spiritualis ipso iura con- 
validantur, cum dispensatione ipso iure concessa, post tres menses a celebra- 


tione, nisi partes interim consensum revocaverint aut causam nullitatis mo- 
verint.» 


De indultis altaris portatilis et Missae domi iuxta novas formulas 


Sacrae Con gregationis de Religiosis 


El día 1.° de octubre del año 1949 publicó la Sagrada Congregación de 
Sacramentos una Instrucción referente a los indultos sobre los lugares de la 
celebración de la Misa y la custodia del Santísimo Sacramento. En el núme- 


AS 


Ae it T 
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ro II trata de los indultos relativos al altar portátil y a la celebración de la 
Misa en las casas. 

El P. A. GUTIÉRREZ, C. M. F., ha explicado el alcance de los mismos en 
el «Commentarium pro Religiosis» (15), distribuyendo la materia de esta for- 
ma: I. Fontes, criterium interpretationis, formulae earumque ambitus. V. De 
indulto altaris portatilis: natura privilegii altaris portatilis; character persona- 
lis indulti; causa motiva concessionis; condiciones ad validum usum rescripti; 
de facultate satisfaciendi praecepto festivo; de exsecutione rescripti; de mo- 
nendo Ordinario loci. III. De indulto celebrandi Missam domi. 

Comparando entre sí esos dos indultos del altar portátil, y de la celebra- 
ción en las'casas, tal como aparecen en las nuevas fórmulas, échanse de ver 
ciertas conveniencias y también algunas discrepancias entre ellos. 

Convenientiae; 1. Utrumque indultum permittit celebrationem extra locum 
sacrum. 2. Utrumque habet characterem personalem. 3. Condiciones essentia- 
les utrique communes, sunt: petra sacra ac locus decens ac honestus. 4. Preces 
commendantur generatim a Superioribus religiosis, eisque committitur etiam 
rescripti exsecutio. 5. De recto usu indulti respondet praeprimis Superiores. 
6. Ordinarius loci monendus est de concesso indulto... 7. Omnes adsistentes 
Missae adimplent praeceptum festivum. 8. Utrumque conceditur: «servatis 
ceteris servandis ad normam iuris, legum liturgicarum et Instructionis S. C. de 
Sacramentis diei 1 octobris 1949». 

Discrepantiae: 1. Indultum altaris portatilis permittit celebrationem ubi- 
que, exclusa generatim celebratione in domo privata; indultum Missae domi 
permittit celebrationem in domo privata, exclusa semper celebratione alibi. 
2. Causa motiva indulti altaris portatilis est bonum publicum fidelium; Mis- 
sa domi est in bonum privatum. Ratione infirmitatis, S. C. de Religiosis con- 
cedit Missam domi. 3. Altare portatile conceditur: «dummodo ecclesia vel 
publicum oratorium desint aut ipsa nonnisi cum gravi incommodo adiri va- 
leant»; haec condicio non exigitur pro Missa domi. 4. Locus (domus) in in- 
dulto Missae domi definiendus est a Superiore religioso; non necessario debet 


definiri locus pro altari portatili. 
* ze D 


De votorum privatorum irritatione apud religiosos et apud addictos 
statibus saecularibus perfectionis 


En la misma Revista que el anterior (16) publicó el P. ANTONIO PEINA- 
DOR, C. M. F., un artículo sobre la materia indicada en el epígrafe que dejamos 


(15) “C. p. R.”, 35 (1956), 168-190; 
(16) “Cp. R.”, 35 (1956), 48-60; 157-167. 
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transcrito, distribuyéndola de la siguiente forma: I. De votis quae irritari pos- 
sunt: A) Vota interna; B) Vota quorum materia est aliquod necessarium ad 
salutem; C) Vota reservata ac consequenter votum transeundi ad religionem 
strictiorem. II. De personis irritare valentibus: A) An Superiorissae Religio- 
num et Institutorum saecularium facultate sint praeditae irritandi vota suarum 
subditarum; B) An Ordinarii loci hac eadem fruantur facultate respectu reli- 
giosorum iuris dioecesani; C) An irritandi potestas concedenda sit Superiori- 
bus et Magistro novitiorum erga eos novitios, qui ab alia Religione procedunt, 
in qua vota publica emiserunt; D) an Superiores minores irritare possint vota 
privata a religioso facta de consensu sui Superioris maioris, vel ab hoc saltem 
confirmata. 

Queremos dejar consignada aquí una observación que hace el autor, seña- 
lando la diferencia que existe entre la potestad de dispensar y la de irritar, 
contra la tendencia de algunos a equipararlas demasiado. 

La potestad de dispensar—advierte—hállase limitada por el derecho; mien- 
tras que a la de irritar no le fija éste ningún límite, supuesto el hecho sobre 
el que se funda. 


Fr. Sasino ALONSO MORAN, O. P. 


Catedrático de la Facultad de Derecho 
Canónico de Salamanca. 
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EL DERECHO CANONICO PARTICULAR DEL C^NADA (*) 


Los canonistas canadienses vienen distinguiéndose, en el conjunto de la. 
ciencia canónica mundial, por el especial cuidado con que han estudiado el 
Derecho particular canónico, tan descuidado en otras partes del mundo. Fru- 
to de esta preocupación han sido obras tan magistrales como las de Mon- 
señor Bruno Desrochers, sobre el primer Concilio plenario de Quebec y el 
Código de Derecho Canónico, que nos sirvió de inapreciable ayuda en nues- 
tros estudios sobre el Derecho particular canónico; la existencia de cursos 
especiales de Derecho particular en las Facultades de Derecho Canónico de 
la Universidad Católica de Laval y en la de Ottawa; y un sinfín de tesis 
doctorales, en gran parte inéditas, una de las cuales es la que acaba de 
aparecer y es objeto de esta recensión. 

El mismo autor determina desde el primer momento, con absoluta niti- 
dez y claridad, cuál es el alcance que intenta dar a su obra: «Hemos querido 
dar todas las fuentes del Derecho escrito concerniente al Canadá; ante 
todo la referencia a los documentos legislativos, sin entrar, sin embargo, 
en el detalle de las legislaciones puramente diocesanas. Además, si algün 
artículo o trabajo más extenso ha estudiado nuestras leyes o nuestras insti- 
tuciones jurídicas, damos un resumen y las conclusiones. En el capítulo 25 
y en algunos otros se encontrarán las costumbres canadienses que puede 
conjeturarse que tienen fuerza de ley en Canadá. En cuanto al Derecho ca- 
nónico-civil, no entra en el objeto de este trabajo. Pero hemos creído indis- 
pensable dar ciertas referencias a las leyes y comentarios que están íntima- 
mente ligados al Derecho canónico, por ejemplo, el Derecho referente a las 
fábricas parroquiales». ] 

Estas líneas son suficientes para decir a nuestros lectores qué es lo que 
se puede esperar de este libro. Ateniéndose a estas indicaciones, el autor nos 
da un magnífico instrumento de trabajo, proporcionándonos una bibliogra- 
fía completísima de todas las fuentes de Derecho canónico particular, re- 
señadas con todo el rigor técnico; e innumerables referencias a libros y ar- 
tículos sobre ese mismo Derecho particular. Tales referencias se hacen par- 
ticularmente dolorosas cuando dicen relación a tesis doctorales inéditas (ver, 
entre otras, las páginas, 17, 73, 25, 60, 100, 129, 142, 213...). Es una riqueza in- 
mensa que resulta verdaderamente penoso que, por falta de un adecuado 
cauce editorial, quede sin que pueda ser beneficiada por otros investigadores 
que no trabajen en la misma Universidad. Y decimos esto tanto más, cuanto 
que nos consta de algunas de las tesis doctorales inéditas, como la de mon- 


(1) Según la práctica usual, daremos aquí una recensión de cuantos libros de De- 
recho canónico o materias afines se nos envíen en doble ejemplar (caso de tratarse 
de obras de subido precio.) De las demás obras daremos únicamente noticia de ha- 
berlas recibido. 

(*) Guy ARBOUR: Le Droit canonique particulier au Canadá (Ottawa, Les edi- 
tions de l'Université, 1957), 3 h. + 167 pp. 
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sefior Valeriano Bélanger, recientemente elevado al episcopado, que son ver- 
daderamente dignas de publicacion. 

El libro resulta así extraordinariamente abundante en fuentes de traba- 
jo, y también en datos históricos. Con muy buen acuerdo, el autor no ha 
prescindido de darnos aquellos datos de la historia eclesiástica del Canacá 
que permiten hacerse cargo exactamente del alcance e importancia de las 
fuentes de Derecho particular que va citando. Es ésta una manera de pro- 
ceder que tenemos que agradecer de manera especial los canonistas no cae 
nadienses que manejamos 1a obra. 

Sería extender excesivamente esta recensión decir las muchas cosas in- 
teresantes que hemos encontrado en la obra. Sefialaremos, sin embargo, al- 
gunas que nos han parecido más curiosas: La obligación impuesta a los 
Sacerdotes de la diócesis de Sainte-Anne-de-la-Pocatiére de pasar un mes de 
retiro y estudio al cumplir los diez años de la ordenación sacerdotal (p. 69); 
el acuerdo de los Obispos canadienses unificando la concesión de jurisdic- 
ción delegada, en especial para oír confesiones y predicar (p. 35); la conce- 
sión de licencias para oír confesiones de los sacerdotes y de quienes convivan 
con ellos, a todos los sacerdotes que las tengan de su Ordinario (pp. 91 y 
92); el rígido monopolio establecido en cuanto al vino de las misas (p. 84); el 
derecho del párroco a percibir una cierta cantidad sobre las misas cantadas 
dentro de su territorio (p. 88); la minuciosa ordenación de las juntas de fá- 
brica (p. 104); la no existencia de seminarios menores (p. 131); la organiza- 
ción particular del tributo catedrático (p. 138), y sobre todo lo referente a 
los diezmos (p. 136). Hay algunas ocasiones, como al hablar del Cabildo de 
Quebec, en que el autor se extiende de intento, dándonos noticias históricas 
que muy difícilmente podríamos encontrar en otra parte y que el lector agra- 
dece mucho. 

La obra está completada con unos magníficos índices, que hacen su uti- 
lización sumamente fácil. 

Como reparos, únicamente opondremos dos. En la página 78, la redacción 
nos parece extraordinariamente oscura; por el sentido creemos entender que 
el autor se refiere a las religiosas que vivan en la casa cural, aunque no pa- 
rece decirlo. En segundo lugar, hemos echado de menos una referencia al 
libro de Pérez Mier «Sistemas de dotación de la Iglesia católica» y al nuestro 
sobre «El matrimonio en el Derecho canónico particular posterior al Código», 
ya que en los dos existe un capítulo dedicado expresamente al Derecho par- 
ticular canadiense. 

Felicitamos al autor por su obra y le exhortamcs a continuar trabajando 


en estas materias de Derecho particular, sobre las que con tanta brillantez ha 
comenzado a hacerlo. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 
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PARA JUZGAR HUMANAMENTE (*) 


Hay ocasiones en que el mismo gusto y placer que se experimenta en la 
lectura hace mas difícil la recensión de un libro. Parece como si nos sintié- 
semos tentados a decir en un par de líneas: «Es un libro que merece leerse». 
Como si un comentario nuestro pudiese restar belleza y fuerza a las hermosas 
cosas que en el libro se contienen. 

. Esta es una de esas ocasiones. Monseñor Jullien, venerable Decano de la 

Rota romana, escribe estas páginas cercano ya el final de su vida de juez, 
pues que su vida humana esperamos que se alargue muchísimo más; y lo hace 
dirigiéndose a todos los alumnos que han ido recibiendo su magistral ense- 
Lanza en el Estudio de la Rota romana, venidos de las más diversas nacio- 
nes y dispersos ya por el mundo entero; se trata de un francés, heredero, 
por consiguiente, de ese limpio estilo, todo claridad y elegancia, que es honra 
de las letras francesas; pero que al mismo tiempo ha vivido largos años en 
Roma, en una Roma que para él es ya ciudad sentida y vivida en el más 
pleno sentido de esta palabra; acostumbrado a trabajar con método, a re- 
flexionar hondamente, a asimilar las lecciones que la vida jurídica le va 
ofreciendo. En estas circunstancias ha escrito monseñor Jullien su libro, y 
no puede extrañar que ese libro haya venido a resultar excepcional. 

Ya el mismo subtítulo nos advierte de algo que es una de sus caracterís- 
ticas más manifiestas: su humanismo. No se trata tan sólo de las afirma- 
ciones explícitas, ni siquiera de las citas selectas y escogidísimas que orna- 
mentan todas las páginas del libro y han sido sacadas de los más consagra- 
dos clásicos Es algo más hondo. Un subtítulo o unas citas eruditas se po- 
nen fácilmente. Pero en la obra de Jullien hay un sutilísimo trasfondo, un 
perfume inimitable, un algo que penetra y traspasa profusamente todas y 
cada una de las palabras, impregnándolas de un sentido humano verdade- 
ramente maravilloso. 

Junto a este humanismo, el amor a la profesión jurídica. Alentado por 
Su Santidad Pío XII, autor de páginas en alabanza de la profesión jurídica 
que podrán encontrarse entre las más hermosas y expresivas de la litera- 
tura universal, también Jullien aprovecha cuantas ocasiones se le ofrecen 
para exaltar la hermosura de la tarea jurídica, tratando de entusiasmar con 
ella a los juristas en formación a quienes se está dirigiendo. Desde la prime- 
ra pagina, donde habla del «loro nobile e santo ministero» de los «Sacerdo- 
tes Juris» hasta la última página, donde traza a esos mismos sacerdotes el 
más hermoso de los programas: «Sapendo bene che non siete infallibili, avre- 
te pero la coscienza di adempiere inviolabilmente i vostri doveri, di ante- 
porre l’amore della veritá a tutte le cose, senza debolezza dinanzi ad alcuno, 
e senza il timore di offendere chicchessia». 

Y un amor encendido a Roma. Bellísimo el capítulo quinto, donde ge 
habla de la misión del jurista «a la luz de Roma», donde se describe a Roma 
como centro primario de la cultura; donde se muestra el genuino espíritu 


(*) ANDREA JULLIEN (Decano della Sacra Romana Rota): Cultura cristiana. Nella 
luce di Roma. Per giudicare umanamente (Roma, Desclée, 1956). Un vol. de 110 pp. 
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romano. Es mas, el autor utiliza un monumento romano, el maravilioso 
patio del Palacio de la Cancillería apostólica, como un símbolo de una de 
las cualidades más características que ha de tener la administración de la. 
justicia: «La debita proportio». 


Pero, sobre todo, destaca en este volumen el encendido amor de su autor: 


a la Iglesia nuestra Madre. El lo ha demostrado ya en su larga vida, heroica. 
nos atreveríamos a decir, de Auditor y Decano de la Rota romana. Año tras 
año ha consagrado su existencia a una oscura labor, no siempre debidamente 
comprendida, en ocasiones harto ingrata, que en último término venía a ie- 
sumirse en un leal y continuo servicio a la Iglesia. Ese amor a la Iglesia que 
le ha sostenido tantos años, resplandece también en todas las páginas de este. 
libro, y es como una brisa vivificante para el lector cuando por un momento: 
la materia parece que va a hacerse más árida. ; 

Estas son las líneas generales. No es necesario descender a detalles para. 
apreciar ya la hermosura del libro. Digamos, sin embargo, que sobre el cultivo 
de la lengua latina; sobre el conocimiento de la lengua patria; sobre el es- 
tudio de la filosofía; sobre el dinamismo de la cultura, hay páginas verča- 
deramente logradas, fruto de larga y provechosa meditación. 

Por eso terminaremos diciendo que se trata de un libro extraordinariamente: 
orientador, dentro de su brevedad, y que muy de veras quisiéramos ver en 
manos de todos los juristas, y más en especial de los jóvenes. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


EL DERECHO NATURAL EN EL ORDENAMIENTO 
CANONICO (*) 


Enrico di Robilant ha publicado un libro que lleva un título sugestivo: 
«Significato del diritto naturale nell'ordinamento canonico». Con él parece 
que el autor nos promete el estudio de un problema fundamental para la 
teoría general del ordenamiento canónico: la determinación del concepto de 
Derecho natural acogido por el Codex. El autor estima que el método más 
adecuado para resolverlo «consiste en examinar las teorías del Derecho na- 
tural formuladas por los principales jusnaturalistas católicos, o que se mue- 
ven en el ámbito del pensamiento cristiano, a los cuales se refiere la doctrina. 
canónica, explícita o implícitamente» (p. 13). 

De acuerdo con este programa, Di Robilant dedica la primera parte del 
libro (pp. 19-135) al estudio de las más significativas direcciones del jusnatu- 
ralismo contemporáneo. En estas páginas el autor muestra sus dotes de claro 
expositor y su fino sentido crítico. El lector no debe esperar de esta primera 
parte un estudio profundo de tan amplio tema, imposible de realizar en tan. 
reducido espacio, pero sí encontrará una visión panorámica clara y brillante. 

En la segunda parte, titulada «Il diritto naturale nel Codex Iuris Cano-- 


(*) ENRICO DI ROBILANT: Significato del diritto natu i 
: s Si rale nell'ordinamen < 
nico, 1 vol, 204 pp., ed. Giappichelli (Torino, 1954), 9 S 
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nici» (pp. 139-189), Di Robilant hace un breve análisis de los cánones que 
aluden al Derecho natural y de aquellos otros en los que, sin referirse a él 
directamente, la doctrina ha visto sin embargo un contenido jusnaturalista. 
Trata también de los conceptos de equidad y epiqueya y de las referencias que 
la jurisprudencia de la Rota hace del Derecho natural. 

La tercera parte lleva como titulo: «Significato del diritto naturale» (pa- 
ginas 193-202). En ella resume el autor sus conclusiones, tratando de deter- 
minar qué significa en realidad el Derecho natural y cuál es su puesto en 
el mundo jurídico contemporáneo. 

Este libro puede ser juzgado desde dos puntos de vista distintos: el de 
la Filosofía del Derecho y el del Derecho canónico. Dado el carácter de esta 
Revista, aquí prescindiremos por completo del primero de ellos. 

Para el canonista, el libro de Di Robilant contiene páginas de innegable 
utilidad; pero, en cambio, su poco acertado enfoque metodológico hace que 
no pueda confiarse en la solidez de sus conclusiones. 

Del estudio que el autor hace, en la primera parte, de las doctrinas sobre 
el Derecho natural en los más importantes autores cristianos modernos, di- 
fícilmente pueden deducirse conclusiones con relación al ordenamiento ca- 
nónico, porque la mayor parte de las doctrinas estudiadas han surgido cen 
total independencia de la legislación y doctrina canónicas. También cuda- 
mos que hayan ejercido estas dectrinas una verdadera influencia sobre los 
canonistas. El autor da por supuesto, sin detenerse a probarlo, que los estu- 
dios del Derecho de la iglesia hacen a estas doctrinas «esplicito o implicito 
riferimentos» (p. 13). No acertamos a expicarnos cómo ha podido llegar a 
este convencimiento. Es un hecho de dominio común que los estudios ca- 
nónicos apenas si son seguidos con atención fuera del restringido grupo de 
los especialistas. La mayor parte de los juristas católicos no canonistas ta- 
recen de una sólida formación canónica. Por otra parte, tampoco parece que 
los actuales canonistas se caractericen por una gran formación filosófico-iu- 
ridica, que les haga conocer y dejarse influir por las más recientes orienta- 
ciones del jusnaturalismo. No es éste el lugar más oportuno para analizar 
las causas de esta situación y tratar de sus posibles remedios, pero el hecho 
es evidente, aungue puedan señalarse excepciones. De aquí que se pueda du- 
dar de la relación que Di Robilant establece entre estas doctrinas y el pro- 
blema del Derecho natural en el ordenamiento canénico. 

Un defecto metodológico semejante se advierte en la segunda parte. El 
autor, sugestionado quizás por algunas expresiones de valor preferentemente 
formal, se esfuerza por atribuir un contenido filosófico que probablemente 
no han pretendido tener nunca, a las referencias que hace el Codex, la dec- 
trina y la jurisprudencia al Derecho natural. En ocasiones (por ejemplo, en 
las páginas dedicadas al matrimonio) mezcla el estudio de problemas canó- 
nicos con la doctrina de autores que han planteado las cuestiones desde un 
punto de vista estrictamente especulativo. 

El tema del Derecho natural en el ordenamiento canónico ofrece un cam- 
po de trabajo que el libro de Di Robilant deja prácticamente intacto. La doc- 
trina más autorizada entiende que a la Iglesia corresponde la interpreta- 
ción del Derecho natural. Quizás el camino más acertado para el estudio del 
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problema de la relevancia del «ius naturale» en el ordenamiento canónico 
sea enlazarlo con las relaciones entre las potestades eclesiásticas de juris- 
dicción y magisterio y con las construcciones doctrinales que confieuran el 
conjunto de las normas canónicas como un ordenamiento jurídico. Por esta 
' vía probablemente se llegará a un concepto de Derecho natural «más posi- 
tivo» de lo que pudiera pensarse y más en consonancia con la tradición ca- 
nónica. Un reciente estudio de Olivero (1), al que Di Robilant cita inciden- 
talmente (p. 2, nota 1), pero sin dedicarle là atención que merece, aunque 
quizás no pueda considerarse definitivo, puede ser un buen punto de par- 


tida. 
P. LOMBARDIA 


METAFISICA Y CIENCIA DEL DERECHO EN KELSEN (*) 


El volumen V de las Publicaciones del Instituto de Filosofía del Derecho 
Ce las Universidades de Roma nos ofrece un trabajo sobre la Metafísica y 
la Ciencia del Derecho en Kelsen, realizado por P. Luigi Zampetti. 

El autor quiere exponer el pensamiento del antiguo profesor de Viena 
sobre el concepto de realidad jurídica, derecho, sociología del Derecho, Es- 
tado, Derecho internacional y política, para terminar con un capítulo dedi- 
cado a la Metafísica y Ciencia kelsenianas; con ello ha querido manifestar 
el núcleo vivificador de las teorías de Hans Kelsen, facilitando su compren- 
sión y valoración complexiva; de otra forma, buscar un sustrato común fi- 
losófico que permita delinear el sistema de Kelsen a través de la teoría pura 
aplicada a cada uno de los conceptos arriba mencionados. 

El primer capitulo (pp. 7-35), dedicado a individuar el concepto de realidad 
jurídica y sus respectivas notas, quiere patentizar el sustrato filosófico de 
los varios conceptos jurídicos elaborados por Kelsun, la idea unitaria o prin- 
cipio común, que explique todas las partes de su sistema. 

Admitido el principio de que la filosofía del Derecho debe ser inmanente 
a la ciencia jurídica, Kelsen separa las esferas del «ser» y del «deber», a la 
que pertenece el Derecho. Este «deber» no es algo independiente y superior 
a la experiencia jurídica, que tiene como objeto el Derecho positivo. La doc- 
trina pura del derecho, pues, debe limitarse a indagar las condiciones de la 
posibilidad de este mismo derecho prescindiendo de la esfera causal, de la 
naturaleza del ser y del deber ser. Zampetti cree todavía poder hablar de 
metafísica kelseniana, si no en el sentido tradicional como concepción abso- 
iuta y única de la realidad, al menos como principio unitario al que pueda 
reducirse todo el pensamiento de Kelsen: es éste la separabilidad de las 
esferas indicadas del «deber» de las normas—valoración objetiva o conformi- 


(1) Diritto maturale e diritto de la Chiesa, en “Il Diritto Ecclesiastico”, 61 
(1950), pp. 1 ss. E 


(*) PIER LuIGI ZAMPETTI: Metafisica e scienza del diritto nel Kelsen (Milano, 
1956). VIII-180 pp. > 
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dad a algo impuesto al sujeto desde fuera—y del «deber moral» o valoración 
apriorística y subjetiva. El derecho natural, externo al querer y a la acción 
de cada uno de los individuos, es aquel cuyas normas tienen su base en ia 
razón o es razonablemente deductible de los primeros principios; normas po- 
sitivas son las que se apoyan en la voluntad humana; justo no artificial y 
artificial. Prescindiendo del ser, como fundamento, se diferencian solamente 
desde el punto de vista formal: deber motivado, no motivado; aquél pertenece 
al derecho natural; éste lo impone el Derecho positivo. 


La justificación de este justo artificial o no motivado se realiza por un 
reenvio—diriamos, aclarando el pensamiento, por una serie de esferas con- 
céntricas, cada una de las cuales halla su apoyo y justificación en la inme- 
diatamente superior—. La norma base, última esfera, encuentra en sí misma 
su fundamento; he ahí su formalidad, su antimetafisiquismo, su hipoteticidad 
—notas características de la realidad jurídica—. Mas siendo las normas de 
Derecho natural y positivo irreductibles, ya que las últimas son susceptibles 
de diversos contenidos de justicia y les primeras se orientan exclusivamente 
a un ideal justo, basadas como están en un princip:o metafísico o complesivo, 
una norma de Derecho natural no puede ser tomada como criterio de valo- 
ración de otra positiva, puesto que pertenecen a diversos sistemas entre los 
que no es posible la relación. Así, la justificación absoluta e hipotética de 
sas normas están infranqueablemente separadas. 


Partiendo de estas notas de la realidad jurídica, como base del sistema 
Kelsen, Zampetti pasa a examinar lo que es nuclear en la teoría kelseniana: 
el concepto mismo del Derecho (c. IT, pp. 37-68). Interesa, según Kelsen, con- 
siderar al Derecho en su sentido dinámico; aquí la validez de una norma 
depende de otra; el conjunto de ellas constituye el ordenamiento si aquéllas 
son unitariamente consideradas, ya que éste debe igualmente ser unitario; 
referencia, pues, de las normas a otra fundamental; particular a universal, 
que aúne y subsuma a todas. La justificación existe a veces en cada una de 
las normas, cuando éstas están cargadas de metafísica o en virtud del mismo 
sistema o de las normas que lo integran—caso de las normas morales y del 
Derecho natural—; en las normas desprovistas de esa cualidad metafísica la 
deducción debe hacerse según un criterio formal y dinámico, ya que son ori- 
ginadas de un acto de voluntad; la coherencia puramente formal con esa 
voluntad confirma el carácter antimetafisico de la teoría kelseniana. 

La norma fundamental se presupone y es condición transcendental del 
derecho positivo. A ella, con todo, se llega a posteriori, en cuanto que, exa- 
minado el hecho sociológico—ordenamiento complejo y eficaz—se devuelve su 
eficacia y juridicidad a la norma fundamental; ésta es punto de partida en 
cuanto da cohesión jurídica a las normas inferiores, y punto de arribo en 
cuanto que estas últimas, siendo eficaces, terminan en aquella. Zampetti 
encuentra la conversión del aposteriorismo en apriorismo, y con razón, en la 
teoría kelseniana de la interpretación, según la cual la tesis voluntarista, vo- 
luntad de la ley, y teórica, racionabilidad de la ley, son equivalentes en el 
orden práctico: partiendo de la determinación concreta, la teoría pura pres- 
cinde de las razones que la motivaron. 
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Zampetti inicia el capítulo 111 (pp. 68-85) relacionando los escritos kelse- 
nianos europeos y americanos en lo que se refiere a Sociología y Derecho y 
manifestando la evolución o amplitud de Kelsen al incluir, en el ámbito de 
la ciencia sociológica, el derecho mismo. Logra aclarar las dificultades obvias 
a la reconciliación de la Sociología y del Derecho, ser = deber, kelsenianos, limi- 
tando el campo u objeto de la jurisprudencia sociológica, que es: determinar 
que un órgano debe aplicar la sanción si la norma que lo prescribe pertenece 
a un orden jurídico eficaz, a la vez que los hechos o eventos jurídicamente 
cualificables por las normas. 

El capítulo IV está dedicado a exponer el concepto de Estado (pp. 87-109). 
Admitida la dualidad «hombre-persona»—aquél, mero presupuesto naturalís- 
tico; ésta, algo que pertenece a la esfera normativa—, el primero tiene dere- 
chos y deberes; la segunda «es» derecho y deber, mejor, complejo de deberes 
y derechos, lo que da pie para distinguir perfectamente el «sein» y «sollen», 
ser y deber, querer psicológico y jurídico o normativo. Kelsen sostiene que los 
individuos pertenecen a una asociación solamente en cuanto su actividad es 
regulada por las normas de dicha asociación. 

El concepto de Estado juega en la ciencia jurídica igual cometido que el 
de la fuerza en la física, el del alma en la psicología, y, en general. el de 
sustancia en la ciencia natural. El Estado goza esencialmente de aprioridad, 
de antimetafisicidad, y se convierte en coercibilidad de las normas, da su valor 
objetivo. La relación con las normas mismas consiste en que el Estado es 
ronsiderado como causa del ordenamiento jurídico: es la norma suprema en 
la que se apoyan y justifican las demás. Así, «Estado» es idéntico a «Derecho», 
y algo así como su personificación; supuesto el ilícito jurídico, el Estado 
impone por modo de consecuencia el castigo, siendo el hecho delictivo, a su 
vez, raíz constitutiva del derecho. 


La territorialidad, para el concepto de Estado, no debe entenderse en un 
sentido natural o normativo genérico, sino específico; la unidad del territorio 
no es tampoco una unidad geográfica o natural, sino el principio de efectivi- 
dad del Estado—concebido como ordenamiento jurídico, no como simple or- 
denamiento social—para delimitar normativamente el territorio; sólo dentro 
de él se permite el cumplimiento de los actos coercitivos, elemento esencial 
del Derecho Fuera del territorio, el hecho delictivo sería ilícito, que lievaría 
a la actuación de las consecuencias previstas en el Derecho internacional. 

Por razón del tiempo, el principio y fin de la validez de un ordenamiento 
jurídico estatal depende de su eficacia conjunta. 

El segundo elemento del ordenamiento jurídico del Estado, el pueblo, está 
relacionado con la esfera personal de validez del ordenamiento jurídico esta- 
tal en un orden de pasividad: esto es lo esencial para que el individuo forme 
parte del pueblo, y no ya su actitud activa o su posición puramente negativa 
frente al Derecho mismo y al Estado. El derecho de ciudadanía no es esencial ; 
existiendo necesariamente derechos sociales, no existen con necesidad y 
siempre derechos ciudadanos determinados. Así se llega a la posibilidad de 
que exista un Estado donde se trate como esclavos a la mayor parte de los 
individuos o que no se reconozca, por ejemplo, libertad alguna personal o 
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propiedad privada. Por la misma razón, es inútil la distinción entre Derecko 
público y privado: siempre la manifestación de la voluntad representa una 
manifestación de la voluntad estatal, es decir, del contenido del ordenamiento 
¿urídico, una concreción de las normas abstractas en normas individuales y 
«concretas. 

Respecto del tercer elemento del Estado, el poder jurídico, las normas, de 
cualquier orden que sean, o son creativas de una inferior o aplicativas de otra 
superior; la división de poderes, jurisdiccionales y administrativos, al ieual 
que la división tripartita en poderes legislativo, judicial y ejecutivo, no puede, 
según Kelsen, sostenerse en línea de Derecho. Sólo es admisible como con- 
secuencia de una razón histórico-política. 

Analizando el concepto de Derecho internacional (c. V, pp. 111-139), Zam- 
petti formula las preguntas siguientes: ¿el Estado puede y debe ser necesa- 
riamente la personificación total de las normas jurídicas? ¿Qué aspecto debe 
asumir el Derecho internacional ante el problema de la personificación o 
eventualmente parcial del Estado? ¿Cómo se debe entender el concepto de 
soberanía? 

Esta última, base del problema, según Zampetti—e interpreta perfecta- 
mente a Kelsen—no es más que el resultado lógico del concepto mismo de 
voluntad determinante del ordenamiento mediante una sucesiva aplicación 
de la primera voluntad no en el orden metafísico de causa y efecto, ya que 
mo existe influjo directo de voluntad en involuntades, sino mediante la con- 
secuencia pura de aquella primera voluntad, que sería, como entrecomilla 
nuestro autor, «el primum genus in logicis». 

Esta voluntad primera y determinante tiene la primacía respecto del De- 
recho internacional, ya que de ella le viene a éste el formar parte del Derecho 
interno, pero a su vez el principio de efectividad sociológica—exclusivo del 
Derecho internacional, y en virtud del cual el ordenamiento internacional 
establece el principio de validez de un orden interno concreto—, coloca a éste 
‘sobre el interno: la juridicidad, común a ambos, les viene de forma distinta, 
paralelamente a la teoría del conocimiento subjetivista, que coloca el «yo» 
sobre los demás, o a la teoría objetiva, que pone las cosas fuera del sujeto 
para llegar desde ellas a éste. 

Sobre el concepto de política (c. VI, pp. 141-157), nota Zampetti que se 
distinguen en Kelsen, no ya como fuentes de voluntad y de normas, sino tan 
sólo como determinadas y diversas fuentes: la antimetafisicidad, consecuen- 
cia del relativismo filosófico, es la nota peculiar de la politica. 

En el capítulo VII (pp. 159-180), Zampetti, en una labor estrictamente per- 
sonal, interpreta y armoniza las diversas partes del sistema kelseniano, lle- 
gando al punto metafísico, es decir, al principio unitario del sistema. La posi- 
bilidad de llegar a este principio permite, según él, hablar de una metafísica 
kelseniana, que no es, claro está, jusnaturalistica. 

La teoría general del Derecho, como teoría del Derecho posible y no de 
un ordenamiento concreto, es una consecuencia lógica de las premisas epis- 
temológicas de la realidad jurídica: para llegar Kelsen a una posililidad 
posible tiene que combatir la tendencia que jusnaturaliza para el futuro un 
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determinado ordenamiento positivo, al igual que la opuesta, que proclama la. 
exclusiva validez y juridicidad de un orden ideal positivizando el mismo 
Derecho natural. 

Este carácter transcendental da una impronta filosófica a la teoría general 
del Derecho en Kelsen. Es cierto que el conocimiento es un conocimiento de 
normas concretas, del «deber», sin llegar al «deber ser» o campo de valores; 
más siendo la norma positiva un «deber», queda en una zona inmensa, en 
Ja del deber como obligación trascendental, fuera del conocimiento; se impone 
entonces una sustitución por la proposición jurídica misma en función de un 
concepto de normas como juicio hipotético: he aquí por qué al elegir un hecho 
y no otro como base de conocimiento y valoración por parte del legislador se 
llega a una cierta irracionabilidad, elemento que entra en juego en la teoría 
general del antiguo profesor de Viena. Consiste ésta en realizar la elección: 
del hecho según el criterio de subordinación de la «pluralidad» a la «unidad». 
Así, dato et non concesso que exista un Derecho natural objetivo—en la rea- 
lidad debe ser acomodado por la ley particular, convirtiéndose en artificial—, 
no puede ser realidad sino en la medida en que Jos obligados gocen de un 
ejercicio perfecto de entendimiento y voluntad, lo gue de hecho resulta impo- 
sible; es entonces el órgano el que pone fin al caotismo y a la lucha en 
defensa de los derechos que se dicen naturales, conformándose o no a la: 
verdad; en este caso el Derecho positivo con su uniformidad crea el mismo: 
Derecho natural y se coloca en su lugar. 

Esta unidad, univocidad e inalterabilidad del ordenamiento es un valor 
filosófico en cuanto que, partiendo de la norma misma, incluye una descrip- 
ción y reflexión sobre la norma, volviendo a ella y dando así a la teoría 
kelseniana una metapositividad propia: mediante el proceso descriptivo. fun- 
dado en los valores, se llega al concepto de órgano, de norma positiva, e 
igualmente a rechazar el Derecho natural, eliminando de nuevo los valores; 
la metafísica positiva queda sustituída por una antimetafísica o metafísica. 
negativa que permite geometrizar las configuraciones de la ciencia y de la 
experiencia jurídica. Aquélla se mantiene en plena pasividad respecto de las: 
normas positivas, a las que tiene que describir, pero nunca valorar; mante- 
niéndose en una neutralidad frente a la norma o, mejor, en una antimeta*i- 
sicidad, la teoría general kelseniana tiene que excluir por necesidad la meta- 
positividad del Derecho, ya que en caso contrario sería preciso hablar, más: 
que de «validez», de «valor», referido al Derecho mismo. 

Reconociendo el empeño de Kelsen para llegar a una visión y construc- 
ción sistemática del Derecho, reconoce Zampetti la imposibilidad de éxito, 
dada la posición del vienés ante la metapositividad de las normas. 


El trabajo nos parece completo no solamente porque expone claramente 
el pensamiento de Hans Kelsen sobre cada uno de los puntos del sistema, 
sino, sobre todo y principalmente, porque logra armonizar todas las partes 
de éste, buscando el principio en torno al cual gravitan todos los elementos. 
kelsenianos. No es menos loable el esfuerzo, y aun el resultado de Zampetti, 
interpretando a Kelsen, por ejemplo, al rechazar la teoría de las dos partes 
o aspectos del concepto «Estado» y de la «autoobligación del mismo» (p. 96), 
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en lo que se refiere a la tricotomía o dicotomía de poderes estatales (p. 198),. 
la aclaración a la solución kelseniana, monística, en el análisis del Derecho- 
nacional e internacional (pp. 115 ss., 127 ss.). 

Utilizando las obras de Hans Kelsen e incluso analizando las interpreta- 
ciones kelsenianas de mayor monta (cfr., v. gr., cuando juzga la interpreta- 
cion de Balladore Pallieri, p. 131 y ss.), logra Zampetti presentar un conjunto 
armónico de la teoría pura del Derecho en Kelsen y aclarar muchos puntos. 
que resultan difíciles de la lectura directa del profesor de Viena. 


R. LOSADA 


LA UNIVERSIDAD CATOLICA DE MILAN (*) 


Las páginas de esta obra están escritas no sólo con la inteligencia, sino: 
también con el corazón. Aparecen en circunstancias abundancia de detalles, 
que dan a entender son recogidos por persona que estuvo presente a muchos 
de los acontecimientos y que procuró ambientarse en los tiempos pasados 
para sentir nteriormente sus vivencias, las luchas que en torno al catolicismo- 
se entablaron durante casi un siglo en Italia. 

La viveza de la narración, que por una parte prueba las cualidades de es- 
critor de monseñor Francisco Olgiatti, hacen agradable la lectura, a pesar de 
tratarse de páginas llenas, en las que no se observa apenas distinción en Ics. 
caractéres tipográficos. 

He quedado en parte sorprendido y en parte también desilusionado al. 
avanzar por las páginas del libro, escritas con calor. En efecto, tenía deseos 
de conocer la historia gloriosa de L'Università del Sacro Cuore, y bajo este: 
aspecto no he quedado plenamente satisfecho. Al leer la introducción, cuyo: 
lema era «Una vocazione, una burrasca ed un monumento histórico»» he: 
visto la referencia al padre Gemelli, cuya personalidad e influencia en la 
creación y organización de la Universidad milanesa es en amplios sectores. 
conocida. Ello me hizo creer que a continuación vendría expuesto el desa..ollo: 
y labor de tan benemérito centro docente. 

No fué así, sino que a través de los demás capítulos se nos presenta el 
ambiente italiano, en la lucha entre la ciencia y la fe, entre los hijos de Dios. 
y los hijos del mal, entre los fieles del Pontífice de Roma y sus perseguidores, 
Solamente en la tercera parte satisface el deseo del lector por conocer lo: 
referente a la Universidad. 

No por ello pierde mérito la obra. Si bien han de reconocerse digresiones. 
abundantes, sin embargo, como se nos dice en el prólogo-advertencia, cuando 
se leen las páginas que reflejan la concepción laicista del Estado y del De- 
recho y juntamente las realizaciones de los católicos, ha de considerarse: 
como algo previo y necesario para ver la concepción del Estado y del Derecho 


(*) FRANCESCO OLGIATTI: L'Università cattolica del Sacro Cuore (Milán, 1956),. 
XXIII-498 pp. 20 cm. 
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que en sus primeros diez años ha elaborado la Universidad. Cuando se expo- 
nen los ataques de la filosofía y de la literatura anterior, ha de pensarse que 
ello es necesario para comprender la concepción filosófica, la visión poética, 
literaria y artística, dada por la Universidad del Sacro Cuore. Los capitulos 
referentes a la economía y al socialismo no quieren ser otra cosa que una 
preparación a la exposición de las doctrinas económicas sostenidas por la 
Universidad. 

Ciertamente confiamos que el segundo volumen, que no hemos tenido la 
satisfacción de conocer, llene los huecos y recoja ‘as relaciones e influjo de 
la Universidad en la vida italiana. Entonces podríamos hacer sin reservas 
elogios de la obra de Francisco Olgiatti. 

Después de una breve introducción dedicada al padre Gemelli, podemos 
contemplar en la primera parte los ideales y la ‘abor del laicismo italiano 
desde 1848 a 1921. En el capítulo 1.° se contrapone la visión laicista de la vida, 
que «separa al hombre de Dios, la filosofía de la teología, la política, la eco- 
nomía y el derecho de la moral, la tierra del cielo, los valores humanos del 
“principio divino, la naturaleza de la gracia», a la concepción cristiana, para 
ia cual el centro de la vida es Dios; la teología, luz de la filosofía; la moral 
penetra en todo el ámbito de la política, de la economía y del derecho: el 
cielo es el término de cuantos caminan por la tierra, Dios es el principio de 
los valores humanos y la gracia perfecciona la naturaleza. 

El laicismo en política, nos dice en el capítulo 2., originó la legislación 
-anticlerical. Se suprimieron órdenes religiosas. Por ley de 25 de agosto de 1948 
fueron expulsados los jesuítas y las Damas del Sagrado Corazón, dedicadas 
a la enseñanza, siendo confiscados sus bienes. Se laicizó la familia, atrbu- 
yéndose el Estado todo poder sobre el matrimonio. Fué en la enseñanza donde 
centraron los enemigos de la Iglesia todos sus ataques, convencidos como 
estaban de que quien posee el dominio del pensamiento, tiene el dominio 
de la nación. 


En la concepción laicista del Estado y del Derecho, el Estado es el Absoluto, 
que está por encima de todo, de los individuos y de la sociedad, de la Iglesia, 
‘de la familia y de la escuela, imaginado como un Leviatán, separado de los 
ciudadanos y fuente única del Derecho. 


Emanados de un Estado así concebido fueron los decretos para la laiciza- 
ción de la escuela elemental y media; después de cinco días de discusiones, 
el 30 de abril de 1872, la Cámara de Diputados decretó la supresión de las 
Facultades de Teología. 

Permítasenos, aunque esto sea una digresión, invitar a los católicos espa- 
holes a que reflexionen sobre esta conducta del Gobierno italiano, igual a la 
-de todos los que se llaman liberales, en relación con los profesores católicos. 
Hemos oído a quienes se profesan católicos clamar por la libertad de doctri- 
nas y de ideas en la Universidad, sucumbiendo ante el enemigo, que con el 
título de libertad, en sus momentos de triunfo, arranca los crucifijos de las 
escuelas, arroja de sus cátedras o impide lleguen a ocuparlas quienes se ins- 
piran en el espíritu católico, o vitupera en nombre de la Universidad a un 
Contardo Ferrini, a quien el Rector Magnífico de la Universidad de Pavía 
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Teprobó haber llevado el palio en una procesión eucarística, amonestándole 
para gue «almeno per rispetto a la Universita», se abstuviese de tales actos. 


Manifiestan el interés de la obra los diversos capítulos dedicados sucesi- 
vamente a «los sacerdotes apóstatas y las cátedras universitarias», para las 
cuales se les facilitó el acceso; a la vista de conjunto del triunfo del positi- 
vismo en las mismos Universidades; a la labor y actitud ante la Iglesia de 
los escritores Carducci y D'Annunzio, de Benedetto Croce y Giovanni Gentile, 
perfectamente conocidos por Francisco Olgiatti; al modernismo, la masone- 
ría y el socialismo en sus ataques a la Iglesia; a los pretendidos conflictos 
entre la fe y la ciencia, que tienen un reflejo particular en la disputa acerca’ 
de los milagros de Lourdes, que hubo de sostener el padre Gemelli con los 
médicos positivistas, disputa recogida con detalles por el mismo padre Gemelli 
en su obra «La lotta contro Lourdes». 


En correspondencia a los ataques de los enemigos de la fe, dueños del poder 
y de las Universidades, la reacción de los católicos no se dejó esperar. La 
Acción Católica Italiana desempeñó un papel muy eficaz en esta lucha. 
Se llegó a la convicción práctica, como debieran llegar todos los católicos 
españoles de hoy día, de que es necesario defender la fe, no sólo en el interior 
de las conciencias, sino también en las manifestaciones externas, en el tem- 
plo y en al calle, en la vida de familia y en la vida de sociedad, en la oficina, 
en el casino y en las cátedras universitarias. 

En su lucha por la enseñanza católica procuraron defender los derechos 
de la familia y de la Iglesia, en contraposiición : los pretendidos derechos 
de un Estado laico antireligioso. 

El ideal de un Ateneo y de una Universidad católicos, que durante largo 
tiempo estuvo en el ánimo de los mejores, no pudo verse realizado sino des- 
pués de casi un siglo de lucha. 

No es de extrañar, por ello, el amor y entusiasmo por la Universidad de 
Milán, a la que ve nacer Francisco Olgiatti después y en medio de duras 
batallas sostenidas por los fieles al Pontífice de Roma para conquistar los 
Centros de enseñanza, las Universidades, desde las que pudieran irradiar luz 
verdadera para las inteligencias. 

En bellas páginas, se nos describe la labor de Vico Necchi, que había 
de tener un influjo tan decisivo en la conversión de Edoardo Gemelli; las 
aspiraciones de Piero Panighi y la ayuda prestada por la señorita Armida 
Barelli por su aliento y aportaciones económicas. 

Vencidas las dificultades, poco a poco fueron resolviéndose los diversos 
problemas para que tuviera realidad la deseada Universidad milanesa. El 
reconocimiento eclesiástico es mérito del gran Pontífice Benedicto XV y del 
Cardenal Ferrari, entonces arzobispo de Milán, para quien Olgiatti conserva 
4m sentimiento de gratitud. El reconocimiento civil es obtenido de Victor 
Manuel III, cuyo decreto de 24 de junio de 1920, viene refrendado por el 
guardasellos Fera, que ostentaba uno de los primeros puestos de la masonería, 
y por el ministro de Instrucción Pública, Benedetto Croce. El problema eco- 
nómico debió su solución, principalmente, a la señorita Barelli. - 


— 503 — 


BEPSBOEESISOSRGNEEASECIA 


Fueron los criterios culturales del P. Gemelli los que dieron la primera. 
organización a la Universidad. Esta abrió solemnemente sus puertas, para. 
enseñar la verdad, el día 7 de septiembre de 1921, en medio del entusiasmo: 
y de las alegrías de todos por el triunfo de la Iglesia. 

Tal es el contenido de la obra que recogemos y que tiene pretensiones 
de ser no una mera crónica, sino verdadera historia, pues mientras la crónica 
se limita a narrar los hechos, sin detenerse a descubrir la concatenación de 
los mismos, la historia hace brillar en los hechos la idea inspiradora. Si 
pretende darnos no una visión fría y muerta de los acontecimientos, sino ser 
. una palabra viva y a modo de una conversación familiar, bien puede decirse 
que lo ha logrado. Ya hice referencia al entusiasmo, al amor y al corazón 
puesto en todas las páginas de la obra, prueba suficiente de que Francisco 
Olgiatti la ama y admira. 

Sin que ello signifique poner un borrón en el indiscutible mérito del 
presente estudio, hubiéramos deseado que el aspecto material hiciera más 
atrayente la lectura. Ya advertí que sus páginas son llenas y en ellas no hay 
apenas distinción en los caracteres tipográficos. Abunda en digresiones con. 
referencia a acontecimientos o personajes recogidos en sus páginas. Carece, 
además, de aparato crítico; ninguna referencia encontramos en el pie de 
página. Hubiéramos deseado documentación més abundante en este mismo 
volumen, puesto que aumentaría de este modo el valor histórico-crítico del 
trabajo. r 

Por lo demás, confiamos que la documentación que promete recoger en 
un fascículo de notas, a continuación del segundo volumen, sea una realidad. 
Igualmente deseamos conocer pronto el segundo volumen para poder feli- 
citar plenamente al autor. 


Luciano BARCIA MARTIN 
Presbítero-Abogado 


MORAL FUNDAMENTAL (*) 


Los manuales de teología moral que, a partir principalmente de la segunda. 
mitad del siglo pasado y coincidiendo con un acusado reflorecimiento, des- 
pués de cierto período de decadencia, de los estudios teológicos en general, 
han visto la luz pública, son hoy tan numerosos como excelentes, en todos: 
los aspectos doctrinales, pedagógicos y prácticos. 

Pero la misma amplitud de la materia, por una parte, y, por otra, la 
obligada tarea de ofrecer a los alumnos de teología y futuros pastores de 
almas, en forma compendiosa y asequible, a la vez que práctica, los principics 
y aplicaciones morales de que habrán de hacer uso en su ministerio cotidiano, 
han hecho que el aspecto filosófico-teológico, o propiamente científico, de 


* 


’ 5) Lucius RODRICO, S. J.: Praelectiones Theologicae-Morales Comillenses. Se- 
rie I: Theologia Moralis fundamentalis. Tractatus de Conscientia Morali. Tomus III: 
Pars prior: Theoria generalis de conscientia morali (1954), 8.°, 571 pp. Tomus IV: Pars 
altera: Theoria de conscientia morali reflexa (1956), 8.°, 900 pp. 
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Jicha teología moral haya tenido que reducirse, en esos manuales, compendios 
o textos a un mínimo elemental, con peligro de que la parte más noble de 
la ciencia teológico-moral vaya perdiendo valor y «ficacia, para autenticidad 
y progreso de la misma; o pueda ir degenerando hacia una pura casuística, 
cuando no a simple estadística de opiniones y de autores. En todo caso, no 
es misión de los manuales o textos la de crear ciencia, sino la de trasmitirla 
a los alumnos o a los llamados a aplicarla, en el estado en que en el momento 
histórico se encuentre. i 

Cierto que esto ha sido remediado, en parte, por los numerosos, también, 
y no menos excelentes estudios monográficos de determinadas cuestiones o 
materias de la moral, en los que ilustres teólogos han sabido realizar expo- 
siciones doctrinales positivamente documentadas y rigurosa o escolástica- 
mente razonadas y, cuando el caso se ha presentado, revisiones y depuracio- 
nes de posiciones o teorías, con toda la plenitud científica exigible. 

Con todo, era de desear que alguien, con capacidad y preparación suficien- 
tes, acometiera la empresa de presentarnos toda la teología moral sistemati- 
zada y desarrollada con esta misma plenitud científica; y esto es lo que se 
ha propuesto el padre L. Rodrigo. Algo similar se propuso en su tiempo el 
Ballerini-Paimieri, fuente de la que han bebido no pocos moralistas y manua- 
les posteriores; y quizás la misma idea solicitó a otros varios, que renunciaron 
al intento, recelosos tal vez ante la magnitud del empeño, superior en su 
concepto a la capacidad de un solo hombre. 

La empresa acometida por el P. L. Rodrigo, y dada la calidad con que se 
va realizando, es verdaderamente titánica. Su obra habrá de comprender 
unos diez—a juzgar por los ya publicados—eruesos volúmenes de bien nutrida 
lectura. El primero que vió la luz pública (1944) fué el tratado «de Legibus»; 
a los diez años (1954) aparece el volumen I, «de Conscientia»; y a los dos si- 
guientes (1956), el volumen II, sobre la misma materia «de Conscientia». 

Esta lentitud en la publicación, después de una vida entera consagrada 
al acopio, elaboración y ordenación de materiales y que, a cuantos anhela- 
mos ver coronada la obra, ocasiona movimientos de impaciencia, obedece a 
ia alta calidad, ya aludida, del trabajo; y quizás también a ese sentimiento, 
descontentadizo e insatisfecho, tan frecuente en los verdaderos talentos, ante 
la propia obra, y al consiguiente natural afán de retocarla y perfeccionar!a, 
hasta acercarse al ideal entrevisto. 

En el volumen «de Conscientia» (t. III de la obra proyectada), después de 
definir el concepto o naturaleza de la conciencia moral, se determinan su 
objeto y sujeto; se examinan sus relaciones con la conciencia psicológica, con 
la sindéresis y el sentido moral, con la ciencia de la moralidad y, particu- 
larmente, con la prudencia, que habrá de ocupar lugar de primera impor- 
tancia en todo el desarrollo sistemático del tratado; se señalan las especies 
de conciencia moral y sus valores psicológico y ético; se estudia la malicia 
de su violación; se analizan y declaran sus propiedades de verdad y de certeza, 
y sus vicios o deficiencias en la conciencia errónea, en la dudosa, en la per- 
rleja, en la escrupulosa, en la laxa. Por este sumario esquemático se podrá 
vislumbrar la amplitud y riqueza de la materia tratada, en la que ningún 
aspecto queda olvidado. 
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En el volumen II (t. IV de la obra), se expone y discute con gran deten— 
ción toda la teoría de la conciencia moral refleja, empezando por la de la. 
cpinión y la de la probabilidad, y continuando por la exposición histórica de 
¡os diversos sistemas morales para la formación de esa conciencia refleja, 
y la discusión filosófico-teológica, verdaderamente exhaustiva, de cada uno 
de ellos: compensacionismo, probabiliorismo, posesionismo, equiprobabilismo- 
y probabilismo; se estudian minuciosamente la extensión y las limitaciones 
de este último adoptado; y, finalmente, ciertas normas generales para su 
aplicación. Baste considerar que este solo volumen comprende 900 páginas 
de densa lectura, para hacerse alguna idea de la detención con que es estu- 
diada en él, discutida y valorada toda esta importante materia de la forma- 
ción de la conciencia moral refleja. : 

Pero no es la abundancia de material elaborado, ni la de las ideas disemi- 
nadas en cada página, con ser ella tan grande, lo que más llama la atención. 
en toda la obra del P. L. Rodrigo, sino la lealtad con que se abordan de 
irente las más arduas cuestiones, sin hurtar el cuerpo a ninguna dificultad 
para ir directamente al fondo de las mismas; el análisis profundo, minucioso, 
clarividente y sutil de realidades y de conceptos; la argumentación ceñida, 
lógicamente férrea y sólidamente basada en los más sanos principios de la 
razón y de la fe; la manera personal e independiente con que somete a re- 
visión y depuración ideas y teorías, llegando con frecuencia, si no a conclu- 
siones absolutamente nuevas, cosa que no siempre es factible, máxime en 
teología, a formulaciones más depuradas, más exactas, mejor razonadas y 
con mayor trabazón científica en una sistematización orgánica. 

Desde luego. al P. L. Rodrigo no cabe clasificarle entre los hombres-almacén 
de que habla Balmes, que se limitan a recoger y ofrecer al público, con más o 
menos habilidad o fortuna, lo producido por otros, y que integran el noventa. 
por ciento —y aun tememos quedarnos cortos— de los escritores v científicos 
de toda clase o especialidad; sino entre los hombres-fábrica, que elaboran por 
cuenta propia esos mismos productos. imprimiendo en ellos su sello personal, 
y aun introduciendo en los mismos innovaciones y formas más perfectas. 

Véanse, como ejemplo, la originalidad —en ningún tratado escolástico de 
ética o teólogo moralista la hemos visto así formulada— y precisión de con- 
ceptos con que se establece (vol. I, pp. 267-276) la afirmación de los derechos 
de là conciencia invenciblemente errónea —el mai y el error no tienen dere- 
chos, pero la conciencia invenciblemente errónea, que es algo positivo y que 
puede ser honesta y virtuosa, sí puede tenerlos y los tiene en efecto—, de 
tanta importancia para la cabal inteligencia de la doctrina de la tolerancia, o 
la manera personal con cue se desarrollan los fundamentos esenciales y Geci-- 
sivos del probabilismo (vol. II, principalmente pp. 466-523), o la sutileza con: 
que se analiza el contenido del canon 15 del Código de Derecho Canónico, y 
1as diferencias entre el probabilismo moral y el jurídico (vol. II, pp. 549-566). 

Ya cuando vió la luz pública el volumen «de Legibus», fué acogido en los 
medios intelectuales más autorizados de moralistas y canonistas —baste ci- 
tar los nombres de Van Hove y de Michiels— con las críticas más elogiosas 
y las máximas demostraciones de estima. Algo parecido está sucediendo con 
los dos volúmenes últimos «de Conscientia», y eso sin tener en cuenta, por lo: 
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que pudieran estimarse de parciales, las críticas elogiosas de los hermanos em 
Religión del autor, y aun cuando entre éstos figuren nombres del máximo 
prestigio en las ciencias morales. Citaremos ünicamente alguno que otro de 
los extraños: 


A. Peinador, C. M. F. (1): 


«Eventus praesagia multorum confirmavit, respectu cl.mi Professoris theo- 
logicae famae. Amici pariter et miratores tanti Magistri (P. L. Rodrigo) fer- 
ventibus ardebant desideriis prae manibus quantocius habendi has de cons- 
cientia generales quaestiones et quae sequuturae promittuntur. Nulli forsan 
ex lectoribus «Commentarii» novum quid profertur, cum ex ingenio auctoris. 
quod in Hispania a longo tempore notissimum erat, quodque post tractatum 
conscriptum de legibus universaliter extollitur, con:ludimus, a priori, maxima 
ab eo sperari; cumque, post operis attentam lectionem, asserimus spem mi- 
nime deceptam fuisse. Agitur de volumine in quo nihil vel fere desideratur 
quod ad rem, quam proposuit agere, spectare visum fuerit. Ample atque acuta 
mente considerantur conscientiae natura, objectum, subjectum, relationes, 
species, valor, proprietates, atque demum, vitia, totidem capitibus. Atque non 
solum quae necessariae sunt partes subjecti evolvendi agitantur plenissime, 
miranda dexteritate atque cognitione et rei ipsius et doctorum antiquorum 
sive recentiorum, sed multae aliae indicantur quaestiunculae, cujus similitudo 
argumenti, occasionem praebet eas in medio adferendi. Cl. Rodrigo, non est 
mere scriptor, vel recensor aliorum dictorum, quaecumque ab eo proponuntur, 
sine dubio demostrantur fructus proprii atque non brevis laboris. Ni fefelli- 
mur in examine peracto, in disputatis, communioribus sententiis accenset, 
nunquam non addita singulari quadam nota, denuntianti acuitatem, perspi- 
cuitatem mentis atque dominium integrae quaesticnis.» 


St. Deandrea, O. P. (2): 


«Quanto puó interessare la conscienza sia nella sua natura e relacione 
con la prudenza, sia nel suo valore morale e nelle sue proprietà, è qui tretta 
to ampiamente e profondamente. Il metodo è quello strettamente scolastico; 
il ragionamento sempre logico e chiaro, anche se alle volte l'A. si compiace 
nell insistere su analisi che al lettore possono apparire un po'troppo sottili. 
L’esposizione è certo assai personale: l'A. non ripete né quanto al modo di 
presentazione ne quanto alla dottrina. In alcuni punti peró il contributo per- 
sonale dell'A. é particolarmente evidente». 

Afiadamos tan sólo a estas citas, en atención a la autoridad de su autor, 
la breve, pero significativa frase, consignada en carta particular, de O. Lottin,. 
O. S. B.: «Je wai jamais rencontré un traité «De Conscientia» qui ait atteint 
cette ampleur, cette richesse de doctrine et d'information». 

Como ve el lector, los valores, cualidades, estiio o manera de hacer, que 
la crítica pondera en la obra del P. L. Redrigo, son los mismos sustancial- 
mente que nosotros hemos venido señalando en la misma, tanto en la ri- 


(1) *Commentarium pro Religiosis", 34 (1955), 398-399. 
(2) “Angelicum”, 34 (1957), 93. 
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queza de ideas y dominio de materia como en el vigor dialéctico, precisión 
de conceptos y análisis profundos y sutiles; como en la manera personal, y 
aun original a veces de presentar las cuestiones o de someter a revisión las 
mismas ya comúnmente conocidas y tratadas. 

Desde luego que podrán formularse y se formulan de hecho, discrepancias 
de opinión o de apreciaciones sobre este o el otro punto particular; pero 
aparte las que obedecen simplemente a diferencias de escuela o de sistema 
entre el crítico y el autor--por más que, en lo tocante a éste, bien refractario 
se muestre en todo momento a dejarse enrolar sistemáticamente en una 
escuela determinada—que a priori se podrían ya dar por descontadas y que, 
por lo mismo, nada interesan al lector, apenas se ofrecen más que aleunas 
nimiedades de lenguaje, de método o de preferencias personales sobre algún 
aspecto o aplicación, a tratar o a omitir, de la doctrina expuesta. Lo que a 
uno le parece acabado y tal vez redundante, a otro le parece menos comple- 
to; lo que a uno le parece claro, a otro le parece menos fácil de entender; 
Jo que a uno le parece análisis profundo y sutil, a otro le parece demasiadas 
sutilezas. 

¿Por qué demasiadas sutilezas? Las divagaciones, minucias y sutilezas, que 
tan acremente fustigaba Melchor Cano en la Escolástica decadente, no eran 
censurables por sutiles, sino por vacías de realidad: perdidas, unas veces, en 
abstracciones sin contenido o puros entes de razón; faltas, otras, de todo fun- 
amento serio de experiencia o de razón, como las disputas sobre los cuatro 
elementos, o la materia incorruptible de los cielos, etc. Pero salvados estos 
abusos, no hay por qué censurar el análisis, por sutil que éste sea; antes cuan- 
to más sutil, mejor; pues cuanto más profunda y sutilmente haya sido ana- 
lizada aquella realidad, siempre que este análisis ni la adultere ni la mutile, 
tanto mejor será conocida y tanto mejor podrá ser expresada en conceptos 
y términos inequívocos y precisos. 

Aun puestos en este terreno de esas que hemos llamado nimiedades o 
preferencias personales, más bien hubiéramos opt:do, por nuestra parte en 
aleún caso, por una mayor distinción de conceptos o precisión de términos, 
como cuando se dice, por ejemplo (vol. I, p. 143), ser el juicio o dictamen de 
la prudencia «vox ipsius Dei alloquentis ad nos». Aunque el legítimo sentido 
de la expresión metafórica y frecuentemente usada, pero teológicamente me- 
nos propia, queda suficientemente claro por todo e! contexto, dada la grave- 
dad de la materia, ligada con la necesaria distinción dogmática entre la re- 
velación natural de Dios, por medio de las criaturas y de la misma razón 
humana, y la revelación sobrenatural propiamente dicha, objeto de la fe, 
por medio de la locución divina, hubiéramos preferido, decimos, por nuestra 


parte, una terminología rigurosamente exacta, cual correspondía a la fineza 
conceptual y analítica de toda la obra. 


Otra cosa es que aquellos análisis sutiles y cierto corte o empaque ele- 


gante y nada vulgar del lenguaje—no precisamente purista; cuando el voca- 
blo de baja latinidad le resulta el más a propósito para expresar su pensa- 
miento, nuestro autor no vacila en emplearlo—hagan menos fácil la lectura 
a aluumnos y principiantes. Pero es que la obra del P. L. Rodrigo no ha sido 
escrita para principiantes o alumnos en cursos elementales, sino para maes- 
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tros y especialistas; ni para ser leída de prisa y alegremente, sino para ser 
estudiada y meditada despacio. Por ello, hasta a las repeticiones, un tanto 
prodigadas, les hallaríamos alguna excusa, en esa necesidad de pausada 
meditación. 

Y algo parecido podríamos decir de otro que alguien ha señalado como - 
reparo, y que personalmente estimamos como una nueva elegancia científica : 
la sobriedad bibliográfica. La moda de llenar páginas y páginas con citas de 
publicaciones y de autores que, en la máxima parte de los casos, no hacen 
sino repetir las mismas cosas ya sabidas o por otros mejor dichas, podrá. ser 
de cierto efecto para el vulgo, pero nada interesa al verdadero hombre de 
ciencia. A éste le bastará con algunas referencias escogidas, por más impor- 
tantes o autorizadas, o simplemente por más actuales. 

En todo caso, estas nimiedades en nada afectan, como muy bien dice el 
ya citado A. Peinador, a los eximios valores sustanciales de la obra, que toda 
la crítica seria e imparcial ha reconocido en ella, y cuyo mérito el mismo 
A. Peinador califica (3) de: «vere extraordinarium, prodens laborem maxi- 
mum, rei notitiam omnimodam, ingeniumque excellens, nunguam jam me- 
moria periturum eorum qui de subjecta materia quidquam. vel scire vel seri- 
bere voluerint, pro scientiae progressu». 


T FIDEL G. MARTINEZ 
Ob. tit. de Sululi 


SOBRE LA JURISDICCION CASTRENSE EN ESPAÑA (*) 


Una nueva obra nos ofrece el doctor Muñoyerro: ésta sobre una materia 
tan poco divulgada como es la que indica el título del libro. Y decimos «di- 
vulgada porque esta palabra indica 1a finalidad que se propone su autor: reco- 
ger todas las disposiciones vigentes que sean de interés, con el fin de que fá- 
cilmente puedan conocerlas todos aquellos a quienes, por cualquier concep- 
to, les convenga. «He pensado—dice el autor del libro—no sólo en los Cape- 
llanes presentes y futuros, sino en las Autoridades eclesiásticas (Curias dio- 
cesanas y religiosas, Seminarios, Casas de formación para religiosos, etc.) y 
además en los militares, que tendrán en este pequeño volumen ordenadamente 
dispuestas las leyes y órdenes que les interesan, bajo este doble aspecto: 
primero, lo que contiene esta Jurisdicción en favor de las Fuerzas Armadas, 
y segundo, lo concerniente a la exención del servicio militar para clérigos y 
religiosos, y beneficios de prórroga a favor de seminaristas, postulantes y 
novicios.» 

Previo un capítulo preliminar de tipo histórico, hállase la publicación di- 
vidida en tres partes, en la primera de las cuales se insertan los documentos 
oficiales emanados de la Santa Sede o de los altos organismos estatales: 


(3) ZL. c. p. 400. j ; 

(*) Excmo. y Rvdmo. Dr. A. MUÑOYERRO, Arzobispo de Sión y Vicario General 
Castrense: La jurisdicción eclesiástica castrense en España. (Madrid [Ayala, 46], 
1957), 212 pp., 35 ptas. 
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el Convenio de 5 de agosto de 1950 y, en lo que dice relación con la: 
materia, el Concordato de 1953; las Bulas de erección del Arzobispado de: 
Sion y de nombramiento del Vicario General Castrense; las «Normas pontifi- 
cias» aclaratorias del Convenio (con un amplio comentario); la Instrucción. 
«De Vicariis Castrensibus» y la Carta a los Obispos de España, emanadas am- 
bas de la Sagrada Congregación Consistirial; la Orden del Ministerio del 
Ejército sobre el servicio religioso de clérigos y religiosos en la edad militar ;. 
y, finalmente, los Reglamentos del Clero Castrense de los tres Ejércitos 

En la segunda parte se hallan contenidas normas dictadas por el Vicario. 
General Castrense, tales como la «Instrucción» para el régimen interno de la 
Jurisdicción, el «Reglamento» del Apostolado Castrense y el de Conferencias 
morales y litúrgicas y el Decreto sobre visita canónica de los Tenientes Vi- 
carios. 

Finalmente, la tercera parte contiene las facultades y privilegios del Vi- 
cario, Capellanes y militares y el Acuerdo entre la diócesis de Madrid-Alcala- 
y el Vicariato General Castrense, como ejemplo de posibles acuerdos con otras. 
diócesis. 

El libro es un modelo más de orden, sobriedad y precisión de conceptos, a: 
que nos tiene acostumbrados, en las anteriores publicaciones, su ilustre autor, 
el excelentísimo y reverendísimo Arzobispo de Sión. A nuestro juicio, no hay 
reparo de consideración que oponerle y creemos que ha alcanzado plenamente 
la finalidad propuesta. : 

L. MIGUELEZ 


CONFERENCIAS CLERICALES (*) 

He aquí una nueva tesis de la Universidad Católica de Wáshington, conce- 
bida y compuesta con las mismas características que las anteriores, segün es 
costumbre y norma en tales estudios para el doctorado en Derecho canónico. 
El tema estudiado por Lawrence Joseph Hoffman es la doctrina del canon 131 
del Código de Derecho Canónico: las conferencias clericales. Dado el ea- 
rácter de la Iglesia Católica, como sociedad perfecta, y la finalidad de la mis- 
ma, que no es otra que la salvación de sus miembros, no es de extrañar el cui- 
dado y solicitud extraordinarios que siempre ha tenido de sus clérigos, en cuyas 
manos ha depositado la tarea de velar por las almas de los fieles. En este as- 
pecto ha jugado un papel muy importante la institución «Conferencias Cleri- 
cales», que al mismo tiempo que preserv2ba a los ciérigos de algunos peligros 
que se iban introduciendo, velaba también por la competencia y eficiencia de 
10S ministros de Cristo. 

Las «Conferencias Clericales», en la acepcion que emplea el autor de! pre- 
sente estudio, se refieren solamente a un tipo particular y definitivo de reu- 


(*) LAWRENCE, JOSEPH HOFFMAN: Clergy Confere i i 
, Jos i nces, canon 131: A historical cons- 
pectus and a canonical commentary (Ihe Catholic University of America Canon 


Law Studies, n. 38 i : ` 
AS 3) (Washington [The Cath. Univ. of America Press], 1957) 
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niones clericales. No son otra cosa que «reuniones de clérigos, bajo orden ex- 
presa del Obispo local y dirigidas por él o por sus delegados, en determinadas 
ocasiones del año, con el fin específico de educar a los sacerdotes que tienen 
cura o cuidado de las almas». Por lo mismo, es necesario distinguir tales reu- 
niones eclesiásticas de las convocaciones solemnes y públicas a las que acu- 
dían, en los tiempos primitivos de la iglesia, los Obispos, los clérigos y los fieles 
en general. Estas reuniones y sínodos tenían como finalidad la explicación era- 
dual de la doctrina cristiana y la invención de una defensa práctica contra las 
herejías y las falsas enseñanzas de la época. 

Aunque en la forma actual y con el sello propio que tienen en la actualidad 
las «Conferencias Clericales» datan del Concilio de Trento y en especial de San 
Carlos Borromeo, encontramos vestigios de tales reuniones en el siglo IV, 
según se desprende de una carta de San Basilio de Capadocia, año 379. El pri- 
mer documento relativo a estas conferencias es del arzobispo Híncmaro ce 
Reims. Establece que todos los meses se tengan unas «convenciones» el día de 
las kalendas, de donde les viene el nombre de «Kalendas»; al mismo tiempo 
abole algunos abusos, en la comida y en la bebida, que se venían cometiendo 
en tales reuniones. (Se explican dichos abusos, porque tales reuniones tenían 
lugar durante un día entero. Híncmaro ordena que haya una sola comida y 
que ésta sea sencilla y frugal, y que los sacerdotes vuelvan a sus casas inme- 
diatamente después de cerrada la conferencia.) 

Las normas de Híncmaro de Reims son impuestas, más o menos, por el 
Obispo de Soissons, Riculfe, en el año 879. En Italia se tienen los primeros do- 
cumentos en el siglo X. El Obispo Atto de Vercelli designa un día para las dis- 
cusiones clericales: se trata en ellas de puntos relativos a la fe, la administia- 
ción de los sacramentos, la vida eclesiástica y las costumbres, incluyendo tocos 
los deberes sacerdotales. La legislación de Híncmaro y de Atto fueron in- 
corporadas por Burchard de Worms en su colección de decretales. Lo mismo 
en Inglaterra —Concilio de Londres, 123/—, que en Francia —Sínodo de Rouen, 
1279—, que en Alemania —Concilio de Colonia, 1536— urgen la obligación de 
los estatutos provinciales y diocesanos en relación con las Conferencias cleri- 
cales. 

Toma nuevo impulso la legislación relativa a las reuniones clericales con 
el Concilio de Trento. Se puede decir que a partir del Concilio tridentino. en 
todas las diócesis de todos los países eran obligatorias las reuniones. San Car- 
los Borromeo puede ser considerado como el campeón de esta institución, ya 
que él hizo de las reuniones clericales una verdadera institución diocesana. 
Es cierto que su obra se limitó a Italia, pero se puede decir que su influio se 
dejó sentir en toda Europa. En los cuatro primeros Concilios de Milán, se es- 
tructuró plenamente toda la legislación borromiana sobre las conferencias cle- 
ricales, y en el de 1576 se recomendó el libro titulado «Instrucciones Congrega- 
-tionum Dioecesarum», y se mandó se distribuyera a todos los sacerdotes que 
asistieran a dichas reuniones. 

La legislación de entonces comprendía los siguientes puntos: 1. La reunion 
debía ser anunciada con antelación, lo mismo que el lugar de la misma; 2. la 
asistencia era obligatoria, pero sólo a los clérigos; 3, los participantes se confe- 
saban la víspera; 4, se recitaban los maitines en común; 5, había una. proce- 
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sión solemne alrededor de la iglesia antes de abrir las conferencias; 6, se ser- 
vía una comida sencilla al mediodía; 7, había que escuchar una lectura apro- 
piada sobre la vida espiritual y el ministerio; 8, se resolvían los casos de con- 
ciencia que se habían designado previamente; 9, se asistía a devociones espe- 
ciales en honor del Santísimo Sacramento al finai de la conferencia. Luego, 
todos debían regresar a sus respectivos puestos, sin retraso innecesario. 

Los esfuerzos de San Carlos Borromeo y de San Vicente de Paúl señalan 
grandes progresos en el desarrollo histórico de las conferencias clericales, 
antes de la legislación del presente Código de Derecho Canónico. A San Vi- 
cente de Paúl se debe la fundación de las Conferencias del martes, convocadas 
por primera vez el 19 de julio de 1633, en San Lázaro, de París. Lo caracie- 
rístico de estas conferencias es la asistencia de un grupo de sacerdotes secu- 
lares, sin intención alguna de abrazar el estado re:igioso, unidos tan sólo por 
€l amor de Dios y por la eficiencia espiritual de su ministerio sacerdotal A pe- 
sar de no ser presididas por el Obispo, estas Conferencias de San Vicente de 
Paúl pueden considerarse como verdaderas conferencias clericales, ya que el 
fin era el mismo y contaban con la aprobación episcopal. Este nuevo movi- 
miento tomó gran incremento y se extendió rápidamente por muchas dióces.s, 
ya que muchos miembros del mismo, cuando fueron elegidos Obispos, lo 
adoptaron en sus respectivas diócesis. Todo esto se terminó abruptamente 
en 1792, cuando la Revolución francesa destruyó toda la institución católica 
y cuando los miembros de la Iglesia fueron buscados y perseguidos. Cuando 
volvió la paz, se multiplicaron otra vez estas asociaciones con la misma vita- 
lidad que al principio. 

En el Concilio de Roma, 1725, Benedicto XIII ordenó que todos los Obispos 
de Europa promovieran el sistema de las conferencias en sus diócesis, si ya 
no estaba en vigor. A partir de esta fecha, y a veces antes, en todas las dió- 
cesis de Europa se imponen las conferencias clericales. Poco a poco se intro- 
ducen también en Estados Unidos de América, sobre todo a raíz de los Con- 
cilios provinciales de Cincinnati, el Concilio plenario de Baltimore, y el Sínodo 
diocesano de Baltimore, 1875. El I Concilio provincia! de Quebec y el I Concilio 
provincial de Halifax obligaron a los sacerdotes a asistir a las cuatro confe- 


rencias anuales. Lo mismo sucedió en la América latina, al través de los varios 
Concilios provinciales. 


Todo esto desemboca en la legislación actual del Código de Derecho Ca- 
nónico, canon 131, que, en última instancia, es el resultado de las peticior.es 
formuladas por los Obispos de Francia y de Alemania, si bien tuvo que esta- 
blecerse un «compromiso» entre las peticiones formuladas por los Obispos de 
una y de otra nación, a causa de la diferencia de extensión de las mismas. 


La legislación presente sobre las conferencias o reuniones clericales está 
bien clara. No obstante, el autor ha querido ahoridar en varias cuestiones que 
pueden resultar decisivas para la mejor comprensión de la letra del canon 121. 
Así estudia la noción, finalidad y asuntos que deben tratarse en las conferen- 
cias; lugar y tiempo y frecuencia de las mismas y «procedura» que hay que 


seguir en ellas; obligación de asistir a las conferencias y penas para los que 
no asisten. 
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La obra se nos antoja sencilla, ya que apenas si se tocan puntos de verda- 
dera dificultad. En todo caso el autor ha sabido rodearse de la reconocida 
autoridad de otros escritores que han tratado, más o menos, este punto espe- 
cial de la legislación eclesiástica, y nos ha ofrecido un estudio completo y 
definitivo sobre el canon 131. Tal vez hubiera sido de desear una extensión 
y una mayor profundidad en el aspecto histórico de la cuestión, que, a nuestro 
modo de ver, es el más importante, puesto que la cuestión canónica no ofrece 
mayores dudas, y para la solución de muchas de dichas dudas habrá que mirar 
los antecedentes históricos. 

Fr. JOSE OROZ RETA 


UN MANUAL DE SACRAMENTOS PARA 
PAISES DE MISION (*) 


El P. John de Reeper, de la Saint Joseph's Society Mill Hill, cuya obra 
«A Missionary Companion» ha tenido un éxito tan grande en los medios mi- 
sioneros ingleses, ha escrito otra nueva obra que ha de prestar grandes y va- 
liosos servicios a los sacerdotes que trabajan en las misiones. Como reza el 
subtítulo, este libro no tiene la pretensión de ser una completa «Summa» de 
Teología Pastoral Misional, sino que quiere ser un suplemento de los manua- 
les de Teología moral. Presupone, por lo mismo, como base y fundamento un 
profundo conocimiento de Teología moral, a la que sirve como suplemento en 
todo lo que toca a la preparación a los sacramentos y a la recepción de los 
mismos en las circunstancias especiales que pueden ocurrir en los diversos 
campos de misión. 

Comienza la obra con una introducción sobre lcs sacramentos en general. 
El autor recuerda, en líneas generales, los principios generales sobre la obii- 
gación de administrar los sacramentos, cuándo se puede y se debe oponer a 
administrar los sacramentos, la administración de los mismos a los pecadores 
públicos y ocultos. Sobre la remuneración debida por la administración de 
los sacramentos, los diezmos y tasas eclesiásticas, los derechos de estola y 
otras tasas especiales. 

Al tratar del sacramento del bautismo, el autor se ocupa del catecumenaco 
y de la preparación para el bautismo, con los varios problemas que se pueden 
presentar sobre el particular. A continuación trata del bautismo de los niños 
fuera de peligro de muerte, en cada uno de los casos, tales como bautismo Ge 
los niños de malos cristianos, de niños ilegítimos, de padres no católicos, de 
herejes o apóstatas, de niños abandonados por sus padres, y aun de casos raros, 
tales como los fetos, abortos y monstruos. Del bautismo de niños en peligro 
de muerte. Luego, del bautismo de los adultos, de sus requisitos y de los varios 
casos que se pueden presentar. Termina el tratado del bautismo con los ritos 


(*) REEPER, JOHN DE: The Sacraments on the Missions. A Pastoral Theological 
Supplement for the Missionary (Dublín [Browne and Nolan Ltd.], 1957), XXIV-540 pp., 
tela, 40s. 
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y ceremonias del mismo. Al tratar del sacramento de la confirmación, estu- 
dia breve, pero suficientemente, los varios casos que pueden ocurrir en la 
administración de dicho sacramento, ya sea en circunstancias normales. ya 
en peligro de muerte. 

Al tratar de la Sagrada Eucaristía, lo hace ya como sacrificio, ya como 
sacramento. En el primer caso se ocupa del lugar del sacrificio, con todos. 
tos problemas anejos. A continuación expone los requisitos para la Misa, la 
materia del sacrificio, el ministro del sacrificio, el tiempo de la Misa en ios 
diferentes días del año que pueden tener alguna circunstancia particular, de 
las Misas vespertinas y de la distribución en las mismas y fuera de ellas 
—siempre por la tarde—de la sagrada comunión. Brevemente expone las ce- 
remonias de la Misa (entendiendo ceremonias en su sentido más amplio), la 
cuestión de los estipendios, y las condiciones de la binación. Al tratar de la 
sagrada comunión estudia los varios problemas que se pueden ofrecer sobre 
el caso: ayuno eucarístico, primera comunión y comunión de los enfermos. 
(Ha sido una lástima que, por haber sido compuestc el libro con anterioridad 
a los últimos decretos de la Santa Sede sobre el ayuno eucarístico y las misas 
vespertinas, el autor no se haya ocupado de ello. Expone la Constitución: 
«Christus Dominus» y hace un pequeño comentari: sobre ella; pero, como se 
sabe, en muchas cosas ya ha sido modificada dicha Constitución. Sería de 
desear un apéndice, mientras se agota esta edición y se prepara una segunca 
corregida en este punto y puesta al día.) Se termina el tratado con los requi- 
sitos para la guarda del Santísimo Sacramento, tabernáculo y bendición y 
exposición con el Santísimo. 


De especial interés ha sido para el autor el sacramento del matrimonio, 
dado los muchos y difíciles casos que se pueden presentar en los diferentes 
campos de misión. Analiza, primeramente, las propiedades esenciales del ma- 
trimonio, los requisitos para el consentimiento matrimonial, los diferentes 
impedimentos y otros puntos de interés. Estudia a continuación los problemas 
de la autoridad civil y el matrimonio, las costumbres de las tribus—adonde 
apenas si ha llegado la legislación civil—en relación con el matrimonio, los 
llamados «Statutory or Civil Marriage», es decir, los contraídos bajo ciertas 
legislaciones coloniales sobre el matrimonio. A continuación se ocupa de los 
matrimonios entre cristianos; matrimonios entre neófitos; el matrimonio y 
el llamado «privilegio paulino»; el «privilegium fidei» y las varias «constitu- 
ciones» de los romanos Pontífices. Expone los requisitos previos para el ma- 
trimonio entre católicos, con toda la problemática inherente, sobre todo la de 
los impedimentos y la dispensa de los mismos. Termina el tratado con un 
breve estudio sobre la forma del matrimonio, ya la ordinaria, ya la extraor- 
dinaria, y la llamada «sanatio in radice». 


A continuación trata de los sacramentos de la penitencia y extremauncicn 
de menor importancia, sin duda, a causa de los casos menos LI 
y raros que se pueden presentar en la práctica externa. Termina la obra ccn 
diez apéndices sobre diferentes puntos especiales, tales como la absolución 
de censura de herejía, «ritus servandus a sacerdote Confirmationem confe- 
rente», fórmula de bendecir el «antimensium»—cfr. {ndulto de la Sagrada Con- 
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:gregación de Religiosos de 12 de marzo de 1947—, ceremonias de la Semana 
Santa reformada, etc. Sigue una lista de los cánones citados en la obra, y un 
Índice alfabético de materias estudiadas. 

El autor ha querido presentar todos y cada uno de los casos que se pueden 
“presentar en las misiones en cuanto a la administración de los sacramentos. 
Ha tratado de dar una respuesta breve, basada en los principios de la Teo- 
logía moral y del Derecho canónico, incluyendo los últimos decretos de la 
Santa Sede, a cada una de las particularidades que puedan ocurrir. Las difi- 
cultades, particulares en las circunstancias de los campos de misión que en- 
cuentran los misioneros en la administración de los diferentes sacramentos 
“son abordadas en la obra, que sin duda alguna ha de prestar una gran ayuda 
para resólver todas ellas. Como era de esperar en una obra de esta clase, no 
‘se ha ocupado el autor de exponer las varias opiniones sobre casos particula- 
res. La finalidad no era otra que ofrecer ún suplemento a la Teología moral 
-en la manera más concisa y razonable posible. No dudamos que esta obra, la 
primera que conocemos escrita y concebida en est: forma especial, ha de ser 
muy bien recibida por los sacerdotes que trabajan en las misiones y por los 
seminaristas—tan amantes de los compendios—, a los que ha de prestar una 
“ayuda valiosísima en los casos difíciles en la administración de los sacra- 
mentos. 

Fr. Jos OROZ RETA 


LA RELACION QUINQUENAL DE LOS OBISPOS (*) 


La obra que nos ocupa es una disertación doctoral sobre un capítulo muy 
“interesante del régimen de la Iglesia y sus relaciones internas. Como es ya 
norma en tales tesis doctorales que nos brinda la Universidad Católica de: 
Washington, el autor ha dividido su trabajo en dos partes: «historical synopsis» 
y «commentary». Precede un pequeño capitulo en que se estudia el sentido 
preciso y la etimología de las palabras que constituyen la sustancia de la tesis: 
«visitatio ad Limina», «quinquenalis relatio». 

La «visita ad Limina» es una consecuencia lógica de la primacía del Obispo 
de Roma. Por el simple hecho de haber sido Pedro nembrado Vicario de Cristo 
en la tierra, y en su persona los que le sucedieran en el primado de Roma, los 
otros Apóstoles y con ellos los Obispos que se fueron creando para adminis- 
irar las nuevas cristiandades venían obligados, en sefial de pleitesía, a visi- 
tarle y acudir a él—a ellos—como Jerarcas y Cabeza de la Iglesia. Este hecho 
hace que no encontremos datos precisos que sefialen el comienzo de una leeis- 
lación expresa acerca de lo que se ha llamado después «visita ad Limina». El 
primado de San Pedro, con todas las consecuencias jurídicas que de él se deri- 
van, es la razón de tal obligación, y podemos considerar como el primer acto o 


(*) CARROLL, JAMES J.: The Bishop's quinquennial report: A historical synopsis 
and a commentary (Washington [The Catholic University of America Press], 1956), 
XIT-148 pp. 
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la primera manifestación de la «visita ad Limina» la presentación del converti- 
do Saulo al Príncipe de los Apóstoles, visita o presentación que, según las pata- 
bras del Apóstol, es un verdadero exponente y demostración de respeto v aca- 
tamiento de la suprema autoridad de Pedro. En los tres primeros siglos no: 
encontramos vestigios claros de una legislación expresa sobre el particuiar, 
aunque los historiadores de entonces nos hablan frecuentemente del derecho 
que ejercen los Papas en todas las iglesias, derecho que es reconocido por los: 
Obispos en las visitas al Papa y en las relaciones que envían a la Sede Romana. 


Es en los Concilios ecuménicos donde se trata en términos explícitos sobre: 
este punto de la legislación eclesiástica. En el de Nicea se ordena la celebia- 
ción de sínodos en cada provincia, y de sínodos generales. Esto, para el autcr, 
constituye el principio de la obligación expresa de la «visita ad Limina» y de 
la relación quinquenal. Al través de los otros Concilios, el de Constantinopla y: 
Calcedonia y Efeso y sobre todo con la influencia de León I y de Gregorio I, 
se perfila más y más la legislación sobre este punto. 

Después de estas primeras manifestaciones de la !ey escrita, el autor estudia. 
las diferentes etapas de esta legislación, al través el Concilio de Roma (743), 
y las varias interpretaciones de la Ley en las Decretales de Gregorio IX. 

La legislación toma un nuevo impulso y carácter bajo el Pontificado de 
Sixto V. Sabido es que, a partir de las doctrinas de Hus, Zwinglio, Calvino, 
Enrique VIII y, especialmente, Lutero, hubo numerosas defecciones en la Igle- 
Sia. Por lo tanto, al subir al trono pontificio Sixto V, uno de sus principales 
cuidados fué el restablecimiento de las cosas al orden. De ahí que ordenara. 
bajo juramento a los Obispos hacer una visita oficial a la Santa Sede y pre- 
sentar una relación de los asuntos de sus respectivas diócesis. Este juramento: 
debían hacerlo antes de recibir la consagración, o si ya consagrados, antes de 
recibir el palio como Arzobispos, o antes de tomar posesión de nueva sede si 
eran trasladados. Sixto V reguló el tiempo de las visitas, según el lugar en: 
que vivían los Obispos: cada tres, cada cuatro, cada cinco o cada diez años.. 

Otra nueva etapa en la legislación de la «visita ad Limira» se inicia con 
Benedicto XIV. Si bien es cierto que, principalmente, se limita a confirmar 
oficialmente la legislación de Sixto V, con todo, extiende la legislación sixtina. 
a unos cuantos Obispos que, por causas extrañas, se habían eximido de «al 
obligación. Podemos decir que hasta el año 1909, con el Decreto de la Sagrada. 
Congregación Consistorial «A remotissima», están en vigor las Constituciones: 
de Sixto V y Benedicto XIV. Y no es que en ese año, 1909, se cambie la legis- 
lación, sino que se resuelven casos particulares y se unifica el tiempo o inter- 
valos de las visitas para todos los Obispos del orbe, y se legisla sobre la obliza- 
ción de hacer la visita por si o por un delegado, segun los casos previstos en 
el decreto. Como quiera que ni en las Constituciones de Sixto V o de Bene- 
dicto XIV había alusión alguna a los Obispos residentes en territorios de: 
misión, si bien tampoco había exención alguna para ningún Obispo, surgieron 
algunas dudas que fueron resueltas por sucesivos Decretos de la Santa Sece. 
Las fórmulas de las relaciones que deben presentar los Obispos a la Santa. 


Sede han variado en las varias épocas de la legislación, si bien en lo esenc.al 
han permanecido siempre idénticas. 
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En la segunda parte el autor hace un completo comentario canónico sobre 
el particular. Así, en el capítulo III examina quiénes están obligados a la re- 
lación quinquenal; a continuación, en el cuarto, el tiempo para presentar tales 
relaciones, y, en el quinto, el texto y preparación de las mismas. Estos tres 
capítulos, a nuestro parecer, no ofrecen dificultad alguna en cuanto que las. 
Constituciones sixtina o benedictina y la legislación posterior apenas si dejan 
lugar a dudas, y, por otra parte, es una cuestión de escasa dificultad, ya que 
todos los Ordinarios con carácter episcopal o todos los Obispos residenciales 
que tengan jurisdicción actual sobre un territorio definido están sujetos a la 
ley de la relación quinquenal. 

La obra, creemos, no aporta nada nuevo al conocimiento jurídico. Pero, de 
todos modos, ofrece un estudio completo sobre un punto particular del Códieo, 
que habrá que tener siempre presente para cuando se quiera encontrar soiu- 
ción a algún caso particular que pueda ofrecer la «visita ad Limina». 


Fr. Jos OROZ RETA 


EL FUERO DE LOS CLERIGOS (*) 


Hace el presente cuaderno el número 7 de los publicados por el Instituto: 
Jurídico español en Roma. Se trata de una tesis doctoral, que según se ad- 
vierte en la «Presentación» «fué favorablemente acogida por el tribunal com- 
petente». À i 

Son siete los capítulos en que ha dividido el autor su trabajo, algo desigua- 
les en cuanto a su valor intrínseco, si se los considera en si mismos, es decir, 
en su contenido objetivo, prescindiendo de la última finalidad que persigue 
en toda la obra. En el primero se encuadra el fuero de los eclesiásticos dentro 
del marco jurídico de la jurisdicción. Nada de particular. En el segundo se 
trae la historia interna del privilegio del fuero: se traza más bien a grandes 
rasgos. El tercero, cuarto y quinto se ocupan del fundamento jurídico del pri- 
vilegio del fuero. Nos parecen bien trabajados, aunque algunas interpretazio- 
nes son, a nuestro juicio, o inexactas o ininteligibles, por ejemplo, la que da 
a las opiniones contemporáneas que cifra en las de Roberti y Goyeneche (pá- 
gina 110). Encontramos también pobres de contenido los dos puntos del se- 
gundo apartado del capítulo IV (pp. 101-105). En el sexo se habla de la califi- 
cación jurídica del fuero. El autor, con buenas razones para ello, acaba el ca- 
pítulo optando por la fórmula «fuero eclesiástico». «No creemos—escribe —que 
existan inconvenientes para hablar del «fuero eclesiástico» en vez de emplear 
la fórmula arcaica, con raíces regalistas, de «privilegio del fuero de los ecle- 
siásticos». Con ello la terminología y el concepto mismo quedan aclaradcs» 
(página 142). 


(*) CRISANTOS RODRÍGUEZ-ARANGO Diaz: El fuero civil y criminal de los clérigos 
en el Derecho canónico. Consejo Superior de Investigaciones Científicas. Delegación 
de Roma. 
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Por fin, en el séptimo y último capítulo, se expone la disciplina vigente. 

Un trabajo meritorio como el presente, de indudable interés histórico-canó- 
‘nico, se recomienda por sí mismo; y el lector se puede dar cuenta de la impor- 
tancia de este estudio, por la breve reseña que acabamos de hacer de su con- 
tenido. 

Como leves reparos se nos ocurren algunas inccrrecciones u obscuridades 

de expresión: véanse primeras líneas de la página 2; «tan esto es así» (p. 59), 
etcétera. La nota 65 (p. 25) está sobrando: sin la explicación que en ella se 
da, el lector comprende lo acertado del procedimiento de dar en castellano, en 
el texto, lo que va, en nota, en su lengua original. 


ANTONIO PEINADOR, C. M. F. 


III. LIBROS RECIBIDOS 


Monseñor José Angrisani, Obispo de Casale, Monferrat: «In matutinis me- 
ditabor in te». Meditaciones para sacerdotes sobre las lecciones escriturísticas 
diarias del Breviario. Versión española revisada y acomodada a las recientes 
modificaciones litúrgicas por el Rdo. Dr. Elíseo Cots, Pbro., vol. 1. Pars Ver- 
na. Eugenio Subirana, S. A. Editorial Pontificia. Puertaferrisa, 14 (Barcelona). 

Juana Dalma: «La herencia en las enfermedades mentales». Ministerio de 
Educación de la Nación. Universidad Nacional de Tucuman. Departamento 
de Extensión Universitaria (1956). Un volumen de 45 pp. 23 cm. 

Describe las leyes y doctrinas de la herencia mental patológica, tanto en 
general como en particular. Dedica el capítulo VI a las medidas preventivas 
legales, abogando por una eugenesia integral y constructiva basada sobre el 
Saneamiento social y moral del ambiente. 
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ESTUDIOS 


EUDOXIO CASTAÑEDA (Capellán Militar): Una sentencia española en el siglo XVI. 
La validez del matrimonio de los eunucos y espadones. Páginas 259 a 287. 


El autor estudia la exactitud de una afirmación de Pietro Agostino D'Avack 
según la cual la validez del matrimonio contraído por los eunucos y espadones, 
«utroque teste carentes», fué defendida en el siglo XVI por los representantes 
más autorizados de la doctrina teológica y jurídica española. Estudia en primer 
lugar la variada terminología empleada por los autores; se plantea después la 
Cuestión, para examinar en seguida las diversas sentencias sobre ella, que el autor 
reduce a tres. A continuación analiza los fundamentos teológico-jurídicos de la 
doctrina, a saber: a) la sedatio concupiscentiae o teoría de la cópula saciativa; 
b) la función de las glándulas testiculares y el concepto del «verum semen»; 
c) el matrimonio de los ancianos y estériles; d) el concepto fisiológico y vulgar de 
la impotencia «coeundi»; e) la paridad con la mujer privada de útero y ovarios; 
f) el doble concepto del matrimonio; g) algunos textos del Derecho romano; 
h) la tolerancia por parte de la Iglesia de tales matrimonios. Concluye el autor 
que la sentencia que concedía capacidad matrimonial a los eunucos y espadones 
no fué originaria de los teólogos y canonistas españoles del siglo XVI y que algu- 
nos de los argumentos aducidos por ellos no han encontrado todavía una solución 
satisfactoria. 


JOSE DE SALAZAR ABRISQUIETA (Provisor de la Diócesis de Huelva): Peculiaridades 
del proceso de injwrias. Páginas 289 a 331. 


SUMARIO: 


Introducción. Derecho romano. Derecho alemán. Derecho italiano. Derecho es- 
pañol. Derecho canónico; carácter público del delito de injurias. Naturaleza de la 
querella. Necesidad de la querella. Competencia y constitución del tribunal. Su- 
jeto activo del derecho de querella. A quién debe presentarse la querella. Contra 
quién puede ejercitarse la querella. Pérdida del derecho de querella. Conclusiones. 


José RODRÍGUEZ Cruz (Canónigo Doctoral de Badajoz): Iniciación del juicio cri- 
minal. Paginas 333 a 371. 


SUMARIO: 


Introduccion. 
I. Iniciación del juicio criminal: Requisitos previos: a) La reprensión judi- 
cial; b) el decreto del Ordinario. 


II. El Fiscal: a) Antecedentes históricos de su función; b) naturaleza de la 
figura del Promotor; c) misión específica del Fiscal en el proceso punitivo ca- 
nónico. ; NL ven 
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Ill. El libelo acusatorio: a) Sus antecedentes; b) el libelo acusatorio en el 
Código de Derecho Canónico; c) su contenido; d) mutación y enmienda del libelo; 
e) el juez ante el libelo. = 

IV. Comienzo del juicio propiamente dicho: a) La citación; b) su natu- 
raleza. 

V. Litiscontestación: a) Antecedentes históricos; b) la litiscontestación en el 
proceso punitivo canónico; c) sus cualidades; d) contestación del reo y sus efectos. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


ARTURO ALONSO LoBO, O. P. (Profesor de Derecho canónico): La legislación espa- 
ñola sobre el matrimonio civil. Páginas 405 a 432. 


I. Documentos. Transcribe el autor un documento del Ministerio de Justicia 
de 26 de octubre de 1956 por el que se modifican varios artículos del Registro Ci- 
vil en orden a la facultad de contraer matrimonio civil en España y otro del exce- 
lentísimo señor Nuncio Apostólico en Madrid que se hace eco del Decreto prece- 
dente. El autor comenta dichos documentos con las siguientes secciones: 


II. De la forma canónica de celebrar el matrimonio. 


IIL Los matrimonios civiles celebrados en España durante la República y er 
los años de la Cruzada. 


IV. Decreto sobre el matrimonio civil de 26 de octubre de 1956. 
V. La Ley del divorcio dictada por la República española. 
VI. Ley derogatoria del divorcio de 23 de octubre de 1939. 


VII, Situaciones angustiosas no resueltas por la ley civil. 


A 


NOTAS 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Catedrático de la Facultad de Derecho- 
de Salamanca) : Estudios especiales y grados académicos en los estados de per- 
fección. Páginas 455 a 467. 


Con ocasión de la reciente publicación de la Constitución Apostólica Sedes Sa- 
pientiae, de Pio XII, y de su reglamento anejo, el autor se refiere en este comen- 
tario, conjuntamente y a veces indistintamente, a los estudios especiales y a los. 
estudios universitarios de las personas que pertenecen a los estados de perfección. 


A) Necesidad de estudios especiales y universitarios. 
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B) Reglamentación de los estudios especiales en los estatutos generales de la 
Constitución Sedes Sapientiae. 


C) Los títulos académicos eclesiásticos en el Concordato con España de 1953: 
a) Enseñanza de la Religión en los centros docentes. b) Cursos sistemáticos sobre 
ciencias eclesiásticas en las Universidades civiles. 


D) Centros u organismos universitarios de estudios eclesiásticos. 


E) Títulos civiles: a) Necesidad de su adquisición. b) Problemas que plantea. 
c) Remedios de los males posibles: santidad de vida, capacidad intelectual y con-- 
servación de la cultura y del espíritu eclesiástico. 
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STUDIA 


EupoxiUs CASTAÑEDA (Cappellanus militum): De valore matrimonii eunucorum et 
spadonum in doctrina hispanica saeculi XVI. Paginae 259-287. 


Ait Pietro Agostino D'Avack praestatiores theologos et juristas hispanos pro- 
pugnavisse doctrinam quae sustinet valorem matrimonii initi ab eunuchis et spa- 
donibus utroque teste carentibus. Id non omnino certum esse contendit auctor. 
Quod ut monstret, agit imprimis de terminologia adhibita et proponit statum 
queastionis tractandae. Recenset opiniones que in auctoris clasificatione ad tres 
reduci commode valent. Deinde perpendit argumenta theologico-iuridica quibus 
doctrina fulcitur, np.: a) sedatio concupiscentiae, sc., theoria de copula saciativa; 
b) de functione testium deque veri seminis conceptu; c) de matrimonio senescen- 
tium et sterilium; d) conceptus physiologicus et vulgaris impotentiae coéundi; 
e) analogia cum femina excissa; f) matrimonii duplex conceptus; g) textus Cor- 
poris Iuris civilis; h) quod Ecclesia talia matrimonia tolerat. Concludit auctor 
sententiam quae capacitatem ad nuptias concedebat eunuchis et spadonibus non 
esse inductam a theologis et iuristis hispanicis; ex alia autem parte, argumenta 
ab eis adhibita non habere nequidem hodie planam solutionem. 


IOSEPH DE SALAZAR ABRISQUIETA (Officialis dioecesis onubensis): Peculiaria de pro- 
cessu iniuriarum. Paginae 289-331. : 


SUMMARIUM : 


Praeambulum. Ius romanum. Ius germanicum. Ius italicum. Ius hispanum. Ius 
canonicum; sitne iniuria delictum publicum. Natura quaerelae. Quaerelae neces- 
sitas. Tribunalis competentia et constitutio. Subiectum activum iuris quaerelae. 
Cuinam sit quaerela exhibenda. Ius quaerelae adversus quem possit exerceri. Iuris 
quaerelae amissio. Conclusiones. 


JOSEPH RODRIGUEZ CRUZ (Canonicus Ecclesiae cathedralis pacensis): De initio iudi- 
dici criminalis canonici. Paginae 333-371. 


SUMMARIUM : 


Proemium. ^ 


I. Iudicii criminalis initium: Requisita praevia: a) correptio iudicialis; b) Or- 
dinari decretum. 


II. Iustitiae promotor: a) Praenotamina historica de eius munere; b) muneris 
Promotoris natura; c) munus eiusdem proprium in processu punitivo canonico, 


III. De libello accusatorio: a) Eius praeformatio historica; b) eiusdem in 
Codice positio; c) quid continere debeat; d) quo pacto mutari vel emendari queat; 
e) pars iudicis quoad libellum. 
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IV. De ipso iudici initio: a) Rei citatio; b) eius natura. 


V. De contestatione litis: a) Praecedentia ex historia; b) litis-contestatio in 
processu punitivo canonico; c) eius cualitates; d) contestatio rei et eius effectus. 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA COMMENTARIA 


ARCTURUS ALONSO LoBo (professor Iuris Canonici): Lex hispana de matrimonio ci- 
vili. Paginae 405-432. = 


I. Documenta Transcribit auctor documentum Ministerii Iustitiae hispanici 
quo mutationes indicuntur in nonnullis articulis legis de Regesto Civili in ordine 
ad facultatem nuptias contrahendi in Hispania: dein aliud documentum Nuncii 
Apostolici matritensis de eadem re agens. Talia documenta auctor commentat se- 
quientibus articulis: 


II. De forma canonica in nutiis adhibenda. 


III. De matrimoniis civilibus in Hispania celebratis durante regimine repu- 
blicano, et durante bello civili. 


IV. Decretum de matrimonio civili 26 octobris 1956. 
V. Lex divortii a Republica hispana lata. 
VI. Lex divortii derogatoria 23 octobris 1939. 


VII. Casus angustiosi lege civili nondum soluti. 


NOTAE 


MARCELLINUS CABREROS DE ANTA (in Facultate Iuris Canoniei salmanticensi pro- 
fessor): Studia specialia et gradus academici im statibus perfectionis. Paginae 
455-461. 


Constitutione apostolica Sedes Sapientiae cum adnexos statuttis, recenter pu- 
blici iuris facta, auctor in hoc commentario agit insimul et etiam indistincte de 
studiis specialibus et de studiis universitariis personarum quae ad status perfecti- 
' nis pertinent. 


A) De mesessitate studiorum specialium et universitariorum. 


B) Regulae pro studiis specialibus quae inveniuntur in statutis generalibus 
Constitutioni Sedes Sapientiae adnexis. 
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C) Tituli academici ecclesiastici in Concordato hispanico anni 1953: a) Re- 
ligio in scholis discenda. b) Cursus organici scienciarum ecclesiasticarum in Uni- 
versitatibus civilibus. 


D) Scholae vel organa universitaria pro studiis ecclesiasticis. 


E) Tituli civiles: a) Necesario acquirendi. b) Difficultates inde ortae. c) Pe- 
riculis possibilibus obviandum: vitae sanctitas, dotes intellectuales, conservatio 
culturae et spiritus ecclesiastici. 
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STUDIOS 


Eupoxio CASTAÑEDA (Militar Chaplain): A Spanish opinion in the XVI century. The 
validitu of the marriage of eunuchs and those who have been castrated. Pa- 
ges 259-287. 


The author studies the accuracy of an affirmation made by Pietro Agostino 
D'Avack, according to which the validity of the marriages of eunuchs and others 
«utroque teste carentes» was defended in the XVI century by the most famous 
representatives of the theological and juridical doctrines of Spain. He studies first 
of all the varied terminology used by the authors and then he goes on to exa- 
mine the various theories put forward in this matter, which he reduces to three. 
He then goes on to analyse the theological-juridical foundations of the doctrine, 
namely, a) the sedatio concupiscentiae theory; b) the functiones of the testicular 
glands and the concep of «verum semen»; c) the marriage of old people and those 
who are sterile; d) the physiological and common ideas of impotence; e) the simi- 
larity between the woman deprived of womb and ovaries; f) the double concept of 
marriage; g) some texts from roman law; h) the toleration of such marriages on 
the part of the Church. The author concludes that the theory which grants the 
validity of the marriage of eunuchs and those castrated was not originated in and 
the doctrine of the theologians and jurisk of Spain in the XVI century and 
that some of the arguments brought forward by them have not yet reached a 
satisfactory solution. i 


= 


JOSE DE SALAZAR ABRISQUIETA (Provisor of the Diocese of Huelva): Peculiarities 
of the process for libel. Pages 289-331. 


SUMMARY: 


Introduction. The roman law. The german law. Te italian law. The spanish 
law. The canon law. The public nature of the offence of libel. Nature of the cau- 
se. Competence and constitution of the tribunal. The active subject in the cause. 
‘To whom should the writ be presented. Against whom can the cause be institu- 
ted. The loss of right to present a cause. Conclusions. 


Jose RODRIGUEZ Cruz (Canon of Badajoz): The initiation of a criminal judgment: 
Pages 333-371. 


SUMMARY: 
Introduction. 
I. The initiation of a criminal judgment: The necessary pre-requisites: a) the 


warning in judicial form; b) the decree of the ordinary. 
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11. The Prosecutor: a) Historical antecedents of his office; b) the nature of 
the figure of the Promotor; e) the specific mission of the prosecutor in the puni- 
tive canonical process. 


II. The charge: a) Its antecedents; b) the official charge according to the 
Code of Canon Law; c) its contents; d) changes and emmendations in the char- 
ge; e) the judge and his position regarding the charge. 


IV. The beginning of the judgment properly so called: a) The citation; b) 
its nature. 


V. The reply to the charge: a) Antecedents in history; b) the reply to the 
charge in the punitive canonical proces; d) the reply of the guilty party and its 
effects. 


COMMENTS EN DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


ARTURO ALONSO LoBO, O. P. (Profesor of Canon Law): Spanish Legislation with 
regard to civil marriage. Pages 405-432. 


I. Documents. The author transcribes a document of the Ministry of Justice 
of the 26th of October, 1956, which modifies various articles of the Civil Registry 
concerning the faculty of contracting civil marriage in Spain and another of the 
Nuntio in Madrid which echoes it. The author comments on these documents in 
the following sections: p 


II. Concerning the canonical form of celebrating marriage. 


III. Civil marriages celebrated in Spain during the Republic and the years- 
of the National Crusade. i 


IV. A decree concerning civil marriage of 26th of October, 1956. 
V. The divorce law brought in under the Republic. 

VI. The law putting an end to divorce of the 23rd October, 1939. 
VII. Difficult situations which are not solved by the civil law. 


NOTES 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Profesor in the Faculty of Canon Law,. 


Salamanca University): Special studies and academic degrees in the states 
of perfection. Pages 455-467. 


On occasion of the recent publication of the Apostolic Constitution Sedes Sa- 
pientiae of Pius XII and its attached rules the author refers in his commentary 
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to the special studies and University studies of those who pertain to the state of 
perfection. 


A) The necessity of special and University studies. 


B) The regulation of special studies in the general statutes of the Constitu- 
tion Sedes Sapientiae. 


C) Ecclesiastical academic degrees in the Concordat whit Spain of 1953: a) 
The teaching of religion in institutions given over to teaching. b) Systematic cour- 
ses on ecclesiastical sciences in the civil Universities. 


D) Centres of ecclesiastical studies in Universities. 


E) Civil titles: a) Necessity of acquiring them. b) Problems which they pre- 
sent. c) Remedies for these possible evils holiness of life; intellectual ability; con- 
servation of the spirit and culture of the ecclesiastical way of life. 
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